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71 Un segundo tomo, en preparación, se destinará a los dictámenes en casos individuales emitidos por los órganos de tratados en
el marco de las Naciones Unidas, los informes hechos por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en los casos
individuales de que conoce y la hasta ahora escasísima jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.
Prólogo
La lucha de las mujeres por hacer realidad para ellas el derecho al goce de todos los derechos humanos
y a su protección tanto por los tribunales nacionales como por los órganos de supervisión internacio-
nal, ha tenido una interesante evolución. Aun cuando es indudable que los derechos humanos fueron
concebidos, ya desde la carta de las Naciones Unidas, para todos y cada uno de los seres humanos, la
realidad mostró desde el inicio de la adopción de declaraciones y tratados en esta área que no iba a ser
fácil conseguir que esos derechos fueran reconocidos y protegidos para las mujeres, particularmente
en el ámbito nacional. La discriminación de las mujeres era un problema con un alto componente
cultural y parecía necesario atacar ese componente de una manera más eficiente que con el mero
establecimiento de derechos cuyos titulares eran “todos los seres humanos”. Se concibió, entonces, la
idea de formular declaraciones y tratados específicos para las mujeres que complementaran los trata-
dos generales de derechos humanos, adoptándose así la Convención sobre Eliminación de Toda For-
ma de Discriminación contra la Mujer en el ámbito de las Naciones Unidas y, dentro del sistema
interamericano, con alguna tardanza, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erra-
dicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Bélem do Pará).
La adopción de tratados específicos tuvo efectos importantes. La Convención sobre Discriminación
contra la Mujer mostró a la comunidad internacional la importancia que la Organización de las Nacio-
nes Unidas le asignaba al respeto y defensa de los derechos humanos de las mujeres. Además, dicha
Convención precisó el contenido de la obligación de los Estados de garantizar a las mujeres, sin discrimi-
nación, el goce de todos sus derechos y especificó detalladamente las acciones que el Estado debía em-
prender en el campo social y cultural para que se alcanzara la igualdad. La Convención de Belém do
Pará, posterior y por lo tanto beneficiaria de la experiencia nacida de la lucha de los movimientos de
mujeres, dio una respuesta internacional al severo problema de la violencia contra la mujer, haciendo al
mismo tiempo un vínculo entre la violencia y la discriminación y entre aquélla y las prácticas sociales y
culturales, no dejando de lado la necesidad de examinar la intersección de la discriminación en razón del
sexo con la discriminación en razón de la raza y de la posición económica de las mujeres.
La separación que se produjo entre los derechos de las mujeres y los del resto de la humanidad, de
alguna manera producto de la adopción de estos tratados, llevó a la idea de que quizás era necesario,
una vez que se había hecho conciencia de lo que pasaba, empezar la tarea de integrar esta protección
en el curso principal de la promoción y defensa de los derechos humanos de todos. Comenzó, enton-
ces, la tarea de introducir la perspectiva de género en la interpretación y aplicación de los derechos
consagrados en los tratados generales, basándose para ello en una característica inherente a los dere-
chos humanos: su universalidad.
Esta publicación contiene la jurisprudencia, en términos latos, de los órganos de supervisión genera-
les y específicos para las mujeres en el marco de las Naciones Unidas y en el de la Organización de
Estados Americanos, organizada en función de cada uno de los derechos humanos consagrados en los
tratados internacionales. Se han examinado las observaciones y recomendaciones generales emitidas
por los órganos de tratados en el marco de las Naciones Unidas y los informes especiales y sobre países
elaborados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la Organización de Estados
Americanos1.
8Estimamos que este trabajo será una contribución al reforzamiento de la idea de que las mujeres no
escapan a la aplicación a su respecto del principio básico del Derecho Internacional de los Derechos
Humanos, el de la igualdad de todos los seres humanos en dignidad y derechos y enfatizará el hecho
de que el intérprete de las normas de derechos humanos, al momento de examinar un problema, debe
aplicar a las mujeres, de manera complementaria y no excluyente, tanto las normas generales de
derechos humanos como aquéllas dirigidas específicamente a la mujer.
Una recopilación de jurisprudencia requiere algo más que paciencia y acuciosidad. Es importante
hacer un diseño de lo que se reproduce que sea útil para el usuario; en el caso de las observaciones de
los órganos de tratados, es importante también ejercer la discreción y el buen juicio para separar
aquellas observaciones o recomendaciones formuladas en conjunto y ubicar lo pertinente a cada dere-
cho humano en el lugar que le corresponde. La recopiladora responsable de esta publicación, a mi
juicio, ha cumplido de manera excelente con estos requerimientos. Esperamos que este trabajo sea
una ayuda valiosa para los que se esfuerzan, desde distintos lugares, en poner fin a la discriminación
contra las mujeres.
Cecilia Medina Quiroga
Santiago, junio de 2005
9Prefacio
El trabajo que se presenta a continuación es una recopilación de ocho tratados internacionales sobre
derechos humanos en cuyo articulado se han insertado las interpretaciones auténticas de sus órganos
de control en materia de derechos humanos de las mujeres. Se ha buscado elaborar un texto que sirva
de apoyo para profesionales que investigan, litigan o juzgan causas donde se ven involucrados los
derechos humanos de la mujer en el continente americano.
Una primera parte, referente a la normativa de Naciones Unidas en materia de derechos humanos
contempla la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación
Racial, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto Internacional
de Derechos Civiles y Políticos, la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discrimi-
nación contra la Mujer y la Convención sobre los Derechos del Niño. Para cada uno de estos instru-
mentos, se han estudiado las Observaciones o Recomendaciones Generales emitidas por sus respecti-
vos órganos de control y se ha incorporado al texto la opinión del órgano respecto de cómo cada
artículo debe entenderse referido a los derechos de las mujeres. Así por ejemplo, cómo se ve afectado
el derecho a la vida de la mujer, cuáles son las obligaciones del Estado con respecto al derecho a la
salud de la mujer, cómo debe protegerse el derecho al asilo de la mujer, etc.
Lo mismo se ha hecho con tres instrumentos del sistema interamericano de derechos humanos: la
Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), el Protocolo
Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador) y la Convención Interamericana para Prevenir,
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belem do Pará). Dado que la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha publicado relativamente pocos informes espe-
ciales en materia de derechos de la mujer, además de éstos se han examinado informes de país en
cuanto se refieren a estos derechos.
Se ha intentado extraer sucintamente lo más relevante que ha expuesto el órgano con respecto a cada
derecho humano en cuestión. Además, se ha reproducido fielmente lo dicho por el órgano en cada
caso. Sin embargo, se debe señalar que las notas al pie de página originales de cada texto han sido
omitidas salvo en casos en donde se ha determinado que su permanencia en este texto es indispensa-
ble para el entendimiento del extracto.
Por otro lado, debe hacerse el alcance que dado que la Comisión Interamericana de Derechos Huma-
nos no siempre especifica el artículo y el tratado respecto del cual hace sus observaciones, la recopiladora
ha tomado la libertad de ubicar los comentarios de la Comisión en el texto de los tratados
interamericanos de acuerdo con su principal contenido.
Patricia Palacios Zuloaga
Santiago, junio de 2005
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Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas
de Discriminación Racial
Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General en su resolución 2106 A
(XX), de 21 de diciembre de 1965.
Entrada en vigor: 4 de enero de 1969, de conformidad con el artículo 19
Los Estados partes en la presente Convención,
Considerando que la Carta de las Naciones Unidas está basada en los principios de la dignidad y la
igualdad inherentes a todos los seres humanos y que todos los Estados Miembros se han comprome-
tido a tomar medidas conjunta o separadamente, en cooperación con la Organización, para realizar
uno de los propósitos de las Naciones Unidas, que es el de promover y estimular el respeto universal
y efectivo de los derechos humanos y de las libertades fundamentales de todos, sin distinción por
motivos de raza, sexo, idioma o religión.
Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos proclama que todos los seres hu-
manos nacen libres e iguales en dignidad y derechos, y que toda persona tiene todos los derechos y
libertades enunciados en la misma, sin distinción alguna, en particular por motivos de raza, color u
origen nacional,
Considerando que todos los hombres son iguales ante la ley y tienen derecho a igual protección de la
ley contra toda discriminación y contra toda incitación a la discriminación,
Considerando que las Naciones Unidas han condenado el colonialismo y todas las prácticas de segre-
gación y discriminación que lo acompañan, cualquiera que sea su forma y dondequiera que existan, y
que la Declaración sobre la concesión de la independencia a los países y pueblos coloniales, de 14 de
diciembre de 1960 [resolución 1514 (XV) de la Asamblea General], ha afirmado y solemnemente
proclamado la necesidad de ponerles fin rápida e incondicionalmente,
Considerando que la Declaración de las Naciones Unidas sobre la eliminación de todas las formas de
discriminación racial, de 20 de noviembre de 1963 [resolución 1904 (XVIII) de la Asamblea Gene-
ral] afirma solemnemente la necesidad de eliminar rápidamente en todas las partes del mundo la
discriminación racial en todas sus formas y manifestaciones y de asegurar la comprensión y el respeto
de la dignidad de la persona humana,
Convencidos de que toda doctrina de superioridad basada en la diferenciación racial es científicamente
falsa, moralmente condenable y socialmente injusta y peligrosa, y de que nada en la teoría o en la
práctica permite justificar, en ninguna parte, la discriminación racial,
Reafirmando que la discriminación entre seres humanos por motivos de raza, color u origen étnico
constituye un obstáculo a las relaciones amistosas y pacíficas entre las naciones y puede perturbar la
paz y la seguridad entre los pueblos, así como la convivencia de las personas aun dentro de un mismo
Estado,
Convencidos de que la existencia de barreras raciales es incompatible con los ideales de toda la sociedad
humana,
Alarmados por las manifestaciones de discriminación racial que todavía existen en algunas partes del
mundo y por las políticas gubernamentales basadas en la superioridad o el odio racial, tales como las
de apartheid, segregación o separación,
12
Las Convenciones Internacionales de Derechos Humanos y la Perspectiva de Género
Resueltos a adoptar todas las medidas necesarias para eliminar rápidamente la discriminación racial en
todas sus formas y manifestaciones y a prevenir y combatir las doctrinas y prácticas racistas con el fin
de promover el entendimiento entre las razas y edificar una comunidad internacional libre de todas
las formas de segregación y discriminación raciales,
Teniendo presentes el Convenio relativo a la discriminación en materia de empleo y ocupación aproba-
do por la Organización Internacional del Trabajo en 1958 y la Convención relativa a la lucha contra
las discriminaciones en la esfera de la enseñanza, aprobada por la Organización de las Naciones Uni-
das para la Educación, la Ciencia y la Cultura en 1960,
Deseando poner en práctica los principios consagrados en la Declaración de las Naciones Unidas sobre
la eliminación de todas las formas de discriminación racial y con tal objeto asegurar que se adopten lo
antes posible medidas prácticas,
Han acordado lo siguiente:
PARTE I
Artículo 1
1. En la presente Convención la expresión “discriminación racial” denotará toda distinción, exclu-
sión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico
que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en
condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas políti-
ca, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública.
56º Período de Sesiones (2000)
Recomendación general XXV relativa a las dimensiones de la discriminación racial relacionadas con
el género
1. El Comité toma nota de que la discriminación racial no siempre afecta a las mujeres y a los hombres en
igual medida ni de la misma manera. Existen circunstancias en que afecta únicamente o en primer
lugar a las mujeres, o a las mujeres de distinta manera o en distinta medida que a los hombres. A
menudo no se detecta si no se reconocen explícitamente las diferentes experiencias de unas u otros en
la vida pública y privada.
2. Determinadas formas de discriminación racial pueden dirigirse contra las mujeres en calidad de tales
como, por ejemplo, la violencia sexual cometida contra las mujeres de determinados grupos raciales o
étnicos en detención o durante conflictos armados; la esterilización obligatoria de mujeres indígenas;
el abuso de trabajadoras en el sector no estructurado o de empleadas domésticas en el extranjero. La
discriminación racial puede tener consecuencias que afectan en primer lugar o únicamente a las muje-
res, como embarazos resultantes de violaciones motivadas por prejuicios raciales; en algunas socieda-
des las mujeres violadas también pueden ser sometidas a ostracismo. Además, las mujeres pueden
verse limitadas por la falta de remedios y mecanismos de denuncia de la discriminación a causa de
impedimentos por razón de sexo, tales como los prejuicios de género en el ordenamiento jurídico y la
discriminación de la mujer en la vida privada.
3. Reconociendo que algunas formas de discriminación racial repercuten únicamente sobre las mujeres, el
Comité intentará tener en cuenta en su labor los factores genéricos o las cuestiones que puedan estar
relacionadas con la discriminación racial. Considera que sus prácticas en este sentido se beneficiarían del
desarrollo, en colaboración con los Estados Partes, de un enfoque más sistemático y coherente de la
evaluación y la vigilancia de la discriminación racial de las mujeres, así como de las desventajas, obstá-
culos y dificultades por motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico con que tropiezan para
ejercer y disfrutar plenamente de sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales.
4. En consecuencia, al examinar formas de discriminación racial, el Comité pretende aumentar sus esfuer-
zos para integrar las perspectivas de género, incorporar análisis basados en el género y alentar la utiliza-
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ción de un lenguaje no sexista en sus métodos de trabajo durante el período de sesiones, comprensivos de
su examen de los informes presentados por los Estados Partes, las observaciones finales, los mecanismos
de alerta temprana y los procedimientos de urgencia, y las recomendaciones generales.
5. Como parte de la metodología para tener plenamente en cuenta las dimensiones de la discriminación
racial relacionadas con el género, el Comité incluirá entre sus métodos de trabajo durante el período de
sesiones un análisis de la relación entre la discriminación por razón de sexo y la discriminación racial,
prestando especial atención a:
a) La forma y manifestación de la discriminación racial;
b) Las circunstancias en que se produce la discriminación racial;
c) Las consecuencias de la discriminación racial; y
2 Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, Recomendación General XXV relativa a las dimensiones de la discriminación
racial relacionadas con el género, en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Genera-
les Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
3 Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, “Recomendación general XXX sobre la discriminación contra los no
ciudadanos”, en http://www.acnur.org/biblioteca/pdf/3577.pdf consultado el 22 de julio de 2005.
d) La disponibilidad y accesibilidad de los remedios y mecanismos de denuncia en casos [de] discri-
minación racial.
6. Tomando nota de que los informes presentados por los Estados Partes a menudo no contienen informa-
ción específica o suficiente sobre la aplicación de la Convención en lo que se refiere a la mujer, se solicita
a los Estados Partes que describan, en la medida de lo posible en términos cuantitativos y cualitativos, los
factores y las dificultades que se encuentran a la hora de asegurar que las mujeres disfruten en pie de
igualdad y libres de discriminación racial los derechos protegidos por la Convención. Si los datos se
clasifican por raza u origen étnico y se desglosan por género dentro de esos grupos raciales o étnicos, los
Estados Partes y el Comité podrán determinar, comparar y tomar medidas para remediar las formas de
discriminación racial contra la mujer que de otro modo podrían quedar ocultas e impunes2.
2. Esta Convención no se aplicará a las distinciones, exclusiones, restricciones o preferencias que haga
un Estado parte en la presente Convención entre ciudadanos y no ciudadanos.
3. Ninguna de las cláusulas de la presente Convención podrá interpretarse en un sentido que afecte
en modo alguno las disposiciones legales de los Estados partes sobre nacionalidad, ciudadanía o
naturalización, siempre que tales disposiciones no establezcan discriminación contra ninguna na-
cionalidad en particular.
65º Período de Sesiones (2005)
Recomendación general XXX sobre la discriminación contra los no ciudadanos
El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial,
(…)
Recomienda, basándose en estos principios generales, que los Estados Partes en la Convención, con arre-
glo a sus circunstancias específicas, adopten las medidas siguientes:
(…)
II. Medidas de carácter general
8. Prestar mayor atención a la cuestión de la discriminación múltiple con que se enfrentan los no ciuda-
danos, en particular respecto de los hijos y cónyuges de los trabajadores no ciudadanos, abstenerse de
aplicar normas distintas de trato a las mujeres no ciudadanas que son cónyuges de ciudadanos y a los
varones no ciudadanos que son cónyuges de ciudadanas, informar, en su caso, sobre esas prácticas y
tomar todas las medidas que sean necesarias para suprimirlas3.
4. Las medidas especiales adoptadas con el fin exclusivo de asegurar el adecuado progreso de ciertos
grupos raciales o étnicos o de ciertas personas que requieran la protección que pueda ser necesaria
14
Las Convenciones Internacionales de Derechos Humanos y la Perspectiva de Género
con objeto de garantizarles, en condiciones de igualdad, el disfrute o ejercicio de los derechos
humanos y de las libertades fundamentales no se considerarán como medidas de discriminación
racial, siempre que no conduzcan, como consecuencia, al mantenimiento de derechos distintos
para los diferentes grupos raciales y que no se mantengan en vigor después de alcanzados los
objetivos para los cuales se tomaron.
57º Período de Sesiones (2000)
Recomendación general XXVII relativa a la discriminación de los romaníes
El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial,
(...)
Recomienda que los Estados Partes en la Convención, teniendo en cuenta su situación específica, adopten
según sea conveniente, para beneficio de los miembros de las comunidades romaníes, entre otras cosas,
todas las siguientes medidas o parte de ellas.
1. Medidas de carácter general
(...)
6. Tener en cuenta, en todos los programas y proyectos planeados y aplicados y en todas las medidas
adoptadas, la situación de las mujeres romaníes, que a menudo son víctimas de una doble discrimina-
ción.
(...)
3. Medidas en la esfera de la educación
17.Apoyar la inclusión en el sistema educativo de todos los niños de origen romaní y tomar medidas para
reducir las tasas de abandono escolar, en especial de niñas romaníes y, con este fin, cooperar activa-
mente con los padres, asociaciones y comunidades locales romaníes.
(...)
22.Asegurar que sus programas, proyectos y campañas en la esfera de la educación tengan en cuenta las
desventajas de las niñas y mujeres romaníes.
(...)
4. Medidas para mejorar las condiciones de vida
(...)
34.Iniciar y poner en ejecución y programas y proyectos en la esfera de la sanidad para los romaníes,
principalmente las mujeres y los niños, teniendo en cuenta su situación de desventaja por la extrema
pobreza y el bajo nivel de educación, así como las diferencias culturales; invitar a las asociaciones y
comunidades romaníes y sus representantes, sobre todo mujeres, a participar en la elaboración y ejecu-
ción de programas y proyectos sanitarios que interesen a los grupos romaníes.
(...)
El Comité también recomienda que:
46.Los Estados Partes incluyan en sus informes periódicos, de manera apropiada, datos acerca de las
comunidades romaníes dentro de su jurisdicción, incluyendo datos estadísticos sobre la participación
de los romaníes en la vida política y sobre su situación económica, social y cultural, hasta desde una
perspectiva de género, e información acerca de la aplicación de esta recomendación general4.
4 Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, Recomendación General XXVII relativa a la discriminación de los romaníes,
en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos
Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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61º Período de Sesiones (2002)
Recomendación general XXIX
La discriminación basada en la ascendencia
El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial,
(…)
Recomienda que los Estados Partes, con arreglo a sus circunstancias particulares, adopten todas o algunas
de las providencias que figuran a continuación:
1. Medidas generales
(…)
j) Llevar a cabo encuestas periódicas sobre el estado de la discriminación basada en la ascendencia y, en
sus informes al Comité, proporcionar información desglosada sobre la distribución geográfica y la
condición económica y social de las comunidades cuya condición se basa en consideraciones de
ascendencia, con inclusión de una perspectiva de género;
2. Discriminación múltiple que sufren las mujeres de las comunidades cuya condición se basa en
consideraciones de ascendencia
k) Tener en cuenta, en todos los programas y proyectos planificados y puestos en práctica, así como en la
adopción de medidas, la situación de las mujeres que pertenecen a esas comunidades, en su condición
de víctimas de discriminación múltiple, explotación sexual y prostitución forzosa;
l) Tomar todas las medidas necesarias para eliminar la discriminación múltiple, incluida la discrimina-
ción basada en la ascendencia, que sufren las mujeres, sobre todo en los ámbitos de la seguridad
personal, el empleo y la educación;
m) Proporcionar datos desglosados sobre la situación de las mujeres afectadas por la discriminación basa-
da en la ascendencia;
(…)
6. Derechos civiles y políticos
(…)
ff) Tomar medidas decididas para garantizar los derechos de matrimonio de los miembros de comunida-
des cuya condición se basa en consideraciones de ascendencia y que deseen contraer matrimonio
fuera de sus comunidades;
(…)
8. Derecho a la educación
ss) Reducir las tasas de deserción escolar de los niños de todas las comunidades, en particular de las
comunidades afectadas, prestando especial atención a la situación de las niñas5;
Artículo 2
1. Los Estados partes condenan la discriminación racial y se comprometen a seguir, por todos los
medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la discriminación racial en
todas sus formas y a promover el entendimiento entre todas las razas, y con tal objeto:
a) Cada Estado parte se compromete a no incurrir en ningún acto o práctica de discriminación racial
contra personas, grupos de personas o instituciones y a velar por que todas las autoridades públicas
e instituciones públicas, nacionales y locales, actúen en conformidad con esta obligación;
5 Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, Recomendación General XXIX La Discriminación Basada en la Ascenden-
cia, en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos
Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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b) Cada Estado parte se compromete a no fomentar, defender o apoyar la discriminación racial
practicada por cualesquiera personas u organizaciones;
c) Cada Estado parte tomará medidas efectivas para revisar las políticas gubernamentales naciona-
les y locales, y para enmendar, derogar o anular las leyes y las disposiciones reglamentarias que
tengan como consecuencia crear la discriminación racial o perpetuarla donde ya exista;
d) Cada Estado parte prohibirá y hará cesar por todos los medios apropiados, incluso, si lo exigie-
ran las circunstancias, medidas legislativas, la discriminación racial practicada por personas,
grupos u organizaciones;
e) Cada Estado parte se compromete a estimular, cuando fuere el caso, organizaciones y movi-
mientos multirraciales integracionistas y otros medios encaminados a eliminar las barreras entre
las razas, y a desalentar todo lo que tienda a fortalecer la división racial.
2. Los Estados partes tomarán, cuando las circunstancias lo aconsejen, medidas especiales y concre-
tas, en las esferas social, económica, cultural y en otras esferas, para asegurar el adecuado desenvol-
vimiento y protección de ciertos grupos raciales o de personas pertenecientes a estos grupos, con el
fin de garantizar en condiciones de igualdad el pleno disfrute por dichas personas de los derechos
humanos y de las libertades fundamentales. Esas medidas en ningún caso podrán tener como
consecuencia el mantenimiento de derechos desiguales o separados para los diversos grupos racia-
les después de alcanzados los objetivos para los cuales se tomaron.
Artículo 3
Los Estados partes condenan especialmente la segregación racial y el apartheid y se comprometen a
prevenir, prohibir y eliminar en los territorios bajo su jurisdicción todas las prácticas de esta naturaleza.
Artículo 4
Los Estados partes condenan toda la propaganda y todas las organizaciones que se inspiren en ideas o
teorías basadas en la superioridad de una raza o de un grupo de personas de un determinado color u
origen étnico, o que pretendan justificar o promover el odio racial y la discriminación racial, cualquie-
ra que sea su forma, y se comprometen a tomar medidas inmediatas y positivas destinadas a eliminar
toda incitación a tal discriminación o actos de tal discriminación, y, con ese fin, teniendo debidamen-
te en cuenta los principios incorporados en la Declaración Universal de Derechos Humanos, así
como los derechos expresamente enunciados en el artículo 5 de la presente Convención, tomarán,
entre otras, las siguientes medidas:
a) Declararán como acto punible conforme a la ley toda difusión de ideas basadas en la superioridad
o en el odio racial, toda incitación a la discriminación racial, así como todo acto de violencia o toda
incitación a cometer tales actos contra cualquier raza o grupo de personas de otro color u origen
étnico, y toda asistencia a las actividades racistas, incluida su financiación;
b) Declararán ilegales y prohibirán las organizaciones, así como las actividades organizadas de propa-
ganda y toda otra actividad de propaganda, que promuevan la discriminación racial e inciten a ella,
y reconocerán que la participación en tales organizaciones o en tales actividades constituye un
delito penado por la ley;
c) No permitirán que las autoridades ni las instituciones públicas nacionales o locales promuevan la
discriminación racial o inciten a ella.
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Artículo 5
En conformidad con las obligaciones fundamentales estipuladas en el artículo 2 de la presente Con-
vención, los Estados partes se comprometen a prohibir y eliminar la discriminación racial en todas sus
formas y a garantizar el derecho de toda persona a la igualdad ante la ley, sin distinción de raza, color
y origen nacional o étnico, particularmente en el goce de los derechos siguientes:
a) El derecho a la igualdad de tratamiento en los tribunales y todos los demás órganos que adminis-
tran justicia;
b) El derecho a la seguridad personal y a la protección del Estado contra todo acto de violencia o
atentado contra la integridad personal cometido por funcionarios públicos o por cualquier indivi-
duo, grupo o institución;
c) Los derechos políticos, en particular el de tomar parte en elecciones, elegir y ser elegido, por medio
del sufragio universal e igual, el de participar en el gobierno y en la dirección de los asuntos
públicos en cualquier nivel, y el de acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones públicas;
d) Otros derechos civiles, en particular:
i) El derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio de un Estado;
ii) El derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar a su país;
iii)El derecho a una nacionalidad;
65º Período de Sesiones (2005)
Recomendación general XXX sobre la discriminación contra los no ciudadanos
El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial,
(…)
Recomienda, basándose en estos principios generales, que los Estados Partes en la Convención, con arre-
glo a sus circunstancias específicas, adopten las medidas siguientes:
(…)
IV. Acceso a la ciudadanía
16.Reducir la apatridia, en particular entre los niños; por ejemplo, alentando a sus padres a solicitar la
nacionalidad en su nombre y permitiendo que ambos progenitores transmitan la nacionalidad a sus
hijos6.
iv) El derecho al matrimonio y a la elección del cónyuge;
65º Período de Sesiones (2005)
Recomendación general XXX sobre la discriminación contra los no ciudadanos
El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial,
(…)
Recomienda, basándose en estos principios generales, que los Estados Partes en la Convención, con arre-
glo a sus circunstancias específicas, adopten las medidas siguientes:
(…)
6 Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, “Recomendación general XXX sobre la discriminación contra los no
ciudadanos”, en http://www.acnur.org/biblioteca/pdf/3577.pdf consultado el 22 de julio de 2005.
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VI. Expulsión y deportación de no ciudadanos
28.Evitar la expulsión de los no ciudadanos, especialmente de los residentes de larga data, que pueda
tener como resultado una interferencia desproporcionada en el derecho a la vida familiar7.
v) El derecho a ser propietario, individualmente y en asociación con otros;
vi) El derecho a heredar;
vii) El derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión;
viii)El derecho a la libertad de opinión y de expresión;
ix) El derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas;
e) Los derechos económicos, sociales y culturales, en particular:
i) El derecho al trabajo, a la libre elección de trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de
trabajo, a la protección contra el desempleo, a igual salario por trabajo igual y a una remuneración
equitativa y satisfactoria;
65º Período de Sesiones (2005)
Recomendación general XXX sobre la discriminación contra los no ciudadanos
El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial,
(…)
Recomienda, basándose en estos principios generales, que los Estados Partes en la Convención, con arre-
glo a sus circunstancias específicas, adopten las medidas siguientes:
(…)
VII. Derechos económicos, sociales y culturales
34.Tomar medidas eficaces para evitar y resolver los graves problemas con que suelen enfrentarse los
trabajadores no ciudadanos, en particular los trabajadores domésticos no ciudadanos, tales como la
servidumbre por deudas, la retención del pasaporte, la reclusión ilícita, la violación y las agresiones
físicas8.
ii) El derecho a fundar sindicatos y a sindicarse;
iii)El derecho a la vivienda;
iv) El derecho a la salud pública, la asistencia médica, la seguridad social y los servicios sociales;
v) El derecho a la educación y la formación profesional;
vi) El derecho a participar, en condiciones de igualdad, en las actividades culturales;
f ) El derecho de acceso a todos los lugares y servicios destinados al uso público, tales como los medios
de transporte, hoteles, restaurantes, cafés, espectáculos y parques.
Artículo 6
Los Estados partes asegurarán a todas las personas que se hallen bajo su jurisdicción, protección y
recursos efectivos, ante los tribunales nacionales competentes y otras instituciones del Estado, contra
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humanos y libertades fundamentales, así como el derecho a pedir a esos tribunales satisfacción o
reparación justa y adecuada por todo daño de que puedan ser víctimas como consecuencia de tal
discriminación.
Artículo 7
Los Estados partes se comprometen a tomar medidas inmediatas y eficaces, especialmente en las
esferas de la enseñanza, la educación, la cultura y la información, para combatir los prejuicios que
conduzcan a la discriminación racial y para promover la comprensión, la tolerancia y la amistad entre
las naciones y los diversos grupos raciales o étnicos, así como para propagar los propósitos y principios
de la Carta de las Naciones Unidas, de la Declaración Universal de Derechos Humanos, de la Decla-




1. Se constituirá un Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (denominado en ade-
lante el Comité) compuesto de dieciocho expertos de gran prestigio moral y reconocida imparcia-
lidad, elegidos por los Estados partes entre sus nacionales, los cuales ejercerán sus funciones a título
personal; en la constitución del Comité se tendrá en cuenta una distribución geográfica equitativa
y la representación de las diferentes formas de civilización, así como de los principales sistemas
jurídicos.
2. Los miembros del Comité serán elegidos en votación secreta de una lista de personas designadas
por los Estados partes. Cada uno de los Estados partes podrá designar una persona entre sus pro-
pios nacionales.
3. La elección inicial se celebrará seis meses después de la fecha de entrada en vigor de la presente
Convención. Al menos tres meses antes de la fecha de cada elección, el Secretario General de las
Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados partes invitándoles a que presenten sus candida-
turas en un plazo de dos meses. El Secretario General preparará una lista por orden alfabético de
todas las personas designadas de este modo, indicando los Estados partes que las han designado, y
la comunicará a los Estados partes.
4. Los miembros del Comité serán elegidos en una reunión de los Estados partes que será convocada
por el Secretario General y se celebrará en la Sede de las Naciones Unidas. En esta reunión, para la
cual formarán quórum dos tercios de los Estados partes, se considerarán elegidos para el Comité
los candidatos que obtengan el mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los
representantes de los Estados partes presentes y votantes.
5. a) Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años. No obstante, el mandato de nueve de
los miembros elegidos en la primera elección expirará al cabo de dos años; inmediatamente
después de la primera elección el Presidente del Comité designará por sorteo los nombres de
esos nueve miembros.
b) Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado parte cuyo experto haya cesado en sus funciones
como miembro del Comité, designará entre sus nacionales a otro experto, a reserva de la apro-
bación del Comité.
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6. Los Estados partes sufragarán los gastos de los miembros del Comité mientras éstos desempeñen
sus funciones.
Artículo 9
1. Los Estados partes se comprometen a presentar al Secretario General de las Naciones Unidas, para
su examen por el Comité, un informe sobre las medidas legislativas, judiciales, administrativas o
de otra índole que hayan adoptado y que sirvan para hacer efectivas las disposiciones de la presente
Convención: a) dentro del plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Convención para el
Estado de que se trate; y b) en lo sucesivo, cada dos años y cuando el Comité lo solicite. El Comité
puede solicitar más información a los Estados partes.
2. El Comité informará cada año, por conducto del Secretario General, a la Asamblea General de las
Naciones Unidas sobre sus actividades y podrá hacer sugerencias y recomendaciones de carácter
general basadas en el examen de los informes y de los datos transmitidos por los Estados partes.
Estas sugerencias y recomendaciones de carácter general se comunicarán a la Asamblea General,
junto con las observaciones de los Estados partes, si las hubiere.
Artículo 10
1. El Comité aprobará su propio reglamento.
2. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años.
3. El Secretario General de las Naciones Unidas facilitará al Comité los servicios de secretaría.
4. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones Unidas.
Artículo 11
1. Si un Estado parte considera que otro Estado parte no cumple las disposiciones de la presente
Convención, podrá señalar el asunto a la atención del Comité. El Comité transmitirá la comuni-
cación correspondiente al Estado parte interesado. Dentro de los tres meses, el Estado que recibe la
comunicación presentará al Comité explicaciones o declaraciones por escrito para aclarar la cues-
tión y exponer qué medida correctiva hubiere, en su caso, adoptado.
2. Si el asunto no se resuelve a satisfacción de ambas partes, mediante negociaciones bilaterales o
algún otro procedimiento adecuado, en un plazo de seis meses a partir del momento en que el
Estado destinatario reciba la comunicación inicial, cualquiera de los dos Estados tendrá derecho a
someter nuevamente el asunto al Comité mediante la notificación al Comité y al otro Estado.
3. El Comité conocerá de un asunto que se le someta, de acuerdo con el párrafo 2 del presente artículo,
cuando se haya cerciorado de que se han interpuesto y agotado todos los recursos de jurisdicción inter-
na, de conformidad con los principios del derecho internacional generalmente admitidos. No se aplica-
rá esta regla cuando la substanciación de los mencionados recursos se prolongue injustificadamente.
4. En todo asunto que se le someta, el Comité podrá pedir a los Estados partes interesados que
faciliten cualquier otra información pertinente.
5. Cuando el Comité entienda en cualquier asunto derivado del presente artículo, los Estados partes
interesados podrán enviar un representante, que participará sin derecho a voto en los trabajos del
Comité mientras se examine el asunto.
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Artículo 12
1. a) Una vez que el Comité haya obtenido y estudiado toda la información que estime
necesaria, el Presidente nombrará una Comisión Especial de Conciliación (denominada
en adelante la Comisión), integrada por cinco personas que podrán o no ser miembros
del Comité. Los miembros de la Comisión serán designados con el consentimiento pleno
y unánime de las partes en la controversia y sus buenos oficios se pondrán a disposición de
los Estados interesados a fin de llegar a una solución amistosa del asunto, basada en el
respeto a la presente Convención.
b) Si, transcurridos tres meses, los Estados partes en la controversia no llegan a un acuerdo sobre la
totalidad o parte de los miembros de la Comisión, los miembros sobre los que no haya habido
acuerdo entre los Estados partes en la controversia serán elegidos por el Comité, de entre sus
propios miembros, por voto secreto y por mayoría de dos tercios.
2. Los miembros de la Comisión ejercerán sus funciones a título personal. No deberán ser nacionales
de los Estados partes en la controversia, ni tampoco de un Estado que no sea parte en la presente
Convención.
3. La Comisión elegirá su propio Presidente y aprobará su propio reglamento.
4. Las reuniones de la Comisión se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones Unidas o en
cualquier otro lugar conveniente que la Comisión decida.
5. La secretaría prevista en el párrafo 3 del artículo 10 prestará también servicios a la Comisión
cuando una controversia entre Estados partes motive su establecimiento.
6. Los Estados partes en la controversia compartirán por igual todos los gastos de los miembros de la
Comisión, de acuerdo con una estimación que hará el Secretario General de las Naciones Unidas.
7. El Secretario General podrá pagar, en caso necesario, los gastos de los miembros de la Comisión,
antes de que los Estados partes en la controversia sufraguen los costos de acuerdo con el párrafo 6
del presente artículo.
8. La información obtenida y estudiada por el Comité se facilitará a la Comisión, y ésta podrá pedir
a los Estados interesados que faciliten cualquier otra información pertinente.
Artículo 13
1. Cuando la Comisión haya examinado detenidamente el asunto, preparará y presentará al Presiden-
te del Comité un informe en el que figuren sus conclusiones sobre todas las cuestiones de hecho
pertinentes al asunto planteado entre las partes y las recomendaciones que la Comisión considere
apropiadas para la solución amistosa de la controversia.
2. El Presidente del Comité transmitirá el informe de la Comisión a cada uno de los Estados partes en
la controversia. Dentro de tres meses, dichos Estados notificarán al Presidente del Comité si acep-
tan o no las recomendaciones contenidas en el informe de la Comisión.
3. Transcurrido el plazo previsto en el párrafo 2 del presente artículo, el Presidente del Comité comu-
nicará el informe de la Comisión y las declaraciones de los Estados partes interesados a los demás
Estados partes en la presente Convención.
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Artículo 14
1. Todo Estado parte podrá declarar en cualquier momento que reconoce la competencia del Comité
para recibir y examinar comunicaciones de personas o grupos de personas comprendidas dentro de
su jurisdicción, que alegaren ser víctimas de violaciones, por parte de ese Estado, de cualquiera de
los derechos estipulados en la presente Convención. El Comité no recibirá ninguna comunicación
referente a un Estado parte que no hubiere hecho tal declaración.
2. Todo Estado parte que hiciere una declaración conforme al párrafo 1 del presente artículo podrá
establecer o designar un órgano, dentro de su ordenamiento jurídico nacional, que será competen-
te para recibir y examinar peticiones de personas o grupos de personas comprendidas dentro de su
jurisdicción, que alegaren ser víctimas de violaciones de cualquiera de los derechos estipulados en
la presente Convención y hubieren agotado los demás recursos locales disponibles.
3. La declaración que se hiciere en virtud del párrafo 1 del presente artículo y el nombre de cualquier
órgano establecido o designado con arreglo al párrafo 2 del presente artículo serán depositados,
por el Estado parte interesado, en poder del Secretario General de las Naciones Unidas, quien
remitirá copias de los mismos a los demás Estados partes. Toda declaración podrá retirarse en
cualquier momento mediante notificación dirigida al Secretario General, pero dicha notificación
no surtirá efectos con respecto a las comunicaciones que el Comité tenga pendientes.
4. El órgano establecido o designado de conformidad con el párrafo 2 del presente artículo llevará un
registro de las peticiones y depositará anualmente, por los conductos pertinentes, copias certifica-
das del registro en poder del Secretario General, en el entendimiento de que el contenido de las
mismas no se dará a conocer públicamente.
5. En caso de que no obtuviere reparación satisfactoria del órgano establecido o designado con arre-
glo al párrafo 2 del presente artículo, el peticionario tendrá derecho a comunicar el asunto al
Comité dentro de los seis meses.
6. a) El Comité señalará confidencialmente toda comunicación que se le remita a la atención del
Estado parte contra quien se alegare una violación de cualquier disposición de la presente Con-
vención, pero la identidad de las personas o grupos de personas interesadas no se revelará sin su
consentimiento expreso. El Comité no aceptará comunicaciones anónimas.
b) Dentro de los tres meses, el Estado que reciba la comunicación presentará al Comité explicacio-
nes o declaraciones por escrito para aclarar la cuestión y exponer qué medida correctiva, si la
hubiere, ha adoptado.
7. a) El Comité examinará las comunicaciones teniendo en cuenta todos los datos puestos a su dispo-
sición por el Estado parte interesado y por el peticionario. El Comité no examinará ninguna
comunicación de un peticionario sin antes cerciorarse de que dicho peticionario ha agotado
todos los recursos internos disponibles. Sin embargo, no se aplicará esta regla cuando la subs-
tanciación de los mencionados recursos se prolongue injustificadamente.
b) El Comité presentará al Estado parte interesado y al peticionario sus sugerencias y recomenda-
ciones, si las hubiere.
8. El Comité incluirá en su informe anual un resumen de tales comunicaciones y, cuando proceda,
un resumen de las explicaciones y declaraciones de los Estados partes interesados, así como de sus
propias sugerencias y recomendaciones.
23
Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial
9. El Comité será competente para desempeñar las funciones previstas en este artículo sólo cuando
diez Estados partes en la presente Convención, por lo menos, estuvieren obligados por declaracio-
nes presentadas de conformidad con el párrafo 1 de este artículo.
Artículo 15
1. En tanto no se alcancen los objetivos de la Declaración sobre la concesión de la independencia a los
países y pueblos coloniales que figura en la resolución 1514 (XV) de la Asamblea General, de 14 de
diciembre de 1960, las disposiciones de la presente Convención no limitarán de manera alguna el
derecho de petición concedido a esos pueblos por otros instrumentos internacionales o por las
Naciones Unidas y sus organismos especializados.
2. a) El Comité constituido en virtud del párrafo 1 del artículo 8 de la presente Convención recibirá
copia de las peticiones de los órganos de las Naciones Unidas que entienden de asuntos directa-
mente relacionados con los principios y objetivos de la presente Convención, y comunicará a
dichos órganos, sobre dichas peticiones, sus opiniones y recomendaciones, al considerar las
peticiones presentadas por los habitantes de los territorios bajo administración fiduciaria o no
autónomos, y de cualesquiera otros territorios a los cuales se aplique la resolución 1514 (XV) de
la Asamblea General, relativas a asuntos tratados en la presente Convención y sometidos a
examen de los mencionados órganos.
b) El Comité recibirá de los órganos competentes de las Naciones Unidas copia de los informes
sobre las medidas legislativas, judiciales, administrativas o de otra índole que, en relación direc-
ta con los principios y objetivos de esta Convención, hayan aplicado las Potencias administra-
doras en los territorios mencionados en el anterior inciso a, y comunicará sus opiniones y reco-
mendaciones a esos órganos.
3. El Comité incluirá en su informe a la Asamblea General un resumen de las peticiones e informes
que haya recibido de los órganos de las Naciones Unidas y las opiniones y recomendaciones que les
haya comunicado acerca de tales peticiones e informes.
4. El Comité pedirá al Secretario General de las Naciones Unidas toda la información disponible que
guarde relación con los objetivos de la presente Convención y que se refiera a los territorios men-
cionados en el inciso a del párrafo 2 del presente artículo.
Artículo 16
Las disposiciones de la presente Convención relativas al arreglo de controversias o denuncias regirán
sin perjuicio de otros procedimientos para solucionar las controversias o denuncias en materia de
discriminación establecidos en los instrumentos constitucionales de las Naciones Unidas y sus orga-
nismos especializados o en convenciones aprobadas por ellos, y no impedirán que los Estados partes
recurran a otros procedimientos para resolver una controversia, de conformidad con convenios inter-
nacionales generales o especiales que estén en vigor entre ellos.
PARTE III
Artículo 17
1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados Miembros de las Naciones
Unidas o miembros de algún organismo especializado, así como de todo Estado parte en el Estatu-
to de la Corte Internacional de Justicia y de cualquier otro Estado invitado por la Asamblea Gene-
ral de las Naciones Unidas a ser parte en la presente Convención.
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2. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se depositarán
en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.
Artículo 18
1. La presente Convención quedará abierta a la adhesión de cualquiera de los Estados mencionados
en el párrafo 1 del artículo 17 supra.
2. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones
Unidas.
Artículo 19
1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que haya sido
depositado el vigésimo séptimo instrumento de ratificación o de adhesión en poder del Secretario
General de las Naciones Unidas.
2. Para cada Estado que ratifique la presente Convención o se adhiera a ella después de haber sido
depositado el vigésimo séptimo instrumento de ratificación o de adhesión, la Convención entrará
en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de
ratificación o de adhesión.
Artículo 20
1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos los Estados que sean o
lleguen a ser partes en la presente Convención los textos de las reservas formuladas por los Estados
en el momento de la ratificación o de la adhesión. Todo Estado que tenga objeciones a una reserva
notificará al Secretario General que no la acepta, y esta notificación deberá hacerse dentro de los
noventa días siguientes a la fecha de la comunicación del Secretario General.
2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósito de la presente Conven-
ción, ni se permitirá ninguna reserva que pueda inhibir el funcionamiento de cualquiera de los
órganos establecidos en virtud de la presente Convención. Se considerará que una reserva es in-
compatible o inhibitoria si, por lo menos, las dos terceras partes de los Estados partes en la Con-
vención formulan objeciones a la misma.
3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento, enviándose para ello una notificación al
Secretario General. Esta notificación surtirá efecto en la fecha de su recepción.
Artículo 21
Todo Estado parte podrá denunciar la presente Convención mediante notificación dirigida al Secre-
tario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que el
Secretario General haya recibido la notificación.
Artículo 22
Toda controversia entre dos o más Estados partes con respecto a la interpretación o a la aplicación de
la presente Convención, que no se resuelva mediante negociaciones o mediante los procedimientos
que se establecen expresamente en ella, será sometida a la decisión de la Corte Internacional de Justi-
cia a instancia de cualquiera de las partes en la controversia, a menos que éstas convengan en otro
modo de solucionarla.
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Artículo 23
1. Todo Estado parte podrá formular en cualquier tiempo una demanda de revisión de la presente
Convención por medio de notificación escrita dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas.
2. La Asamblea General de las Naciones Unidas decidirá sobre las medidas que deban tomarse, si
hubiere lugar, respecto a tal demanda.
Artículo 24
El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados mencionados en el
párrafo 1 del artículo 17 supra:
a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dispuesto en los artículos 17 y 18;
b) La fecha en que entre en vigor la presente Convención, conforme a lo dispuesto en el artículo 19;
c) Las comunicaciones y declaraciones recibidas en virtud de los artículos 14, 20 y 23;
d) Las denuncias recibidas en virtud del artículo 21.
Artículo 25
1. La presente Convención, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente
auténticos, será depositada en los archivos de las Naciones Unidas.
2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas de la presente Convención
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Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su
resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966
Entrada en vigor: 3 de enero de 1976, de conformidad con el artículo 27
Preámbulo
Los Estados partes en el presente Pacto,
Considerando que, conforme a los principios enunciados en la Carta de las Naciones Unidas, la liber-
tad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad inherente a
todos los miembros de la familia humana y de sus derechos iguales e inalienables,
Reconociendo que estos derechos se desprenden de la dignidad inherente a la persona humana,
Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Universal de Derechos Humanos, no puede realizarse
el ideal del ser humano libre, liberado del temor y de la miseria, a menos que se creen condiciones que
permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus
derechos civiles y políticos,
Considerando que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados la obligación de promover el
respeto universal y efectivo de los derechos y libertades humanos,
Comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros individuos y de la comunidad a que
pertenece, está obligado a procurar la vigencia y observancia de los derechos reconocidos en este Pacto,
Convienen en los artículos siguientes:
PARTE I
Artículo 1
1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este derecho establecen
libremente su condición política y proveen asimismo a su desarrollo económico, social y cultural.
2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libremente de sus riquezas y recursos
naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de la cooperación económica internacional
basada en el principio de beneficio recíproco, así como del derecho internacional. En ningún caso
podrá privarse a un pueblo de sus propios medios de subsistencia.
3. Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen la responsabilidad de administrar territo-
rios no autónomos y territorios en fideicomiso, promoverán el ejercicio del derecho de libre determina-
ción, y respetarán este derecho de conformidad con las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas.
PARTE II
Artículo 2
1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por
separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas
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y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por
todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena
efectividad de los derechos aquí reconocidos.
2. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos
que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión,
opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o
cualquier otra condición social.
3. Los países en desarrollo, teniendo debidamente en cuenta los derechos humanos y su economía
nacional, podrán determinar en qué medida garantizarán los derechos económicos reconocidos en
el presente Pacto a personas que no sean nacionales suyos.
Artículo 3
Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a asegurar a los hombres y a las mujeres igual
título a gozar de todos los derechos económicos, sociales y culturales enunciados en el presente Pacto.
11º Período de Sesiones (1994)
Observación general Nº 5
Personas con discapacidad
(…)
4. Disposiciones específicas del Pacto
A. ARTÍCULO 3 – IGUALDAD DE DERECHOS PARA HOMBRES Y MUJERES
19.A las personas con discapacidad se las trata a veces como si no pertenecieran a ninguno de los dos sexos.
Como resultado de ello, a menudo se pasa por alto la doble discriminación que padecen las mujeres con
discapacidad. A pesar de los frecuentes llamamientos de la comunidad internacional para que se preste
especial atención a su situación, han sido muy escasos los esfuerzos desarrollados durante el Decenio.
El abandono de la mujer con discapacidad se menciona varias veces en el informe del Secretario General
sobre la aplicación del Programa de Acción Mundial. En consecuencia, el Comité insta a los Estados
Partes a que se ocupen de la situación de las mujeres con discapacidad, y a que en el futuro se dé alta
prioridad a la aplicación de programas relacionados con los derechos económicos, sociales y culturales9 .
13º Período de Sesiones (1995)
Observación general Nº 6
Los derechos económicos, sociales y culturales de las personas mayores
(…)
5. Disposiciones específicas del Pacto
ARTÍCULO 3 – IGUALDAD DE DERECHOS ENTRE EL HOMBRE Y LA MUJER
20.A tenor de lo dispuesto en el artículo 3 del Pacto, en el que se destaca el compromiso de los Estados Partes
en “asegurar a los hombres y a las mujeres igual título a gozar de todos los derechos económicos, sociales
y culturales”, el Comité considera que los Estados Partes deberían prestar atención a las mujeres de edad
avanzada que, por haber dedicado toda, o parte de su vida, a cuidar de su familia, sin haber desarrollado
una actividad productiva que les haga acreedoras a percibir una pensión de vejez, o que no tengan
tampoco derecho a percibir pensiones de viudedad, se encuentren en situaciones críticas de desamparo.
9 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General Nº 5 “Personas con Discapacidad” en Naciones
Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud
de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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21.Para hacer frente a tales situaciones y cumplir plenamente lo establecido en el artículo 9 del Pacto y en
el párrafo 2 h) de la Proclamación sobre el Envejecimiento, los Estados Partes deberían establecer
prestaciones de vejez no contributivas, u otras ayudas, para todas las personas, sin distinción de sexo,
que al cumplir una edad prescrita, fijada en la legislación nacional, carezcan de recursos. Por la eleva-
da esperanza de vida de las mujeres y por ser éstas las que, con mayor frecuencia, carecen de pensio-
nes contributivas, serían ellas las principales beneficiarias10.
Artículo 4
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, en ejercicio de los derechos garantizados
conforme al presente Pacto por el Estado, éste podrá someter tales derechos únicamente a limitacio-
nes determinadas por ley, sólo en la medida compatible con la naturaleza de esos derechos y con el
exclusivo objeto de promover el bienestar general en una sociedad democrática.
Artículo 5
1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el sentido de reconocer derecho
alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender actividades o realizar actos encaminados a
la destrucción de cualquiera de los derechos o libertades reconocidos en el Pacto, o a su limitación
en medida mayor que la prevista en él.
2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos humanos fundamentales
reconocidos o vigentes en un país en virtud de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, a
pretexto de que el presente Pacto no los reconoce o los reconoce en menor grado.
PARTE III
Artículo 6
1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho a trabajar, que comprende el derecho
de toda persona a tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente escogido
o aceptado, y tomarán medidas adecuadas para garantizar este derecho.
2. Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto para
lograr la plena efectividad de este derecho deberá figurar la orientación y formación
tecnicoprofesional, la preparación de programas, normas y técnicas encaminadas a conseguir un
desarrollo económico, social y cultural constante y la ocupación plena y productiva, en condicio-
nes que garanticen las libertades políticas y económicas fundamentales de la persona humana.
Artículo 7
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al goce de condiciones
de trabajo equitativas y satisfactorias que le aseguren en especial:
a) Una remuneración que proporcione como mínimo a todos los trabajadores:
i) Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin distinciones de ninguna especie; en
particular, debe asegurarse a las mujeres condiciones de trabajo no inferiores a las de los hom-
bres, con salario igual por trabajo igual;
10 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General Nº 6 “Los Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les de las Personas Mayores” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales
Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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ii) Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias conforme a las disposiciones del
presente Pacto;
b) La seguridad y la higiene en el trabajo;
c) Igual oportunidad para todos de ser promovidos, dentro de su trabajo, a la categoría superior que
les corresponda, sin más consideraciones que los factores de tiempo de servicio y capacidad;
d) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable de las horas de trabajo y las varia-
ciones periódicas pagadas, así como la remuneración de los días festivos.
Artículo 8
1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar:
a) El derecho de toda persona a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, con sujeción
únicamente a los estatutos de la organización correspondiente, para promover y proteger sus
intereses económicos y sociales. No podrán imponerse otras restricciones al ejercicio de este
derecho que las que prescriba la ley y que sean necesarias en una sociedad democrática en
interés de la seguridad nacional o del orden público, o para la protección de los derechos y
libertades ajenos;
b) El derecho de los sindicatos a formar federaciones o confederaciones nacionales y el de éstas a
fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas;
c) El derecho de los sindicatos a funcionar sin obstáculos y sin otras limitaciones que las que
prescriba la ley y que sean necesarias en una sociedad democrática en interés de la seguridad
nacional o del orden público, o para la protección de los derechos y libertades ajenos;
d) El derecho de huelga, ejercido de conformidad con las leyes de cada país.
2. El presente artículo no impedirá someter a restricciones legales el ejercicio de tales derechos por los
miembros de las fuerzas armadas, de la policía o de la administración del Estado.
3. Nada de lo dispuesto en este artículo autorizará a los Estados Partes en el Convenio de la Organi-
zación Internacional del Trabajo de 1948 relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho
de sindicación a adoptar medidas legislativas que menoscaben las garantías previstas en dicho
Convenio o a aplicar la ley en forma que menoscabe dichas garantías.
Artículo 9
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la seguridad social,
incluso al seguro social.
11º Período de Sesiones (1994)
Observación general Nº 5
Personas con discapacidad
(…)
C. ARTÍCULO 9 – SEGURIDAD SOCIAL
28.Los regímenes de seguridad social y de mantenimiento de los ingresos revisten importancia particular
para las personas con discapacidad. Como se indica en las Normas Uniformes, “Los Estados deben
velar por asegurar la prestación de apoyo adecuado en materia de ingresos a las personas con
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discapacidad que, debido a la discapacidad o a factores relacionados con ésta, hayan perdido tempo-
ralmente sus ingresos, reciban un ingreso reducido o se hayan visto privadas de oportunidades de
empleo” [Nota del Texto Original: Normas Uniformes sobre la igualdad de oportunidades para las
personas con discapacidad, anexo de la resolución 48/96 de la Asamblea General, de 20 de diciembre
de 1993, art. 8, párr. 1]. Dicho apoyo debe reflejar las necesidades especiales de asistencia y otros
gastos asociados a menudo con la discapacidad. Además, en la medida de lo posible, el apoyo presta-
do debe abarcar también a las personas (que en su inmensa mayoría son mujeres) que se ocupan de
cuidar a personas con discapacidad. Las personas que cuidan a otras personas con discapacidad, in-
cluidos los familiares de estas últimas personas, se hallan a menudo en la urgente necesidad de obtener
apoyo financiero como consecuencia de su labor de ayuda11.
Artículo 10
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que:
1. Se debe conceder a la familia, que es el elemento natural y fundamental de la sociedad, la más
amplia protección y asistencia posibles, especialmente para su constitución y mientras sea respon-
sable del cuidado y la educación de los hijos a su cargo. El matrimonio debe contraerse con el libre
consentimiento de los futuros cónyuges.
11º Período de Sesiones (1994)
Observación general Nº 5
Personas con discapacidad
(…)
D. ARTÍCULO 10 – PROTECCIÓN DE LA FAMILIA, DE LAS MADRES Y LOS NIÑOS
(…)
30.En el caso de las personas con discapacidad, el requisito del Pacto de que se preste “protección y
asistencia” a la familia significa que hay que hacer todo lo que se pueda a fin de conseguir que dichas
personas vivan con sus familias, si así lo desean. El artículo 10 implica también, con arreglo a los
principios generales del derecho internacional en materia de derechos humanos, que las personas con
discapacidad tienen derecho a casarse y a fundar su propia familia. A menudo se ignoran o se niegan
esos derechos, especialmente en el caso de las personas con discapacidad mental. En este y otros
contextos, el término “familia” debe interpretarse ampliamente y de conformidad con las costumbres
locales apropiadas. Los Estados Partes deben velar por que las leyes y las prácticas y políticas sociales
no impidan la realización de esos derechos. Las personas con discapacidad deben tener acceso a los
servicios de asesoramiento necesarios, a fin de poder realizar sus derechos y cumplir sus obligaciones
dentro de la familia12.
2. Se debe conceder especial protección a las madres durante un período de tiempo razonable antes y
después del parto. Durante dicho período, a las madres que trabajen se les debe conceder licencia
con remuneración o con prestaciones adecuadas de seguridad social.
11 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General Nº 5 “Personas con Discapacidad” en Naciones
Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud
de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
12 Ibídem.
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11º Período de Sesiones (1994)
Observación general Nº 5
Personas con discapacidad
(…)
D. ARTÍCULO 10 – PROTECCIÓN DE LA FAMILIA, DE LAS MADRES Y LOS NIÑOS
(...)
31.Las mujeres con discapacidad tienen derecho también a protección y apoyo en relación con la mater-
nidad y el embarazo. Como se declara en las Normas Uniformes, “Las personas con discapacidad no
deben ser privadas de la oportunidad de experimentar su sexualidad, tener relaciones sexuales o tener
hijos” [Nota Del Texto Original: Normas Uniformes, art. 9, párr. 2]. Esas necesidades y esos deseos
deben reconocerse, y debe tratarse de ellos en los contextos del placer y la procreación. En todo el
mundo es frecuente que se denieguen esos derechos a los hombres y las mujeres con discapacidad.
En el caso de las mujeres con discapacidad, una operación de esterilización o de aborto sin haber
obtenido previamente su consentimiento, dado con conocimiento de causa, constituirá una grave vio-
lación del párrafo 2 del artículo 1013.
3. Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en favor de todos los niños y adoles-
centes, sin discriminación alguna por razón de filiación o cualquier otra condición. Debe protegerse
a los niños y adolescentes contra la explotación económica y social. Su empleo en trabajos nocivos
para su moral y salud, o en los cuales peligre su vida o se corra el riesgo de perjudicar su desarrollo
normal, será sancionado por la ley. Los Estados deben establecer también límites de edad por debajo
de los cuales quede prohibido y sancionado por la ley el empleo a sueldo de mano de obra infantil.
Artículo 11
1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida
adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora
continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para
asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la
cooperación internacional fundada en el libre consentimiento.
6º Período de Sesiones (1991)
Observación general Nº 4
El derecho a una vivienda adecuada (párrafo 1 del artículo 11 del Pacto)
(…)
6. El derecho a una vivienda adecuada se aplica a todos. Aun cuando la referencia “para sí y su familia”
supone actitudes preconcebidas en cuanto al papel de los sexos y a las estructuras y actividad econó-
mica que eran de aceptación común cuando se adoptó el Pacto en 1966, esa frase no se puede consi-
derar hoy en el sentido de que impone una limitación de algún tipo sobre la aplicabilidad de ese
derecho a las personas o los hogares en los que el cabeza de familia es una mujer o a cualesquiera otros
grupos. Así, el concepto de “familia” debe entenderse en un sentido lato. Además, tanto las personas
como las familias tienen derecho a una vivienda adecuada, independientemente de la edad, la situa-
ción económica, la afiliación de grupo o de otra índole, la posición social o de cualquier otro de esos
factores. En particular, el disfrute de este derecho no debe estar sujeto, según el párrafo 2 del artículo 2
del Pacto, a ninguna forma de discriminación14.
13 Ibídem.
14 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General Nº 4 “El Derecho a una Vivienda Adecuada (párrafo
1 del artículo 11 del Pacto)” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales
Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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16º Período de Sesiones (1997)
Observación general Nº 7
El derecho a una vivienda adecuada (párrafo 1 del artículo 11 del Pacto): los desalojos forzosos
(…)
10.Las mujeres, los niños, los jóvenes, los ancianos, los pueblos indígenas, las minorías étnicas y de otro
tipo, así como otros individuos y grupos vulnerables, se ven afectados en medida desproporcionada
por la práctica de los desalojos forzosos. En todos estos grupos las mujeres son particularmente vulne-
rables a causa de la discriminación jurídica y otras formas de discriminación que suelen darse en
materia de derecho de propiedad (incluida la propiedad de una vivienda) o del derecho de acceso a la
propiedad o a la vivienda, y de su particular vulnerabilidad a los actos de violencia y abuso sexual
cuando se quedan sin hogar. Las disposiciones contra la discriminación del párrafo 2 del artículo 2 y
del artículo 3 del Pacto imponen a los gobiernos la obligación adicional de velar por que, cuando se
produzca un desalojo, se adopten medidas apropiadas para impedir toda forma de discriminación15.
2. Los Estados Partes en el presente Pacto, reconociendo el derecho fundamental de toda persona a
estar protegida contra el hambre, adoptarán, individualmente y mediante la cooperación interna-
cional, las medidas, incluidos los programas concretos, que se necesitan para:
a) Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de alimentos mediante la
plena utilización de los conocimientos técnicos y científicos, la divulgación de principios sobre
nutrición y el perfeccionamiento o la reforma de los regímenes agrarios de modo que se logren
la explotación y la utilización más eficaces de las riquezas naturales;
29º Período de Sesiones (2002)
Observación general Nº 15
El derecho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales)
(…)
7. El Comité señala la importancia de garantizar un acceso sostenible a los recursos hídricos con fines
agrícolas para el ejercicio del derecho a una alimentación adecuada (véase la Observación general Nº
12 (1997)). Debe hacerse lo posible para asegurar que los agricultores desfavorecidos y marginados, en
particular las mujeres, tengan un acceso equitativo al agua y a los sistemas de gestión del agua, inclui-
das las técnicas sostenibles de recogida del agua de lluvia y de irrigación. Tomando nota de la obliga-
ción establecida en el párrafo 2 del artículo 1 del Pacto, que dispone que no podrá privarse a un pueblo
“de sus propios medios de subsistencia”, los Estados Partes deberían garantizar un acceso suficiente al
agua para la agricultura de subsistencia y para asegurar la [...] subsistencia de los pueblos indígenas.
(…)
No discriminación e igualdad.
13.La obligación de los Estados Partes de garantizar el ejercicio del derecho al agua sin discriminación
alguna (art. 2, párr. 2) y en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres (art. 3) se aplica a todas
las obligaciones previstas en el Pacto. Así pues, el Pacto proscribe toda discriminación por motivos de
raza, color, sexo, edad, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social,
posición económica, nacimiento, discapacidad física o mental, estado de salud (incluido el VIH/SIDA),
orientación sexual, estado civil o cualquier otra condición política, social o de otro tipo que pretenda
o tenga por efecto anular o menoscabar el igual disfrute o el ejercicio del derecho al agua. El Comité
recuerda el párrafo 12 de la Observación general Nº 3 (1990) en la que se señala que, incluso en
tiempos de grave escasez de recursos, es preciso proteger a los miembros vulnerables de la sociedad
mediante la adopción de programas específicos a un costo relativamente bajo.
15 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General Nº 7 “El Derecho a una Vivienda Adecuada (párrafo
1 del artículo 11 del Pacto): los Desalojos Forzosos” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y
Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7,
12 de mayo de 2004.
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(…)
16.Aunque el derecho al agua potable es aplicable a todos, los Estados Partes deben prestar especial
atención a las personas y grupos de personas que tradicionalmente han tenido dificultades para ejercer
este derecho, en particular las mujeres, los niños, los grupos minoritarios, los pueblos indígenas, los
refugiados, los solicitantes de asilo, los desplazados internos, los trabajadores migrantes, los presos y
los detenidos. En particular, los Estados Partes deben adoptar medidas para velar por que:
a) No se excluya a las mujeres de los procesos de adopción de decisiones sobre los recursos y los
derechos en materia de agua. Es preciso aliviar la carga desproporcionada que recae sobre las
mujeres en la obtención de agua.
(…)
29.El garantizar que todos tengan acceso a servicios de saneamiento adecuados no sólo reviste importan-
cia fundamental para la dignidad humana y la vida privada, sino que constituye uno de los principales
mecanismos para proteger la calidad de las reservas y recursos de agua potable. El derecho a la salud y
el derecho a una vivienda adecuada (véanse las Observaciones generales Nº 4 (1991) y Nº 14 (2000))
impone a los Estados Partes la obligación de ampliar progresivamente unos servicios de saneamiento
salubres, en particular a las zonas rurales y las zonas urbanas desfavorecidas, teniendo en cuenta las
necesidades de las mujeres y los niños16.
b) Asegurar una distribución equitativa de los alimentos mundiales en relación con las necesida-
des, teniendo en cuenta los problemas que se plantean tanto a los países que importan produc-
tos alimenticios como a los que los exportan.
20º Período de Sesiones (1999)
Observación general Nº 12
El derecho a una alimentación adecuada (art. 11)
(…)
8. El Comité considera que el contenido básico del derecho a la alimentación adecuada comprende lo
siguiente:
– la disponibilidad de alimentos en cantidad y calidad suficientes para satisfacer las necesidades
alimentarias de los individuos, sin sustancias nocivas, y aceptables para una cultura determinada;
– la accesibilidad de esos alimentos en formas que sean sostenibles y que no dificulten el goce de
otros derechos humanos.
9. Por necesidades alimentarias se entiende que el régimen de alimentación en conjunto aporta una combi-
nación de productos nutritivos para el crecimiento físico y mental, el desarrollo y el mantenimiento, y la
actividad física que sea suficiente para satisfacer las necesidades fisiológicas humanas en todas las etapas
del ciclo vital, y según el sexo y la ocupación. Por consiguiente, será preciso adoptar medidas para
mantener, adaptar o fortalecer la diversidad del régimen y las pautas de alimentación y consumo adecua-
das, incluida la lactancia materna, al tiempo que se garantiza que los cambios en la disponibilidad y
acceso a los alimentos mínimos no afectan negativamente a la composición y la ingesta de alimentos.
(…)
18.Por otra parte, toda discriminación en el acceso a los alimentos, así como a los medios y derechos para
obtenerlos, por motivos de raza, color, sexo, idioma, edad, religión, opinión política o de otra índole,
origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social, con el fin
o efecto de anular u obstaculizar la igualdad en el disfrute o ejercicio de los derechos económicos,
sociales y culturales constituye una violación del Pacto.
(…)
16 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General Nº 15 “El derecho al agua (artículos 11 y 12 del
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales)” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones
Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/
GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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26.La estrategia debe prestar una atención especial a la necesidad de prevenir la discriminación en el
acceso a los alimentos o a los recursos destinados a alimentos. Esto debe incluir los siguientes elemen-
tos: garantías de un acceso completo y equitativo a los recursos económicos, especialmente para las
mujeres, incluido el derecho a heredar y a poseer tierras y otros bienes, y de acceso al crédito, a los
recursos naturales y a una tecnología adecuada; medidas para respetar y proteger el trabajo por cuenta
propia y los trabajos remunerados de modo que aseguren una vida digna para los asalariados y sus
familias (como estipula el inciso ii) del párrafo a) del artículo 7 del Pacto); mantener registros sobre los
derechos a la tierra (incluidos los bosques).
(…)
29.Al aplicar las estrategias específicas de cada país señaladas supra, los Estados deben establecer referen-
cias verificables para la subsiguiente vigilancia nacional e internacional. En relación con ello, los Estados
deben considerar la posibilidad de aprobar una ley marco como instrumento básico de aplicación de la
estrategia nacional para el derecho a la alimentación. En la ley marco deben figurar disposiciones sobre el
fin pretendido; las metas u objetivos que deben lograrse y el marco temporal que se fijará para lograr estos
objetivos; los medios mediante los cuales podría conseguirse el fin buscado en términos generales, en
especial la colaboración deseada con la sociedad civil y el sector privado y con organizaciones interna-
cionales; la responsabilidad institucional del proceso; y los mecanismos nacionales para vigilar el proce-
so, así como los posibles procedimientos de recurso. Los Estados Partes al preparar las referencias y la
legislación marco deben buscar la participación activa de organizaciones de la sociedad civil.
30.Programas y organismos adecuados de las Naciones Unidas deben prestar asistencia, si así se les soli-
cita, para preparar la legislación marco y revisar las leyes sectoriales. La FAO, por ejemplo, tiene
experiencia y conocimientos acumulados considerables sobre las leyes en materia de alimentación y
agricultura. El Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) tiene experiencia equivalente
sobre las leyes relativas al derecho a una alimentación adecuada para lactantes y niños mediante la
protección materna y del niño, incluidas leyes para promover el amamantamiento, y sobre la regla-
mentación de la comercialización de sustitutos de la leche materna17.
Artículo 12
1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más
alto nivel posible de salud física y mental.
22º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 14
El derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud (art. 12)
(…)
8. El derecho a la salud no debe entenderse como un derecho a estar sano. El derecho a la salud entraña
libertades y derechos. Entre las libertades figura el derecho a controlar su salud y su cuerpo, con
inclusión de la libertad sexual y genésica, y el derecho a no padecer injerencias, como el derecho a no
ser sometido a torturas ni a tratamientos y experimentos médicos no consensuales. En cambio, entre los
derechos figura el relativo a un sistema de protección de la salud que brinde a las personas oportunida-
des iguales para disfrutar del más alto nivel posible de salud.
(…)
10.Desde la adopción de los dos Pactos Internacionales de las Naciones Unidas en 1966, la situación
mundial de la salud se ha modificado de manera espectacular, al paso que el concepto de la salud ha
experimentado cambios importantes en cuanto a su contenido y alcance. Se están teniendo en cuenta
más elementos determinantes de la salud, como la distribución de los recursos y las diferencias basadas
en la perspectiva de género. Una definición más amplia de la salud también tiene en cuenta inquietu-
des de carácter social, como las relacionadas con la violencia o el conflicto armado. Es más, enferme-
17 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General Nº 12 “El Derecho a una Alimentación Adecuada
(art. 11)” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por
Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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dades anteriormente desconocidas, como el virus de la inmunodeficiencia humana y el síndrome de la
inmunodeficiencia adquirida (VIH/SIDA), y otras enfermedades, como el cáncer, han adquirido mayor
difusión, así como el rápido crecimiento de la población mundial, han opuesto nuevos obstáculos al
ejercicio del derecho a la salud, lo que ha de tenerse en cuenta al interpretar el artículo 12.
11.El Comité interpreta el derecho a la salud, definido en el apartado 1 del artículo 12, como un derecho
inclusivo que no sólo abarca la atención de salud oportuna y apropiada sino también los principales
factores determinantes de la salud, como el acceso al agua limpia potable y a condiciones sanitarias
adecuadas, el suministro adecuado de alimentos sanos, una nutrición adecuada, una vivienda adecua-
da, condiciones sanas en el trabajo y el medio ambiente, y acceso a la educación e información sobre
cuestiones relacionadas con la salud, incluida la salud sexual y reproductiva. Otro aspecto importante
es la participación de la población en todo el proceso de adopción de decisiones sobre las cuestiones
relacionadas con la salud en los planos comunitario, nacional e internacional.
12.El derecho a la salud en todas sus formas y a todos los niveles abarca los siguientes elementos esencia-
les e interrelacionados, cuya aplicación dependerá de las condiciones prevalecientes en un determina-
do Estado Parte:
a) Disponibilidad. Cada Estado Parte deberá contar con un número suficiente de establecimientos, bie-
nes y servicios públicos de salud y centros de atención de la salud, así como de programas. La natura-
leza precisa de los establecimientos, bienes y servicios dependerá de diversos factores, en particular el
nivel de desarrollo del Estado Parte. Con todo, esos servicios incluirán los factores determinantes
básicos de la salud, como agua limpia potable y condiciones sanitarias adecuadas, hospitales, clínicas
y demás establecimientos relacionados con la salud, personal médico y profesional capacitado y bien
remunerado habida cuenta de las condiciones que existen en el país, así como los medicamentos
esenciales definidos en el Programa de Acción sobre medicamentos esenciales de la OMS [Nota del
Texto Original: Véase la Lista modelo de medicamentos esenciales de la OMS, revisada en diciembre
de 1999, Información sobre medicamentos de la OMS, vol. 13, Nº 4, 1999].
b) Accesibilidad. Los establecimientos, bienes y servicios de salud18 deben ser accesibles a todos, sin
discriminación alguna, dentro de la jurisdicción del Estado Parte. La accesibilidad presenta cuatro
dimensiones superpuestas:
i) No discriminación: los establecimientos, bienes y servicios de salud deben ser accesibles, de
hecho y de derecho, a los sectores más vulnerables y marginados de la población, sin discrimi-
nación alguna por cualquiera de los motivos prohibidos [Nota del Texto Original: Véanse los
párrafos 18 y 19 de esta observación general ].
ii) Accesibilidad física: los establecimientos, bienes y servicios de salud deberán estar al alcance
geográfico de todos los sectores de la población, en especial los grupos vulnerables o margina-
dos, como las minorías étnicas y poblaciones indígenas, las mujeres, los niños, los adolescentes,
las personas mayores, las personas con discapacidades y las personas con VIH/SIDA. La accesi-
bilidad también implica que los servicios médicos y los factores determinantes básicos de la
salud, como el agua limpia potable y los servicios sanitarios adecuados, se encuentran a una
distancia geográfica razonable, incluso en lo que se refiere a las zonas rurales. Además, la acce-
sibilidad comprende el acceso adecuado a los edificios para las personas con discapacidades.
iii) Accesibilidad económica (asequibilidad): los establecimientos, bienes y servicios de salud de-
berán estar al alcance de todos. Los pagos por servicios de atención de la salud y servicios
relacionados con los factores determinantes básicos de la salud deberán basarse en el principio
de la equidad, a fin de asegurar que esos servicios, sean públicos o privados, estén al alcance de
todos, incluidos los grupos socialmente desfavorecidos. La equidad exige que sobre los hogares
más pobres no recaiga una carga desproporcionada, en lo que se refiere a los gastos de salud, en
comparación con los hogares más ricos.
18 Nota del Texto Original: Salvo que se estipule expresamente otra cosa al respecto, toda referencia en esta observación general
a los establecimientos, bienes y servicios de salud abarca los factores determinantes esenciales de la salud a que se hace
referencia en los párrafos 11 y 12 a) de esta observación general.
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iv) Acceso a la información: ese acceso comprende el derecho de solicitar, recibir y difundir infor-
mación e ideas19 acerca de las cuestiones relacionadas con la salud. Con todo, el acceso a la
información no debe menoscabar el derecho de que los datos personales relativos a la salud
sean tratados con confidencialidad.
c) Aceptabilidad. Todos los establecimientos, bienes y servicios de salud deberán ser respetuosos de la
ética médica y culturalmente apropiados, es decir respetuosos de la cultura de las personas, las
minorías, los pueblos y las comunidades, a la par que sensibles a los requisitos del género y el ciclo
de vida, y deberán estar concebidos para respetar la confidencialidad y mejorar el estado de salud
de las personas de que se trate.
d) Calidad. Además de aceptables desde el punto de vista cultural, los establecimientos, bienes y
servicios de salud deberán ser también apropiados desde el punto de vista científico y médico y ser
de buena calidad. Ello requiere, entre otras cosas, personal médico capacitado, medicamentos y
equipo hospitalario científicamente aprobados y en buen estado, agua limpia potable y condicio-
nes sanitarias adecuadas20.
2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto a fin de asegurar la plena
efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para:
a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo de los niños;
22º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 14
El derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud (art. 12)
(…)
Apartado a) del párrafo 2 del artículo 12. El derecho a la salud materna, infantil y reproductiva
14.La disposición relativa a “la reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano desa-
rrollo de los niños” (apartado a) del párrafo 2 del artículo 12) se puede entender en el sentido de que es
preciso adoptar medidas para mejorar la salud infantil y materna, los servicios de salud sexuales y
genésicos, incluido el acceso a la planificación de la familia, la atención anterior y posterior al parto,
los servicios obstétricos de urgencia y el acceso a la información, así como a los recursos necesarios
para actuar con arreglo a esa información21.
b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del medio ambiente;
c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, profesionales y de
otra índole, y la lucha contra ellas;
19 Nota del Texto Original: Véase el párrafo 2 del artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. En esta
observación general se hace especial hincapié en el acceso a la información debido a la importancia particular de esta cuestión
en relación con la salud.
20 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General Nº 14 “El Derecho al Disfrute del Más Alto Nivel
Posible de Salud (art. 12)” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales
Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
21 Ibídem. Nota del Texto Original: La salud genésica significa que la mujer y el hombre están en libertad para decidir si desean
reproducirse y en qué momento, y tienen el derecho de estar informados y tener acceso a métodos de planificación familiar
seguros, eficaces, asequibles y aceptables de su elección, así como el derecho de acceso a los pertinentes servicios de
atención de la salud que, por ejemplo, permitirán a la mujer pasar sin peligros las etapas de embarazo y parto.
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22º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 14
El derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud (art. 12)
(…)
Apartado c) del párrafo 2 del artículo 12. El derecho a la prevención y el tratamiento de enfermedades, y
la lucha contra ellas
16.“La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, profesionales y de otra
índole, y la lucha contra ellas” (apartado c) del párrafo 2 del artículo 12) exigen que se establezcan
programas de prevención y educación para hacer frente a las preocupaciones de salud que guardan
relación con el comportamiento, como las enfermedades de transmisión sexual, en particular el VIH/
SIDA, y las que afectan de forma adversa a la salud sexual y genésica, y se promuevan los factores
sociales determinantes de la buena salud, como la seguridad ambiental, la educación, el desarrollo
económico y la igualdad de género. El derecho a tratamiento comprende la creación de un sistema de
atención médica urgente en los casos de accidentes, epidemias y peligros análogos para la salud, así
como la prestación de socorro en casos de desastre y de ayuda humanitaria en situaciones de emergen-
cia. La lucha contra las enfermedades tiene que ver con los esfuerzos individuales y colectivos de los
Estados para facilitar, entre otras cosas, las tecnologías pertinentes, el empleo y la mejora de la vigilan-
cia epidemiológica y la reunión de datos desglosados, la ejecución o ampliación de programas de
vacunación y otras estrategias de lucha contra las enfermedades infecciosas22.
d) La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en caso
de enfermedad.
22º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 14
El derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud (art. 12)
(…)
ARTÍCULO 12 – TEMAS ESPECIALES DE ALCANCE GENERAL
No discriminación e igualdad de trato
18.En virtud de lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 2 y en el artículo 3, el Pacto prohíbe toda discrimi-
nación en lo referente al acceso a la atención de la salud y los factores determinantes básicos de la
salud, así como a los medios y derechos para conseguirlo, por motivos de raza, color, sexo, idioma,
religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o posición social, situación económica,
lugar de nacimiento, impedimentos físicos o mentales, estado de salud (incluidos el VIH/SIDA), orien-
tación sexual y situación política, social o de otra índole que tengan por objeto o por resultado la
invalidación o el menoscabo de la igualdad de goce o el ejercicio del derecho a la salud. El Comité
señala que se pueden aplicar muchas medidas, como las relacionadas con la mayoría de las estrategias
y los programas destinados a eliminar la discriminación relacionada con la salud, con consecuencias
financieras mínimas merced a la promulgación, modificación o revocación de leyes o a la difusión de
información. El Comité recuerda el párrafo 12 de la observación general Nº 3 en el que se afirma que
incluso en situaciones de limitaciones graves de recursos es preciso proteger a los miembros vulnera-
bles de la sociedad mediante la aprobación de programas especiales de relativo bajo costo.
19.En cuanto al derecho a la salud, es preciso hacer hincapié en la igualdad de acceso a la atención de la
salud y a los servicios de salud. Los Estados tienen la obligación especial de proporcionar seguro médi-
co y los centros de atención de la salud necesarios a quienes carezcan de medios suficientes, y, al
garantizar la atención de la salud y proporcionar servicios de salud, impedir toda discriminación basa-
da en motivos internacionalmente prohibidos, en especial por lo que respecta a las obligaciones funda-
mentales del derecho a la salud. Una asignación inadecuada de recursos para la salud puede dar lugar
a una discriminación que tal vez no sea manifiesta. Por ejemplo, las inversiones no deben favorecer
desproporcionadamente a los servicios curativos caros que suelen ser accesibles únicamente a una
22 Ibídem.
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pequeña fracción privilegiada de la población, en detrimento de la atención primaria y preventiva de
salud en beneficio de una parte mayor de la población.
La perspectiva de género
20.El Comité recomienda que los Estados incorporen la perspectiva de género en sus políticas, planifica-
ción, programas e investigaciones en materia de salud a fin de promover mejor la salud de la mujer y el
hombre. Un enfoque basado en la perspectiva de género reconoce que los factores biológicos y
socioculturales ejercen una influencia importante en la salud del hombre y la mujer. La desagregación,
según el sexo, de los datos socioeconómicos y los datos relativos a la salud es indispensable para
determinar y subsanar las desigualdades en lo referente a la salud.
La mujer y el derecho a la salud
21.Para suprimir la discriminación contra la mujer es preciso elaborar y aplicar una amplia estrategia nacio-
nal con miras a la promoción del derecho a la salud de la mujer a lo largo de toda su vida. Esa estrategia
debe prever en particular las intervenciones con miras a la prevención y el tratamiento de las enfermeda-
des que afectan a la mujer, así como políticas encaminadas a proporcionar a la mujer acceso a una gama
completa de atenciones de la salud de alta calidad y al alcance de ella, incluidos los servicios en materia
sexual y reproductiva. Un objetivo importante deberá consistir en la reducción de los riesgos que afectan
a la salud de la mujer, en particular la reducción de las tasas de mortalidad materna y la protección de la
mujer contra la violencia en el hogar. El ejercicio del derecho de la mujer a la salud requiere que se
supriman todas las barreras que se oponen al acceso de la mujer a los servicios de salud, educación e
información, en particular en la esfera de la salud sexual y reproductiva. También es importante adoptar
medidas preventivas, promocionales y correctivas para proteger a la mujer contra las prácticas y normas
culturales tradicionales perniciosas que le deniegan sus derechos genésicos.
Los niños y adolescentes
22.En el apartado a) del párrafo 2 del artículo 12 se pone de manifiesto la necesidad de adoptar medidas
para reducir la mortinatalidad y la mortalidad infantil y promover el sano desarrollo de los niños. En los
ulteriores instrumentos internacionales de derechos humanos se reconoce que los niños y los adolescen-
tes tienen derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud y al acceso a centros de tratamiento de
enfermedades [Nota del Texto Original: Párrafo 1 del artículo 24 de la Convención sobre los Derechos del
Niño]. En la Convención sobre los Derechos del Niño se exhorta a los Estados a que garanticen el acceso
a los servicios esenciales de salud para el niño y su familia, incluida la atención anterior y posterior al
parto de la madre. La Convención vincula esos objetivos con el acceso a la información, respetuosa del
niño, sobre prevención y fomento de la salud y la prestación de ayuda a las familias y comunidades para
poner en práctica esas medidas. La aplicación del principio de no discriminación requiere que tanto las
niñas como los niños tengan igual acceso a una alimentación adecuada, un entorno seguro y servicios de
salud física y mental. Es preciso adoptar medidas eficaces y apropiadas para dar al traste con las pernicio-
sas prácticas tradicionales que afectan a la salud de los niños, en especial de las niñas, entre las que
figuran el matrimonio precoz, las mutilaciones sexuales femeninas y la alimentación y el cuidado prefe-
rentes de los niños varones. Es preciso dar a los niños con discapacidades la oportunidad de disfrutar de
una vida satisfactoria y decente y participar en las actividades de su comunidad.
23.Los Estados Partes deben proporcionar a los adolescentes un entorno seguro y propicio que les permita
participar en la adopción de decisiones que afectan a su salud, adquirir experiencia, tener acceso a la
información adecuada, recibir consejos y negociar sobre las cuestiones que afectan a su salud. El
ejercicio del derecho a la salud de los adolescentes depende de una atención respetuosa de la salud de
los jóvenes que tiene en cuenta la confidencialidad y la vida privada y prevé el establecimiento de
servicios adecuados de salud sexual y reproductiva.
24.La consideración primordial en todos los programas y políticas con miras a garantizar el derecho a la
salud del niño y el adolescente será el interés superior del niño y el adolescente.
Personas mayores
25.En lo que se refiere al ejercicio del derecho a la salud de las personas mayores, el Comité, conforme a
lo dispuesto en los párrafos 34 y 35 de la observación general Nº 6 (1995), reafirma la importancia de
un enfoque integrado de la salud que abarque la prevención, la curación y la rehabilitación. Esas
medidas deben basarse en reconocimientos periódicos para ambos sexos; medidas de rehabilitación
física y psicológica destinadas a mantener la funcionalidad y la autonomía de las personas mayores; y
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la prestación de atenciones y cuidados a los enfermos crónicos y en fase terminal, ahorrándoles dolores
evitables y permitiéndoles morir con dignidad.
(…)
2. OBLIGACIONES DE LOS ESTADOS PARTES
Obligaciones legales de carácter general
30.Si bien el Pacto establece la aplicación progresiva y reconoce los obstáculos que representan los limitados
recursos disponibles, también impone a los Estados Partes diversas obligaciones de efecto inmediato. Los
Estados Partes tienen obligaciones inmediatas por lo que respecta al derecho a la salud, como la garantía
de que ese derecho será ejercido sin discriminación alguna (párrafo 2 del artículo 2) y la obligación de
adoptar medidas (párrafo 1 del artículo 2) en aras de la plena realización del artículo 12. Esas medidas
deberán ser deliberadas y concretas e ir dirigidas a la plena realización del derecho a la salud.
(…)
Obligaciones legales específicas
34.En particular, los Estados tienen la obligación de respetar el derecho a la salud, en particular abstenién-
dose de denegar o limitar el acceso igual de todas las personas, incluidos, los presos o detenidos, los
representantes de las minorías, los solicitantes de asilo o los inmigrantes ilegales, a los servicios de
salud preventivos, curativos y paliativos; abstenerse de imponer prácticas discriminatorias como políti-
ca de Estado; y abstenerse de imponer prácticas discriminatorias en relación con el estado de salud y
las necesidades de la mujer. Además, las obligaciones de respetar incluyen la obligación del Estado de
abstenerse de prohibir o impedir los cuidados preventivos, las prácticas curativas y las medicinas tradi-
cionales, comercializar medicamentos peligrosos y aplicar tratamientos médicos coercitivos, salvo en
casos excepcionales para el tratamiento de enfermedades mentales o la prevención de enfermedades
transmisibles y la lucha contra ellas. Esas excepciones deberán estar sujetas a condiciones específicas
y restrictivas, respetando las mejores prácticas y las normas internacionales aplicables, en particular los
Principios de las Naciones Unidas para la protección de los enfermos mentales y para el mejoramiento
de la atención de la salud mental [Nota del Texto Original: Resolución 46/119 de la Asamblea Gene-
ral (1991)]. Asimismo, los Estados deben abstenerse de limitar el acceso a los anticonceptivos u otro
medios de mantener la salud sexual y genésica, censurar, ocultar o desvirtuar intencionalmente la
información relacionada con la salud, incluida la educación sexual y la información al respecto, así
como impedir la participación del pueblo en los asuntos relacionados con la salud. Los Estados deben
abstenerse asimismo de contaminar ilegalmente la atmósfera, el agua y la tierra, por ejemplo mediante
los desechos industriales de las instalaciones propiedad del Estado, utilizar o ensayar armas nucleares,
biológicas o químicas si, como resultado de esos ensayos, se liberan sustancias nocivas para la salud
del ser humano, o limitar el acceso a los servicios de salud como medida punitiva, por ejemplo durante
conflictos armados, en violación del derecho internacional humanitario.
35.Las obligaciones de proteger incluyen, entre otras, las obligaciones de los Estados de adoptar leyes u
otras medidas para velar por el acceso igual a la atención de la salud y los servicios relacionados con la
salud proporcionados por terceros; velar por que la privatización del sector de la salud no represente
una amenaza para la disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad de los servicios de atención
de la salud; controlar la comercialización de equipo médico y medicamentos por terceros, y asegurar
que los facultativos y otros profesionales de la salud reúnan las condiciones necesarias de educación,
experiencia y deontología. Los Estados también tienen la obligación de velar por que las prácticas
sociales o tradicionales nocivas no afecten al acceso a la atención anterior y posterior al parto ni a la
planificación de la familia; impedir que terceros induzcan a la mujer a someterse a prácticas tradicio-
nales, por ejemplo a la mutilación de los órganos genitales femeninos; y de adoptar medidas para
proteger a todos los grupos vulnerables o marginados de la sociedad, en particular las mujeres, los
niños, los adolescentes y las personas mayores, teniendo en cuenta los actos de violencia desde la
perspectiva de género. Los Estados deben velar asimismo por que terceros no limiten el acceso de las
personas a la información y los servicios relacionados con la salud.
36.La obligación de cumplir requiere, en particular, que los Estados Partes reconozcan suficientemente el
derecho a la salud en sus sistemas políticos y ordenamientos jurídicos nacionales, de preferencia median-
te la aplicación de leyes, y adopten una política nacional de salud acompañada de un plan detallado para
el ejercicio del derecho a la salud. Los Estados deben garantizar la atención de la salud, en particular
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estableciendo programas de inmunización contra las principales enfermedades infecciosas, y velar por el
acceso igual de todos a los factores determinantes básicos de la salud, como alimentos nutritivos sanos y
agua potable, servicios básicos de saneamiento y vivienda y condiciones de vida adecuadas. La infraes-
tructura de la sanidad pública debe proporcionar servicios de salud sexual y genésica, incluida la mater-
nidad segura, sobre todo en las zonas rurales. Los Estados tienen que velar por la apropiada formación de
facultativos y demás personal médico, la existencia de un número suficiente de hospitales, clínicas y otros
centros de salud, así como por la promoción y el apoyo a la creación de instituciones que prestan aseso-
ramiento y servicios de salud mental, teniendo debidamente en cuenta la distribución equitativa a lo
largo del país. Otras obligaciones incluyen el establecimiento de un sistema de seguro de salud público,
privado o mixto que sea asequible a todos, el fomento de las investigaciones médicas y la educación en
materia de salud, así como la organización de campañas de información, en particular por lo que se
refiere al VIH/SIDA, la salud sexual y genésica, las prácticas tradicionales, la violencia en el hogar, y el uso
indebido de alcohol, tabaco, estupefacientes y otras sustancias nocivas. Los Estados también tienen la
obligación de adoptar medidas contra los peligros que para la salud representan la contaminación del
medio ambiente y las enfermedades profesionales, así como también contra cualquier otra amenaza que
se determine mediante datos epidemiológicos. Con tal fin, los Estados deben formular y aplicar políticas
nacionales con miras a reducir y suprimir la contaminación del aire, el agua y el suelo, incluida la
contaminación causada por metales pesados tales como el plomo procedente de la gasolina. Asimismo,
los Estados Partes deben formular, aplicar y revisar periódicamente una política nacional coherente des-
tinada a reducir al mínimo los riesgos de accidentes laborales y enfermedades profesionales, así como
formular una política nacional coherente en materia de seguridad en el empleo y servicios de salud.
(…)
Obligaciones básicas
43.En la observación general Nº 3, el Comité confirma que los Estados Partes tienen la obligación funda-
mental de asegurar como mínimo la satisfacción de niveles esenciales de cada uno de los derechos
enunciados en el Pacto, incluida la atención primaria básica de la salud. Considerada conjuntamente
con instrumentos más recientes, como el Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre
Población y Desarrollo, la Declaración de Alma-Ata ofrece una orientación inequívoca en cuanto a las
obligaciones básicas dimanantes del artículo 12. Por consiguiente, el Comité considera que entre esas
obligaciones básicas figuran, como mínimo, las siguientes:
a) Garantizar el derecho de acceso a los centros, bienes y servicios de salud sobre una base no
discriminatoria, en especial por lo que respecta a los grupos vulnerables o marginados;
b) Asegurar el acceso a una alimentación esencial mínima que sea nutritiva, adecuada y segura y
garantice que nadie padezca hambre;
c) Garantizar el acceso a un hogar, una vivienda y unas condiciones sanitarias básicos, así como a un
suministro adecuado de agua limpia potable;
d) Facilitar medicamentos esenciales, según las definiciones periódicas que figuran en el Programa de
Acción sobre Medicamentos Esenciales de la OMS;
e) Velar por una distribución equitativa de todas las instalaciones, bienes y servicios de salud;
f) Adoptar y aplicar, sobre la base de las pruebas epidemiológicas, una estrategia y un plan de acción
nacionales de salud pública para hacer frente a las preocupaciones en materia de salud de toda la
población; la estrategia y el plan de acción deberán ser elaborados, y periódicamente revisados,
sobre la base de un proceso participativo y transparente; esa estrategia y ese plan deberán prever
métodos, como el derecho a indicadores y bases de referencia de la salud que permitan vigilar
estrechamente los progresos realizados; el proceso mediante el cual se concibe la estrategia y el
plan de acción, así como el contenido de ambos, deberá prestar especial atención a todos los
grupos vulnerables o marginados.
44.El Comité confirma asimismo que entre las obligaciones de prioridad comparables figuran las siguientes:
a) Velar por la atención de la salud genésica, materna (prenatal y postnatal) e infantil;
b) Proporcionar inmunización contra las principales enfermedades infecciosas que tienen lugar en la
comunidad;
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c) Adoptar medidas para prevenir, tratar y combatir las enfermedades epidémicas y endémicas;
d) Impartir educación y proporcionar acceso a la información relativa a los principales problemas de
salud en la comunidad, con inclusión de los métodos para prevenir y combatir esas enfermedades;
e) Proporcionar capacitación adecuada al personal del sector de la salud, incluida la educación en
materia de salud y derechos humanos.
(…)
Violaciones de las obligaciones de respetar
50.Las violaciones de las obligaciones de respetar son las acciones, políticas o leyes de los Estados que
contravienen las normas establecidas en el artículo 12 del Pacto y que son susceptibles de producir
lesiones corporales, una morbosidad innecesaria y una mortalidad evitable. Como ejemplos de ello
cabe mencionar la denegación de acceso a los establecimientos, bienes y servicios de salud a determi-
nadas personas o grupos de personas como resultado de la discriminación de iure o de facto; la ocul-
tación o tergiversación deliberadas de la información que reviste importancia fundamental para la
protección de la salud o para el tratamiento; la suspensión de la legislación o la promulgación de leyes
o adopción de políticas que afectan desfavorablemente al disfrute de cualquiera de los componentes
del derecho a la salud; y el hecho de que el Estado no tenga en cuenta sus obligaciones legales con
respecto al derecho a la salud al concertar acuerdos bilaterales o multilaterales con otros Estados,
organizaciones internacionales u otras entidades, como, por ejemplo, las empresas multinacionales.
Violaciones de las obligaciones de proteger
51.Las violaciones de las obligaciones de proteger dimanan del hecho de que un Estado no adopte todas las
medidas necesarias para proteger, dentro de su jurisdicción, a las personas contra las violaciones del
derecho a la salud por terceros. Figuran en esta categoría omisiones tales como la no regulación de las
actividades de particulares, grupos o empresas con objeto de impedir que esos particulares, grupos o
empresas violen el derecho a la salud de los demás; la no protección de los consumidores y los trabajado-
res contra las prácticas perjudiciales para la salud, como ocurre en el caso de algunos empleadores y
fabricantes de medicamentos o alimentos; el no disuadir la producción, la comercialización y el consu-
mo de tabaco, estupefacientes y otras sustancias nocivas; el no proteger a las mujeres contra la violencia,
y el no procesar a los autores de la misma; el no disuadir la observancia continua de prácticas médicas o
culturales tradicionales perjudiciales; y el no promulgar o hacer cumplir las leyes a fin de impedir la
contaminación del agua, el aire y el suelo por las industrias extractivas y manufactureras.
Violaciones de la obligación de cumplir
52.Las violaciones de las obligaciones de cumplir se producen cuando los Estados Partes no adoptan todas
las medidas necesarias para dar efectividad al derecho a la salud. Cabe citar entre ellas la no adopción
o aplicación de una política nacional de salud con miras a garantizar el derecho a la salud de todos; los
gastos insuficientes o la asignación inadecuada de recursos públicos que impiden el disfrute del dere-
cho a la salud por los particulares o grupos, en particular las personas vulnerables o marginadas; la no
vigilancia del ejercicio del derecho a la salud en el plano nacional, por ejemplo mediante la elabora-
ción y aplicación de indicadores y bases de referencia; el hecho de no adoptar medidas para reducir la
distribución no equitativa de los establecimientos, bienes y servicios de salud; la no adopción de un
enfoque de la salud basado en la perspectiva de género; y el hecho de no reducir las tasas de mortali-
dad infantil y materna23.
Artículo 13
1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la educación.
Convienen en que la educación debe orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad huma-
na y del sentido de su dignidad, y debe fortalecer el respeto por los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales. Convienen asimismo en que la educación debe capacitar a todas las personas
para participar efectivamente en una sociedad libre, favorecer la comprensión, la tolerancia y la
23 Ibídem.
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amistad entre todas las naciones y entre todos los grupos raciales, étnicos o religiosos, y promover
las actividades de las Naciones Unidas en pro del mantenimiento de la paz.
21º Período de Sesiones (1999)
Observación general Nº 13
El derecho a la educación (art. 13)
1. La educación es un derecho humano intrínseco y un medio indispensable de realizar otros derechos
humanos. Como derecho del ámbito de la autonomía de la persona, la educación es el principal medio
que permite a adultos y menores marginados económica y socialmente salir de la pobreza y participar
plenamente en sus comunidades. La educación desempeña un papel decisivo en la emancipación de
la mujer, la protección de los niños contra la explotación laboral, el trabajo peligroso y la explotación
sexual, la promoción de los derechos humanos y la democracia, la protección del medio ambiente y el
control del crecimiento demográfico. Está cada vez más aceptada la idea de que la educación es una
de las mejores inversiones financieras que los Estados pueden hacer, pero su importancia no es única-
mente práctica pues dispone[r] de una mente instruida, inteligente y activa, con libertad y amplitud de
pensamiento, es uno de los placeres y recompensas de la existencia humana.
(…)
PÁRRAFO 1 DEL ARTÍCULO 13 – PROPÓSITOS Y OBJETIVOS DE LA EDUCACIÓN
(…)
5. El Comité toma nota de que, desde que la Asamblea General aprobó el Pacto en 1966, otros instrumen-
tos internacionales han seguido desarrollando los objetivos a los que debe dirigirse la educación y, por
consiguiente, considera que los Estados Partes tienen la obligación de velar por que la educación se
adecue a los propósitos y objetivos expuestos en el párrafo 1 del artículo 13, interpretados a la luz de la
Declaración Mundial sobre Educación para Todos (Jomtien (Tailandia), 1990) (art. 1), la Convención
sobre los Derechos del Niño (párrafo 1 del artículo 29), la Declaración y Plan de Acción de Viena (parte
I, párr. 33, y parte II, párr. 80), y el Plan de Acción para el Decenio de las Naciones Unidas para la
educación en la esfera de los derechos humanos (párr. 2). Todos estos textos tienen grandes coinciden-
cias con el párrafo 1 del artículo 13 del Pacto, pero también incluyen elementos que no están contem-
plados expresamente en él, por ejemplo, referencias concretas a la igualdad entre los sexos y el respeto
del medio ambiente. Estos nuevos elementos están implícitos y reflejan una interpretación contempo-
ránea del párrafo 1 del artículo 13. La opinión del Comité se sustenta en el amplio apoyo que los textos
que se acaba de mencionar han recibido en todas las regiones del mundo24.
2. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, con objeto de lograr el pleno ejercicio de
este derecho:
21º Período de Sesiones (1999)
Observación general Nº 13
El derecho a la educación (art. 13)
(…)
PÁRRAFO 2 DEL ARTÍCULO 13 – EL DERECHO A RECIBIR EDUCACIÓN, OBSERVACIONES GENERALES
6. Si bien la aplicación precisa y pertinente de los requisitos dependerá de las condiciones que imperen
en un determinado Estado Parte, la educación en todas sus formas y en todos los niveles debe tener las
siguientes cuatro características interrelacionadas:
a) Disponibilidad. Debe haber instituciones y programas de enseñanza en cantidad suficiente en el
ámbito del Estado Parte. Las condiciones para que funcionen dependen de numerosos factores,
entre otros, el contexto de desarrollo en el que actúan; por ejemplo, las instituciones y los progra-
24 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General Nº 13 “El Derecho a la Educación (art. 13)” en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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mas probablemente necesiten edificios u otra protección contra los elementos, instalaciones sanita-
rias para ambos sexos, agua potable, docentes calificados con salarios competitivos, materiales de
enseñanza, etc.; algunos necesitarán además bibliotecas, servicios de informática, tecnología de la
información, etc.
b) Accesibilidad. Las instituciones y los programas de enseñanza han de ser accesibles a todos, sin
discriminación, en el ámbito del Estado Parte. La accesibilidad consta de tres dimensiones que
coinciden parcialmente:
i) No discriminación. La educación debe ser accesible a todos, especialmente a los grupos no
vulnerables de hecho y de derecho, sin discriminación por ninguno de los motivos prohibidos
(véanse los párrafos 31 a 37 sobre la no discriminación);
ii) Accesibilidad material. La educación ha de ser asequible materialmente, ya sea por su localiza-
ción geográfica de acceso razonable (por ejemplo, una escuela vecinal) o por medio de la tecno-
logía moderna (mediante el acceso a programas de educación a distancia);
iii) Accesibilidad económica. La educación ha de estar al alcance de todos. Esta dimensión de la
accesibilidad está condicionada por las diferencias de redacción del párrafo 2 del artículo 13
respecto de la enseñanza primaria, secundaria y superior: mientras que la enseñanza primaria
ha de ser gratuita para todos, se pide a los Estados Partes que implanten gradualmente la ense-
ñanza secundaria y superior gratuita.
c) Aceptabilidad. La forma y el fondo de la educación, comprendidos los programas de estudio y los
métodos pedagógicos, han de ser aceptables (por ejemplo, pertinentes, adecuados culturalmente y de
buena calidad) para los estudiantes y, cuando proceda, los padres; este punto está supeditado a los
objetivos de la educación mencionados en el párrafo 1 del artículo 13 y a las normas mínimas que el
Estado apruebe en materia de enseñanza (véanse los párrafos 3 y 4 del artículo 13).
d) Adaptabilidad. La educación ha de tener la flexibilidad necesaria para adaptarse a las necesidades de
sociedades y comunidades en transformación y responder a las necesidades de los alumnos en contex-
tos culturales y sociales variados25.
a) La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos gratuitamente;
b) La enseñanza secundaria, en sus diferentes formas, incluso la enseñanza secundaria técnica y
profesional, debe ser generalizada y hacerse accesible a todos, por cuantos medios sean apropia-
dos, y en particular por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita;
21º Período de Sesiones (1999)
Observación general Nº 13
El derecho a la educación (art. 13)
(…)
ENSEÑANZA TÉCNICA Y PROFESIONAL
(…)
16.La iniciación al mundo del trabajo y la tecnología no debería limitarse a programas de enseñanza
técnica y profesional concretos, sino entenderse como componente de la enseñanza general. Con
arreglo a la Convención de la UNESCO sobre la Enseñanza Técnica y Profesional (1989), esa enseñan-
za se refiere a “todas las formas y niveles del proceso de educación que incluye, además de los cono-
cimientos generales, el estudio de las técnicas y de las disciplinas afines, la adquisición de habilidades
prácticas, de conocimientos prácticos y de aptitudes, y la comprensión de los diferentes oficios en los
diversos sectores de la vida económica y social” (párrafo a) del artículo 1) Entendido de esta forma,
perspectiva adaptada igualmente en determinados Convenios de la OIT, el derecho a la enseñanza
técnica y profesional abarca los siguientes aspectos:
25 Ibídem.
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(…)
e) En el contexto de las disposiciones del Pacto relativas a la no discriminación y la igualdad, consiste
en programas encaminados a promover la enseñanza destinada a las mujeres, las niñas, los jóvenes
no escolarizados, los jóvenes sin empleo, los hijos de trabajadores migrantes, los refugiados, las
personas con discapacidad y otros grupos desfavorecidos26.
c) La enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, sobre la base de la capacidad
de cada uno, por cuantos medios sean apropiados, y en particular por la implantación progresi-
va de la enseñanza gratuita;
d) Debe fomentarse o intensificarse, en la medida de lo posible, la educación fundamental para
aquellas personas que no hayan recibido o terminado el ciclo completo de instrucción primaria;
21º Período de Sesiones (1999)
Observación general Nº 13
El derecho a la educación (art. 13)
(…)
APARTADO D) DEL PÁRRAFO 2 DEL ARTÍCULO 13 – EL DERECHO A LA EDUCACIÓN FUNDAMENTAL
(…)
24.Debe hacerse hincapié en que el goce del derecho a la educación fundamental no está limitado por la
edad ni el sexo; se aplica a niños, jóvenes y adultos, incluidas las personas mayores. La educación
fundamental, por consiguiente, es un componente integral de la educación de adultos y de la educa-
ción permanente. Habida cuenta de que la educación fundamental es un derecho de todos los grupos
de edad, deben formularse planes de estudio y los correspondientes sistemas que sean idóneos para
alumnos de todas las edades27.
e) Se debe proseguir activamente el desarrollo del sistema escolar en todos los ciclos de la enseñan-
za, implantar un sistema adecuado de becas, y mejorar continuamente las condiciones materia-
les del cuerpo docente.
21º Período de Sesiones (1999)
Observación general Nº 13
El derecho a la educación (art. 13)
(…)
APARTADO E) DEL PÁRRAFO 2 DEL ARTÍCULO 13 –
EL SISTEMA ESCOLAR; SISTEMA ADECUADO DE BECAS; CONDICIONES MATERIALES DEL CUERPO DOCENTE
(…)
26.La exigencia de “implantar un sistema adecuado de becas” debe leerse conjuntamente con las disposi-
ciones del Pacto relativas a la igualdad y la no discriminación; el sistema de becas debe fomentar la
igualdad de acceso a la educación de las personas procedentes de grupos desfavorecidos28.
3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad de los padres y, en su
caso, de los tutores legales, de escoger para sus hijos o pupilos escuelas distintas de las creadas por
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ba o apruebe en materia de enseñanza, y de hacer que sus hijos o pupilos reciban la educación
religiosa o moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.
4. Nada de lo dispuesto en este artículo se interpretará como una restricción de la libertad de los
particulares y entidades para establecer y dirigir instituciones de enseñanza, a condición de que se
respeten los principios enunciados en el párrafo 1 y de que la educación dada en esas instituciones
se ajuste a las normas mínimas que prescriba el Estado.
21º Período de Sesiones (1999)
Observación general Nº 13
El derecho a la educación (art. 13)
(…)
NO DISCRIMINACIÓN E IGUALDAD DE TRATO
31.La prohibición de la discriminación, consagrada en el párrafo 2 del artículo 2 del Pacto, no está supe-
ditada ni a una implantación gradual ni a la disponibilidad de recursos; se aplica plena e inmediata-
mente a todos los aspectos de la educación y abarca todos los motivos de discriminación rechazados
internacionalmente. El Comité interpreta el párrafo 2 del artículo 2 y el artículo 3 a la luz de la Conven-
ción de la UNESCO relativa a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza y de las
disposiciones pertinentes de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación
contra la mujer, la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, la
Convención sobre los Derechos del Niño y el Convenio de la OIT sobre poblaciones indígenas y
tribales (Convenio Nº 169) y desea recalcar las cuestiones que a continuación se exponen.
32.La adopción de medidas especiales provisionales destinadas a lograr la igualdad de hecho entre hom-
bres y mujeres y de los grupos desfavorecidos no es una violación del derecho de no discriminación en
lo que respecta a la educación, siempre y cuando esas medidas no den lugar al mantenimiento de
normas no equitativas o distintas para los diferentes grupos, y a condición de que no se mantengan una
vez alcanzados los objetivos a cuyo logro estaban destinadas.
33.En algunas circunstancias, se considerará que la existencia de sistemas o instituciones de enseñanza
separados para los grupos definidos por las categorías a que se refiere el párrafo 2 del artículo 2 no
constituyen una violación del Pacto. A este respecto, el Comité ratifica el artículo 2 de la Convención
de la UNESCO relativa a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza (1960)29.
34.El Comité toma nota del artículo 2 de la Convención sobre los Derechos del Niño, y del apartado e) del
artículo 3 de la Convención de la UNESCO relativa a la lucha contra las discriminaciones en la esfera
de la enseñanza y confirma que el principio de la no discriminación se aplica a todas las personas en
edad escolar que residan en el territorio de un Estado Parte, comprendidos los no nacionales y con
independencia de su situación jurídica.
(…)
29 [Nota del Texto Original]: Con arreglo al artículo 2: “En el caso de que el Estado las admita, las situaciones siguientes no serán
consideradas como constitutivas de discriminación en el sentido del artículo 1 de la presente Convención:
a. La creación o el mantenimiento de sistemas o establecimientos de enseñanza separados para los alumnos de sexo masculino y
para los de sexo femenino, siempre que esos sistemas o establecimientos ofrezcan facilidades equivalentes de acceso a la
enseñanza, dispongan de un personal docente igualmente calificado, así como de locales escolares y de un equipo de igual
calidad y permitan seguir los mismos programas de estudio o programas equivalentes;
b. La creación o el mantenimiento, por motivos de orden religioso o lingüístico, de sistemas o establecimientos separados que
proporcionen una enseñanza conforme a los deseos de los padres o tutores legales de los alumnos, si la participación en esos
sistemas o la asistencia a estos establecimientos es facultativa y si la enseñanza en ellos proporcionada se ajusta a las normas
que las autoridades competentes puedan haber fijado o aprobado, particularmente para la enseñanza del mismo grado;
c. La creación o el mantenimiento de establecimientos de enseñanza privados, siempre que la finalidad de esos establecimientos
no sea la de lograr la exclusión de cualquier grupo, sino la de añadir nuevas posibilidades de enseñanza a las que proporciona el
poder público, y siempre que funcionen de conformidad con esa finalidad, y que la enseñanza dada corresponda a las normas
que hayan podido prescribir o aprobar las autoridades competentes, particularmente para la enseñanza del mismo grado”.
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37.Los Estados Partes deben supervisar cuidadosamente la enseñanza, comprendidas las correspondientes
políticas, instituciones, programas, pautas de gastos y demás prácticas, a fin de poner de manifiesto
cualquier discriminación de hecho y adoptar las medidas para subsanarla. Los datos relativos a la
educación deben desglosarse según los motivos de discriminación prohibidos.
(…)
Libertad académica y autonomía de las instituciones
(…)
39.Los miembros de la comunidad académica son libres, individual o colectivamente, de buscar, desarro-
llar y transmitir el conocimiento y las ideas mediante la investigación, la docencia, el estudio, el deba-
te, la documentación, la producción, la creación o los escritos. La libertad académica comprende la
libertad del individuo para expresar libremente sus opiniones sobre la institución o el sistema en el que
trabaja, para desempeñar sus funciones sin discriminación ni miedo a la represión del Estado o cual-
quier otra institución, de participar en organismos académicos profesionales o representativos y de
disfrutar de todos los derechos humanos reconocidos internacionalmente que se apliquen a los demás
habitantes del mismo territorio. El disfrute de la libertad académica conlleva obligaciones, como el
deber de respetar la libertad académica de los demás, velar por la discusión ecuánime de las opiniones




50.En lo que respecta al párrafo 2 del artículo 13, los Estados tienen las obligaciones de respetar, proteger
y llevar a efecto cada una de las “características fundamentales” (disponibilidad, accesibilidad,
aceptabilidad y adaptabilidad) del derecho a la educación. Por ejemplo, la obligación del Estado de
respetar la disponibilidad de la educación se demuestra no cerrando escuelas privadas; la de proteger
la accesibilidad de la educación, velando por que terceros, incluidos padres y empleadores, no impi-
dan que las niñas asistan a la escuela; la de llevar a efecto (facilitar) la aceptabilidad de la educación,
adoptando medidas positivas para que la educación sea culturalmente aceptable para las minorías y las
poblaciones indígenas, y de buena calidad para todos; la obligación de llevar a efecto (facilitar) la
adaptabilidad de la educación, formulando planes de estudio y dotándolos de recursos que reflejen las
necesidades contemporáneas de los estudiantes en un mundo en transformación; y la de llevar a efecto
(facilitar) la disponibilidad de la educación, implantando un sistema de escuelas, entre otras cosas
construyendo aulas, estableciendo programas, suministrando materiales de estudio, formando maes-
tros y abonándoles sueldos competitivos a nivel nacional.
(…)
54.Los Estados Partes tienen la obligación de establecer “las normas mínimas... en materia de enseñanza”
que deben cumplir todas las instituciones de enseñanza privadas establecidas con arreglo a los párra-
fos 3 y 4 del artículo 13. Deben mantener, asimismo, un sistema transparente y eficaz de supervisión
del cumplimiento de esas normas. Ningún Estado Parte tiene la obligación de financiar las instituciones
establecidas de conformidad con los párrafos 3 y 4 del artículo 13, pero si un Estado decide hacer
contribuciones financieras a instituciones de enseñanza privada, debe hacerlo sin discriminación basa-
da en alguno de los motivos prohibidos.
55.Los Estados Partes tienen la obligación de velar por que ni las comunidades ni las familias dependan del
trabajo infantil. El Comité reafirma en particular la importancia de la educación para erradicar el traba-
jo infantil y de las obligaciones establecidas en el párrafo 2) del artículo 7 del Convenio de la OIT sobre
las peores formas de trabajo infantil, 1999 (Convenio Nº 182). Además, habida cuenta de lo dispuesto
en el párrafo 2 del artículo 2, los Estados Partes tienen la obligación de suprimir los estereotipos sexua-
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Violaciones
58.Cuando se aplica el contenido normativo del artículo 13 (parte I) a las obligaciones generales y concre-
tas de los Estados Partes (parte II), se pone en marcha un proceso dinámico que facilita la averiguación
de las violaciones del derecho a la educación, las cuales pueden producirse mediante la acción directa
de los Estados Partes (por obra) o porque no adopten las medidas que exige el Pacto (por omisión).
59.Ejemplos de violaciones del artículo 13 son: la adopción de leyes, o la omisión de revocar leyes que
discriminan a individuos o grupos, por cualquiera de los motivos prohibidos, en la esfera de la educación;
el no adoptar medidas que hagan frente a una discriminación de hecho en la educación; la aplicación de
planes de estudio incompatibles con los objetivos de la educación expuestos en el párrafo 1 del artícu-
lo 13; el no mantener un sistema transparente y eficaz de supervisión del cumplimiento del párrafo 1 del
artículo 13; el no implantar, con carácter prioritario, la enseñanza primaria obligatoria y gratuita para
todos; el no adoptar “medidas deliberadas, concretas y orientadas” hacia la implantación gradual de la
enseñanza secundaria, superior y fundamental, de conformidad con los apartados b) a d) del párrafo 2
del artículo 13; la prohibición de instituciones de enseñanza privadas; el no velar por que las institucio-
nes de enseñanza privadas cumplan con las “normas mínimas” de educación que disponen los párrafos 3
y 4 del artículo 13; la negación de la libertad académica del cuerpo docente y de los alumnos; el cierre
de instituciones de enseñanza en épocas de tensión política sin ajustarse a lo dispuesto por el artículo 430.
Artículo 14
Todo Estado Parte en el presente Pacto que, en el momento de hacerse parte en él, aún no haya
podido instituir en su territorio metropolitano o en otros territorios sometidos a su jurisdicción la
obligatoriedad y la gratuidad de la enseñanza primaria, se compromete a elaborar y adoptar, dentro de
un plazo de dos años, un plan detallado de acción para la aplicación progresiva, dentro de un número
razonable de años fijado en el plan, del principio de la enseñanza obligatoria y gratuita para todos.
20º Período de Sesiones (1999)
Observación general Nº 11
Planes de acción para la enseñanza primaria (art. 14)
(…)
3. En consonancia con la clara e inequívoca obligación que les impone el artículo 14, todos los Estados Partes
tienen el deber de presentar al Comité un plan de acción planeado según el modelo especificado en el
párrafo 8 infra. Esta obligación tiene que respetarse escrupulosamente dado que se estima que en los países
en desarrollo 130 millones de niños en edad escolar, de los cuales aproximadamente dos tercios son niñas,
no tienen acceso a la enseñanza primaria. El Comité es plenamente consciente de que hay muchos factores
diversos que dificultan el cumplimiento por los Estados Partes de su obligación de elaborar un plan de
acción. Por ejemplo, los programas de ajuste estructural que comenzaron en el decenio de 1970, las crisis
de la deuda que siguieron en el decenio de 1980 y las crisis financieras de finales del decenio de 1990, así
como otros factores, han aumentado considerablemente la medida en que se deniega el derecho a la
enseñanza primaria. Ahora bien, estas dificultades no pueden eximir a los Estados Partes de la obligación de
adoptar y presentar al Comité un plan de acción, según lo previsto en el artículo 14 del Pacto.
4. Los planes de acción preparados por los Estados Partes en el Pacto, de conformidad con el artículo 14,
son especialmente importantes dado que la labor del Comité ha mostrado que la falta de oportunidades
educacionales para esos niños es también una de las causas de que sean víctimas de muchas otras
violaciones de los derechos humanos. Por ejemplo, esos niños, que quizá vivan en una pobreza abyec-
ta y llevan una vida sana, son particularmente vulnerables al trabajo forzoso y otras formas de explota-
ción. Además, existe una relación directa entre, por ejemplo, el nivel de matrícula de niñas en la
escuela primaria y una disminución considerable de los matrimonios infantiles.
30 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General Nº 13 “El Derecho a la Educación (art. 13)” en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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(…)
6. Obligatoriedad. El elemento de obligatoriedad sirve para destacar el hecho de que ni los padres ni los
tutores, ni el Estado, tienen derecho a tratar como optativa la decisión de si el niño debería tener acceso
a la enseñanza primaria. Análogamente, la prohibición de la discriminación por motivo de sexo en el
acceso a la educación, que se exige también en los artículos 2 y 3 del Pacto, queda puesta más de
relieve por esta exigencia. Sin embargo, debería subrayarse que la obligatoriedad solamente se puede
justificar si la educación ofrecida es de calidad adecuada, es pertinente para el niño y promueve la
realización de otros derechos del niño31.
Artículo 15
1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a:
a) Participar en la vida cultural;
b) Gozar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones;
c) Beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por
razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora.
2. Entre las medidas que los Estados Partes en el presente Pacto deberán adoptar para asegurar el
pleno ejercicio de este derecho, figurarán las necesarias para la conservación, el desarrollo y la
difusión de la ciencia y de la cultura.
3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la indispensable libertad para la
investigación científica y para la actividad creadora.
4. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen los beneficios que derivan del fomento y desa-
rrollo de la cooperación y de las relaciones internacionales en cuestiones científicas y culturales.
PARTE IV
Artículo 16
1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a presentar, en conformidad con esta
parte del Pacto, informes sobre las medidas que hayan adoptado, y los progresos realizados, con el
fin de asegurar el respeto a los derechos reconocidos en el mismo.
2. a) Todos los informes serán presentados al Secretario General de las Naciones Unidas, quien trans-
mitirá copias al Consejo Económico y Social para que las examine conforme a lo dispuesto en el
presente Pacto;
b) El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá también a los organismos especializa-
dos copias de los informes, o de las partes pertinentes de éstos, enviados por los Estados Partes
en el presente Pacto que además sean miembros de estos organismos especializados, en la medi-
da en que tales informes o partes de ellos tengan relación con materias que sean de la competen-
cia de dichos organismos conforme a sus instrumentos constitutivos.
31 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General Nº 11 “Planes de Acción para la Enseñanza
Primaria (art. 14)” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas
por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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Artículo 17
1. Los Estados Partes en el presente Pacto presentarán sus informes por etapas, con arreglo al progra-
ma que establecerá el Consejo Económico y Social en el plazo de un año desde la entrada en vigor
del presente Pacto, previa consulta con los Estados Partes y con los organismos especializados
interesados.
2. Los informes podrán señalar las circunstancias y dificultades que afecten el grado de cumplimiento
de las obligaciones previstas en este Pacto.
3. Cuando la información pertinente hubiera sido ya proporcionada a las Naciones Unidas o a algún
organismo especializado por un Estado Parte, no será necesario repetir dicha información, sino
que bastará hacer referencia concreta a la misma.
Artículo 18
En virtud de las atribuciones que la Carta de las Naciones Unidas le confiere en materia de derechos
humanos y libertades fundamentales, el Consejo Económico y Social podrá concluir acuerdos con los
organismos especializados sobre la presentación por tales organismos de informes relativos al cumpli-
miento de las disposiciones de este Pacto que corresponden a su campo de actividades. Estos informes
podrán contener detalles sobre las decisiones y recomendaciones que en relación con ese cumplimien-
to hayan aprobado los órganos competentes de dichos organismos.
Artículo 19
El Consejo Económico y Social podrá transmitir a la Comisión de Derechos Humanos, para su estudio
y recomendación de carácter general, o para información, según proceda, los informes sobre derechos
humanos que presenten a los Estados conforme a los artículos 16 y 17, y los informes relativos a los
derechos humanos que presenten los organismos especializados conforme al artículo 18.
Artículo 20
Los Estados Partes en el presente Pacto y los organismos especializados interesados podrán presentar
al Consejo Económico y Social observaciones sobre toda recomendación de carácter general hecha en
virtud del artículo 19 o toda referencia a tal recomendación general que conste en un informe de la
Comisión de Derechos Humanos o en un documento allí mencionado.
Artículo 21
El Consejo Económico y Social podrá presentar de vez en cuando a la Asamblea General informes
que contengan recomendaciones de carácter general, así como un resumen de la información recibida
de los Estados Partes en el presente Pacto y de los organismos especializados acerca de las medidas
adoptadas y los progresos realizados para lograr el respeto general de los derechos reconocidos en el
presente Pacto.
Artículo 22
El Consejo Económico y Social podrá señalar a la atención de otros órganos de las Naciones Unidas,
sus órganos subsidiarios y los organismos especializados interesados que se ocupen de prestar asisten-
cia técnica, toda cuestión surgida de los informes a que se refiere esta parte del Pacto que pueda servir
para que dichas entidades se pronuncien, cada una dentro de su esfera de competencia, sobre la
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conveniencia de las medidas internacionales que puedan contribuir a la aplicación efectiva y progre-
siva del presente Pacto.
Artículo 23
Los Estados Partes en el presente Pacto convienen en que las medidas de orden internacional destina-
das a asegurar el respeto de los derechos que se reconocen en el presente Pacto comprenden procedi-
mientos tales como la conclusión de convenciones, la aprobación de recomendaciones, la prestación
de asistencia técnica y la celebración de reuniones regionales y técnicas, para efectuar consultas y
realizar estudios, organizadas en cooperación con los gobiernos interesados.
Artículo 24
Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo de las disposiciones de la
Carta de las Naciones Unidas o de las constituciones de los organismos especializados que definen las
atribuciones de los diversos órganos de las Naciones Unidas y de los organismos especializados en
cuanto a las materias a que se refiere el Pacto.
Artículo 25
Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo del derecho inherente de
todos los pueblos a disfrutar y utilizar plena y libremente sus riquezas y recursos naturales.
PARTE V
Artículo 26
1. El presente Pacto estará abierto a la firma de todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas
o miembros de algún organismo especializado, así como de todo Estado Parte en el Estatuto de la
Corte Internacional de Justicia y de cualquier otro Estado invitado por la Asamblea General de las
Naciones Unidas a ser parte en el presente Pacto.
2. El presente Pacto está sujeto a ratificación. Los instrumentos de ratificación se depositarán en
poder del Secretario General de las Naciones Unidas.
3. El presente Pacto quedará abierto a la adhesión de cualquiera de los Estados mencionados en el
párrafo 1 del presente artículo.
4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión en poder del Secre-
tario General de las Naciones Unidas.
5. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los Estados que hayan firmado el
presente Pacto, o se hayan adherido a él, del depósito de cada uno de los instrumentos de ratifica-
ción o de adhesión.
Artículo 27
1. El presente Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la fecha en que haya sido
depositado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de adhesión en poder del Secretario
General de las Naciones Unidas.
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2. Para cada Estado que ratifique el presente Pacto o se adhiera a él después de haber sido depositado
el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de adhesión, el Pacto entrará en vigor transcurri-
dos tres meses a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación
o de adhesión.
Artículo 28
Las disposiciones del presente Pacto serán aplicables a todas las partes componentes de los Estados
federales, sin limitación ni excepción alguna.
Artículo 29
1. Todo Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer enmiendas y depositarlas en poder del
Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario General comunicará las enmiendas pro-
puestas a los Estados Partes en el presente Pacto, pidiéndoles que le notifiquen si desean que se
convoque una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar las propuestas y someterlas a
votación. Si un tercio al menos de los Estados se declara en favor de tal convocatoria, el Secretario
General convocará una conferencia bajo los auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda
adoptada por la mayoría de Estados presentes y votantes en la conferencia se someterá a la aproba-
ción de la Asamblea General de las Naciones Unidas.
2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por la Asamblea General de las
Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes en el presente
Pacto, de conformidad con sus respectivos procedimientos constitucionales.
3. Cuando tales enmiendas entren en vigor serán obligatorias para los Estados Partes que las hayan
aceptado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán obligados por las disposiciones del pre-
sente Pacto y por toda enmienda anterior que hayan aceptado.
Artículo 30
Independientemente de las notificaciones previstas en el párrafo 5 del artículo 26, el Secretario Gene-
ral de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados mencionados en el párrafo 1 del mismo
artículo:
a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dispuesto en el artículo 26;
b) La fecha en que entre en vigor el presente Pacto conforme a lo dispuesto en el artículo 27, y la fecha
en que entren en vigor las enmiendas a que hace referencia el artículo 29.
Artículo 31
1. El presente Pacto, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos,
será depositado en los archivos de las Naciones Unidas.
2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas del presente Pacto a todos
los Estados mencionados en el artículo 26.
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Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su
resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966
Entrada en vigor: 23 de marzo de 1976, de conformidad con el artículo 49
Preámbulo
Los Estados Partes en el presente Pacto,
Considerando que, conforme a los principios enunciados en la Carta de las Naciones Unidas, la liber-
tad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad inherente a
todos los miembros de la familia humana y de sus derechos iguales e inalienables,
Reconociendo que estos derechos se derivan de la dignidad inherente a la persona humana,
Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Universal de Derechos Humanos, no puede realizarse
el ideal del ser humano libre en el disfrute de las libertades civiles y políticas y liberado del temor y de
la miseria, a menos que se creen condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos civiles
y políticos, tanto como de sus derechos económicos, sociales y culturales,
Considerando que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados la obligación de promover el
respeto universal y efectivo de los derechos y libertades humanos,
Comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros individuos y de la comunidad a
que pertenece, tiene la obligación de esforzarse por la consecución y la observancia de los derechos
reconocidos en este Pacto,
Convienen en los artículos siguientes:
PARTE I
Artículo 1
1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este derecho establecen
libremente su condición política y proveen asimismo a su desarrollo económico, social y cultural.
2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libremente de sus riquezas y recursos
naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de la cooperación económica internacional
basada en el principio del beneficio recíproco, así como del derecho internacional. En ningún caso
podrá privarse a un pueblo de sus propios medios de subsistencia.
3. Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen la responsabilidad de administrar
territorios no autónomos y territorios en fideicomiso, promoverán el ejercicio del derecho de libre
determinación, y respetarán este derecho de conformidad con las disposiciones de la Carta de las
Naciones Unidas.
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PARTE II
Artículo 2
1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a respetar y a garantizar a todos
los individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos
reconocidos en el presente Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opi-
nión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cual-
quier otra condición social.
37° Período de Sesiones (1989)
Observación general Nº 18
No discriminación
1. La no discriminación, junto con la igualdad ante la ley y la igual protección de la ley sin ninguna discrimi-
nación constituye un principio básico y general relativo a la protección de los derechos humanos.
Así, el párrafo 1 del artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece la obliga-
ción de cada Estado Parte de respetar y garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y
estén sujetos a su jurisdicción, los derechos reconocidos en el Pacto, sin distinción alguna de raza, color,
sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica,
nacimiento o cualquier otra condición social. En virtud del artículo 26 todas las personas no solamente son
iguales ante la ley y tienen derecho a igual protección de la ley, sino que también se prohíbe cualquier
discriminación en virtud de la ley y garantiza a todas las personas protección igual y efectiva contra cual-
quier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier
índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.
(…)
7. (…) el Comité considera que el término “discriminación”, tal como se emplea en el Pacto, debe enten-
derse referido a toda distinción, exclusión, restricción o preferencia que se basen en determinados
motivos, como la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el
origen nacional o social, la posición económica, el nacimiento o cualquier otra condición social, y que
tengan por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condi-
ciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales de todas las personas.
8. Sin embargo, el goce en condiciones de igualdad de los derechos y libertades no significa identidad de
trato en toda circunstancia. A este respecto, las disposiciones del Pacto son explícitas. Por ejemplo, el
párrafo 5 del artículo 6 prohíbe que se imponga la pena de muerte a personas de menos de 18 años de
edad. El mismo párrafo prohíbe que se aplique dicha pena a las mujeres en estado de gravidez…
(…)
10.El Comité desea también señalar que el principio de la igualdad exige algunas veces a los Estados Partes
adoptar disposiciones positivas para reducir o eliminar las condiciones que originan o facilitan que se
perpetúe la discriminación prohibida por el Pacto. Por ejemplo, en un Estado en el que la situación
general de un cierto sector de su población impide u obstaculiza el disfrute de los derechos humanos
por parte de esa población, el Estado debería adoptar disposiciones especiales para poner remedio a
esa situación. Las medidas de ese carácter pueden llegar hasta otorgar, durante un tiempo, al sector de
la población de que se trate un cierto trato preferencial en cuestiones concretas en comparación con el
resto de la población. Sin embargo, en cuanto son necesarias para corregir la discriminación de hecho,
esas medidas son una diferenciación legítima con arreglo al Pacto.
(…)
13.Por último, el Comité observa que no toda diferenciación de trato constituirá una discriminación, si los
criterios para tal diferenciación son razonables y objetivos y lo que se persigue es lograr un propósito
legítimo en virtud del Pacto32.
32 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 18 “No Discriminación”, en Naciones Unidas, Recopilación de las Obser-
vaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Huma-
nos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a
las disposiciones del presente Pacto, las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas
o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en el presente
Pacto y que no estuviesen ya garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter.
3. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a garantizar que:
a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados
podrá interponer un recurso efectivo, aun cuando tal violación hubiera sido cometida por per-
sonas que actuaban en ejercicio de sus funciones oficiales;
b) La autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa, o cualquiera otra autoridad com-
petente prevista por el sistema legal del Estado, decidirá sobre los derechos de toda persona que
interponga tal recurso, y desarrollará las posibilidades de recurso judicial;
c) Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya estimado procedente el
recurso.
80º Período de Sesiones (2004)
Observación general Nº 31
La índole de la obligación jurídica general impuesta a los Estados Partes en el Pacto
(…)
14.El requisito establecido en el párrafo 2 del artículo 2 de que se adopten medidas para hacer efectivos
los derechos del Pacto no está sometido a condiciones y es de efecto inmediato. La falta de cumpli-
miento de esta obligación no puede estar justificada alegando consideraciones políticas, sociales, cul-
turales o económicas dentro de ese Estado.
15.El párrafo 3 del artículo 2 exige que, además de dar una protección efectiva a los derechos del Pacto,
los Estados Partes garanticen que toda persona disponga también de recursos accesibles y eficaces para
justificar esos derechos. Esos recursos deben adaptarse de manera adecuada para que tengan en cuenta
la particular vulnerabilidad de determinadas categorías de personas…33
Artículo 3
Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar a hombres y mujeres la igualdad
en el goce de todos los derechos civiles y políticos enunciados en el presente Pacto.
13° Período de Sesiones (1981)
Observación general Nº 4
Artículo 3
1. El artículo 3 del Pacto establece que los Estados Partes garantizarán a hombres y mujeres la igualdad en
el goce de todos los derechos civiles y políticos enunciados en él; con todo, esta disposición no se ha
examinado en grado suficiente en un número considerable de los informes de los Estados, y ello ha
originado varios motivos de preocupación, de los cuales cabe poner dos de relieve.
2. En primer lugar, el artículo 3 -así como el párrafo 1 del artículo 2 y el artículo 26 en la medida en que
éstos tratan principalmente de la prevención de la discriminación por varios motivos, uno de los cuales
es el sexo- requiere, no solamente medidas de protección, sino también una acción positiva destinada
a garantizar el disfrute real de los derechos. Eso no puede hacerse simplemente mediante la promulgación
de leyes. Por eso, en general, se ha solicitado más información sobre el papel que desempeña la mujer
33 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 31 “La índole de la obligación jurídica general impuesta a los Estados
Partes en el Pacto”, en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adopta-
das por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
56
Las Convenciones Internacionales de Derechos Humanos y la Perspectiva de Género
en la práctica, a fin de determinar qué medidas, además de las puramente legislativas de protección, se
han adoptado o se están adoptando para cumplir las obligaciones precisas y positivas que establece el
artículo 3 y qué progresos se han logrado o con qué factores o dificultades se ha tropezado al respecto.
3. En segundo lugar, la obligación positiva asumida por los Estados Partes en virtud de ese artículo puede
producir efectos inevitables sobre la legislación o las medidas administrativas destinadas concretamen-
te a regular materias distintas de las que abarca el Pacto, pero que pueden afectar desfavorablemente a
los derechos reconocidos en éste. Ejemplo de ello es, entre otros, el grado en que las leyes sobre
inmigración que hacen una distinción entre un ciudadano y una ciudadana pueden afectar adversamente
al derecho de la mujer a contraer matrimonio con no ciudadanos o a desempeñar cargos públicos.
4. Por consiguiente, el Comité considera que podría ser útil que los Estados Partes prestaran especial
atención a la realización de un examen, por órganos o instituciones especialmente nombrados, de las
leyes o medidas que hacen intrínsecamente una distinción entre el hombre y la mujer, en cuanto
afecten adversamente a los derechos reconocidos en el Pacto, y estima que los Estados Partes deberían
facilitar información concreta en sus informes acerca de todas las medidas, legislativas o de otra índole,
cuya finalidad sea cumplir el compromiso asumido por ellos en virtud de dicho artículo.
5. El Comité considera que se ayudaría a los Estados Partes a cumplir esa obligación si se pudiera recurrir
en mayor medida a los actuales medios de cooperación internacional para intercambiar experiencia y
organizar la asistencia a fin de resolver los problemas prácticos relacionados con la garantía de la
igualdad de derechos para el hombre y la mujer34.
37° Período de Sesiones (1989)
Observación general Nº 18
No discriminación
(…)
2. (…) la no discriminación constituye un principio tan básico que en el artículo 3 se establece la obliga-
ción de cada Estado Parte de garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el goce de los derechos
enunciados en el Pacto35.
68º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 28
Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)
(…)
2. El artículo 3 explicita que todos los seres humanos deben disfrutar en pie de igualdad e íntegramente de
todos los derechos previstos en el Pacto. Esta disposición no puede surtir plenamente sus efectos cuan-
do se niega a alguien el pleno disfrute de cualquier derecho del Pacto en un pie de igualdad. En
consecuencia, los Estados deben garantizar a hombres y mujeres por igual el disfrute de todos los
derechos previstos en el Pacto.
3. En virtud de la obligación de garantizar a todas las personas los derechos reconocidos en el Pacto,
establecida en los artículos 2 y 3, los Estados Partes deben adoptar todas las medidas necesarias para
hacer posible el goce de estos derechos y que disfruten de ellos. Esas medidas comprenden las de
eliminan los obstáculos que se interponen en el goce de esos derechos en condiciones de igualdad, dar
instrucción a la población y a los funcionarios del Estado en materia de derechos humanos y ajustar la
legislación interna a fin de dar efecto a las obligaciones enunciadas en el Pacto. El Estado Parte no sólo
debe adoptar medidas de protección sino también medidas positivas en todos los ámbitos a fin de dar
poder a la mujer en forma efectiva e igualitaria. Los Estados Partes deben presentar información en
34 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 4 “Artículo 3”, en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones
Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/
GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
35 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 18 “No Discriminación”, en Naciones Unidas, Recopilación de las Obser-
vaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Huma-
nos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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cuanto al papel que efectivamente tiene la mujer en la sociedad a fin de que el Comité pueda evaluar
qué medidas, además de las disposiciones puramente legislativas, se han tomado o deberán adoptarse
para cumplir con esas obligaciones, hasta qué punto se ha avanzado, con qué dificultades se ha trope-
zado y qué se está haciendo para superarlas.
4. Los Estados Partes son responsables de asegurar el disfrute de los derechos en condiciones de igualdad
y sin discriminación alguna. Según los artículos 2 y 3, los Estados Partes deben adoptar todas las
medidas que sean necesarias, incluida la prohibición de la discriminación por razones de sexo, para
poner término a los actos discriminatorios, que obsten al pleno disfrute de los derechos, tanto en el
sector público como en el privado.
5. La desigualdad que padecen las mujeres en el mundo en el disfrute de sus derechos está profundamen-
te arraigada en la tradición, la historia y la cultura, incluso en las actitudes religiosas. El papel subordi-
nado que tiene la mujer en algunos países queda de manifiesto por la elevada incidencia de selección
prenatal por el sexo del feto y el aborto de fetos de sexo femenino. Los Estados Partes deben cerciorarse
de que no se utilicen las actitudes tradicionales, históricas, religiosas o culturales como pretexto para
justificar la vulneración del derecho de la mujer a la igualdad ante la ley y al disfrute en condiciones de
igualdad de todos los derechos previstos en el Pacto. Los Estados Partes deberán presentar información
adecuada acerca de aquellos aspectos de la tradición, la historia, las prácticas culturales y las actitudes
religiosas que comprometan o puedan comprometer el cumplimiento del artículo 3 e indicar qué
medidas han adoptado o se proponen adoptar para rectificar la situación.
(…)
13.Los Estados Partes deberán proporcionar información sobre las normas específicas que impongan a la
mujer una forma de vestir en público. El Comité destaca que esas normas pueden entrañar una infrac-
ción de diversas disposiciones del Pacto, como el artículo 26, relativo a la no discriminación; el artículo
7 si se imponen castigos corporales por el incumplimiento de esa norma; el artículo 9 si el incumpli-
miento está sancionado con la privación de la libertad; el artículo 12 si la libertad de desplazamiento
es objeto de una restricción de esa índole; el artículo 17, que garantiza a todos el derecho a una vida
privada sin injerencias arbitrarias o ilegales; los artículos 18 y 19 si se obliga a la mujer a vestir en forma
que no corresponda a su religión o a su libertad de expresión y, por último, el artículo 27 si la vestimen-
ta exigida está en contradicción con la cultura a la que la mujer diga pertenecer36.
Artículo 4
1. En situaciones excepcionales que pongan en peligro la vida de la nación y cuya existencia haya sido
proclamada oficialmente, los Estados Partes en el presente Pacto podrán adoptar disposiciones
que, en la medida estrictamente limitada a las exigencias de la situación, suspendan las obligacio-
nes contraídas en virtud de este Pacto, siempre que tales disposiciones no sean incompatibles con
las demás obligaciones que les impone el derecho internacional y no entrañen discriminación
alguna fundada únicamente en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social.
68º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 28
Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)
(…)
7. Es preciso proteger el disfrute en condiciones de igualdad de los derechos humanos por la mujer
durante los estados de excepción (art. 4). Los Estados Partes que en tiempos de emergencia pública
adopten medidas que suspendan las obligaciones que les incumben en virtud del Pacto, según se prevé
en el artículo 4, deberán proporcionar información al Comité en cuanto a los efectos de esas medidas
sobre la situación de la mujer y demostrar que no son discriminatorias.
36 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 28 “Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)”, en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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8. La mujer está en situación particularmente vulnerable en tiempos de conflicto armado interno o inter-
nacional. Los Estados Partes deberán informar al Comité de todas las medidas adoptadas en situaciones
de esa índole para proteger a la mujer de la violación, el secuestro u otras formas de violencia basada
en el género37.
72º Período de Sesiones (2001)
Observación general Nº 29
Suspensión de Obligaciones Durante un Estado de Excepción (Art. 4)
(…)
8. Según el párrafo 1 del artículo 4, una de las condiciones para la justificación de cualquier suspensión
de las disposiciones del Pacto es la de que las medidas adoptadas no entrañen discriminación alguna
fundada únicamente en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social. Aun cuando el
artículo 26 y las demás disposiciones del Pacto relativas a la no discriminación (artículos 2 y 3, párrafo
1 del artículo 14, párrafo 4 del artículo 23, párrafo 1 del artículo 24 y artículo 25) no figuran entre las
disposiciones que según el párrafo 2 del artículo 4 no pueden ser suspendidas, existen elementos o
dimensiones del derecho a la no discriminación que no admiten excepción en circunstancia alguna. En
particular, se debe dar cumplimiento a esta disposición del párrafo 1 del artículo 4 cuando se hagan
cualesquiera distinciones entre las personas al recurrir a medidas que suspenden la aplicación de
determinados artículos del Pacto38.
2. La disposición precedente no autoriza suspensión alguna de los artículos 6, 7, 8 (párrafos 1 y 2),
11, 15, 16 y 18.
3. Todo Estado Parte en el presente Pacto que haga uso del derecho de suspensión deberá informar
inmediatamente a los demás Estados Partes en el presente Pacto, por conducto del Secretario
General de las Naciones Unidas, de las disposiciones cuya aplicación haya suspendido y de los
motivos que hayan suscitado la suspensión. Se hará una nueva comunicación por el mismo con-
ducto en la fecha en que se haya dado por terminada tal suspensión.
Artículo 5
1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el sentido de conceder derecho
alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender actividades o realizar actos encaminados a
la destrucción de cualquiera de los derechos y libertades reconocidos en el Pacto o a su limitación
en mayor medida que la prevista en él.
2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos humanos fundamentales
reconocidos o vigentes en un Estado Parte en virtud de leyes, convenciones, reglamentos o cos-
tumbres, so pretexto de que el presente Pacto no los reconoce o los reconoce en menor grado.
68º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 28
Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)
(…)
9. Los Estados, al hacerse partes en el Pacto, contraen de conformidad con el artículo 3 el compromiso de
garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el goce de todos los derechos civiles y políticos enuncia-
dos en él; de conformidad con el artículo 5, nada de lo dispuesto en el Pacto puede ser interpretado en
37 Ibídem.
38 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 29 “Suspensión de obligaciones durante un Estado de Excepción (Art.
4)”, en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos
Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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el sentido de conceder derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender actividades o
realizar actos encaminados a la destrucción de cualquiera de los derechos reconocidos en el artículo 3
o a limitarlos en formas no previstas por él. Tampoco podrá admitirse restricción o menoscabo del goce
por la mujer en pie de igualdad de todos los derechos humanos fundamentales reconocidos o vigentes
en virtud de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, so pretexto de que el Pacto no los recono-
ce o los reconoce en menor grado39.
PARTE III
Artículo 6
1. El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho estará protegido por la ley.
Nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente.
68º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 28
Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)
(…)
10.Los Estados Partes, al presentar informes sobre el derecho a la vida, amparado en el artículo 6, deberán
aportar datos respecto de las tasas de natalidad y el número de casos de muertes de mujeres en relación
con el embarazo o el parto. Deberán también presentar datos desglosados por sexo acerca de las tasas
de mortalidad infantil. Igualmente, deberán proporcionar información sobre las medidas que hubiesen
adoptado para ayudar a la mujer a prevenir embarazos no deseados y para que no tengan que recurrir
a abortos clandestinos que pongan en peligro su vida. Los Estados Partes deberán informar asimismo
acerca de las medidas adoptadas para proteger a la mujer de prácticas que vulneran su derecho a la
vida, como el infanticidio de niñas, la quema de viudas o los asesinatos por causa de dote. El Comité
desea también información acerca de los efectos especiales que la pobreza y la privación tienen sobre
la mujer y que pueden poner en peligro su vida40.
2. En los países en que no hayan abolido la pena capital sólo podrá imponerse la pena de muerte por
los más graves delitos y de conformidad con leyes que estén en vigor en el momento de cometerse
el delito y que no sean contrarias a las disposiciones del presente Pacto ni a la Convención para la
Prevención y Sanción del Delito de Genocidio. Esta pena sólo podrá imponerse en cumplimiento
de sentencia definitiva de un tribunal competente.
3. Cuando la privación de la vida constituya delito de genocidio se tendrá entendido que nada de lo
dispuesto en este artículo excusará en modo alguno a los Estados Partes del cumplimiento de
ninguna de las obligaciones asumidas en virtud de las disposiciones de la Convención para la
Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio.
4. Toda persona condenada a muerte tendrá derecho a solicitar el indulto o la conmutación de la
pena de muerte. La amnistía, el indulto o la conmutación de la pena capital podrán ser concedidos
en todos los casos.
5. No se impondrá la pena de muerte por delitos cometidos por personas de menos de 18 años de
edad, ni se la aplicará a las mujeres en estado de gravidez.
6. Ninguna disposición de este artículo podrá ser invocada por un Estado Parte en el presente Pacto
para demorar o impedir la abolición de la pena capital.
39 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 28 “Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)”, en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
40 Ibídem.
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Artículo 7
Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. En particular,
nadie será sometido sin su libre consentimiento a experimentos médicos o científicos.
68º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 28
Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)
(…)
11.El Comité, a fin de evaluar el cumplimiento del artículo 7 del Pacto, así como del artículo 24, en que se
prevé la protección especial del niño, necesita información sobre las leyes y prácticas nacionales rela-
tivas a la violencia en el hogar y otros tipos de violencia contra la mujer, con inclusión de la violación.
También necesita saber si el Estado Parte da a la mujer que ha quedado embarazada como consecuen-
cia de una violación acceso al aborto en condiciones de seguridad. Los Estados Partes deberán asimis-
mo presentar al Comité información acerca de las medidas para impedir el aborto o la esterilización
forzados. Los Estados Partes en que exista la práctica de la mutilación genital, deberán presentar infor-
mación acerca de su alcance y de las medidas adoptadas para erradicarla. La información proporcio-
nada por los Estados Partes acerca de todas estas cuestiones deberá referirse también a las medidas de
protección que existan, incluyendo los recursos judiciales para proteger a la mujer cuyos derechos en
virtud del artículo 7 hayan sido vulnerados41.
Artículo 8
1. Nadie estará sometido a esclavitud. La esclavitud y la trata de esclavos estarán prohibidas en todas
sus formas.
68º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 28
Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)
(…)
12.Los Estados Partes, teniendo en cuenta sus obligaciones en virtud del artículo 8, deberán informar al
Comité acerca de las medidas adoptadas para erradicar la trata de mujeres y niños dentro del país o
fuera de sus fronteras, así como la prostitución forzada. Deberán también proporcionar información
acerca de las medidas adoptadas para proteger a mujeres y niños, incluidos los extranjeros, de la
esclavitud, encubierta entre otras cosas en la forma de servicios domésticos o servicios personales de
otra índole. Los Estados Partes en que se recluta a las mujeres y a los niños y los Estados Partes que los
reciben deberán proporcionar información acerca de las medidas adoptadas en los planos nacional o
internacional para impedir que se vulneren los derechos de unas y otros42.
2. Nadie estará sometido a servidumbre.
3. a) Nadie será constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio;
b) El inciso precedente no podrá ser interpretado en el sentido de que prohíbe, en los países en los
cuales ciertos delitos pueden ser castigados con la pena de prisión acompañada de trabajos forza-
dos, el cumplimiento de una pena de trabajos forzados impuesta por un tribunal competente;
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i) Los trabajos o servicios que, aparte de los mencionados en el inciso b), se exijan normalmente
de una persona presa en virtud de una decisión judicial legalmente dictada, o de una persona
que habiendo sido presa en virtud de tal decisión se encuentre en libertad condicional;
ii) El servicio de carácter militar y, en los países donde se admite la exención por razones de
conciencia, el servicio nacional que deben prestar conforme a la ley quienes se opongan al
servicio militar por razones de conciencia.
iii) El servicio impuesto en casos de peligro o calamidad que amenace la vida o el bienestar de
la comunidad;
iv) El trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones cívicas normales.
Artículo 9
1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. Nadie podrá ser sometido a
detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas
por ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta.
68º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 28
Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)
14.En cuanto al artículo 9, los Estados Partes deberán presentar información acerca de las normas legales
o las prácticas que priven a la mujer de su libertad en forma arbitraria o desigual, como por ejemplo el
confinamiento dentro de un lugar determinado (véase la Observación general Nº 8, párr. 1)43
2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, de las razones de la misma,
y notificada, sin demora, de la acusación formulada contra ella.
3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada sin demora ante un juez
u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser
juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva de las perso-
nas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada
a garantías que aseguren la comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier momen-
to de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo.
4. Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión tendrá derecho a recurrir
ante un tribunal, a fin de que éste decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y
ordene su libertad si la prisión fuera ilegal.
5. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el derecho efectivo a obtener
reparación.
Artículo 10
1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el respeto debido a la dignidad
inherente al ser humano.
2. a) Los procesados estarán separados de los condenados, salvo en circunstancias excepcionales, y serán
sometidos a un tratamiento distinto, adecuado a su condición de personas no condenadas;
43 Ibídem.
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b) Los menores procesados estarán separados de los adultos y deberán ser llevados ante los tribuna-
les de justicia con la mayor celeridad posible para su enjuiciamiento.
3. El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la reforma y la
readaptación social de los penados. Los menores delincuentes estarán separados de los adultos y
serán sometidos a un tratamiento adecuado a su edad y condición jurídica.
68º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 28
Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)
(…)
15.Con respecto a los artículos 7 y 10, los Estados Partes deberían presentar toda la información que sea
pertinente para asegurarse de que los derechos de las personas privadas de la libertad estén amparados
en igualdad de condiciones para la mujer y para el hombre. En particular, los Estados Partes deberán
indicar si mujeres y hombres están separados en las cárceles y si las mujeres son vigiladas únicamente
por guardias de sexo femenino. Deberán informar también acerca del cumplimiento de la norma que
obliga a separar a las acusadas jóvenes de las adultas y sobre cualquier diferencia de trato entre hom-
bres y mujeres privados de su libertad como el acceso a programas de rehabilitación y educación y a
visitas conyugales y familiares. Las mujeres embarazadas que estén privadas de libertad deben ser
objeto de un trato humano y debe respetarse su dignidad inherente en todo momento y en particular
durante el alumbramiento y el cuidado de sus hijos recién nacidos. Los Estados Partes deben indicar
qué servicios tienen para garantizar lo que antecede y qué formas de atención médica y de salud
ofrecen a esas madres y a sus hijos44.
Artículo 11
Nadie será encarcelado por el solo hecho de no poder cumplir una obligación contractual.
Artículo 12
1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tendrá derecho a circular libre-
mente por él y a escoger libremente en él su residencia.
67º Período de Sesiones (1999)
Observación general Nº 27
Artículo 12 (Libertad de circulación)
(…)
6. El Estado Parte debe velar porque se protejan los derechos garantizados por el artículo 12, no sólo de la
injerencia pública, sino también de la privada. En el caso de la mujer, esta obligación de proteger es
particularmente importante. Por ejemplo, es incompatible con el párrafo 1 del artículo 12 que el dere-
cho de la mujer a circular libremente y elegir su residencia esté sujeto, por la ley o por la práctica, a la
decisión de otra persona, incluido un familiar45.
44 Ibídem.
45 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 27 “Artículo 12 (Libertad de Circulación)”, en Naciones Unidas, Recopi-
lación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de
Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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68º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 28
Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)
(…)
16.En cuanto al artículo 12, los Estados Partes deberán proporcionar información acerca de las disposicio-
nes legislativas o las prácticas que restrinjan el derecho de la mujer a la libertad de circulación; por
ejemplo, el ejercicio de atribuciones del marido sobre la esposa o atribuciones del padre sobre las hijas
adultas y las exigencias de hecho o de derecho que impidan a la mujer viajar, como el consentimiento
de un tercero para que se expida un pasaporte u otro tipo de documento de viaje a una mujer adulta.
Los Estados Partes deben también informar acerca de las medidas adoptadas para eliminar tales leyes y
prácticas y proteger a la mujer contra ellas e indicar, entre otras cosas, los recursos internos de que
disponga (véase la Observación general Nº 27, párrs. 6 y 18)46.
2. Toda persona tendrá derecho a salir libremente de cualquier país, incluso del propio.
3. Los derechos antes mencionados no podrán ser objeto de restricciones salvo cuando éstas se hallen
previstas en la ley, sean necesarias para proteger la seguridad nacional, el orden público, la salud o
la moral públicas o los derechos y libertades de terceros, y sean compatibles con los demás derechos
reconocidos en el presente Pacto.
67º Período de Sesiones (1999)
Observación general Nº 27
Artículo 12 (Libertad de circulación)
(…)
17.Son causa de especial preocupación las múltiples trabas jurídicas y burocráticas que afectan innecesa-
riamente el pleno ejercicio de los derechos de las personas a la libre circulación, a salir de un país,
incluso del propio, y a adoptar una residencia. Respecto del derecho a la circulación dentro de un país,
el Comité ha criticado las disposiciones que exigen que las personas soliciten permiso para cambiar de
residencia o la aprobación por las autoridades locales del lugar de destino, así como las demoras en la
tramitación de dichas solicitudes por escrito. En la práctica de los Estados se encuentra una gama
todavía más variada de obstáculos que hacen más difícil la salida del país, sobre todo la de sus propios
nacionales. Entre esas normas y prácticas figuran la falta de acceso de los solicitantes a las autoridades
competentes y la falta de información sobre los requisitos; la obligación de solicitar formularios espe-
ciales para conseguir los documentos oficiales de solicitud de pasaporte; la necesidad de certificados o
declaraciones de empleadores o de familiares en apoyo de la solicitud; la descripción exacta del itine-
rario; la expedición de pasaportes sólo previo pago de tasas elevadas que exceden considerablemente
el costo de los servicios prestados por la administración; las demoras injustificadas en la expedición de
documentos de viaje; las restricciones a que viajen juntos miembros de la familia; el requisito de
depositar una fianza de repatriación o estar en posesión de un billete de vuelta; el requisito de haber
recibido una invitación del Estado de destino o de personas que vivan en él; el hostigamiento de los
solicitantes, por ejemplo, mediante intimidación física, detención, pérdida del empleo o expulsión de
sus hijos de la escuela o la universidad; la negativa a expedir un pasaporte so pretexto de que el
solicitante perjudica el buen nombre del país. A la luz de esas prácticas, los Estados Partes deben
asegurarse de que todas las restricciones que impongan cumplan plenamente lo dispuesto en el párrafo
3 del artículo 12.
18.La aplicación de las restricciones permisibles en virtud del párrafo 3 del artículo 12 debe ser compati-
ble con otros derechos consagrados en el Pacto y con los principios fundamentales de igualdad y no
discriminación. Por ejemplo, el restringir los derechos consagrados en los párrafos 1 y 2 del artículo 12
haciendo distinciones de cualquier clase, como raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o
46 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 28 “Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)”, en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición
social constituiría una clara violación del Pacto. El Comité ha observado en varias ocasiones, al exami-
nar informes de los Estados, que las medidas que impiden a las mujeres su libertad de circulación o
salir del país sin contar con el consentimiento o la compañía de un varón constituyen una violación del
artículo 1247.
4. Nadie podrá ser arbitrariamente privado del derecho a entrar en su propio país.
Artículo 13
El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado Parte en el presente Pacto sólo
podrá ser expulsado de él en cumplimiento de una decisión adoptada conforme a la ley; y, a menos
que razones imperiosas de seguridad nacional se opongan a ello, se permitirá a tal extranjero exponer
las razones que lo asistan en contra de su expulsión, así como someter su caso a revisión ante la
autoridad competente o bien ante la persona o personas designadas especialmente por dicha autori-
dad competente, y hacerse representar con tal fin ante ellas.
27° Período de Sesiones (1986)
Observación general Nº 15
La situación de los extranjeros con arreglo al Pacto
(…)
5. El Pacto no reconoce a los extranjeros el derecho a entrar en el territorio de un Estado Parte ni de residir
en él. En principio, corresponde al Estado decidir a quién ha de admitir en su territorio. Sin embargo, en
determinadas circunstancias un extranjero puede acogerse a la protección del Pacto incluso respecto
de cuestiones de ingreso o residencia, por ejemplo, cuando se plantean consideraciones de no discri-
minación, de prohibición de trato inhumano y de respeto de la vida de la familia48.
68º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 28
Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)
(…)
17.Los Estados Partes deben velar porque se reconozca a las mujeres extranjeras en condiciones de igual-
dad, el derecho a presentar argumentos contra su expulsión y a lograr que su situación sea revisada en
la forma prevista en el artículo 13. En este contexto, las mujeres extranjeras deberán tener derecho a
aducir argumentos basados en infracciones del Pacto que afecten concretamente a la mujer…49.
Artículo 14
1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda persona tendrá derecho
a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e
imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de carácter penal
formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil. La
prensa y el público podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios por consideraciones de
47 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 27 “Artículo 12 (Libertad de Circulación)”, en Naciones Unidas, Recopi-
lación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de
Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
48 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 15 “La Situación de los Extranjeros con Arreglo al Pacto” en Naciones
Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud
de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev. 7, 12 de mayo de 2004.
49 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 28 “Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)”, en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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moral, orden público o seguridad nacional en una sociedad democrática, o cuando lo exija el
interés de la vida privada de las partes o, en la medida estrictamente necesaria en opinión del
tribunal, cuando por circunstancias especiales del asunto la publicidad pudiera perjudicar a los
intereses de la justicia; pero toda sentencia en materia penal o contenciosa será pública, excepto en
los casos en que el interés de menores de edad exija lo contrario, o en las acusaciones referentes a
pleitos matrimoniales o a la tutela de menores.
68º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 28
Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)
(…)
18.Los Estados Partes deben presentar información que permitiera [sic] al Comité determinar si la mujer
disfruta en condiciones de igualdad con el hombre del derecho a recurrir a los tribunales y a un proce-
so justo, previstos en el artículo 14. En particular, los Estados Partes deberán comunicar al Comité si
existen disposiciones legislativas que impidan a la mujer el acceso directo y autónomo a los tribunales
(véase la comunicación Nº 202/1986, Ato del Avellanal c. el Perú, dictamen de 28 de octubre de 1988),
si la mujer puede rendir prueba testimonial en las mismas condiciones que el hombre y si se han
adoptado medidas para que la mujer tenga igual acceso a la asistencia letrada, particularmente en
cuestiones de familia…50.
2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se
pruebe su culpabilidad conforme a la ley.
68º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 28
Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)
(…)
18.(…) Los Estados Partes deberán indicar en sus informes si hay ciertas categorías de mujeres a las que se
niegue la presunción de inocencia a que se hace referencia en el párrafo 2 del artículo 14 y las medidas
que se hayan adoptado para poner término a esa situación51.
3. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las
siguientes garantías mínimas:
a) A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma detallada, de la natura-
leza y causas de la acusación formulada contra ella;
b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y a comuni-
carse con un defensor de su elección;
c) A ser juzgado sin dilaciones indebidas;
d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistida por un defensor de
su elección; a ser informada, si no tuviera defensor, del derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre
que el interés de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, gratuitamente, si
careciere de medios suficientes para pagarlo;
e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de los testigos
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f ) A ser asistida gratuitamente por un intérprete, si no comprende o no habla el idioma empleado
en el tribunal;
g) A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable.
4. En el procedimiento aplicable a los menores de edad a efectos penales se tendrá en cuenta esta
circunstancia y la importancia de estimular su readaptación social.
5. Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo condenatorio y la pena
que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley.
6. Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ulteriormente revocada, o el condenado haya
sido indultado por haberse producido o descubierto un hecho plenamente probatorio de la comi-
sión de un error judicial, la persona que haya sufrido una pena como resultado de tal sentencia
deberá ser indemnizada, conforme a la ley, a menos que se demuestre que le es imputable en todo
o en parte el no haberse revelado oportunamente el hecho desconocido.
7. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual haya sido ya condenado o absuelto
por una sentencia firme de acuerdo con la ley y el procedimiento penal de cada país.
Artículo 15
1. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos
según el derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable
en el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley
dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello.
2. Nada de lo dispuesto en este artículo se opondrá al juicio ni a la condena de una persona por actos
u omisiones que, en el momento de cometerse, fueran delictivos según los principios generales del
derecho reconocidos por la comunidad internacional.
Artículo 16
Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su personalidad jurídica.
68º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 28
Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)
(…)
19.El derecho que enuncia el artículo 16 en el sentido de que todo ser humano tiene derecho en todas
partes al reconocimiento de su personalidad jurídica es particularmente pertinente en el caso de la
mujer, que suele verlo vulnerado en razón de su sexo o su estado civil. Este derecho supone que no se
puede restringir en razón del estado civil o por otra causa discriminatoria la capacidad de la mujer para
ejercer el derecho de propiedad, concertar un contrato o ejercer otros derechos civiles. Supone tam-
bién que la mujer no puede ser tratada como un objeto que se entrega a su familia junto con la
propiedad del marido difunto. Los Estados deben proporcionar información acerca de las leyes o prác-
ticas que impidan que la mujer sea tratada como persona jurídica de pleno derecho o actúe como tal,
así como de las medidas adoptadas para erradicar las leyes o prácticas que permitan esa situación52.
52 Ibídem.
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Artículo 17
1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o
su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputación.
32° Período de Sesiones (1988)
Observación general Nº 16
Artículo 17
(…)
8. (…) Por lo que respecta al registro personal y corporal, deben tomarse medidas eficaces para garantizar
que esos registros se lleven a cabo de manera compatible con la dignidad de la persona registrada. Las
personas sometidas a registro corporal por funcionarios del Estado o por personal médico que actúe a
instancias del Estado serán examinadas sólo por personas de su mismo sexo53.
68º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 28
Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)
(…)
20.Los Estados Partes deben presentar información que permita al Comité evaluar los efectos de las leyes
y prácticas que entraben el ejercicio por la mujer, en pie de igualdad con el hombre, del derecho a la
vida privada y otros derechos amparados por el artículo 17. Constituye un ejemplo de esa situación el
caso en que se tiene en cuenta la vida sexual de una mujer al decidir el alcance de sus derechos y de
la protección que le ofrece la ley, incluida la protección contra la violación. Otro ámbito en que puede
ocurrir que los Estados no respeten la vida privada de la mujer guarda relación con sus funciones
reproductivas, como ocurre, por ejemplo, cuando se exige que el marido dé su autorización para tomar
una decisión respecto de la esterilización, cuando se imponen requisitos generales para la esteriliza-
ción de la mujer, como tener cierto número de hijos o cierta edad, o cuando los Estados imponen a los
médicos y a otros funcionarios de salud la obligación de notificar los casos de mujeres que se someten
a abortos. En esos casos, pueden estar en juego también otros derechos amparados en el Pacto, como
los previstos en los artículos 6 y 7. También puede ocurrir que los particulares interfieran en la vida
íntima de la mujer, como el caso de los empleadores que piden una prueba de embarazo antes de
contratar a una mujer. Los Estados Partes deben presentar información acerca de las leyes y las acciones
públicas y privadas que obsten al disfrute en pie de igualdad por la mujer de los derechos amparados
por el artículo 17 y acerca de las medidas adoptadas para poner término a esas injerencias y ofrecer a
la mujer protección al respecto54.
2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques.
Artículo 18
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho
incluye la libertad de tener o de adoptar la religión o las creencias de su elección, así como la
libertad de manifestar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público
como en privado, mediante el culto, la celebración de los ritos, las prácticas y la enseñanza.
53 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 16 “Artículo 17”, en Naciones Unidas, Recopilación de las Observacio-
nes Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos,
HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
54 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 28 “Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)”, en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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68º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 28
Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)
(…)
21.Los Estados Partes deben adoptar medidas para velar porque la libertad de pensamiento, de conciencia
y de religión y la libertad de adoptar la religión o las creencias que uno elija, así como la libertad de
cambiar de religión o creencia y de expresarla, estén garantizadas y amparadas en la ley y en la prác-
tica en las mismas condiciones y sin discriminación para el hombre y la mujer. Estas libertades, ampa-
radas por el artículo 18, no deben ser objeto de más restricciones que las que autorice el Pacto y no
deben quedar limitadas en virtud de, entre otras cosas, normas por las cuales haya que recabar la
autorización de terceros o de la injerencia de padres, esposos, hermanos u otros para su ejercicio. No
se puede invocar el artículo 18 para justificar la discriminación contra la mujer aduciendo la libertad
de pensamiento, de conciencia y de religión; por lo tanto, los Estados Partes deberán proporcionar
información acerca de la situación de la mujer en lo que toca a su libertad de pensamiento, conciencia
y religión, e indicar qué medidas han adoptado o se proponen adoptar para erradicar y prevenir la
vulneración de estas libertades respecto de la mujer y proteger sus derechos contra la discriminación55.
2. Nadie será objeto de medidas coercitivas que puedan menoscabar su libertad de tener o de adoptar
la religión o las creencias de su elección.
3. La libertad de manifestar la propia religión o las propias creencias estará sujeta únicamente a las
limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o
la moral públicos, o los derechos y libertades fundamentales de los demás.
48° Período de Sesiones (1993)
Observación general Nº 22
Artículo 18
(…)
8. (…) Al interpretar el alcance de las cláusulas de limitación permisibles, los Estados Partes deberían
partir de la necesidad de proteger los derechos garantizados por el Pacto, incluido el derecho a la
igualdad y la no discriminación en todos los terrenos especificados en los artículos 2, 3 y 26…56
4. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad de los padres y, en su
caso, de los tutores legales, para garantizar que los hijos reciban la educación religiosa y moral que
esté de acuerdo con sus propias convicciones.
Artículo 19
1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones.
2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de buscar,
recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oral-
mente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.
3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de este artículo entraña deberes y responsabilidades
especiales. Por consiguiente, puede estar sujeto a ciertas restricciones, que deberán, sin embargo,
estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para:
55 Ibidem.
56 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 22 “Artículo 18”, en Naciones Unidas, Recopilación de las Observacio-
nes Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos,
HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás;
b) La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.
68º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 28
Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)
(…)
22.En relación con el artículo 19, los Estados Partes deberán comunicar al Comité las leyes u otros factores
que obsten para que la mujer ejerza en pie de igualdad los derechos protegidos en esa disposición.
Habida cuenta de que la publicación y difusión de material obsceno y pornográfico que presente a
mujeres y niñas como objetos de violencia o de tratos degradantes o inhumanos puede fomentar que
las mujeres y niñas sean objeto de tratos de esa índole, los Estados Partes deberán proporcionar infor-
mación acerca de las medidas legales que existan para restringir esa publicación o difusión57.
Artículo 20
1. Toda propaganda en favor de la guerra estará prohibida por la ley.
2. Toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituya incitación a la discriminación, la
hostilidad o la violencia estará prohibida por la ley.
Artículo 21
Se reconoce el derecho de reunión pacífica. El ejercicio de tal derecho sólo podrá estar sujeto a las
restricciones previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la
seguridad nacional, de la seguridad pública o del orden público, o para proteger la salud o la moral
públicas o los derechos y libertades de los demás.
Artículo 22
1. Toda persona tiene derecho a asociarse libremente con otras, incluso el derecho a fundar sindicatos
y afiliarse a ellos para la protección de sus intereses.
2. El ejercicio de tal derecho sólo podrá estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean
necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad públi-
ca o del orden público, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los
demás. El presente artículo no impedirá la imposición de restricciones legales al ejercicio de tal
derecho cuando se trate de miembros de las fuerzas armadas y de la policía.
3. Ninguna disposición de este artículo autoriza a los Estados Partes en el Convenio de la Organiza-
ción Internacional del Trabajo de 1948, relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho
de sindicación, a adoptar medidas legislativas que puedan menoscabar las garantías previstas en él
ni a aplicar la ley de tal manera que pueda menoscabar esas garantías.
Artículo 23
1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la
sociedad y del Estado.
57 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 28 “Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)”, en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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39° Período de Sesiones (1990)
Observación general Nº 19
Artículo 23
(…)
2. El Comité observa que el concepto de familia puede diferir en algunos aspectos de un Estado a otro, y
aun entre regiones dentro de un mismo Estado, de manera que no es posible dar una definición unifor-
me del concepto. Sin embargo, el Comité destaca que, cuando la legislación y la práctica de un Estado
consideren a un grupo de personas como una familia, éste debe ser objeto de la protección prevista en
el artículo 23. Por consiguiente, en sus informes, los Estados Partes deberían exponer la interpretación
o la definición que se da del concepto de familia y de su alcance en sus sociedades y en sus ordenamientos
jurídicos. Cuando existieran diversos conceptos de familia dentro de un Estado, “nuclear” y “extendi-
da”, debería precisarse la existencia de esos diversos conceptos de familia, con indicación del grado de
protección de una y otra. En vista de la existencia de diversos tipos de familia, como las de parejas que
no han contraído matrimonio y sus hijos y las familias monoparentales, los Estados Partes deberían
también indicar en qué medida la legislación y las prácticas nacionales reconocen y protegen a esos
tipos de familia y a sus miembros58.
68º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 28
Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)
(…)
27.Al dar efecto al reconocimiento de la familia en el contexto del artículo 23, es importante aceptar el
concepto de las diversas formas de familia, con inclusión de las parejas no casadas y sus hijos y de las
familias monoparentales y sus hijos, así como de velar por la igualdad de trato de la mujer en esos
contextos (véase la Observación general Nº 19, párr. 2). La familia monoparental suele consistir en una
mujer soltera que tiene a su cargo uno o más hijos, y los Estados Partes deberán describir las medidas de
apoyo que existan para que pueda cumplir sus funciones de progenitora en condiciones de igualdad
con el hombre que se encuentre en situación similar59.
2. Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia si
tienen edad para ello.
39° Período de Sesiones (1990)
Observación general Nº 19
Artículo 23
(…)
5. El derecho a fundar una familia implica, en principio, la posibilidad de procrear y de vivir juntos.
Cuando los Estados Partes adopten políticas de planificación de la familia, éstas han de ser compatibles
con las disposiciones del Pacto y sobre todo no deben ser ni discriminatorias ni obligatorias. Asimismo,
la posibilidad de vivir juntos implica la adopción de medidas apropiadas, tanto en el plano interno
cuanto, según sea el caso, en cooperación con otros Estados, para asegurar la unidad o la reunificación
de las familias, sobre todo cuando la separación de sus miembros depende de razones de tipo político,
económico o similares60.
58 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 19 “Artículo 23”, en Naciones Unidas, Recopilación de las Observacio-
nes Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos,
HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
59 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 28 “Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)”, en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
60 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 19 “Artículo 23”, en Naciones Unidas, Recopilación de las Observacio-
nes Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos,
HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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3. El matrimonio no podrá celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los contrayentes.
39° Período de Sesiones (1990)
Observación general Nº 19
Artículo 23
(…)
4. (...) En los informes de los Estados Partes debería indicarse si existen restricciones o impedimentos al
ejercicio del derecho a contraer matrimonio sobre la base de factores especiales como el grado de
parentesco o la incapacidad mental. Si bien el Pacto no establece una edad concreta para contraer
matrimonio ni para el hombre ni para la mujer, dicha edad debe ser tal que pueda considerarse que los
contrayentes han dado su libre y pleno consentimiento personal en las formas y condiciones prescritas
por la ley. A este respecto, el Comité desea recordar que dichas disposiciones legales deben ser compa-
tibles con el pleno ejercicio de los demás derechos garantizados por el Pacto; así, por ejemplo, el
derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión implica que la legislación de cada
Estado debe prever la posibilidad de celebrar tanto el matrimonio religioso como el civil61.
68º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 28
Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)
23.Los Estados están obligados a reconocer el mismo trato al hombre y a la mujer con respecto al matrimo-
nio de conformidad con el artículo 23, cuyo texto ha sido desarrollado en la Observación general Nº
19 (1990). El hombre y la mujer tienen el derecho de contraer matrimonio únicamente en virtud de su
libre y pleno consentimiento y los Estados están obligados a proteger el disfrute de ese derecho en pie
de igualdad. Hay muchos factores que pueden obstar para que la mujer pueda tomar libremente la
decisión de casarse. Uno de ellos se refiere a la edad mínima para contraer matrimonio, que debería ser
fijada por el Estado sobre la base de la igualdad de criterios para el hombre y la mujer. Esos criterios
deben garantizar a la mujer la posibilidad de adoptar una decisión informada y exenta de coacción. En
algunos Estados, un segundo factor puede consistir en que, según el derecho escrito o consuetudinario,
un tutor, generalmente varón, sea quien consienta en el matrimonio en lugar de la propia mujer, con lo
cual se impide a ésta la posibilidad de elegir libremente.
24.Otro factor que puede afectar al derecho de la mujer a contraer matrimonio únicamente en virtud de su libre
y pleno consentimiento se refiere a la existencia de actitudes sociales que tienden a marginar a la mujer
víctima de una violación y a ejercer presión sobre ella para que acepte casarse. Las leyes que exoneran al
violador de responsabilidad penal o la atenúan si se casa con la víctima pueden también redundar en
detrimento del derecho de la mujer a contraer matrimonio únicamente en virtud de su libre y pleno consen-
timiento. Los Estados Partes deben indicar si la circunstancia de casarse con la víctima constituye una causal
de exoneración o atenuación de la responsabilidad penal y, en el caso en que la víctima es menor de edad,
si en virtud de la violación se reduce la edad en que la víctima puede contraer matrimonio, especialmente
en aquellos países en que la víctima de una violación tiene que soportar la marginación de la sociedad.
Cuando los Estados imponen a la mujer restricciones para volver a contraer matrimonio que no se imponen
al hombre es posible que se afecte un aspecto distinto del derecho a contraer matrimonio. Asimismo, el
derecho a escoger el cónyuge puede estar restringido en virtud de leyes o prácticas que impidan que una
mujer de una determinada religión se case con un hombre que profese una religión diferente o ninguna. Los
Estados deben proporcionar información acerca de estas leyes y prácticas y de las medidas adoptadas para
abolir las leyes y erradicar las prácticas que menoscaben el derecho de la mujer a contraer matrimonio
únicamente en virtud de su libre y pleno consentimiento. Cabe observar también que la igualdad de trato
con respecto al derecho a contraer matrimonio significa que la poligamia es incompatible con ese principio.
La poligamia atenta contra la dignidad de la mujer. Constituye, además, una discriminación inadmisible a su
respecto y debe en consecuencia, ser definitivamente abolida allí donde exista62.
61 Ibídem.
62 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 28 “Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)”, en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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4. Los Estados Partes en el presente Pacto tomarán las medidas apropiadas para asegurar la igualdad
de derechos y de responsabilidades de ambos esposos en cuanto al matrimonio, durante el matri-
monio y en caso de disolución del mismo. En caso de disolución, se adoptarán disposiciones que
aseguren la protección necesaria a los hijos.
37° Período de Sesiones (1989)
Observación general Nº 18
No discriminación
(…)
5. El Comité desea señalar a la atención de los Estados Partes el hecho de que en ciertos casos el Pacto les
exige expresamente que tomen medidas que garanticen la igualdad de derechos de las personas de que
se trate. Por ejemplo, el párrafo 4 del artículo 23 estipula que los Estados Partes tomarán las medidas
apropiadas para asegurar la igualdad de derechos y de responsabilidad de ambos esposos en cuanto al
matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo. Las medidas que se adopten
podrán ser de carácter legislativo, administrativo o de otro tipo, pero los Estados Partes tienen la obliga-
ción positiva de asegurarse de que los esposos tengan igualdad de derechos, como lo exige el Pacto63.
39° Período de Sesiones (1990)
Observación general Nº 19
Artículo 23
(…)
6. En el párrafo 4 del artículo 23 del Pacto se prevé que los Estados Partes tomen las medidas apropiadas
para asegurar la igualdad de derechos y de responsabilidades de ambos esposos en cuanto al matrimo-
nio, durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo.
7. En cuanto a la igualdad en el matrimonio, el Comité desea destacar, en particular, que no debe haber
discriminación alguna basada en el sexo en cuanto a la adquisición o pérdida de la nacionalidad por
razón del matrimonio. Asimismo, debería salvaguardarse el derecho de cada cónyuge a seguir utilizan-
do su propio apellido o a participar en condiciones de igualdad en la elección de un nuevo apellido.
8. Durante el matrimonio, los esposos deben tener iguales derechos y responsabilidades en la familia.
Esta igualdad se aplica también a todas las cuestiones derivadas del vínculo matrimonial, como la
elección de residencia, la gestión de los asuntos del hogar, la educación de los hijos y la administración
de los haberes. Esta igualdad es también aplicable a los arreglos relativos a la separación legal o la
disolución del matrimonio.
9. Así, debe prohibirse todo trato discriminatorio en lo que respecta a los motivos y los procedimientos de
separación o de divorcio, la custodia de los hijos, los gastos de manutención o pensión alimentaria, el
derecho de visita, y la pérdida y la recuperación de la patria potestad, teniendo en cuenta el interés
primordial de los hijos a este respecto. En particular, los Estados Partes deberían incluir en sus informes
información sobre las normas adoptadas para dar a los niños la protección necesaria en caso de diso-
lución del matrimonio o de separación de los cónyuges64.
63 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 18 “No Discriminación”, en Naciones Unidas, Recopilación de las Obser-
vaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Huma-
nos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
64 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 19 “Artículo 23”, en Naciones Unidas, Recopilación de las Observacio-
nes Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos,
HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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68º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 28
Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)
(…)
25.Los Estados Partes, a fin de cumplir las obligaciones que les impone el párrafo 4 del artículo 23, deben
cerciorarse de que el régimen matrimonial estipule la igualdad de derechos y obligaciones de los dos
cónyuges con respecto a la custodia y el cuidado de los hijos, su educación religiosa y moral, la
posibilidad de transmitirles la nacionalidad de los padres y la propiedad o administración de los bie-
nes, sean estos comunes o de propiedad exclusiva de uno de los cónyuges. Los Estados Partes, donde
ello sea necesario, deberán revisar su legislación a fin de que la mujer casada tenga los mismos dere-
chos que el hombre con respecto a la propiedad y administración de esos bienes. Deberán cerciorarse
asimismo de que no haya discriminación por razones de sexo en relación con la adquisición o la
pérdida de la nacionalidad en razón del matrimonio, los derechos de residencia y el derecho de cada
cónyuge a seguir utilizando su propio apellido o a participar en pie de igualdad en la elección de un
nuevo apellido. La igualdad en el matrimonio significa que marido y mujer deben participar en un pie
de igualdad en las responsabilidades y en la autoridad que se ejerza dentro de la familia.
26.Los Estados Partes deben velar asimismo por que se respete la igualdad con respecto a la disolución del
matrimonio, lo cual excluye la posibilidad del repudio. Las causales de divorcio y anulación deben ser
iguales para hombres y mujeres, al igual que las decisiones respecto de la división de los bienes, la
pensión alimenticia y la custodia de los hijos. La determinación de la necesidad de mantener contacto
entre los hijos y el progenitor al que no se haya confiado su custodia debe obedecer a consideraciones
de igualdad. La mujer debe asimismo tener los mismos derechos que el hombre respecto de la herencia
cuando la disolución del matrimonio obedece al fallecimiento de uno de los cónyuges65.
Artículo 24
1. Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, reli-
gión, origen nacional o social, posición económica o nacimiento, a las medidas de protección que su
condición de menor requiere, tanto por parte de su familia como de la sociedad y del Estado.
35° Período de Sesiones (1989)
Observación general Nº 17
Artículo 24
(…)
5. De acuerdo con el Pacto, debe otorgarse protección a los niños sin discriminación alguna por motivos
de raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o nacimiento. El
Comité observa a este respecto que, mientras que la no discriminación en el disfrute de los derechos
previstos en el Pacto se deriva también, para los niños, del artículo 2 y su igualdad ante la ley, del
artículo 26, la cláusula no discriminatoria del artículo 24 se refiere de manera concreta a las medidas
de protección previstas en esta disposición. Los informes de los Estados Partes deben indicar la forma
en que la legislación y la práctica garantizan que las medidas de protección tengan por objeto eliminar
la discriminación en todas las esferas, incluido el derecho sucesorio, en particular entre niños naciona-
les y extranjeros o entre hijos legítimos e hijos extramatrimoniales66.
65 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 28 “Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)”, en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
66 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 17 “Artículo 24”, en Naciones Unidas, Recopilación de las Observacio-
nes Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos,
HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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68º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 28
Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)
(…)
28.La obligación de los Estados Partes de proteger a los niños (art. 24) debe cumplirse en condiciones de
igualdad respecto de los varones y las mujeres. Los Estados Partes deben indicar qué medidas han
adoptado para velar por que las niñas sean objeto del mismo trato que los niños en cuanto a la educa-
ción, la alimentación y la atención de salud y presentar al Comité datos desglosados por sexo a este
respecto. Los Estados Partes deben erradicar, por conducto de la legislación y de cualesquiera otras
medidas adecuadas, todas las prácticas culturales o religiosas que comprometan la libertad y el bienes-
tar de las niñas67.
2. Todo niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y deberá tener un nombre.
3. Todo niño tiene derecho a adquirir una nacionalidad.
Artículo 25
Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de la distinciones mencionadas en el artículo 2, y sin
restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades:
a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes
libremente elegidos;
57° Período de Sesiones (1996)
Observación general Nº 25
Artículo 25
(…)
3. A diferencia de otros derechos y libertades reconocidos por el Pacto (que se garantizan a todas las
personas dentro del territorio y sujetos a la jurisdicción del Estado), el artículo 25 protege los derechos
de “cada uno de los ciudadanos”. En sus informes, los Estados deben describir las disposiciones jurídi-
cas que definen la ciudadanía en el contexto de los derechos amparados por ese artículo. No se permi-
te hacer distinción alguna entre los ciudadanos en lo concerniente al goce de esos derechos por moti-
vos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacio-
nal o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. Las distinciones entre
los que tienen derecho a la ciudadanía por motivo de nacimiento y los que la adquieren por naturaliza-
ción pueden plantear cuestiones de compatibilidad con las disposiciones del artículo 25. En los infor-
mes de los Estados se deberá indicar si cualesquiera grupos, como los residentes permanentes, gozan
de tales derechos en forma limitada, como por ejemplo, teniendo derecho a votar en las elecciones
locales o a desempeñar determinados cargos públicos68.
67 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 28 “Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)”, en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
68 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 25 “Artículo 25”, en Naciones Unidas, Recopilación de las Observacio-
nes Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos,
HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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68º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 28
Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)
(…)
29.El derecho a participar en la vida pública no se materializa plenamente y en condiciones de igualdad
en todas partes. Los Estados Partes deberán cerciorarse de que la ley garantice a la mujer los derechos
contenidos en el artículo 25 en pie de igualdad con el hombre y adoptar medidas eficaces y positivas,
incluida[s] las medidas necesarias de discriminación inversa, para promover y asegurar la participa-
ción de la mujer en los asuntos públicos y en el ejercicio de cargos públicos. Las medidas efectivas que
adopten los Estados Partes para velar por que todas las personas con derecho a voto puedan ejercerlo
no deben discriminar por razones de sexo. El Comité pide a los Estados Partes que presenten informa-
ción estadística acerca del porcentaje de mujeres que desempeñan cargos de elección pública, con
inclusión del poder legislativo y de altos cargos en la administración pública y el poder judicial69.
b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y
por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores;
c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.
57° Período de Sesiones (1996)
Observación general Nº 25
Artículo 25
(…)
23.El apartado c) del artículo 25 se refiere al derecho y a la posibilidad de los ciudadanos de acceder, en
condiciones generales de igualdad, a cargos públicos. Para garantizar el acceso en condiciones gene-
rales de igualdad, los criterios y procedimientos para el nombramiento, ascenso, suspensión y destitu-
ción deben ser razonables y objetivos. Podrán adoptarse medidas positivas para promover la igualdad
de oportunidades en los casos apropiados a fin de que todos los ciudadanos tengan igual acceso. Si el
acceso a la administración pública se basa en los méritos y en la igualdad de oportunidades, y si se
asegura la estabilidad en el cargo, se garantizará su libertad de toda injerencia o presión política.
Reviste especial importancia garantizar que las personas no sean objeto de discriminación en el ejerci-
cio de los derechos que les corresponden conforme al apartado c) del artículo 25 por cualquiera de los
motivos especificados en el párrafo 1 del artículo 2.
24.En sus informes, los Estados deberán describir las condiciones para acceder a la administración pública,
y los procesos de nombramiento, ascenso, suspensión y destitución o separación del cargo, así como los
mecanismos judiciales u otros mecanismos de revisión aplicables a esos procesos. En los informes tam-
bién debe indicarse cómo se cumple el requisito de acceso en igualdad de condiciones, y si se han
adoptado medidas positivas para promover la igualdad de oportunidades y, en tal caso, en qué medida70.
Artículo 26
Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a igual protección de la
ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las personas protección
igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión,
opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o
cualquier otra condición social.
69 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 28 “Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)”, en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
70 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 25 “Artículo 25”, en Naciones Unidas, Recopilación de las Observacio-
nes Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos,
HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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37° Período de Sesiones (1989)
Observación general Nº 18
No discriminación
1. (…) En virtud del artículo 26 todas las personas no solamente son iguales ante la ley y tienen derecho
a igual protección de la ley, sino que también se prohíbe cualquier discriminación en virtud de la ley y
garantiza a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos
de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o
social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.
(…)
12.Si bien el artículo 2 del Pacto limita el ámbito de los derechos que han de protegerse contra la discrimi-
nación a los previstos en el Pacto, el artículo 26 no establece dicha limitación. Esto es, el artículo 26
declara que todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a igual
protección de la ley; también dispone que la ley garantizará a todas las personas protección igual y
efectiva contra la discriminación por cualquiera de los motivos en él enumerados. A juicio del Comité,
el artículo 26 no se limita a reiterar la garantía ya prevista en el artículo 2 sino que establece en sí un
derecho autónomo. Prohíbe la discriminación de hecho o de derecho en cualquier esfera sujeta a la
normativa y la protección de las autoridades públicas. Por lo tanto, el artículo 26 se refiere a las obliga-
ciones que se imponen a los Estados Partes en lo que respecta a sus leyes y la aplicación de sus leyes.
Por consiguiente, al aprobar una ley, un Estado Parte debe velar por que se cumpla el requisito estable-
cido en el artículo 26 de que el contenido de dicha ley no sea discriminatorio. Dicho de otro modo, la
aplicación del principio de no discriminación del artículo 26 no se limita al ámbito de los derechos
enunciados en el Pacto71.
68º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 28
Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)
(…)
30.La discriminación contra la mujer suele estar íntimamente vinculada con la discriminación por otros
motivos como la raza, el color, el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen
nacional o social, la posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. Los Estados
Partes deberán tener en cuenta la forma concreta en que algunos casos de discriminación por otros
motivos afectan en particular a la mujer e incluir información acerca de las medidas adoptadas para
contrarrestar esos efectos.
31.En virtud del derecho a la igualdad ante la ley y a la no discriminación, amparado por el artículo 26, los
Estados deben tomar medidas contra la discriminación por agentes públicos y privados en todos los
ámbitos. La discriminación contra la mujer en las leyes de seguridad social (comunicaciones Nos. 172/
84, Broeks c. los Países Bajos, dictamen de 9 de abril de 1987, 182/84; Zwaan de Vries c. los Países
Bajos, dictamen de 9 de abril de 1987; 218/1986, Vos c. Países Bajos, dictamen de 29 de marzo de
1989), así como en el ámbito de la ciudadanía o en el de los derechos de los extranjeros en un país
(comunicación Nº 035/1978, Aumeeruddy-Cziffra y otros c. Mauricio, dictamen de 9 de abril de 1981),
constituye una infracción del artículo 26. La comisión de los llamados “crímenes de honor” que per-
manecen impunes constituye una violación grave del Pacto y, en particular, de los artículos 6, 14 y 26.
Las leyes que imponen penas más severas a la mujer que al hombre en caso de adulterio u otros delitos
infringen también el requisito de la igualdad de trato. Al examinar informes de Estados Partes, el Comité
ha observado también en muchos casos que hay una gran proporción de mujeres que trabajan en
ámbitos no amparados por la legislación laboral y que las costumbres y tradiciones imperantes discri-
minan contra la mujer, especialmente en cuanto a las posibilidades de un empleo mejor remunerado y
al derecho a igual remuneración por un trabajo de igual valor. Los Estados Partes deberán revisar su
legislación y sus prácticas y tomar la iniciativa en la aplicación de todas las medidas que sean necesa-
rias para erradicar la discriminación contra la mujer en todas las materias prohibiendo, por ejemplo, la
71 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 18 “No Discriminación”, en Naciones Unidas, Recopilación de las Obser-
vaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Huma-
nos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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discriminación por particulares en ámbitos tales como el empleo, la educación, la actividad política y
el suministro de alojamiento, bienes o servicios. Los Estados Partes deberán informar acerca de estas
medidas, así como de los recursos que pueden utilizar las víctimas de discriminación de esa índole72.
Artículo 27
En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas, no se negará a las personas que
pertenezcan a dichas minorías el derecho que les corresponde, en común con los demás miembros de su
grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión y a emplear su propio idioma.
50° Período de Sesiones (1994)
Observación general Nº 23
Artículo 27
(…)
6.2.Aunque los derechos amparados por el artículo 27 sean derechos individuales, dichos derechos depen-
den a su vez de la capacidad del grupo minoritario para conservar su cultura, su idioma o su religión.
En consecuencia, puede ser también necesario que los Estados adopten medidas positivas para prote-
ger la identidad de una minoría y los derechos de sus miembros a gozar de su cultura y su idioma
perfeccionándolos y a practicar su religión, en común con los otros miembros del grupo. En este senti-
do, se debe observar que dichas medidas positivas deben respetar las disposiciones del párrafo 1 del
artículo 2 y el artículo 26 del Pacto, tanto en lo que se refiere al tratamiento de las distintas minorías
como en lo relativo al tratamiento entre las personas pertenecientes a ellas y el resto de la población.
Sin embargo, en la medida en que estén destinadas a corregir una situación que impide o dificulta el
goce de los derechos garantizados por el artículo 27, dichas medidas pueden constituir una diferencia-
ción legítima con arreglo al Pacto, con tal de que estén basadas en criterios razonables y objetivos.
(…)
8. El Comité observa que no se puede ejercer en forma legítima ninguno de los derechos protegidos por el
artículo 27 del Pacto de un modo o en una medida incompatible con las demás disposiciones del
Pacto73.
68º Período de Sesiones (2000)
Observación general Nº 28
Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)
(…)
32.Los derechos de que disfrutan los miembros de las minorías con arreglo al artículo 27 del Pacto respec-
to de su idioma, cultura y religión no autorizan a un Estado, a un grupo o una persona a vulnerar el
derecho de la mujer al disfrute en igualdad de condiciones de todos los derechos amparados por el
Pacto, incluido el que se refiere a la igual protección de la ley. Los Estados deberán informar acerca de
la legislación o las prácticas administrativas relativas a la pertenencia a una comunidad minoritaria que
pudieran constituir una infracción contra la igualdad de los derechos de la mujer con arreglo al Pacto
(comunicación Nº 24/1977, Lovelace c. el Canadá, dictamen de julio de 1981) y acerca de las medidas
que hayan adoptado o se propongan adoptar para garantizar a hombres y mujeres el disfrute en condi-
ciones de igualdad de todos los derechos civiles y políticos consagrados en el Pacto. De la misma
manera, los Estados Partes deberán informar acerca de las medidas adoptadas para cumplir con estas
obligaciones en relación con las prácticas religiosas o culturales de comunidades minoritarias que
afecten a los derechos de la mujer. Los Estados Partes deben prestar atención en sus informes a la
contribución que aporte la mujer a la vida cultural de su comunidad74.
72 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 28 “Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)”, en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
73 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 23 “Artículo 27” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones
Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/
GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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PARTE IV
Artículo 28
1. Se establecerá un Comité de Derechos Humanos (en adelante denominado el Comité). Se com-
pondrá de dieciocho miembros, y desempeñará las funciones que se señalan más adelante.
2. El Comité estará compuesto de nacionales de los Estados Partes en el presente Pacto, que deberán
ser personas de gran integridad moral, con reconocida competencia en materia de derechos huma-
nos. Se tomará en consideración la utilidad de la participación de algunas personas que tengan
experiencia jurídica.
3. Los miembros del Comité serán elegidos y ejercerán sus funciones a título personal.
Artículo 29
1. Los miembros del Comité serán elegidos por votación secreta de una lista de personas que reúnan
las condiciones previstas en el artículo 28 y que sean propuestas al efecto por los Estados Partes en
el presente Pacto.
2. Cada Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer hasta dos personas. Estas personas serán
nacionales del Estado que las proponga.
3. La misma persona podrá ser propuesta más de una vez.
Artículo 30
1. La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después de la fecha de entrada en vigor del
presente Pacto.
2. Por lo menos cuatro meses antes de la fecha de la elección del Comité, siempre que no se trate de
una elección para llenar una vacante declarada de conformidad con el artículo 34, el Secretario
General de las Naciones Unidas invitará por escrito a los Estados Partes en el presente Pacto a
presentar sus candidatos para el Comité en el término de tres meses.
3. El Secretario General de las Naciones Unidas preparará una lista por orden alfabético de los candi-
datos que hubieren sido presentados, con indicación de los Estados Partes que los hubieren desig-
nado, y la comunicará a los Estados Partes en el presente Pacto a más tardar un mes antes de la
fecha de cada elección.
4. La elección de los miembros del Comité se celebrará en una reunión de los Estados Partes en el
presente Pacto convocada por el Secretario General de las Naciones Unidas en la Sede de la Orga-
nización. En esa reunión, para la cual el quórum estará constituido por dos tercios de los Estados
Partes en el presente Pacto, quedarán elegidos miembros del Comité los candidatos que obtengan
el mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los representantes de los Estados
Partes presentes y votantes.
74 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 28 “Artículo 3 (Igualdad de derechos entre hombres y mujeres)”, en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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Artículo 31
1. El Comité no podrá comprender más de un nacional de un mismo Estado.
2. En la elección del Comité se tendrá en cuenta una distribución geográfica equitativa de los miembros
y la representación de las diferentes formas de civilización y de los principales sistemas jurídicos.
Artículo 32
1. Los miembros del Comité se elegirán por cuatro años. Podrán ser reelegidos si se presenta de nuevo
su candidatura. Sin embargo, los mandatos de nueve de los miembros elegidos en la primera
elección expirarán al cabo de dos años. Inmediatamente después de la primera elección, el Presi-
dente de la reunión mencionada en el párrafo 4 del artículo 30 designará por sorteo los nombres de
estos nueve miembros.
2. Las elecciones que se celebren al expirar el mandato se harán con arreglo a los artículos precedentes
de esta parte del presente Pacto.
Artículo 33
1. Si los demás miembros estiman por unanimidad que un miembro del Comité ha dejado de desem-
peñar sus funciones por otra causa que la de ausencia temporal, el Presidente del Comité notificará
este hecho al Secretario General de las Naciones Unidas, quien declarará vacante el puesto de dicho
miembro.
2. En caso de muerte o renuncia de un miembro del Comité, el Presidente lo notificará inmediata-
mente al Secretario General de las Naciones Unidas, quien declarará vacante el puesto desde la
fecha del fallecimiento o desde la fecha en que sea efectiva la renuncia.
Artículo 34
1. Si se declara una vacante de conformidad con el artículo 33 y si el mandato del miembro que ha de
ser sustituido no expira dentro de los seis meses que sigan a la declaración de dicha vacante, el
Secretario General de las Naciones Unidas lo notificará a cada uno de los Estados Partes en el
presente Pacto, los cuales, para llenar la vacante, podrán presentar candidatos en el plazo de dos
meses, de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 29.
2. El Secretario General de las Naciones Unidas preparará una lista por orden alfabético de los candi-
datos así designados y la comunicará a los Estados Partes en el presente Pacto. La elección para
llenar la vacante se verificará de conformidad con las disposiciones pertinentes de esta parte del
presente Pacto.
3. Todo miembro del Comité que haya sido elegido para llenar una vacante declarada de conformi-
dad con el artículo 33 ocupará el cargo por el resto del mandato del miembro que dejó vacante el
puesto en el Comité conforme a lo dispuesto en este artículo.
Artículo 35
Los miembros del Comité, previa aprobación de la Asamblea General de las Naciones Unidas, perci-
birán emolumentos de los fondos de las Naciones Unidas en la forma y condiciones que la Asamblea
General determine, teniendo en cuenta la importancia de las funciones del Comité.
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Artículo 36
El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los servicios necesarios para
el desempeño eficaz de las funciones del Comité en virtud del presente Pacto.
Artículo 37
1. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la primera reunión del Comité en la Sede
de las Naciones Unidas.
2. Después de su primera reunión, el Comité se reunirá en las ocasiones que se prevean en su regla-
mento.
3. El Comité se reunirá normalmente en la Sede de las Naciones Unidas o en la Oficina de las
Naciones Unidas en Ginebra.
Artículo 38
Antes de entrar en funciones, los miembros del Comité declararán solemnemente en sesión pública
del Comité que desempeñarán su cometido con toda imparcialidad y conciencia.
Artículo 39
1. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años. Los miembros de la Mesa podrán ser
reelegidos.
2. El Comité establecerá su propio reglamento, en el cual se dispondrá, entre otras cosas, que:
a) Doce miembros constituirán el quórum;
b) Las decisiones del Comité se tomarán por mayoría de votos de los miembros presentes.
Artículo 40
1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a presentar informes sobre las disposicio-
nes que hayan adoptado y que den efecto a los derechos reconocidos en el Pacto y sobre el progreso
que hayan realizado en cuanto al goce de esos derechos:
a) En el plazo de un año a contar de la fecha de entrada en vigor del presente Pacto con respecto a
los Estados Partes interesados;
b) En lo sucesivo, cada vez que el Comité lo pida.
2. Todos los informes se presentarán al Secretario General de las Naciones Unidas, quien los transmi-
tirá al Comité para examen. Los informes señalarán los factores y las dificultades, si los hubiere,
que afecten a la aplicación del presente Pacto.
3. El Secretario General de las Naciones Unidas, después de celebrar consultas con el Comité, podrá
transmitir a los organismos especializados interesados copias de las partes de los informes que
caigan dentro de sus esferas de competencia.
4. El Comité estudiará los informes presentados por los Estados Partes en el presente Pacto. Transmi-
tirá sus informes, y los comentarios generales que estime oportunos, a los Estados Partes. El Comi-
té también podrá transmitir al Consejo Económico y Social esos comentarios, junto con copia de
los informes que haya recibido de los Estados Partes en el Pacto.
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5. Los Estados Partes podrán presentar al Comité observaciones sobre cualquier comentario que se
haga con arreglo al párrafo 4 del presente artículo.
Artículo 41
1. Con arreglo al presente artículo, todo Estado Parte en el presente Pacto podrá declarar en cualquier
momento que reconoce la competencia del Comité para recibir y examinar las comunicaciones en
que un Estado Parte alegue que otro Estado Parte no cumple las obligaciones que le impone este
Pacto. Las comunicaciones hechas en virtud del presente artículo sólo se podrán admitir y exami-
nar si son presentadas por un Estado Parte que haya hecho una declaración por la cual reconozca
con respecto a sí mismo la competencia del Comité. El Comité no admitirá ninguna comunica-
ción relativa a un Estado Parte que no haya hecho tal declaración. Las comunicaciones recibidas en
virtud de este artículo se tramitarán de conformidad con el procedimiento siguiente:
a) Si un Estado Parte en el presente Pacto considera que otro Estado Parte no cumple las disposi-
ciones del presente Pacto, podrá señalar el asunto a la atención de dicho Estado mediante una
comunicación escrita. Dentro de un plazo de tres meses, contado desde la fecha de recibo de la
comunicación, el Estado destinatario proporcionará al Estado que haya enviado la comunica-
ción una explicación o cualquier otra declaración por escrito que aclare el asunto, la cual hará
referencia, hasta donde sea posible y pertinente, a los procedimientos nacionales y a los recursos
adoptados, en trámite o que puedan utilizarse al respecto.
b) Si el asunto no se resuelve a satisfacción de los dos Estados Partes interesados en un plazo de seis
meses contado desde la fecha en que el Estado destinatario haya recibido la primera comunica-
ción, cualquiera de ambos Estados Partes interesados tendrá derecho a someterlo al Comité,
mediante notificación dirigida al Comité y al otro Estado.
c) El Comité conocerá del asunto que se le someta después de haberse cerciorado de que se han
interpuesto y agotado en tal asunto todos los recursos de la jurisdicción interna de que se pueda
disponer, de conformidad con los principios del derecho internacional generalmente admiti-
dos. No se aplicará esta regla cuando la tramitación de los mencionados recursos se prolongue
injustificadamente.
d) El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada cuando examine las comunicaciones previstas
en el presente artículo.
e) A reserva de las disposiciones del inciso c, el Comité pondrá sus buenos oficios a disposición de los
Estados Partes interesados a fin de llegar a una solución amistosa del asunto, fundada en el respeto
de los derechos humanos y de las libertades fundamentales reconocidos en el presente Pacto.
f ) En todo asunto que se le someta, el Comité podrá pedir a los Estados Partes interesados a que se
hace referencia en el inciso b que faciliten cualquier información pertinente.
g) Los Estados Partes interesados a que se hace referencia en el inciso tendrán derecho a estar
representados cuando el asunto se examine en el Comité y a presentar exposiciones verbalmen-
te, o por escrito, o de ambas maneras.
h) El Comité, dentro de los doce meses siguientes a la fecha de recibido de la notificación mencio-
nada en el inciso b), presentará un informe en el cual:
i) Si se ha llegado a una solución con arreglo a lo dispuesto en el inciso e, se limitará a una
breve exposición de los hechos y de la solución alcanzada:
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ii) Si no se ha llegado a una solución con arreglo a lo dispuesto en el inciso e, se limitará a
una breve exposición de los hechos y agregará las exposiciones escritas y las actas de las
exposiciones verbales que hayan hecho los Estados Partes interesados.
En cada asunto, se enviará el informe los Estados Partes interesados.
2. Las disposiciones del presente artículo entrarán en vigor cuando diez Estados Partes en el presente
Pacto hayan hecho las declaraciones a que se hace referencia en el párrafo 1 del presente artículo.
Tales declaraciones serán depositadas por los Estados Partes en poder del Secretario General de las
Naciones Unidas, quien remitirá copia de las mismas a los demás Estados Partes. Toda declaración
podrá retirarse en cualquier momento mediante notificación dirigida al Secretario General. Tal
retiro no será obstáculo para que se examine cualquier asunto que sea objeto de una comunicación
ya transmitida en virtud de este artículo; no se admitirá ninguna nueva comunicación de un Esta-
do Parte una vez que el Secretario General de las Naciones Unidas haya recibido la notificación de
retiro de la declaración, a menos que el Estado Parte interesado haya hecho una nueva declaración.
Artículo 42
1. a) Si un asunto remitido al Comité con arreglo al artículo 41 no se resuelve a satisfacción de los
Estados Partes interesados, el Comité, con el previo consentimiento de los Estados Partes interesa-
dos, podrá designar una Comisión Especial de Conciliación (denominada en adelante la Comi-
sión). Los buenos oficios de la Comisión se pondrán a disposición de los Estados Partes interesa-
dos a fin de llegar a una solución amistosa del asunto, basada en el respeto al presente Pacto.
b) La Comisión estará integrada por cinco personas aceptables para los Estados Partes interesados.
Si, transcurridos tres meses, los Estados Partes interesados no se ponen de acuerdo sobre la
composición, en todo o en parte, de la Comisión, los miembros de la Comisión sobre los que
no haya habido acuerdo serán elegidos por el Comité, de entre sus propios miembros, en vota-
ción secreta y por mayoría de dos tercios.
2. Los miembros de la Comisión ejercerán sus funciones a título personal. No serán nacionales de los
Estados Partes interesados, de ningún Estado que no sea parte en el presente Pacto, ni de ningún
Estado Parte que no haya hecho la declaración prevista en el artículo 41.
3. La Comisión elegirá su propio Presidente y aprobará su propio reglamento.
4. Las reuniones de la Comisión se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones Unidas o en
la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra. Sin embargo, podrán celebrarse en cualquier otro
lugar conveniente que la Comisión acuerde en consulta con el Secretario General de las Naciones
Unidas y los Estados Partes interesados.
5. La secretaría prevista en el artículo 36 prestará también servicios a las comisiones que se establez-
can en virtud del presente artículo.
6. La información recibida y estudiada por el Comité se facilitará a la Comisión, y ésta podrá pedir a
los Estados Partes interesados que faciliten cualquier otra información pertinente.
7. Cuando la Comisión haya examinado el asunto en todos sus aspectos, y en todo caso en un plazo
no mayor de doce meses después de haber tomado conocimiento del mismo, presentará al Presi-
dente del Comité un informe para su transmisión a los Estados Partes interesados:
a) Si la Comisión no puede completar su examen del asunto dentro de los doce meses, limitará su
informe a una breve exposición de la situación en que se halle su examen del asunto;
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b) Si se alcanza una solución amistosa del asunto basada en el respeto a los derechos humanos
reconocidos en el presente Pacto, la Comisión limitará su informe a una breve exposición de los
hechos y de la solución alcanzada;
c) Si no se alcanza una solución en el sentido del inciso b, el informe de la Comisión incluirá sus
conclusiones sobre todas las cuestiones de hecho pertinentes al asunto planteado entre los Esta-
dos Partes interesados, y sus observaciones acerca de las posibilidades de solución amistosa del
asunto; dicho informe contendrá también las exposiciones escritas y una reseña de las exposi-
ciones orales hechas por los Estados Partes interesados;
d) Si el informe de la Comisión se presenta en virtud del inciso c, los Estados Partes interesados
notificarán al Presidente del Comité, dentro de los tres meses siguientes a la recepción del
informe, si aceptan o no los términos del informe de la Comisión.
8. Las disposiciones de este artículo no afectan a las funciones del Comité previstas en el artículo 41.
9. Los Estados Partes interesados compartirán por igual todos los gastos de los miembros de la Comi-
sión, de acuerdo con el cálculo que haga el Secretario General de las Naciones Unidas.
10.El Secretario General de las Naciones Unidas podrá sufragar, en caso necesario, los gastos de los
miembros de la Comisión, antes de que los Estados Partes interesados reembolsen esos gastos
conforme al párrafo 9 del presente artículo.
Artículo 43
Los miembros del Comité y los miembros de las comisiones especiales de conciliación designados
conforme al artículo 42 tendrán derecho a las facilidades, privilegios e inmunidades que se conceden
a los expertos que desempeñen misiones para las Naciones Unidas, con arreglo a lo dispuesto en las
secciones pertinentes de la Convención sobre los privilegios e inmunidades de las Naciones Unidas.
Artículo 44
Las disposiciones de la aplicación del presente Pacto se aplicarán sin perjuicio de los procedimientos
previstos en materia de derechos humanos por los instrumentos constitutivos y las convenciones de
las Naciones Unidas y de los organismos especializados o en virtud de los mismos, y no impedirán que
los Estados Partes recurran a otros procedimientos para resolver una controversia, de conformidad
con convenios internacionales generales o especiales vigentes entre ellos.
Artículo 45
El Comité presentará a la Asamblea General de las Naciones Unidas, por conducto del Consejo
Económico y Social, un informe anual sobre sus actividades.
PARTE V
Artículo 46
Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo de las disposiciones de la
Carta de las Naciones Unidas o de las constituciones de los organismos especializados que definen las
atribuciones de los diversos órganos de las Naciones Unidas y de los organismos especializados en
cuanto a las materias a que se refiere el presente Pacto.
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Artículo 47
Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo del derecho inherente de
todos los pueblos a disfrutar y utilizar plena y libremente sus riquezas y recursos naturales.
PARTE VI
Artículo 48
1. El presente Pacto estará abierto a la firma de todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas
o miembros de algún organismo especializado, así como de todo Estado Parte en el Estatuto de la
Corte Internacional de Justicia y de cualquier otro Estado invitado por la Asamblea General de las
Naciones Unidas a ser parte en el presente Pacto.
2. El presente Pacto está sujeto a ratificación. Los instrumentos de ratificación se depositarán en
poder del Secretario General de las Naciones Unidas.
3. El presente Pacto quedará abierto a la adhesión de cualquiera de los Estados mencionados en el
párrafo 1 del presente artículo.
4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión en poder del Secre-
tario General de las Naciones Unidas.
5. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los Estados que hayan firmado el
presente Pacto, o se hayan adherido a él, del depósito de cada uno de los instrumentos de ratifica-
ción o de adhesión.
Artículo 49
1. El presente Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la fecha en que haya sido
depositado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de adhesión en poder del Secretario
General de las Naciones Unidas.
2. Para cada Estado que ratifique el presente Pacto o se adhiera a él después de haber sido depositado
el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de adhesión, el Pacto entrará en vigor transcurri-
dos tres meses a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación
o de adhesión.
Artículo 50
Las disposiciones del presente Pacto serán aplicables a todas las partes componentes de los Estados
federales, sin limitación ni excepción alguna.
Artículo 51
1. Todo Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer enmiendas y depositarlas en poder del
Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario General comunicará las enmiendas pro-
puestas a los Estados Partes en el presente Pacto, pidiéndoles que le notifiquen si desean que se
convoque a una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar las propuestas y someterlas a
votación. Si un tercio al menos de los Estados se declara en favor de tal convocatoria, el Secretario
General convocará una conferencia bajo los auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda
adoptada por la mayoría de los Estados presentes y votantes en la conferencia se someterá a la
aprobación de la Asamblea General de las Naciones Unidas.
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2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por la Asamblea General de las
Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes en el presente
Pacto, de conformidad con sus respectivos procedimientos constitucionales.
3. Cuando tales enmiendas entren en vigor, serán obligatorias para los Estados Partes que las hayan
aceptado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán obligados por las disposiciones del pre-
sente Pacto y por toda enmienda anterior que hayan aceptado.
Artículo 52
Independientemente de las notificaciones previstas en el párrafo 5 del artículo 48, el Secretario Gene-
ral de las Naciones Unidas comunicará [a] todos los Estados mencionados en el párrafo 1 del mismo
artículo:
a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dispuesto en el artículo 48;
b) La fecha en que entre en vigor el presente Pacto conforme a lo dispuesto en el artículo 49, y la fecha
en que entren en vigor las enmiendas a que hace referencia el artículo 51.
Artículo 53
1. El presente Pacto, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos,
será depositado en los archivos de las Naciones Unidas.
2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas del presente Pacto a todos
los Estados mencionados en el artículo 48.
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Discriminación Contra la Mujer
Adoptada y abierta a la firma y ratificación, o adhesión, por la Asamblea General en su
resolución 34/180, de 18 de diciembre de 1979
Entrada en vigor: 3 de septiembre de 1981, de conformidad con el artículo 27 (1)
Considerando que la Carta de las Naciones Unidas reafirma la fe en los derechos humanos fundamen-
tales, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la igualdad de derechos de hombres y
mujeres,
Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos reafirma el principio de la no
discriminación y proclama que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos
y que toda persona puede invocar todos los derechos y libertades proclamados en esa Declaración, sin
distinción alguna y, por ende, sin distinción de sexo,
Considerando que los Estados Partes en los Pactos Internacionales de Derechos Humanos tienen la
obligación de garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el goce de todos los derechos económi-
cos, sociales, culturales, civiles y políticos,
Teniendo en cuenta las convenciones internacionales concertadas bajo los auspicios de las Naciones
Unidas y de los organismos especializados para favorecer la igualdad de derechos entre el hombre y la
mujer,
Teniendo en cuenta asimismo las resoluciones, declaraciones y recomendaciones aprobadas por las
Naciones Unidas y los organismos especializados para favorecer la igualdad de derechos entre el hom-
bre y la mujer,
Preocupados, sin embargo, al comprobar que a pesar de estos diversos instrumentos las mujeres siguen
siendo objeto de importantes discriminaciones,
Recordando que la discriminación contra la mujer viola los principios de la igualdad de derechos y del
respeto de la dignidad humana, que dificulta la participación de la mujer, en las mismas condiciones
que el hombre, en la vida política, social, económica y cultural de su país, que constituye un obstáculo
para el aumento del bienestar de la sociedad y de la familia y que entorpece el pleno desarrollo de las
posibilidades de la mujer para prestar servicio a su país y a la humanidad,
Preocupados por el hecho de que en situaciones de pobreza la mujer tiene un acceso mínimo a la
alimentación, la salud, la enseñanza, la capacitación y las oportunidades de empleo, así como a la
satisfacción de otras necesidades,
Convencidos de que el establecimiento del nuevo orden económico internacional basado en la equidad y
la justicia contribuirá significativamente a la promoción de la igualdad entre el hombre y la mujer,
Subrayado que la eliminación del apartheid, de todas las formas de racismo, de discriminación racial,
colonialismo, neocolonialismo, agresión, ocupación y dominación extranjeras y de la injerencia en los
asuntos internos de los Estados es indispensable para el disfrute cabal de los derechos del hombre y de
la mujer,
Afirmando que el fortalecimiento de la paz y la seguridad internacionales, el alivio de la tensión
internacional, la cooperación mutua entre todos los Estados con independencia de sus sistemas socia-
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les y económicos, el desarme general y completo, en particular el desarme nuclear bajo un control
internacional estricto y efectivo, la afirmación de los principios de la justicia, la igualdad y el provecho
mutuo en las relaciones entre países y la realización del derecho de los pueblos sometidos a domina-
ción colonial y extranjera o a ocupación extranjera a la libre determinación y la independencia, así
como el respeto de la soberanía nacional y de la integridad territorial, promoverán el progreso social y
el desarrollo y, en consecuencia, contribuirán al logro de la plena igualdad entre el hombre y la mujer,
Convencidos de que la máxima participación de la mujer en todas las esferas, en igualdad de condicio-
nes con el hombre, es indispensable para el desarrollo pleno y completo de un país, el bienestar del
mundo y la causa de la paz,
Teniendo presentes el gran aporte de la mujer al bienestar de la familia y al desarrollo de la sociedad,
hasta ahora no plenamente reconocido, la importancia social de la maternidad y la función tanto del
padre como de la madre en la familia y en la educación de los hijos, y conscientes de que el papel de
la mujer en la procreación no debe ser causa de discriminación, sino que la educación de los niños
exige la responsabilidad compartida entre hombres y mujeres y la sociedad en su conjunto,
Reconociendo que para lograr la plena igualdad entre el hombre y la mujer es necesario modificar el
papel tradicional tanto del hombre como de la mujer en la sociedad y en la familia,
Resueltos a aplicar los principios enunciados en la Declaración sobre la eliminación de la discrimina-
ción contra la mujer y, para ello, a adoptar las medidas necesarias a fin de suprimir esta discriminación
en todas sus formas y manifestaciones,
Han convenido en lo siguiente:
PARTE I
Artículo 1
A los efectos de la presente Convención, la expresión “discriminación contra la mujer” denotará toda
distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o
anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre
la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales
en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.
11º Período de Sesiones (1992)
Recomendación general Nº 19
La violencia contra la mujer
ANTECEDENTES
1. La violencia contra la mujer es una forma de discriminación que impide gravemente que goce de
derechos y libertades en pie de igualdad con el hombre.
(…)
4. El Comité llegó a la conclusión de que los informes de los Estados Partes no siempre reflejaban de manera
apropiada la estrecha relación entre la discriminación contra la mujer, la violencia contra ellas, y las viola-
ciones de los derechos humanos y las libertades fundamentales. La aplicación cabal de la Convención exige
que los Estados Partes adopten medidas positivas para eliminar todas las formas de violencia contra la mujer.
5. El Comité sugirió a los Estados Partes que al examinar sus leyes y políticas, y al presentar informes de
conformidad con la Convención tuviesen en cuenta las siguientes observaciones del Comité con res-
pecto a la violencia contra la mujer.
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OBSERVACIONES GENERALES
6. El artículo 1 de la Convención define la discriminación contra la mujer. Esa definición incluye la vio-
lencia basada en el sexo, es decir, la violencia dirigida contra la mujer porque es mujer o que la afecta
en forma desproporcionada. Incluye actos que infligen daños o sufrimientos de índole física, mental o
sexual, amenazas de cometer esos actos, coacción y otras formas de privación de la libertad. La violen-
cia contra la mujer puede contravenir disposiciones de la Convención, sin tener en cuenta si hablan
expresamente de la violencia.
7. La violencia contra la mujer, que menoscaba o anula el goce de sus derechos humanos y sus libertades
fundamentales en virtud del derecho internacional o de los diversos convenios de derechos humanos,
constituye discriminación, como la define el artículo 1 de la Convención. Esos derechos y libertades
comprenden:
a) El derecho a la vida;
b) El derecho a no ser sometido a torturas o a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes;
c) El derecho a protección en condiciones de igualdad con arreglo a normas humanitarias en tiempo
de conflicto armado internacional o interno;
d) El derecho a la libertad y a la seguridad personales;
e) El derecho a igualdad ante la ley;
f) El derecho a igualdad en la familia;
g) El derecho al más alto nivel posible de salud física y mental;
h) El derecho a condiciones de empleo justas y favorables.
8. La Convención se aplica a la violencia perpetrada por las autoridades públicas. Esos actos de violencia
también pueden constituir una violación de las obligaciones del Estado en virtud del derecho interna-
cional sobre derechos humanos u otros convenios, además de violar la Convención.
9. No obstante, cabe subrayar que, de conformidad con la Convención, la discriminación no se limita a
los actos cometidos por los gobiernos o en su nombre (véanse los incisos e) y f) del artículo 2 y el
artículo 5). Por ejemplo, en virtud del inciso e) del artículo 2 de la Convención, los Estados Partes se
comprometen a adoptar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer
practicada por cualesquiera personas, organizaciones o empresas. En virtud del derecho internacional
y de pactos específicos de derechos humanos, los Estados también pueden ser responsables de actos
privados si no adoptan medidas con la diligencia debida para impedir la violación de los derechos o
para investigar y castigar los actos de violencia e indemnizar a las víctimas75.
30º Período de Sesiones (2004)
Recomendación general Nº 25
Párrafo 1 del artículo 4 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación
contra la mujer – Medidas especiales de carácter temporal
(…)
12.Las mujeres pertenecientes a algunos grupos, además de sufrir discriminación por el hecho de ser
mujeres, también pueden ser objeto de múltiples formas de discriminación por otras razones, como la
raza, el origen étnico, la religión, la incapacidad, la edad, la clase, la casta u otros factores. Esa discri-
minación puede afectar a estos grupos de mujeres principalmente, o en diferente medida o en distinta
forma que a los hombres. Quizás sea necesario que los Estados Partes adopten determinadas medidas
especiales de carácter temporal para eliminar esas formas múltiples de discriminación múltiple contra
la mujer y las consecuencias negativas y complejas que tiene76.
75 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 19 “La Violencia Contra la Mujer” en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
76 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 25 “Párrafo 1 del artículo 4 de la
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer – Medidas especiales de carácter
temporal”, en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por
Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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Artículo 2
Los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas, convienen en
seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la discri-
minación contra la mujer y, con tal objeto, se comprometen a:
a) Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus constituciones nacionales y en cualquier otra legislación
apropiada el principio de la igualdad del hombre y de la mujer y asegurar por ley u otros medios
apropiados la realización práctica de ese principio;
b) Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro carácter, con las sanciones correspondientes, que
prohíban toda discriminación contra la mujer;
c) Establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer sobre una base de igualdad con los del
hombre y garantizar, por conducto de los tribunales nacionales competentes y de otras institucio-
nes públicas, la protección efectiva de la mujer contra todo acto de discriminación;
d) Abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de discriminación contra la mujer y velar por que las
autoridades e instituciones públicas actúen de conformidad con esta obligación;
e) Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer practicada
por cualesquiera personas, organizaciones o empresas;
f ) Adoptar todas las medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para modificar o derogar
leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan discriminación contra la mujer;
11º Período de Sesiones (1992)
Recomendación general Nº 19
La violencia contra la mujer
(…)
11.Las actitudes tradicionales, según las cuales se considera a la mujer como subordinada o se le atribuyen
funciones estereotipadas perpetúan la difusión de prácticas que entrañan violencia o coacción, como
la violencia y los malos tratos en la familia, los matrimonios forzosos, el asesinato por presentar dotes
insuficientes, los ataques con ácido y la circuncisión femenina. Esos prejuicios y prácticas pueden
llegar a justificar la violencia contra la mujer como una forma de protección o dominación. El efecto de
dicha violencia sobre su integridad física y mental es privarla del goce efectivo, el ejercicio y aun el
conocimiento de sus derechos humanos y libertades fundamentales. Si bien en esta observación se
hace hincapié en la violencia real o las amenazas de violencia, sus consecuencias básicas contribuyen
a mantener a la mujer subordinada, a su escasa participación en política y a su nivel inferior de educa-
ción y capacitación y de oportunidades de empleo.
12.Estas actitudes también contribuyen a la difusión de la pornografía y a la representación y otro tipo de
explotación comercial de la mujer como objeto sexual, antes que como persona. Ello, a su vez, contri-
buye a la violencia contra la mujer77.
g) Derogar todas las disposiciones penales nacionales que constituyan discriminación contra la mujer.
Artículo 3
Los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en particular en las esferas política, social, económi-
ca y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para asegurar el pleno
77 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 19 “La Violencia Contra la Mujer” en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos
humanos y las libertades fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre.
Séptimo Período de Sesiones (1988)
Recomendación general Nº 6
Mecanismo nacional efectivo y publicidad
El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer,
(…)
Recomienda a los Estados Partes que:
1. Establezcan o refuercen mecanismos, instituciones o procedimientos nacionales efectivos, a un nivel
gubernamental elevado y con recursos, compromisos y autoridad suficientes para:
a) Asesorar acerca de las repercusiones que tendrán sobre la mujer todas las políticas gubernamentales;
b) Supervisar la situación general de la mujer;
c) Ayudar a formular nuevas políticas y aplicar eficazmente estrategias y medidas encaminadas a eliminar
la discriminación78;
Octavo Período de Sesiones (1989)
Recomendación general Nº 9
Estadísticas relativas a la condición de la mujer
El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer,
Considerando que la información estadística es absolutamente necesaria para comprender la situación
real de la mujer en cada uno de los Estados Partes en la Convención,
(…)
Recomienda a los Estados Partes que hagan todo lo posible para asegurar que sus servicios estadísticos
nacionales encargados de planificar los censos nacionales y otras encuestas sociales y económicas formu-
len cuestionarios de manera que los datos puedan desglosarse por sexo, en lo que se refiere a números
absolutos y a porcentajes, para que los usuarios puedan obtener fácilmente información sobre la situación
de la mujer en el sector concreto en que estén interesados79.
Octavo Período de Sesiones (1989)
Recomendación general Nº 12
Violencia contra la mujer
El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer,
Considerando que los artículos 2, 5, 11, 12 y 16 de la Convención obligan a los Estados Partes a proteger
a la mujer contra cualquier tipo de violencia que se produzca en la familia, en el trabajo o en cualquier
otro ámbito de la vida social,
(…)
Recomienda que los Estados Partes incluyan en sus informes periódicos al Comité información sobre:
78 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 6 “Mecanismo Nacional Efectivo y
Publicidad” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por
Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
79 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 9 “Estadísticas Relativas a la
Condición de Mujer” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adopta-
das por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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1. La legislación vigente para protegerla de la frecuencia de cualquier tipo de violencia en la vida cotidia-
na (la violencia sexual, malos tratos en el ámbito familiar, acoso sexual en el lugar de trabajo, etc.);
2. Otras medidas adoptadas para erradicar esa violencia;
3. Servicios de apoyo a las mujeres que sufren agresiones o malos tratos;
4. Datos estadísticos sobre la frecuencia de cualquier tipo de violencia contra la mujer y sobre las mujeres
víctimas de la violencia80.
Décimo Período de Sesiones (1991)
Recomendación general Nº 18
Mujeres discapacitadas
El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer,
(…)
Preocupado por la situación de las mujeres discapacitadas, que sufren de una doble discriminación por la
situación particular en que viven,
(…)
Recomienda que los Estados Partes incluyan en sus informes periódicos información sobre las mujeres
discapacitadas y sobre las medidas adoptadas para hacer frente a su situación particular, incluidas las
medidas especiales para que gocen de igualdad de oportunidades en materia de educación y de empleo,
servicios de salud y seguridad social y asegurar que puedan participar en todos los aspectos de la vida
social y cultural81.
11º Período de Sesiones (1992)
Recomendación general Nº 19
La violencia contra la mujer
(…)
24.… [E]l Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer recomienda que:
a) Los Estados Partes adopten medidas apropiadas y eficaces para combatir los actos públicos o privados
de violencia por razones de sexo.
b) Los Estados Partes velen por que [sic] las leyes contra la violencia y los malos tratos en la familia, la
violación, los ataques sexuales y otro tipo de violencia contra la mujer protejan de manera adecuada a
todas las mujeres y respeten su integridad y su dignidad. Debe proporcionarse a las víctimas protección
y apoyo apropiados. Es indispensable que se capacite a los funcionarios judiciales, los agentes del
orden público y otros funcionarios públicos para que apliquen la Convención.
c) Los Estados Partes alienten la recopilación de estadísticas y la investigación de la amplitud, las causas
y los efectos de la violencia y de la eficacia de las medidas para prevenir y responder a ella.
d) Se adopten medidas eficaces para garantizar que los medios de comunicación respeten a la mujer y
promuevan el respeto de la mujer.
e) En los informes que presenten, los Estados Partes individualicen la índole y el alcance de las actitudes,
costumbres y prácticas que perpetúan la violencia contra la mujer, y el tipo de violencia que engen-
dran. Se debe informar sobre las medidas que hayan tomado para superar la violencia y sobre los
resultados obtenidos.
80 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 12 “Violencia Contra la Mujer” en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
81 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 18 “Mujeres Discapacitadas” en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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f) Se adopten medidas eficaces para superar estas actitudes y prácticas. Los Estados deben introducir
programas de educación y de información que ayuden a suprimir prejuicios que obstaculizan el logro
de la igualdad de la mujer (Recomendación Nº 3, 1987).
g) Se adopten medidas preventivas y punitivas para acabar la trata de mujeres y la explotación sexual.
h) En sus informes, los Estados Partes describan la magnitud de todos estos problemas y las medidas, hasta
disposiciones penales y medidas preventivas o de rehabilitación, que se hayan adoptado para proteger
a las mujeres que se prostituyan o sean víctimas de trata y de otras formas de explotación sexual.
También deberá darse a conocer la eficacia de estas medidas.
i) Se prevean procedimientos eficaces de denuncia y reparación, la indemnización inclusive.
j) Los Estados Partes incluyan en sus informes datos sobre el hostigamiento sexual y sobre las medidas
adoptadas para proteger a la mujer del hostigamiento sexual y de otras formas de violencia o coacción
en el lugar de trabajo.
k) Los Estados Partes establezcan o apoyen servicios destinados a las víctimas de violencia en el hogar,
violaciones, violencia sexual y otras formas de violencia contra la mujer, entre ellos refugios, el empleo
de trabajadores sanitarios especialmente capacitados, rehabilitación y asesoramiento.
l) Los Estados Partes adopten medidas para poner fin a estas prácticas y tengan en cuenta las recomenda-
ciones del Comité sobre la circuncisión femenina (Recomendación Nº 14) al informar sobre cuestiones
relativas a la salud.
m) Los Estados Partes aseguren que se tomen medidas para impedir la coacción con respecto a la fecundidad
y la reproducción, y para que las mujeres no se vean obligadas a buscar procedimientos médicos riesgosos,
como abortos ilegales, por falta de servicios apropiados en materia de control de la natalidad.
n) Los Estados Partes den a conocer en sus informes la amplitud de estos problemas e indiquen las medi-
das que hayan adoptado y sus resultados.
o) Los Estados Partes garanticen que en las zonas rurales los servicios para víctimas de la violencia sean asequi-
bles a las mujeres y que, de ser necesario, se presten servicios especiales a las comunidades aisladas.
p) Las medidas destinadas a proteger de la violencia incluyan las oportunidades de capacitación y empleo
y la supervisión de las condiciones de trabajo de empleadas domésticas.
q) Los Estados Partes informen acerca de los riesgos para las mujeres de las zonas rurales, la amplitud y la
índole de la violencia y los malos tratos a que se las somete y su necesidad de apoyo y otros servicios
y la posibilidad de conseguirlos, y acerca de la eficacia de las medidas para superar la violencia.
r) Entre las medidas necesarias para resolver el problema de la violencia en la familia figuren las siguientes:
i) sanciones penales en los casos necesarios y recursos civiles en caso de violencia en el hogar;
ii) legislación que elimine la defensa del honor como justificación para atacar a las mujeres de la
familia o darles muerte;
iii) servicios, entre ellos, refugios, asesoramiento y programas de rehabilitación, para garantizar que las
víctimas de violencia en la familia estén sanas y salvas;
iv) programas de rehabilitación para los culpables de violencia en el hogar;
v) servicios de apoyo para las familias en las que haya habido un caso de incesto o de abuso deshonesto.
s) Los Estados Partes informen acerca de la amplitud de la violencia en el hogar y el abuso deshonesto y
sobre las medidas preventivas, punitivas y correctivas que hayan adoptado.
t) Los Estados Partes adopten todas las medidas jurídicas y de otra índole que sean necesarias para prote-
ger eficazmente a las mujeres contra la violencia, entre ellas:
i) medidas jurídicas eficaces, como sanciones penales, recursos civiles e indemnización para prote-
gerlas contra todo tipo de violencia, hasta la violencia y los malos tratos en la familia, la violencia
sexual y el hostigamiento en el lugar de trabajo;
ii) medidas preventivas, entre ellas programas de información y educación para modificar las actitudes
relativas al papel y la condición del hombre y de la mujer;
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iii) medidas de protección, entre ellas refugios, asesoramiento, rehabilitación y servicios de apoyo para
las mujeres que son víctimas de violencia o que se encuentren en peligro de serlo.
u) Los Estados Partes informen sobre todas las formas de violencia contra la mujer e incluyan todos los
datos de que dispongan acerca de la frecuencia de cada una y de sus efectos para las mujeres víctimas.
v) Los informes de los Estados Partes incluyan información acerca de las medidas jurídicas y de preven-
ción y protección que se hayan adoptado para superar el problema de la violencia contra la mujer y
acerca de la eficacia de esas medidas82.
30º Período de Sesiones (2004)
Recomendación general Nº 25
Párrafo 1 del artículo 4 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación
contra la mujer – Medidas especiales de carácter temporal
34.En el marco del artículo 3, se invita a los Estados Partes a que informen sobre las instituciones encarga-
das de elaborar, aplicar, supervisar, evaluar y hacer cumplir las medidas especiales de carácter tempo-
ral. Esta responsabilidad podrá confiarse a instituciones nacionales existentes o previstas, como los
ministerios de asuntos de la mujer, los departamentos de asuntos de la mujer integrados en ministerios
o en las oficinas presidenciales, los defensores del pueblo, los tribunales u otras entidades de carácter
público o privado que tengan explícitamente el mandato de elaborar programas concretos, supervisar
su aplicación y evaluar su repercusión y sus resultados. El Comité recomienda que los Estados Partes
velen para que las mujeres en general, y los grupos de mujeres afectados en particular, participen en la
elaboración, aplicación y evaluación de dichos programas. Se recomienda en especial que haya un
proceso de colaboración y consulta con la sociedad civil y con organizaciones no gubernamentales
que representen a distintos grupos de mujeres83.
Artículo 4
1. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de carácter temporal encaminadas a
acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer no se considerará discriminación en la
forma definida en la presente Convención, pero de ningún modo entrañará, como consecuencia,
el mantenimiento de normas desiguales o separadas; estas medidas cesarán cuando se hayan alcan-
zado los objetivos de igualdad de oportunidad y trato.
Séptimo Período de Sesiones (1988)
Recomendación general Nº 5
Medidas especiales temporales
El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer,
Tomando nota de que los informes, las observaciones introductorias y las respuestas de los Estados
Partes revelan que, si bien se han conseguido progresos apreciables en lo tocante a la revocación o
modificación de leyes discriminatorias, sigue existiendo la necesidad de que se tomen disposiciones
para aplicar plenamente la Convención introduciendo medidas tendentes a promover de facto la igual-
dad entre el hombre y la mujer,
Recordando el párrafo 1 del artículo 4 de la Convención,
82 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 19 “La Violencia Contra la Mujer” en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
83 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 25 “Párrafo 1 del artículo 4 de la
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer – Medidas especiales de carácter
temporal”, en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por
Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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Recomienda que los Estados Partes hagan mayor uso de medidas especiales de carácter temporal como la
acción positiva, el trato preferencial o los sistemas de cupos para que la mujer se integre en la educación,
la economía, la política y el empleo84.
30º Período de Sesiones (2004)
Recomendación general Nº 25
Párrafo 1 del artículo 4 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación
contra la mujer – Medidas especiales de carácter temporal
(…)
4. El alcance y el significado del párrafo 1 del artículo 4 deben determinarse en el contexto del objeto y fin
general de la Convención, que es la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer
con miras a lograr la igualdad de jure y de facto entre el hombre y la mujer en el goce de los derechos
humanos y las libertades fundamentales de ambos. Los Estados Partes en la Convención tienen la obli-
gación jurídica de respetar, proteger, promover y cumplir este derecho de no discriminación de la
mujer y asegurar el desarrollo y el adelanto de la mujer a fin de mejorar su situación hasta alcanzar la
igualdad tanto de jure como de facto respecto del hombre.
5. La Convención va más allá del concepto de discriminación utilizado en muchas disposiciones y normas
legales, nacionales e internacionales. Si bien dichas disposiciones y normas prohíben la discriminación
por razones de sexo y protegen al hombre y la mujer de tratos basados en distinciones arbitrarias, injustas
o injustificables, la Convención se centra en la discriminación contra la mujer, insistiendo en que la mujer
ha sido y sigue siendo objeto de diversas formas de discriminación por el hecho de ser mujer.
(…)
8. En opinión del Comité, un enfoque jurídico o programático puramente formal, no es suficiente para
lograr la igualdad de facto con el hombre, que el Comité interpreta como igualdad sustantiva. Además,
la Convención requiere que la mujer tenga las mismas oportunidades desde un primer momento y que
disponga de un entorno que le permita conseguir la igualdad de resultados. No es suficiente garantizar
a la mujer un trato idéntico al del hombre. También deben tenerse en cuenta las diferencias biológicas
que hay entre la mujer y el hombre y las diferencias que la sociedad y la cultura han creado. En ciertas
circunstancias será necesario que haya un trato no idéntico de mujeres y hombres para equilibrar esas
diferencias. El logro del objetivo de la igualdad sustantiva también exige una estrategia eficaz encami-
nada a corregir la representación insuficiente de la mujer y una redistribución de los recursos y el poder
entre el hombre y la mujer.
9. La igualdad de resultados es la culminación lógica de la igualdad sustantiva o de facto. Estos resultados
pueden ser de carácter cuantitativo o cualitativo, es decir que pueden manifestarse en que, en diferen-
tes campos, las mujeres disfrutan de derechos en proporciones casi iguales que los hombres, en que
tienen los mismos niveles de ingresos, en que hay igualdad en la adopción de decisiones y la influencia
política y en que la mujer vive libre de actos de violencia.
(…)
14.La Convención proscribe las dimensiones discriminatorias de contextos culturales y sociales pasados y
presentes que impiden que la mujer goce de sus derechos humanos y libertades fundamentales. Su
finalidad es la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, incluida la elimina-
ción de las causas y consecuencias de la desigualdad sustantiva o de facto. Por lo tanto, la aplicación
de medidas especiales de carácter temporal de conformidad con la Convención es un medio de hacer
realidad la igualdad sustantiva o de facto de la mujer y no una excepción a las normas de no discrimi-
nación e igualdad.
(…)
84 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 5 “Medidas Especiales Temporales”
en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos
Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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TERMINOLOGÍA
17.En los trabajos preparatorios de la Convención se utilizan diferentes términos para hacer referencia a
las “medidas especiales de carácter temporal” que se prevén en el párrafo 1 del artículo 4. El mismo
Comité, en sus recomendaciones generales anteriores, utilizó términos diferentes. Los Estados Partes a
menudo equiparan la expresión “medidas especiales” en su sentido correctivo, compensatorio y de
promoción con las expresiones “acción afirmativa”, “acción positiva”, “medidas positivas”, “discrimi-
nación en sentido inverso” y “discriminación positiva”. Estos términos surgen de debates y prácticas
diversas en diferentes contextos nacionales85. En esta recomendación general, y con arreglo a la prác-
tica que sigue en el examen de los informes de los Estados Partes, el Comité utiliza únicamente la
expresión “medidas especiales de carácter temporal”, como se recoge en el párrafo 1 del artículo 4.
ELEMENTOS FUNDAMENTALES DEL PÁRRAFO 1 DEL ARTÍCULO 4
18.Las medidas que se adopten en virtud del párrafo 1 del artículo 4 por los Estados Partes deben tener como
finalidad acelerar la participación en condiciones de igualdad de la mujer en el ámbito político, econó-
mico, social, cultural y civil, o en cualquier otro ámbito. El Comité considera la aplicación de estas
medidas no como excepción a la regla de no discriminación sino como forma de subrayar que las medi-
das especiales de carácter temporal son parte de una estrategia necesaria de los Estados Partes para lograr
la igualdad sustantiva o de facto de la mujer y el hombre en el goce de sus derechos humanos y libertades
fundamentales. Si bien la aplicación de medidas especiales de carácter temporal a menudo repara las
consecuencias de la discriminación sufrida por la mujer en el pasado, los Estados Partes tienen la obliga-
ción, en virtud de la Convención, de mejorar la situación de la mujer para transformarla en una situación
de igualdad sustantiva o de facto con el hombre, independientemente de que haya o no pruebas de que
ha habido discriminación en el pasado. El Comité considera que los Estados Partes que adoptan y aplican
dichas medidas en virtud de la Convención no discriminan contra el hombre.
19.Los Estados Partes deben distinguir claramente entre las medidas especiales de carácter temporal adop-
tadas en virtud del párrafo 1 del artículo 4 para acelerar el logro de un objetivo concreto relacionado
con la igualdad sustantiva o de facto de la mujer, y otras políticas sociales generales adoptadas para
mejorar la situación de la mujer y la niña. No todas las medidas que puedan ser o que serán favorables
a las mujeres son medidas especiales de carácter temporal. El establecimiento de condiciones genera-
les que garanticen los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales de la mujer y la
niña y que tengan por objeto asegurar para ellas una vida digna y sin discriminación no pueden ser
llamadas medidas especiales de carácter temporal.
20.El párrafo 1 del artículo 4 indica expresamente el carácter “temporal” de dichas medidas especiales. Por
lo tanto, no debe considerarse que esas medidas son necesarias para siempre, aun cuando el sentido del
término “temporal” pueda, de hecho, dar lugar a la aplicación de dichas medidas durante un período
largo. La duración de una medida especial de carácter temporal se debe determinar teniendo en cuenta el
resultado funcional que tiene a los fines de la solución de un problema concreto y no estableciendo un
plazo determinado. Las medidas especiales de carácter temporal deben suspenderse cuando los resulta-
dos deseados se hayan alcanzado y se hayan mantenido durante un período de tiempo.
21.El término “especiales”, aunque se ajusta a la terminología empleada en el campo de los derechos
humanos, también debe ser explicado detenidamente. Su uso a veces describe a las mujeres y a otros
grupos objeto de discriminación como grupos débiles y vulnerables y que necesitan medidas extraordi-
narias o “especiales” para participar o competir en la sociedad. No obstante, el significado real del
término “especiales” en la formulación del párrafo 1 del artículo 4 es que las medidas están destinadas
a alcanzar un objetivo específico.
22.El término “medidas” abarca una amplia gama de instrumentos, políticas y prácticas de índole legisla-
tiva, ejecutiva, administrativa, y reglamentaria, como pueden ser los programas de divulgación o apo-
85 [Nota del Texto Original] Las palabras “acción afirmativa” se utilizan en los Estados Unidos de América y en varios documentos
de las Naciones Unidas, mientras que “acción positiva” tiene uso difundido en Europa y en muchos documentos de las Naciones
Unidas. No obstante, “acción positiva” se utiliza también en otro sentido en las normas internacionales sobre derechos humanos
para describir sobre “una acción positiva del Estado” (la obligación de un Estado de tomar medidas en contraposición de su
obligación de abstenerse de actuar). Por lo tanto, la expresión “acción positiva” es ambigua porque no abarca solamente
medidas especiales de carácter temporal en el sentido del párrafo 1 del artículo 4 de la Convención. Las expresiones “discrimi-
nación en sentido inverso” o “discriminación positiva” han sido criticadas por varios comentaristas por considerarlas incorrectas.
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yo; la asignación o reasignación de recursos; el trato preferencial; la determinación de metas en mate-
ria de contratación y promoción; los objetivos cuantitativos relacionados con plazos determinados; y
los sistemas de cuotas. La elección de una “medida” en particular dependerá del contexto en que se
aplique el párrafo 1 del artículo 4 y del objetivo concreto que se trate de lograr.
23.La adopción y la aplicación de medidas especiales de carácter temporal pueden dar lugar a un examen
de las cualificaciones y los méritos del grupo o las personas a las que van dirigidas y a una impugna-
ción de las preferencias concedidas a mujeres supuestamente menos cualificadas que hombres en
ámbitos como la política, la educación y el empleo. Dado que las medidas especiales de carácter
temporal tienen como finalidad acelerar el logro de la igualdad sustantiva o de facto, las cuestiones de
la cualificaciones y los méritos, en particular en el ámbito del empleo en el sector público y el privado,
tienen que examinarse detenidamente para ver si reflejan prejuicios de género, ya que vienen determi-
nadas por las normas y la cultura. En el proceso de nombramiento, selección o elección para el desem-
peño de cargos públicos y políticos, también es posible que haya que tener en cuenta otros factores
aparte de las cualificaciones y los méritos, incluida la aplicación de los principios de equidad demo-
crática y participación electoral.
24.El párrafo 1 del artículo 4, leído conjuntamente con los artículos 1, 2, 3, 5 y 24, debe aplicarse en relación
con los artículos 6 a 16 que estipulan que los Estados Partes “tomarán todas las medidas apropiadas”. Por
lo tanto, el Comité entiende que los Estados Partes tienen la obligación de adoptar y aplicar medidas
especiales de carácter temporal en relación con cualquiera de esos artículos si se puede demostrar que
dichas medidas son necesarias y apropiadas para acelerar el logro del objetivo general de la igualdad
sustantiva o de facto de la mujer o de un objetivo específico relacionado con esa igualdad.
IV. RECOMENDACIONES A LOS ESTADOS PARTES
(…)
27.Al aplicar medidas especiales de carácter temporal para acelerar el logro de la igualdad sustantiva o de
facto de la mujer, los Estados Partes deberán analizar el contexto de la situación de la mujer en todos
los ámbitos de la vida, así como en el ámbito específico al que vayan dirigidas esas medidas. Deberán
evaluar la posible repercusión de las medidas especiales de carácter temporal respecto de un objetivo
concreto en el contexto nacional y adoptar las medidas especiales de carácter temporal que consideren
más adecuadas para acelerar el logro de la igualdad sustantiva o de facto de la mujer.
28.Los Estados Partes deberán explicar las razones de la elección de un tipo de medida u otro. La justifica-
ción de la aplicación de dichas medidas deberá incluir una descripción de la situación real de la vida
de la mujer, incluidas las condiciones e influencias que conforman su vida y sus oportunidades, o de
un grupo específico de mujeres que sean objeto de formas múltiples de discriminación, cuya situación
trata de mejorar el Estado Parte de manera acelerada con la aplicación de dichas medidas especiales de
carácter temporal. Asimismo, deberá aclararse la relación que haya entre dichas medidas y las medidas
y los esfuerzos generales que se lleven a cabo para mejorar la situación de la mujer.
29.Los Estados Partes deberán dar explicaciones adecuadas en todos los casos en que no adopten medidas
especiales de carácter temporal. Esos casos no podrán justificarse simplemente alegando imposibilidad
de actuar o atribuyendo la inactividad a las fuerzas políticas o del mercado predominantes, como las
inherentes al sector privado, las organizaciones privadas o los partidos políticos. Se recuerda a los
Estados Partes que en el artículo 2 de la Convención, que debe considerarse junto con todos los demás
artículos, se establece la responsabilidad del Estado Parte por la conducta de dichas entidades.
(...)
31.Los Estados Partes deberán incluir en sus constituciones o en su legislación nacional disposiciones que
permitan adoptar medidas especiales de carácter temporal. El Comité recuerda a los Estados Partes que
la legislación, como las leyes generales que prohíben la discriminación, las leyes sobre la igualdad de
oportunidades o los decretos sobre la igualdad de la mujer, puede ofrecer orientación respecto del tipo
de medidas especiales de carácter temporal que deben aplicarse para lograr el objetivo o los objetivos
propuestos en determinados ámbitos. Esa orientación también puede figurar en legislación referente
específicamente al empleo o la educación. La legislación pertinente sobre la prohibición de la discri-
minación y las medidas especiales de carácter temporal debe ser aplicable al sector público y también
a las organizaciones o empresas privadas.
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32.El Comité señala a la atención de los Estados Partes el hecho de que las medidas especiales de carácter
temporal también pueden basarse en decretos, directivas sobre políticas o directrices administrativas
formulados y aprobados por órganos ejecutivos nacionales, regionales o locales aplicables al empleo
en el sector público y la educación. Esas medidas especiales de carácter temporal podrán incluir la
administración pública, la actividad política, la educación privada y el empleo. El Comité señala también
a la atención de los Estados Partes que dichas medidas también podrán ser negociadas entre los interlocutores
sociales del sector del empleo público o privado, o ser aplicadas de manera voluntaria por las empresas,
organizaciones e instituciones públicas o privadas, así como por los partidos políticos.
33.El Comité reitera que los planes de acción sobre medidas especiales de carácter temporal tienen que
ser elaborados, aplicados y evaluados en el contexto nacional concreto y teniendo en cuenta los ante-
cedentes particulares del problema que procuran resolver. El Comité recomienda que los Estados Partes
incluyan en sus informes detalles de los planes de acción que puedan tener como finalidad crear vías
de acceso para la mujer y superar su representación insuficiente en ámbitos concretos, redistribuir los
recursos y el poder en determinadas áreas y poner en marcha cambios institucionales para acabar con
la discriminación pasada o presente y acelerar el logro de la igualdad de facto. En los informes también
debe explicarse si esos planes de acción incluyen consideraciones sobre los posibles efectos colatera-
les perjudiciales imprevistos de esas medidas y sobre las posibles fórmulas para proteger a las mujeres
de ellos. Los Estados Partes también deberán describir en sus informes los resultados de las medidas
especiales de carácter temporal y evaluar las causas de su posible fracaso.
(…)
37.El Comité reitera sus Recomendaciones generales Nos. 5, 8 y 23, en las que recomendó la aplicación
de medidas especiales de carácter temporal en la educación, la economía, la política y el empleo,
respecto de la actuación de mujeres en la representación de sus gobiernos a nivel internacional y su
participación en la labor de las organizaciones internacionales y en la vida política y pública. Los
Estados Partes deben intensificar esos esfuerzos en el contexto nacional, especialmente en lo referente
a todos los aspectos de la educación a todos los niveles, así como a todos los aspectos y niveles de la
formación, el empleo y la representación en la vida pública y política. El Comité recuerda que en todos
los casos, pero en particular en el área de la salud, los Estados Partes deben distinguir claramente en
cada esfera qué medidas son de carácter permanente y cuáles son de carácter temporal.
38.Se recuerda a los Estados Partes que las medidas especiales de carácter temporal deberán adoptarse para
acelerar la modificación y la eliminación de prácticas culturales y actitudes y comportamientos estereotípicos
que discriminan a la mujer o la sitúan en posición de desventaja. También deberán aplicarse medidas
especiales de carácter temporal en relación con los créditos y préstamos, los deportes, la cultura y el espar-
cimiento y la divulgación de conocimientos jurídicos. Cuando sea necesario, esas medidas deberán estar
destinadas a las mujeres que son objeto de discriminación múltiple, incluidas las mujeres rurales.
39.Aunque quizás no sea posible aplicar medidas especiales de carácter temporal en relación con todos los
artículos de la Convención, el Comité recomienda que se considere la posibilidad de adoptarlas en todos
los casos en que se plantee la cuestión de acelerar el acceso a una participación igual, por un lado, y de
acelerar la redistribución del poder y de los recursos, por el otro, y cuando se pueda demostrar que estas
medidas son necesarias y absolutamente adecuadas en las circunstancias de que se trate86.
2. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales, incluso las contenidas en la presente
Convención, encaminadas a proteger la maternidad no se considerará discriminatoria.
30º Período de Sesiones (2004)
Recomendación general Nº 25
Párrafo 1 del artículo 4 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación
contra la mujer – Medidas especiales de carácter temporal
15.Hay una diferencia clara entre la finalidad de las “medidas especiales” a las que se hace referencia en el
párrafo 1 del artículo 4 y las del párrafo 2. La finalidad del párrafo 1 es acelerar la mejora de la situación
86 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 25 “Párrafo 1 del artículo 4 de la
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer – Medidas especiales de carácter
temporal”, en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por
Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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de la mujer para lograr su igualdad sustantiva o de facto con el hombre y realizar los cambios estructura-
les, sociales y culturales necesarios para corregir las formas y consecuencias pasadas y presentes de la
discriminación contra la mujer, así como compensarlas. Estas medidas son de carácter temporal.
16.El párrafo 2 del artículo 4 contempla un trato no idéntico de mujeres y hombres que se basa en diferen-
cias biológicas. Esas medidas tienen carácter permanente, por lo menos hasta que los conocimientos
científicos y tecnológicos a los que se hace referencia en el párrafo 3 del artículo 11 obliguen a
reconsiderarlas87.
Artículo 5
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para:
a) Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la
eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén
basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones
estereotipadas de hombres y mujeres;
Sexto Período de Sesiones (1987)
Recomendación general Nº 3
Campañas de educación y divulgación
El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer,
Considerando que desde 1983 ha examinado 34 informes de los Estados Partes,
Considerando además que, a pesar de que han provenido de Estados con diferentes niveles de desarrollo,
los informes contienen aspectos que revelan en distinto grado la existencia de ideas preconcebidas acerca
de la mujer, a causa de factores socioculturales que perpetúan la discriminación fundada en el sexo e
impiden la aplicación del artículo 5 de la Convención,
Insta a todos los Estados Partes a adoptar de manera efectiva programas de educación y divulgación que
contribuyan a eliminar los prejuicios y prácticas corrientes que obstaculizan la plena aplicación del prin-
cipio de igualdad social de la mujer88.
Noveno Período de Sesiones (1990)
Recomendación general Nº 14
Circuncisión femenina
El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer,
(…)
Recomienda a los Estados Partes:
a) Que adopten medidas apropiadas y eficaces encaminadas a erradicar la práctica de la circuncisión
femenina. Esas medidas podrían incluir lo siguiente:
i) La recopilación y difusión de datos básicos sobre esas prácticas tradicionales por las universidades,
las asociaciones de médicos o de enfermeras, las organizaciones nacionales de mujeres y otros
organismos;
ii) La prestación de apoyo, a nivel nacional y local, a las organizaciones de mujeres que trabajan en
favor de la eliminación de la circuncisión femenina y otras prácticas perjudiciales para la mujer;
87 Ibídem.
88 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 3 “Campañas de Educación y
Divulgación” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por
Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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iii) El aliento a los políticos, profesionales, dirigentes religiosos y comunitarios en todos los niveles,
entre ellos, los medios de difusión y las artes para que contribuyan a modificar el modo de pensar
respecto de la erradicación de la circuncisión femenina;
iv) La organización de programas y seminarios adecuados de enseñanza y de capacitación basados en
los resultados de las investigaciones sobre los problemas que produce la circuncisión femenina;
b) Que incluyan en sus políticas nacionales de salud estrategias adecuadas orientadas a erradicar la cir-
cuncisión femenina de los programas de atención de la salud pública. Esas estrategias podrían com-
prender la responsabilidad especial que incumbe al personal sanitario, incluidas las parteras tradicio-
nales, en lo que se refiere a explicar los efectos perjudiciales de la circuncisión femenina;
c) Que soliciten asistencia, información y asesoramiento a las organizaciones pertinentes del sistema de
las Naciones Unidas para apoyar los esfuerzos para eliminar las prácticas tradicionales perjudiciales;
d) Que incluyan en sus informes al Comité, con arreglo a los artículos 10 y 12 de la Convención sobre la
eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, información acerca de las medidas
adoptadas para eliminar la circuncisión femenina89.
30º Período de Sesiones (2004)
Recomendación general Nº 25
Párrafo 1 del artículo 4 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación
contra la mujer – Medidas especiales de carácter temporal
(…)
10.La situación de la mujer no mejorará mientras las causas subyacentes de la discriminación contra ella
y de su desigualdad no se aborden de manera efectiva. La vida de la mujer y la vida del hombre deben
enfocarse teniendo en cuenta su contexto y deben adoptarse medidas para transformar realmente las
oportunidades, las instituciones y los sistemas de modo que dejen de basarse en pautas de vida y
paradigmas de poder masculinos determinados históricamente.
11.Las necesidades y experiencias permanentes determinadas biológicamente de la mujer deben distin-
guirse de otras necesidades que pueden ser el resultado de la discriminación pasada y presente come-
tida contra la mujer por personas concretas, de la ideología de género dominante o de manifestaciones
de dicha discriminación en estructuras e instituciones sociales y culturales. Conforme se vayan adop-
tando medidas para eliminar la discriminación contra la mujer, sus necesidades pueden cambiar o
desaparecer o convertirse en necesidades tanto para el hombre como la mujer. Por ello, es necesario
mantener en examen continuo las leyes, los programas y las prácticas encaminados al logro de la
igualdad sustantiva o de facto de la mujer a fin de evitar la perpetuación de un trato no idéntico que
quizás ya no se justifique90.
b) Garantizar que la educación familiar incluya una comprensión adecuada de la maternidad como
función social y el reconocimiento de la responsabilidad común de hombres y mujeres en cuanto
a la educación y al desarrollo de sus hijos, en la inteligencia de que el interés de los hijos constituirá
la consideración primordial en todos los casos.
89 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 14 “Circuncisión Femenina” en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
90 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 25 “Párrafo 1 del artículo 4 de la
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer – Medidas especiales de carácter
temporal”, en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por
Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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30º Período de Sesiones (2004)
Recomendación general Nº 25
Párrafo 1 del artículo 4 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación
contra la mujer – Medidas especiales de carácter temporal
(…)
6. Una lectura conjunta de los artículos 1 a 5 y 24, que constituyen el marco interpretativo general de
todos los artículos sustantivos de la Convención, indica que hay tres obligaciones que son fundamen-
tales en la labor de los Estados Partes de eliminar la discriminación contra la mujer. Estas obligaciones
deben cumplirse en forma integrada y trascienden la simple obligación jurídica formal de la igualdad
de trato entre la mujer y el hombre.
7. En primer lugar, los Estados Partes tienen la obligación de garantizar que no haya discriminación direc-
ta ni indirecta91 contra la mujer en las leyes y que, en el ámbito público y el privado, la mujer esté
protegida contra la discriminación -que puedan cometer las autoridades públicas, los jueces, las orga-
nizaciones, las empresas o los particulares- por tribunales competentes y por la existencia de sanciones
y otras formas de reparación. La segunda obligación de los Estados Partes es mejorar la situación de
facto de la mujer adoptando políticas y programas concretos y eficaces. En tercer lugar los Estados
Partes están obligados a hacer frente a las relaciones prevalecientes entre los géneros92  y a la persisten-
cia de estereotipos basados en el género que afectan a la mujer no sólo a través de actos individuales
sino también porque se reflejan en las leyes y las estructuras e instituciones jurídicas y sociales93.
Artículo 6
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para suprimir
todas las formas de trata de mujeres y explotación de la prostitución de la mujer.
11º Período de Sesiones (1992)
Recomendación general Nº 19
La violencia contra la mujer
(…)
14.La pobreza y el desempleo aumentan las oportunidades de trata. Además de las formas establecidas,
hay nuevas formas de explotación sexual, como el turismo sexual, la contratación de trabajadoras
domésticas de países en desarrollo en los países desarrollados y el casamiento de mujeres de los países
en desarrollo con extranjeros. Estas prácticas son incompatibles con la igualdad de derechos y con el
respeto a los derechos y la dignidad de las mujeres y las ponen en situaciones especiales de riesgo de
sufrir violencia y malos tratos.
91 [Nota del Texto Original] Puede haber discriminación indirecta contra la mujer cuando las leyes, las políticas y los programas se
basan en criterios que aparentemente son neutros desde el punto de vista del género pero que, de hecho, repercuten negativamen-
te en la mujer. Las leyes, las políticas y los programas que son neutros desde el punto de vista del género pueden, sin proponérselo,
perpetuar las consecuencias de la discriminación pasada. Pueden elaborarse tomando como ejemplo, de manera inadvertida,
estilos de vida masculinos y así no tener en cuenta aspectos de la vida de la mujer que pueden diferir de los del hombre. Estas
diferencias pueden existir como consecuencia de expectativas, actitudes y comportamientos estereotípicos hacia la mujer que se
basan en las diferencias biológicas entre los sexos. También pueden deberse a la subordinación generalizada de la mujer al hombre.
92 [Nota del Texto Original] “El género se define como los significados sociales que se confieren a las diferencias biológicas entre los
sexos. Es un producto ideológico y cultural aunque también se reproduce en el ámbito de las prácticas físicas; a su vez, influye en
los resultados de tales prácticas. Afecta la distribución de los recursos, la riqueza, el trabajo, la adopción de decisiones y el poder
político, y el disfrute de los derechos dentro de la familia y en la vida pública. Pese a las variantes que existen según las culturas y
la época, las relaciones de género en todo el mundo entrañan una asimetría de poder entre el hombre y la mujer como característica
profunda. Así pues, el género produce estratos sociales y, en ese sentido, se asemeja a otras fuentes de estratos como la raza, la
clase, la etnicidad, la sexualidad y la edad. Nos ayuda a comprender la estructura social de la identidad de las personas según su
género y la estructura desigual del poder vinculada a la relación entre los sexos”. Estudio Mundial sobre el papel de la mujer en el
desarrollo, 1999: Mundialización, género y trabajo, Naciones Unidas, Nueva York, 1999, pág. 8.
93 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 25 “Párrafo 1 del artículo 4 de la
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer – Medidas especiales de carácter
temporal”, en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por
Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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15.La pobreza y el desempleo obligan a muchas mujeres, incluso a muchachas, a prostituirse. Las prosti-
tutas son especialmente vulnerables a la violencia porque su condición, que puede ser ilícita, tiende a
marginarlas. Necesitan la protección de la ley contra la violación y otras formas de violencia.
16.Las guerras, los conflictos armados y la ocupación de territorios conducen frecuentemente a un aumen-
to de la prostitución, la trata de mujeres y actos de agresión sexual contra la mujer, que requiere la
adopción de medidas protectoras y punitivas94.
PARTE II
Artículo 7
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la
mujer en la vida política y pública del país y, en particular, garantizarán a las mujeres, en igualdad de
condiciones con los hombres, el derecho a:
16º Período de Sesiones (1997)
Recomendación general Nº 23
Vida política y pública
(…)
5. En virtud del artículo 7, los Estados Partes aceptan tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la
discriminación contra la mujer en la vida política y pública y asegurar que disfrute en ella de igualdad
con el hombre. La obligación especificada en este artículo abarca todas las esferas de la vida pública y
política y no se limita a las indicadas en los incisos a), b) y c) del párrafo. La vida política y pública de
un país es un concepto amplio. Se refiere al ejercicio del poder político, en particular al ejercicio de los
poderes legislativo, judicial, ejecutivo y administrativo. El término abarca todos los aspectos de la
administración pública y la formulación y ejecución de la política a los niveles internacional, nacional,
regional y local. El concepto abarca también muchos aspectos de la sociedad civil, entre ellos, las
juntas públicas y los consejos locales y las actividades de organizaciones como son los partidos políti-
cos, los sindicatos, las asociaciones profesionales o industriales, las organizaciones femeninas, las
organizaciones comunitarias y otras organizaciones que se ocupan de la vida pública y política.
6. La Convención prevé que, para que sea efectiva, esa igualdad se logre en un régimen político en el que
cada ciudadano disfrute del derecho a votar y a ser elegido en elecciones periódicas legítimas celebra-
das sobre la base del sufragio universal y el voto secreto, de manera tal que se garantice la libre expre-
sión de la voluntad del electorado, tal y como se establece en instrumentos internacionales de dere-
chos humanos, como en el artículo 21 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y el artículo
25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.
7. La insistencia expresada en la Convención acerca de la importancia de la igualdad de oportunidades y
de la participación en la vida pública y la toma de decisiones ha llevado al Comité a volver a examinar
el artículo 7 y a sugerir a los Estados Partes que, en el examen de su legislación y sus políticas y en la
presentación de informes en relación con la Convención, tengan en cuenta las observaciones y reco-
mendaciones que figuran a continuación.
COMENTARIO
8. Las esferas pública y privada de la actividad humana siempre se han considerado distintas y se han
reglamentado en consecuencia. Invariablemente, se han asignado a la mujer funciones en la esfera
privada o doméstica vinculadas con la procreación y la crianza de los hijos mientras que en todas las
sociedades estas actividades se han tratado como inferiores. En cambio, la vida pública, que goza de
respeto y prestigio, abarca una amplia gama de actividades fuera de la esfera privada y doméstica.
Históricamente, el hombre ha dominado la vida pública y a la vez ha ejercido el poder hasta circuns-
cribir y subordinar a la mujer al ámbito privado.
94 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 19 “La Violencia Contra la Mujer” en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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9. Pese a la función central que ha desempeñado en el sostén de la familia y la sociedad y a su contribu-
ción al desarrollo, la mujer se ha visto excluida de la vida política y del proceso de adopción de
decisiones que determinan, sin embargo, las modalidades de la vida cotidiana y el futuro de las socie-
dades. En tiempos de crisis sobre todo, esta exclusión ha silenciado la voz de la mujer y ha hecho
invisibles su contribución y su experiencia.
10.En todas las naciones, los factores más importantes que han impedido la capacidad de la mujer para
participar en la vida pública han sido los valores culturales y las creencias religiosas, la falta de servi-
cios y el hecho de que el hombre no ha participado en la organización del hogar ni en el cuidado y la
crianza de los hijos. En todos los países, las tradiciones culturales y las creencias religiosas han cumpli-
do un papel en el confinamiento de la mujer a actividades del ámbito privado y la han excluido de la
vida pública activa.
11.Si se liberara de algunas de las faenas domésticas, participaría más plenamente en la vida de su comuni-
dad. Su dependencia económica del hombre suele impedirle adoptar decisiones importantes de carácter
político o participar activamente en la vida pública. Su doble carga de trabajo y su dependencia econó-
mica, sumadas a las largas o inflexibles horas de trabajo público y político, impiden que sea más activa.
12.La creación de estereotipos, hasta en los medios de información, limita la vida política de la mujer a
cuestiones como el medio ambiente, la infancia y la salud y la excluye de responsabilidades en materia
de finanzas, control presupuestario y solución de conflictos. La poca participación de la mujer en las
profesiones de donde proceden los políticos pueden crear otro obstáculo. El ejercicio del poder por la
mujer en algunos países tal vez sea más un producto de la influencia que han ejercido sus padres,
esposos o familiares varones que del éxito electoral por derecho propio.
REGÍMENES POLÍTICOS
13.El principio de igualdad entre la mujer y el hombre se ha afirmado en las constituciones y la legislación
de la mayor parte de los países, así como en todos los instrumentos internacionales. No obstante, en
los últimos 50 años, la mujer no ha alcanzado la igualdad; su desigualdad, por otra parte, se ha visto
reafirmada por su poca participación en la vida pública y política. Las políticas y las decisiones que son
factura exclusiva del hombre reflejan sólo una parte de la experiencia y las posibilidades humanas. La
organización justa y eficaz de la sociedad exige la inclusión y participación de todos sus miembros.
14.Ningún régimen político ha conferido a la mujer el derecho ni el beneficio de una participación plena
en condiciones de igualdad. Si bien los regímenes democráticos han aumentado las oportunidades de
participación de la mujer en la vida política, las innumerables barreras económicas, sociales y cultura-
les que aún se le interponen han limitado seriamente esa participación. Ni siquiera las democracias
históricamente estables han podido integrar plenamente y en condiciones de igualdad las opiniones y
los intereses de la mitad femenina de la población. No puede llamarse democrática una sociedad en la
que la mujer esté excluida de la vida pública y del proceso de adopción de decisiones. El concepto de
democracia tendrá significación real y dinámica, además de un efecto perdurable, sólo cuando hom-
bres y mujeres compartan la adopción de decisiones políticas y cuando los intereses de ambos se
tengan en cuenta por igual. El examen de los informes de los Estados Partes demuestra que dondequiera
que la mujer participa plenamente y en condiciones de igualdad en la vida pública y la adopción de
decisiones mejora el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de la Convención.
MEDIDAS ESPECIALES DE CARÁCTER TEMPORAL
15.La eliminación de las barreras jurídicas, aunque necesaria, no es suficiente. La falta de una participa-
ción plena e igual de la mujer puede no ser deliberada, sino obedecer a prácticas y procedimientos
trasnochados, con los que de manera inadvertida se promueve al hombre. El artículo 4 de la Conven-
ción alienta a la utilización de medidas especiales de carácter temporal para dar pleno cumplimiento
a los artículos 7 y 8. Dondequiera que se han aplicado estrategias efectivas de carácter temporal para
tratar de lograr la igualdad de participación, se ha aplicado una variedad de medidas que abarcan la
contratación, la prestación de asistencia financiera y la capacitación de candidatas, se han enmendado
los procedimientos electorales, se han realizado campañas dirigidas a lograr la participación en condi-
ciones de igualdad, se han fijado metas en cifras y cupos y se ha nombrado a mujeres en cargos
públicos, por ejemplo, en el poder judicial u otros grupos profesionales que desempeñan una función
esencial en la vida cotidiana de todas las sociedades. La eliminación oficial de barreras y la introduc-
ción de medidas especiales de carácter temporal para alentar la participación, en pie de igualdad, tanto
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de hombres como de mujeres en la vida pública de sus sociedades son condiciones previas indispen-
sables de la verdadera igualdad en la vida política. No obstante, para superar siglos de dominación
masculina en la vida pública, la mujer necesita también del estímulo y el apoyo de todos los sectores
de la sociedad si desea alcanzar una participación plena y efectiva, y esa tarea deben dirigirla los
Estados Partes en la Convención, así como los partidos políticos y los funcionarios públicos. Los Esta-
dos Partes tienen la obligación de garantizar que las medidas especiales de carácter temporal se orien-
ten claramente a apoyar el principio de igualdad y, por consiguiente, cumplan los principios constitu-
cionales que garantizan la igualdad de todos los ciudadanos.
RESUMEN
16.La cuestión fundamental, que se destaca en la Plataforma de Acción de Beijing, es la disparidad entre
la participación de jure y de facto de la mujer en la política y la vida pública en general (es decir, entre
el derecho y la realidad de esa participación). Las investigaciones realizadas demuestran que si su
participación alcanza entre el 30 y el 35% (que por lo general se califica de “masa crítica”), entonces
puede tener verdaderas repercusiones en el estilo político y en el contenido de las decisiones y la
renovación de la vida política.
17.Para alcanzar una amplia representación en la vida pública, las mujeres deben gozar de igualdad plena
en el ejercicio del poder político y económico; deben participar cabalmente, en condiciones de igualdad,
en el proceso de adopción de decisiones en todos los planos, tanto nacional como internacional, de
modo que puedan aportar su contribución a alcanzar la igualdad, el desarrollo y la paz. Es indispensable
una perspectiva de género para alcanzar estas metas y asegurar una verdadera democracia. Por estas
razones, es indispensable hacer que la mujer participe en la vida pública, para aprovechar su contribu-
ción, garantizar que se protejan sus intereses y cumplir con la garantía de que el disfrute de los derechos
humanos es universal, sin tener en cuenta el sexo de la persona. La participación plena de la mujer es
fundamental, no solamente para su potenciación, sino también para el adelanto de toda la sociedad.
(…)
Recomendaciones
ARTÍCULOS 7 Y 8
41.Los Estados Partes deben garantizar que sus constituciones y su legislación se ajusten a los principios de
la Convención, en particular, a los artículos 7 y 8.
42.Los Estados Partes están obligados a adoptar todas las medidas apropiadas, hasta promulgar la legislación
correspondiente que se ajuste a la Constitución, a fin de garantizar que organizaciones como los partidos
políticos y los sindicatos, a las que tal vez no se extiendan directamente las obligaciones en virtud de la
Convención, no discriminen a las mujeres y respeten los principios contenidos en los artículos 7 y 8.
43.Los Estados Partes deben idear y ejecutar medidas temporales especiales para garantizar la igualdad de
representación de las mujeres en todas las esferas que abarcan los artículos 7 y 8.
44.Los Estados Partes deben explicar la razón de ser de las reservas a los artículos 7 y 8, y los efectos de
esas reservas, e indicar si éstas reflejan actitudes basadas en la tradición, las costumbres o estereotipos
en cuanto a la función de las mujeres en la sociedad, así como las medidas que están adoptando los
Estados Partes para modificar tales actitudes. Los Estados Partes deben mantener bajo examen la nece-
sidad de estas reservas e incluir en sus informes las fechas para retirarlas.
ARTÍCULO 7
45.Las medidas que hay que idear, ejecutar y supervisar para lograr la eficacia incluyen, en virtud del
párrafo a) del artículo 7, las que tienen por objeto:
a) Lograr un equilibrio entre mujeres y hombres que ocupen cargos de elección pública;
b) Asegurar que las mujeres entiendan su derecho al voto, la importancia de este derecho y la forma de
ejercerlo;
c) Asegurar la eliminación de los obstáculos a la igualdad, entre ellos, los que se derivan del analfabetis-
mo, el idioma, la pobreza o los impedimentos al ejercicio de la libertad de circulación de las mujeres;
d) Ayudar a las mujeres que tienen estas desventajas a ejercer su derecho a votar y a ser elegidas.
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46.Las medidas en virtud del párrafo b) del artículo 7 incluyen las que están destinadas a asegurar:
a) La igualdad de representación de las mujeres en la formulación de la política gubernamental;
b) Su goce efectivo de la igualdad de derechos a ocupar cargos públicos;
c) Su contratación de modo abierto, con la posibilidad de apelación.
47.Las medidas en virtud del párrafo c) del artículo 7, incluyen las que están destinadas a:
a) Asegurar la promulgación de una legislación eficaz que prohíba la discriminación de las mujeres;
b) Alentar a las organizaciones no gubernamentales y a las asociaciones públicas y políticas a que adop-
ten estrategias para fomentar la representación y la participación de las mujeres en sus actividades.
48.Al informar sobre el artículo 7, los Estados Partes deben:
a) Describir las disposiciones legislativas que hacen efectivos los derechos contenidos en el artículo 7;
b) Proporcionar detalles sobre las limitaciones de esos derechos, tanto si se derivan de disposiciones
legislativas como si son consecuencia de prácticas tradicionales, religiosas o culturales;
c) Describir las medidas introducidas para superar los obstáculos al ejercicio de esos derechos;
d) Incluir datos estadísticos, desglosados por sexo, relativos al porcentaje de mujeres y hombres que
disfrutan de ellos;
e) Describir los tipos de políticas, las relacionadas con programas de desarrollo inclusive, en cuya
formulación participen las mujeres y el grado y la amplitud de esa participación;
f) En relación con el párrafo c) del artículo 7, describir en qué medida las mujeres participan en las
organizaciones no gubernamentales en sus países, en las organizaciones femeninas inclusive;
g) Analizar la medida en que el Estado Parte asegura que se consulte a esas organizaciones y las
repercusiones de su asesoramiento a todos los niveles de la formulación y ejecución de las políticas
gubernamentales;
h) Proporcionar información sobre la representación insuficiente de mujeres en calidad de miembros
o responsables de los partidos políticos, los sindicatos, las organizaciones patronales y las asocia-
ciones profesionales y analizar los factores que contribuyen a ello95.
a) Votar en todas las elecciones y referéndums públicos y ser elegibles para todos los organismos
cuyos miembros sean objeto de elecciones públicas;
16º Período de Sesiones (1997)
Recomendación general Nº 23
Vida política y pública
(…)
DERECHO A VOTAR Y A SER ELEGIDO (INCISO A) DEL ARTÍCULO 7
18.La Convención obliga a los Estados Partes a que, en sus constituciones o legislación, adopten las medi-
das apropiadas para garantizar que las mujeres, en igualdad de condiciones con los hombres, disfruten
del derecho de voto en todas las elecciones y referéndums, y el derecho a ser elegidas. Este derecho
debe poder ejercerse tanto de jure como de facto.
19.El examen de los informes de los Estados Partes revela que, si bien la mayoría de ellos han aprobado
disposiciones constitucionales y disposiciones jurídicas de otro tipo que reconocen a la mujer y al
hombre el derecho igual a votar en todas las elecciones y referéndums públicos, en muchas naciones
las mujeres siguen tropezando con dificultades para ejercer este derecho.
95 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 23 “Vida Política y Pública” en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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20.Entre los factores que obstaculizan el ejercicio de ese derecho figuran los siguientes:
a) Las mujeres reciben menos información que los hombres sobre los candidatos y sobre los progra-
mas de los partidos políticos y los procedimientos de voto, información que los gobiernos y los
partidos políticos no han sabido proporcionar. Otros factores importantes que impiden el ejercicio
del derecho de la mujer al voto de manera plena y en condiciones de igualdad son el analfabetismo
y el desconocimiento e incomprensión de los sistemas políticos o de las repercusiones que las
iniciativas y normas políticas tendrán en su vida. Como no comprenden los derechos, las responsa-
bilidades y las oportunidades de cambio que les otorga el derecho a votar, las mujeres no siempre se
inscriben para ejercer su derecho de voto.
b) La doble carga de trabajo de la mujer y los apuros económicos limitan el tiempo o la oportunidad
que puede tener de seguir las campañas electorales y ejercer con plena libertad su derecho de voto.
c) En muchas naciones, las tradiciones y los estereotipos sociales y culturales se utilizan para disuadir
a la mujer de ejercer su derecho de voto. Muchos hombres ejercen influencia o control sobre el voto
de la mujer, ya sea por persuasión o por acción directa, llegando hasta votar en su lugar. Deben
impedirse semejantes prácticas.
d) Entre otros factores que en algunos países entorpecen la participación de la mujer en la vida pública
o política de su comunidad figuran las restricciones a su libertad de circulación o a su derecho a la
participación, la prevalencia de actitudes negativas respecto de la participación política de la mujer,
o la falta de confianza del electorado en las candidatas o de apoyo de éstas. Además, algunas
mujeres consideran poco agradable meterse en política y evitan participar en campañas.
21.Estos factores explican, por lo menos en parte, la paradoja de que las mujeres, que son la mitad de los
electores, no ejercen su poder político ni forman agrupaciones que promoverían sus intereses o cam-
biarían el gobierno, o eliminarían las políticas discriminatorias.
22.El sistema electoral, la distribución de escaños en el Parlamento y la elección de la circunscripción
inciden de manera significativa en la proporción de mujeres elegidas al Parlamento. Los partidos polí-
ticos deben adoptar los principios de igualdad de oportunidades y democracia e intentar lograr un
equilibrio entre el número de candidatos y candidatas.
23.El disfrute del derecho de voto por la mujer no debe ser objeto de limitaciones o condiciones que no se
aplican a los hombres, o que tienen repercusiones desproporcionadas para ella. Por ejemplo, no sólo
es desmedido limitar el derecho de voto a las personas que tienen un determinado grado de educación,
poseen un mínimo de bienes, o saben leer y escribir, sino que puede ser una violación de la garantía
universal de los derechos humanos. También es probable que tenga efectos desproporcionados para la
mujer, lo que contravendría las disposiciones de la Convención96.
b) Participar en la formulación de las políticas gubernamentales y en la ejecución de éstas, y ocupar
cargos públicos y ejercer todas las funciones públicas en todos los planos gubernamentales;
16º Período de Sesiones (1997)
Recomendación general Nº 23
Vida política y pública
(…)
DERECHO A PARTICIPAR EN LA FORMULACIÓN DE LAS POLÍTICAS GUBERNAMENTALES (INCISO B) DEL ARTÍCULO 7)
24.La participación de la mujer en la formulación de políticas gubernamentales sigue siendo en general
reducida, si bien se han logrado avances considerables y algunos países han alcanzado la igualdad. En
cambio, en muchos países la participación de la mujer de hecho se ha reducido.
25.En el inciso b) del artículo 7, se pide también a los Estados Partes que garanticen a la mujer el derecho
a la participación plena en la formulación de políticas gubernamentales y en su ejecución en todos los
sectores y a todos los niveles, lo cual facilitaría la integración de las cuestiones relacionadas con los
sexos como tales en las actividades principales y contribuiría a crear una perspectiva de género en la
formulación de políticas gubernamentales.
96 Ibídem.
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26.Los Estados Partes tienen la responsabilidad, dentro de los límites de sus posibilidades, de nombrar a
mujeres en cargos ejecutivos superiores y, naturalmente, de consultar y pedir asesoramiento a grupos
que sean ampliamente representativos de sus opiniones e intereses.
27.Además, los Estados Partes tienen la obligación de garantizar que se determine cuáles son los obstácu-
los a la plena participación de la mujer en la formulación de la política gubernamental y de que se
superen. Entre esos obstáculos se encuentran la satisfacción cuando se nombra a mujeres en cargos
simbólicos y las actitudes tradicionales y costumbres que desalientan la participación de la mujer. La
política gubernamental no puede ser amplia y eficaz a menos que la mujer esté ampliamente represen-
tada en las categorías superiores de gobierno y se le consulte adecuadamente.
28.Aunque los Estados Partes tienen en general el poder necesario para nombrar a mujeres en cargos
superiores de gabinete y puestos administrativos, los partidos políticos por su parte también tienen la
responsabilidad de garantizar que sean incluidas en las listas partidistas y se propongan candidatas a
elecciones en distritos en donde tengan posibilidades de ser elegidas. Los Estados Partes también deben
asegurar que se nombren mujeres en órganos de asesoramiento gubernamental, en igualdad de condi-
ciones con el hombre, y que estos órganos tengan en cuenta, según proceda, las opiniones de grupos
representativos de la mujer. Incumbe a los gobiernos la responsabilidad fundamental de alentar estas
iniciativas para dirigir y orientar la opinión pública y modificar actitudes que discriminan contra la
mujer o desalientan su participación en la vida política y pública.
29.Varios Estados Partes han adoptado medidas encaminadas a garantizar la presencia de la mujer en los
cargos elevados del gobierno y la administración y en los órganos de asesoramiento gubernamental,
tales como: una norma según la cual, en el caso de candidatos igualmente calificados, se dará prefe-
rencia a una mujer; una norma en virtud de la cual ninguno de los sexos constituirá menos del 40% de
los miembros de un órgano público; un cupo para mujeres en el gabinete y en puestos públicos, y
consultas con organizaciones femeninas para garantizar que se nombre a mujeres idóneas a puestos en
organismos públicos y como titulares de cargos públicos y la creación y mantenimiento de registros de
mujeres idóneas, con objeto de facilitar su nombramiento a órganos y cargos públicos. Cuando las
organizaciones privadas presenten candidaturas para órganos asesores, los Estados Partes deberán
alentarlas a que nombren mujeres calificadas e idóneas.
DERECHO A OCUPAR CARGOS PÚBLICOS Y A EJERCER TODAS LAS FUNCIONES PÚBLICAS (PÁRRAFO B) DEL ARTÍCULO 7)
30.El examen de los informes de los Estados Partes pone de manifiesto que la mujer está excluida del
desempeño de altos cargos en el gobierno, la administración pública, la judicatura y los sistemas
judiciales. Pocas veces se nombra a mujeres para desempeñar estos cargos superiores o de influencia y,
en tanto que su número tal vez aumente en algunos países a nivel inferior y en cargos que suelen
guardar relación con el hogar y la familia, constituyen una reducida minoría en los cargos que entrañan
la adopción de decisiones relacionadas con la política o el desarrollo económicos, los asuntos políti-
cos, la defensa, las misiones de mantenimiento de la paz, la solución de conflictos y la interpretación
y determinación de normas constitucionales.
31.El examen de los informes de los Estados Partes revela que, en ciertos casos, la ley excluye a la mujer
del ejercicio de sus derechos de sucesión al trono, de actuar como juez en los tribunales religiosos o
tradicionales con jurisdicción en nombre del Estado o de participar plenamente en la esfera militar.
Estas disposiciones discriminan contra la mujer, niegan a la sociedad las ventajas que traerían consigo
su participación y sus conocimientos en tales esferas de la vida de sus comunidades y contravienen los
principios de la Convención97.
c) Participar en organizaciones y en asociaciones no gubernamentales que se ocupen de la vida públi-
ca y política del país.
97 Ibídem.
108
Las Convenciones Internacionales de Derechos Humanos y la Perspectiva de Género
16º Período de Sesiones (1997)
Recomendación general Nº 23
Vida política y pública
(…)
EL DERECHO A PARTICIPAR EN ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES Y EN ASOCIACIONES PÚBLICAS Y POLÍTICAS (INCISO C)
DEL ARTÍCULO 7)
32.Un examen de los informes de los Estados Partes revela que, en las pocas ocasiones en que se suminis-
tra información relativa a los partidos políticos, la mujer no está debidamente representada o se ocupa
mayoritariamente de funciones menos influyentes que el hombre. Dado que los partidos políticos son
un importante vehículo de transmisión de funciones en la adopción de decisiones, los gobiernos debe-
rían alentarlos a que examinaran en qué medida la mujer participa plenamente en sus actividades en
condiciones de igualdad y, de no ser así, a que determinaran las razones que lo explican. Se debería
alentar a los partidos políticos a que adoptaran medidas eficaces, entre ellas suministrar información y
recursos financieros o de otra índole, para superar los obstáculos a la plena participación y representa-
ción de la mujer y a que garantizaran a la mujer igualdad de oportunidades en la práctica para prestar
servicios como funcionaria del partido y ser propuesta como candidata en las elecciones.
33.Entre las medidas que han adoptado algunos partidos políticos figura la de reservar un número o un
porcentaje mínimo de puestos en sus órganos ejecutivos para la mujer al tiempo que garantizan un
equilibrio entre el número de candidatos y candidatas propuestos y asegurar que no se asigne invariable-
mente a la mujer a circunscripciones menos favorables o a los puestos menos ventajosos en la lista del
partido. Los Estados Partes deberían asegurar que en la legislación contra la discriminación o en otras
garantías constitucionales de la igualdad se prevean esas medidas especiales de carácter temporal.
34.Otras organizaciones, como los sindicatos y los partidos políticos, tienen la obligación de demostrar su
defensa del principio de la igualdad entre los sexos en sus estatutos, en la aplicación de sus reglamen-
tos y en la composición de sus miembros con una representación equilibrada de ambos en sus juntas
ejecutivas, de manera que estos órganos puedan beneficiarse de la participación plena, en condiciones
de igualdad, de todos los sectores de la sociedad y de las contribuciones que hagan ambos sexos. Estas
organizaciones también constituyen un valioso entorno para que la mujer aprenda la política, la parti-
cipación y la dirección, como lo hacen las organizaciones no gubernamentales98.
Artículo 8
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar a la mujer, en igualdad de
condiciones con el hombre y sin discriminación alguna, la oportunidad de representar a su gobierno
en el plano internacional y de participar en la labor de las organizaciones internacionales.
Séptimo Período de Sesiones (1988)
Recomendación general Nº 8
Aplicación del artículo 8 de la Convención
El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer,
(…)
Recomienda a los Estados Partes que adopten otras medidas directas de conformidad con el artículo 4 de
la Convención a fin de conseguir la plena aplicación del artículo 8 de la Convención y garantizar a la
mujer, en igualdad de condiciones con el hombre y sin discriminación alguna, las oportunidades de repre-
sentar a su gobierno en el plano internacional y de participar en las actividades de las organizaciones
internacionales99.
98 Ibídem.
99 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 8 “Aplicación del Artículo 8 dela
Convención” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por
Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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16º Período de Sesiones (1997)
Recomendación general Nº 23
Vida política y pública
(…)
35.En virtud del artículo 8, los gobiernos deben garantizar la presencia de la mujer en todos los niveles y
esferas de las relaciones internacionales, lo que exige que se las incluya en la representación de su
gobierno en cuestiones económicas y militares, en la diplomacia bilateral y multilateral y en las dele-
gaciones oficiales que asisten a conferencias regionales e internacionales.
36.Al examinarse los informes de los Estados Partes, queda claro que el número de mujeres en el servicio
diplomático de la mayoría de los países es inquietantemente bajo, en particular en los puestos de mayor
categoría. Se tiende a destinarlas a las embajadas que tienen menor importancia para las relaciones
exteriores del país y, en algunos casos, la discriminación en los nombramientos consiste en establecer
restricciones vinculadas con su estado civil. En otros casos, se les niegan prestaciones familiares y maritales
que se conceden a los diplomáticos varones en puestos equivalentes. A menudo se les niegan oportunida-
des de contratación en el extranjero basándose en conjeturas acerca de sus responsabilidades domésti-
cas, la de que el cuidado de familiares a cargo les impedirá aceptar el nombramiento inclusive.
37.Muchas misiones permanentes ante las Naciones Unidas y ante otras organizaciones internacionales
no cuentan con mujeres entre su personal diplomático y son muy pocas las mujeres que ocupan cargos
superiores. La situación no difiere en las reuniones y conferencias de expertos que establecen metas,
programas y prioridades internacionales o mundiales. Las organizaciones del sistema de las Naciones
Unidas y varias instancias económicas, políticas y militares a nivel regional emplean a una cantidad
importante de funcionarios públicos internacionales, pero aquí también las mujeres constituyen una
minoría y ocupan cargos de categoría inferior.
38.Hay pocas oportunidades para hombres y mujeres de representar a su gobierno en el plano internacio-
nal y de participar en la labor de las organizaciones internacionales en igualdad de condiciones, por-
que a menudo no se siguen criterios y procesos objetivos de nombramiento y promoción a puestos
importantes o delegaciones oficiales.
39.El fenómeno actual de la mundialización hace que la inclusión de la mujer y su participación en las
organizaciones internacionales, en igualdad de condiciones con el hombre, sea cada vez más impor-
tante. Incumbe a todos los gobiernos de manera insoslayable integrar una perspectiva de género y los
derechos humanos de la mujer en los programas de todos los órganos internacionales. Muchas decisio-
nes fundamentales sobre asuntos mundiales, como el establecimiento de la paz y la solución de con-
flictos, los gastos militares y el desarme nuclear, el desarrollo y el medio ambiente, la ayuda exterior y
la reestructuración económica, se adoptan con escasa participación de la mujer, en marcado contraste
con el papel que le cabe en las mismas esferas a nivel no gubernamental.
40.La inclusión de una masa crítica de mujeres en las negociaciones internacionales, las actividades de
mantenimiento de la paz, todos los niveles de la diplomacia preventiva, la mediación, la asistencia
humanitaria, la reconciliación social, las negociaciones de paz y el sistema internacional de justicia
penal cambiará las cosas. Al considerar los conflictos armados y de otro tipo, la perspectiva y el análisis




ARTÍCULOS 7 Y 8
41.Los Estados Partes deben garantizar que sus constituciones y su legislación se ajusten a los principios de
la Convención, en particular, a los artículos 7 y 8.
42.Los Estados Partes están obligados a adoptar todas las medidas apropiadas, hasta promulgar la legislación
correspondiente que se ajuste a la Constitución, a fin de garantizar que organizaciones como los partidos
políticos y los sindicatos, a las que tal vez no se extiendan directamente las obligaciones en virtud de la
Convención, no discriminen a las mujeres y respeten los principios contenidos en los artículos 7 y 8.
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43.Los Estados Partes deben idear y ejecutar medidas temporales especiales para garantizar la igualdad de
representación de las mujeres en todas las esferas que abarcan los artículos 7 y 8.
44.Los Estados Partes deben explicar la razón de ser de las reservas a los artículos 7 y 8, y los efectos de
esas reservas, e indicar si éstas reflejan actitudes basadas en la tradición, las costumbres o estereotipos
en cuanto a la función de las mujeres en la sociedad, así como las medidas que están adoptando los
Estados Partes para modificar tales actitudes. Los Estados Partes deben mantener bajo examen la nece-
sidad de estas reservas e incluir en sus informes las fechas para retirarlas.
(…)
ARTÍCULO 8
49.Las medidas que se deben idear, ejecutar y supervisar para lograr la eficacia incluyen las destinadas a
garantizar un mejor equilibrio entre hombres y mujeres en todos los órganos de las Naciones Unidas,
entre ellos, las Comisiones Principales de la Asamblea General, el Consejo Económico y Social y los
órganos de expertos, en particular los órganos creados en virtud de tratados, así como en el nombra-
miento de grupos de trabajo independientes o de relatores especiales o por países.
50.Al presentar informes sobre el artículo 8, los Estados Partes deben:
a) Proporcionar estadísticas, desglosadas por sexo, relativas al porcentaje de mujeres en el servicio
exterior o que participen con regularidad en la representación internacional o en actividades en
nombre del Estado, entre ellas las que integren delegaciones gubernamentales a conferencias inter-
nacionales y las mujeres designadas para desempeñar funciones en el mantenimiento de la paz o la
solución de conflictos, así como su categoría en el sector correspondiente;
b) Describir las medidas para establecer criterios objetivos y procesos para el nombramiento y el
ascenso de mujeres a cargos importantes o para su participación en delegaciones oficiales;
c) Describir las medidas adoptadas para dar difusión amplia a la información sobre las obligaciones
internacionales del gobierno que afecten a las mujeres y los documentos oficiales publicados por
los foros multilaterales, en particular entre los órganos gubernamentales y no gubernamentales
encargados del adelanto de la mujer;
d) proporcionar información relacionada con la discriminación de las mujeres a causa de sus activida-
des políticas, tanto si actúan como particulares como si son miembros de organizaciones femeninas
o de otro tipo100.
Artículo 9
1. Los Estados Partes otorgarán a las mujeres iguales derechos que a los hombres para adquirir, cam-
biar o conservar su nacionalidad. Garantizarán, en particular, que ni el matrimonio con un extran-
jero ni el cambio de nacionalidad del marido durante el matrimonio cambien automáticamente la
nacionalidad de la esposa, la conviertan en apátrida o la obliguen a adoptar la nacionalidad del
cónyuge.
2. Los Estados Partes otorgarán a la mujer los mismos derechos que al hombre con respecto a la
nacionalidad de sus hijos.
100 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 23 “Vida Política y Pública” en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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PARTE III
Artículo 10
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la
mujer, a fin de asegurarle la igualdad de derechos con el hombre en la esfera de la educación y en
particular para asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres:
a) Las mismas condiciones de orientación en materia de carreras y capacitación profesional, acceso a
los estudios y obtención de diplomas en las instituciones de enseñanza de todas las categorías,
tanto en zonas rurales como urbanas; esta igualdad deberá asegurarse en la enseñanza preescolar,
general, técnica, profesional y técnica superior, así como en todos los tipos de capacitación profe-
sional;
b) Acceso a los mismos programas de estudios, a los mismos exámenes, a personal docente del mismo
nivel profesional y a locales y equipos escolares de la misma calidad;
c) La eliminación de todo concepto estereotipado de los papeles masculino y femenino en todos los
niveles y en todas las formas de enseñanza, mediante el estímulo de la educación mixta y de otros
tipos de educación que contribuyan a lograr este objetivo y, en particular, mediante la modifica-
ción de los libros y programas escolares y la adaptación de los métodos de enseñanza;
d) Las mismas oportunidades para la obtención de becas y otras subvenciones para cursar estudios;
e) Las mismas oportunidades de acceso a los programas de educación permanente, incluidos los
programas de alfabetización funcional y de adultos, con miras en particular a reducir lo antes
posible toda diferencia de conocimientos que exista entre hombres y mujeres;
f ) La reducción de la tasa de abandono femenino de los estudios y la organización de programas para
aquellas jóvenes y mujeres que hayan dejado los estudios prematuramente;
g) Las mismas oportunidades para participar activamente en el deporte y la educación física;
h) Acceso al material informativo específico que contribuya a asegurar la salud y el bienestar de la
familia, incluida la información y el asesoramiento sobre planificación de la familia.
Artículo 11
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra
la mujer en la esfera del empleo a fin de asegurar a la mujer, en condiciones de igualdad con los
hombres, los mismos derechos, en particular:
a) El derecho al trabajo como derecho inalienable de todo ser humano;
11º Período de Sesiones (1992)
Recomendación general Nº 19
La violencia contra la mujer
(…)
17.La igualdad en el empleo puede verse seriamente perjudicada cuando se las somete a violencia, por su
condición de mujeres, por ejemplo, el hostigamiento sexual en el lugar de trabajo.
18.El hostigamiento sexual incluye un comportamiento de tono sexual tal como contactos físicos e insinuacio-
nes, observaciones de tipo sexual, exhibición de pornografía y exigencias sexuales, verbales o de hecho.
Este tipo de conducta puede ser humillante y puede constituir un problema de salud y de seguridad; es
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discriminatoria cuando la mujer tiene motivos suficientes para creer que su negativa podría causarle proble-
mas en el trabajo, en la contratación o el ascenso inclusive, o cuando crea un medio de trabajo hostil101.
b) El derecho a las mismas oportunidades de empleo, inclusive a la aplicación de los mismos criterios
de selección en cuestiones de empleo;
c) El derecho a elegir libremente profesión y empleo, el derecho al ascenso, a la estabilidad en el
empleo y a todas las prestaciones y otras condiciones de servicio, y el derecho a la formación
profesional y al readiestramiento, incluido el aprendizaje, la formación profesional superior y el
adiestramiento periódico;
d) El derecho a igual remuneración, inclusive prestaciones, y a igualdad de trato con respecto a un trabajo
de igual valor, así como a igualdad de trato con respecto a la evaluación de la calidad del trabajo;
Octavo Período de Sesiones (1989)
Recomendación general Nº 13
Igual remuneración por trabajo de igual valor
El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer,
(…)
Considerando que, si bien los informes de los Estados Partes indican que el principio de igual remuneración
por trabajo de igual valor ha sido aceptado en la legislación de muchos países, aún es necesario realizar
actividades para que se aplique, a fin de superar la segregación por sexos en el mercado de trabajo,
Recomienda a los Estados Partes en la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discrimina-
ción contra la mujer que:
1. Se aliente a los Estados Partes que aún no lo hayan hecho a que ratifiquen el Convenio Nº 100 de la
OIT, a fin de aplicar plenamente la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discrimina-
ción contra la mujer;
2. Consideren la posibilidad de estudiar, fomentar y adoptar sistemas de evaluación del trabajo sobre la
base de criterios neutrales en cuanto al sexo que faciliten la comparación del valor de los trabajos de
distinta índole en que actualmente predominen las mujeres con los trabajos en que actualmente predo-
minen los hombres, y que incluyan los resultados en sus informes al Comité para la Eliminación de la
Discriminación contra la Mujer;
3. Apoyen, en lo posible, la creación de mecanismos de aplicación y fomenten los esfuerzos de las partes
en los convenios colectivos pertinentes por lograr la aplicación del principio de igual remuneración
por trabajo de igual valor102.
Décimo Período de Sesiones (1991)
Recomendación general Nº 16
Mujeres que trabajan sin remuneración en empresas familiares rurales y urbanas
El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer,
(…)
Teniendo en cuenta que en los Estados Partes hay un alto porcentaje de mujeres que trabajan sin remuneración
ni seguridad social ni prestaciones sociales en empresas que suelen ser de propiedad de un varón de la familia,
101 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 19 “La Violencia Contra la Mujer” en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
102 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 13 “Igual Remuneración por Trabajo
de Igual Valor” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por
Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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(…)
Afirmando que el trabajo no remunerado constituye una forma de explotación de la mujer que es contraria
a la Convención,
Recomienda que los Estados Partes:
a) Incluyan en sus informes al Comité información sobre la situación jurídica y social de las mujeres que
trabajan sin remuneración en empresas familiares;
b) Reúnan datos estadísticos relacionados con las mujeres que trabajan sin remuneración, seguridad so-
cial ni prestaciones sociales en empresas de propiedad de un familiar, e incluyan esos datos en sus
informes al Comité;
c) Tomen las medidas necesarias para garantizar remuneración, seguridad social y prestaciones sociales a
las mujeres que trabajan sin percibir tales prestaciones en empresas de propiedad de un familiar103.
Décimo Período de Sesiones (1991)
Recomendación general Nº 17
Medición y cuantificación del trabajo doméstico no remunerado de la mujer y su reconocimiento en el
producto nacional bruto
El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer,
(…)
Afirmando que la medición y cuantificación del trabajo doméstico no remunerado de la mujer, el cual
contribuye al desarrollo de cada país, ayudarán a poner de manifiesto la función económica que desempe-
ña de hecho la mujer,
Convencido de que dicha medición y cuantificación proporcionan una base para la formulación de otras
políticas relacionadas con el adelanto de la mujer,
(…)
Recomienda a los Estados Partes que:
a) Alienten y apoyen las investigaciones y los estudios experimentales destinados a medir y valorar el
trabajo doméstico no remunerado de la mujer, por ejemplo realizando encuestas sobre el empleo
del tiempo como parte de sus programas de encuestas nacionales sobre los hogares y reuniendo
datos estadísticos desglosados por sexo relativos al tiempo empleado en actividades en el hogar y
en el mercado de trabajo;
b) De conformidad con las disposiciones de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de
discriminación contra la mujer y de las Estrategias de Nairobi orientadas hacia el futuro para el
adelanto de la mujer, adopten medidas encaminadas a cuantificar el trabajo doméstico no remune-
rado de la mujer e incluirlo en el producto nacional bruto;
c) Incluyan en sus informes presentados con arreglo al artículo 18 de la Convención información
sobre las investigaciones y los estudios experimentales realizados para medir y valorar el trabajo
doméstico no remunerado de la mujer, así como sobre los progresos logrados en la incorporación
de dicho trabajo en las cuentas nacionales104.
103 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 16 “Mujeres que Trabajan Sin
Remuneración en Empresas Familiares Rurales y Urbanas” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y
Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7,
12 de mayo de 2004.
104 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 17 “Medición y Cuantificación del
Trabajo Doméstico No Remunerado de la Mujer y su Reconocimiento en el Producto Nacional Bruto” en Naciones Unidas,
Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de
Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
114
Las Convenciones Internacionales de Derechos Humanos y la Perspectiva de Género
e) El derecho a la seguridad social, en particular en casos de jubilación, desempleo, enfermedad,
invalidez, vejez u otra incapacidad para trabajar, así como el derecho a vacaciones pagadas;
f ) El derecho a la protección de la salud y a la seguridad en las condiciones de trabajo, incluso la
salvaguardia de la función de reproducción.
2. A fin de impedir la discriminación contra la mujer por razones de matrimonio o maternidad y
asegurar la efectividad de su derecho a trabajar, los Estados Partes tomarán medidas adecuadas para:
a) Prohibir, bajo pena de sanciones, el despido por motivo de embarazo o licencia de maternidad
y la discriminación en los despidos sobre la base del estado civil;
b) Implantar la licencia de maternidad con sueldo pagado o con prestaciones sociales comparables
sin pérdida del empleo previo, la antigüedad o los beneficios sociales;
c) Alentar el suministro de los servicios sociales de apoyo necesarios para permitir que los padres
combinen las obligaciones para con la familia con las responsabilidades del trabajo y la partici-
pación en la vida pública, especialmente mediante el fomento de la creación y desarrollo de una
red de servicios destinados al cuidado de los niños;
d) Prestar protección especial a la mujer durante el embarazo en los tipos de trabajos que se haya
probado puedan resultar perjudiciales para ella.
3. La legislación protectora relacionada con las cuestiones comprendidas en este artículo será exami-
nada periódicamente a la luz de los conocimientos científicos y tecnológicos y será revisada, dero-
gada o ampliada según corresponda.
Artículo 12
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra
la mujer en la esfera de la atención médica a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre
hombres y mujeres, el acceso a servicios de atención médica, inclusive los que se refieren a la
planificación de la familia.
Noveno Período de Sesiones (1990)
Recomendación general Nº 14
Circuncisión femenina
El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer,
(…)
Recomienda a los Estados Partes:
(…)
b) Que incluyan en sus políticas nacionales de salud estrategias adecuadas orientadas a erradicar la cir-
cuncisión femenina de los programas de atención de la salud pública. Esas estrategias podrían com-
prender la responsabilidad especial que incumbe al personal sanitario, incluidas las parteras tradicio-
nales, en lo que se refiere a explicar los efectos perjudiciales de la circuncisión femenina105;
105 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 14 “Circuncisión Femenina” en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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Noveno Período de Sesiones (1990)
Recomendación general Nº 15
Necesidad de evitar la discriminación contra la mujer en las estrategias nacionales de acción preventiva
y lucha contra el síndrome de inmunodeficiencia adquirida (SIDA)
El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer,
(…)
Recomienda a los Estados Partes:
a) Que intensifiquen las medidas de difusión de información para que el público conozca el riesgo de
infección con el VIH y el SIDA, sobre todo para las mujeres y los niños, así como los efectos que
acarrean para éstos;
b) Que, en los programas de lucha contra el SIDA, presten especial atención a los derechos y necesidades
de las mujeres y los niños y a los factores que se relacionan con la función de reproducción de la mujer
y su posición subordinada en algunas sociedades, lo que la hace especialmente vulnerable al contagio
del VIH;
c) Que aseguren que la mujer participe en la atención primaria de la salud y adopten medidas orientadas
a incrementar su papel de proveedoras de cuidados, trabajadoras sanitarias y educadoras en materia de
prevención de la infección con el VIH;
d) Que, en los informes que preparen en cumplimiento del artículo 12 de la Convención, incluyan infor-
mación acerca de los efectos del SIDA para la situación de la mujer y de las medidas adoptadas para
atender a las necesidades de mujeres infectadas e impedir la discriminación de las afectadas por
el SIDA106.
11º Período de Sesiones (1992)
Recomendación general Nº 19
La violencia contra la mujer
(…)
19.El artículo 12 requiere que los Estados Partes adopten medidas que garanticen la igualdad en materia de
servicios de salud. La violencia contra la mujer pone en peligro su salud y su vida.
20.En algunos Estados existen prácticas perpetuadas por la cultura y la tradición que son perjudiciales para
la salud de las mujeres y los niños. Incluyen restricciones dietéticas para las mujeres embarazadas, la
preferencia por los hijos varones y la circuncisión femenina o mutilación genital107.
20° Período de Sesiones (1999)
Recomendación general Nº 24
Artículo 12 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer
– La mujer y la salud
1. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, afirmando que el acceso a la
atención de la salud, incluida la salud reproductiva, es un derecho básico previsto en la Convención
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, decidió, en su 20º Período
de Sesiones, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 21, hacer una recomendación general sobre el
artículo 12 de la Convención.
106 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 15 “Necesidad de evitar la discrimi-
nación contra la mujer en las estrategias nacionales de acción preventiva y lucha contra el síndrome de inmunodeficiencia
adquirida (SIDA)” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas
por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
107 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 19 “La Violencia Contra la Mujer” en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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ANTECEDENTES
2. El cumplimiento, por los Estados Partes, del artículo 12 de la Convención es de importancia capital
para la salud y el bienestar de la mujer. De conformidad con el texto del artículo 12, los Estados
eliminarán la discriminación contra la mujer en lo que respecta a su acceso a los servicios de atención
médica durante todo su ciclo vital, en particular en relación con la planificación de la familia, el
embarazo, el parto y el período posterior al parto. El examen de los informes presentados por los
Estados Partes en cumplimiento del artículo 18 de la Convención revela que la salud de la mujer es una
cuestión de reconocida importancia cuando se desea promover el bienestar de la mujer. En la presente
Recomendación general, destinada tanto a los Estados Partes como a todos los que tienen un especial
interés en las cuestiones relativas a la salud de la mujer, se ha procurado detallar la interpretación dada
por el Comité al artículo 12 y se contemplan medidas encaminadas a eliminar la discriminación a fin
de que la mujer pueda ejercer su derecho al más alto nivel posible de salud.
3. En recientes conferencias mundiales de las Naciones Unidas también se ha examinado esa clase de
objetivos. Al preparar la presente Recomendación general, el Comité ha tenido en cuenta los programas
de acción pertinentes aprobados por conferencias mundiales de las Naciones Unidas y, en particular, los
de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos de 1993, la Conferencia Internacional de 1994 sobre
la Población y el Desarrollo y la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, realizada en 1995. El Comité
también ha tomado nota de la labor de la Organización Mundial de la Salud (OMS), el Fondo de Pobla-
ción de las Naciones Unidas (FNUAP) y otros órganos de las Naciones Unidas. Asimismo para la prepa-
ración de la presente Recomendación general, ha colaborado con un gran número de organizaciones no
gubernamentales con especial experiencia en cuestiones relacionadas con la salud de la mujer.
4. El Comité señala el hincapié que se hace en otros instrumentos de las Naciones Unidas en el derecho
a gozar de salud y de condiciones que permitan lograr una buena salud. Entre esos instrumentos cabe
mencionar la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención
sobre los Derechos del Niño y la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de
Discriminación Racial.
5. El Comité se remite asimismo a sus anteriores recomendaciones generales sobre la circuncisión feme-
nina, el virus de inmunodeficiencia humana y el síndrome de inmunodeficiencia adquirida (VIH/SIDA),
las mujeres discapacitadas, la violencia y la igualdad en las relaciones familiares; todas ellas se refieren
a cuestiones que representan condiciones indispensables para la plena aplicación del artículo 12 de la
Convención.
6. Si bien las diferencias biológicas entre mujeres y hombres pueden causar diferencias en el estado de
salud, hay factores sociales que determinan el estado de salud de las mujeres y los hombres, y que pueden
variar entre las propias mujeres. Por ello, debe prestarse especial atención a las necesidades y los dere-
chos en materia de salud de las mujeres pertenecientes a grupos vulnerables y desfavorecidos como los
de las emigrantes, las refugiadas y las desplazadas internas, las niñas y las ancianas, las mujeres que
trabajan en la prostitución, las mujeres autóctonas y las mujeres con discapacidad física o mental.
7. El Comité toma nota de que la plena realización del derecho de la mujer a la salud puede lograrse
únicamente cuando los Estados Partes cumplen con su obligación de respetar, proteger y promover el
derecho humano fundamental de la mujer al bienestar nutricional durante todo su ciclo vital mediante la
ingestión de alimentos aptos para el consumo, nutritivos y adaptados a las condiciones locales. Para este
fin, los Estados Partes deben tomar medidas para facilitar el acceso físico y económico a los recursos
productivos, en especial en el caso de las mujeres de las regiones rurales, y garantizar de otra manera que
se satisfagan las necesidades nutricionales especiales de todas las mujeres bajo su jurisdicción.
(…)
Se alienta a los Estados Partes a ocuparse de cuestiones relacionadas con la salud de la mujer a lo largo de
toda la vida de ésta. Por lo tanto, a los efectos de la presente Recomendación general, el término “mujer”
abarca asimismo a la niña y a la adolescente. En la presente Recomendación general se expone el análisis
efectuado por el Comité de los elementos fundamentales del artículo 12.
(…)
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ARTÍCULO 12, PÁRRAFO 1
9. Los Estados Partes son los que están en mejores condiciones de informar sobre las cuestiones de impor-
tancia crítica en materia de salud que afectan a las mujeres de cada país. Por lo tanto, a fin de que el
Comité pueda evaluar si las medidas encaminadas a eliminar la discriminación contra la mujer en la
esfera de la atención médica son apropiadas, los Estados Partes deben basar su legislación y sus planes
y políticas en materia de salud de la mujer en datos fidedignos sobre la incidencia y la gravedad de las
enfermedades y las condiciones que ponen en peligro la salud y la nutrición de la mujer, así como la
disponibilidad y eficacia en función del costo de las medidas preventivas y curativas. Los informes que
se presentan al Comité deben demostrar que la legislación, los planes y las políticas en materia de
salud se basan en investigaciones y evaluaciones científicas y éticas del estado y las necesidades de
salud de la mujer en el país y tienen en cuenta todas las diferencias de carácter étnico, regional o a
nivel de la comunidad, o las prácticas basadas en la religión, la tradición o la cultura.
10.Se alienta a los Estados Partes a que incluyan en los informes información sobre enfermedades o condi-
ciones peligrosas para la salud que afectan a la mujer o a algunos grupos de mujeres de forma diferente
que al hombre y sobre las posibles intervenciones a ese respecto.
11.Las medidas tendientes a eliminar la discriminación contra la mujer no se considerarán apropiadas cuan-
do un sistema de atención médica carezca de servicios para prevenir, detectar y tratar enfermedades
propias de la mujer. La negativa de un Estado Parte a prever la prestación de determinados servicios de
salud reproductiva a la mujer en condiciones legales resulta discriminatoria. Por ejemplo, si los encarga-
dos de prestar servicios de salud se niegan a prestar esa clase de servicios por razones de conciencia,
deberán adoptarse medidas para que remitan a la mujer a otras entidades que prestan esos servicios.
12.Los Estados Partes deberían informar sobre cómo interpretan la forma en que las políticas y las medidas
sobre atención médica abordan los derechos de la mujer en materia de salud desde el punto de vista de
las necesidades y los intereses propios de la mujer y en qué forma la atención médica tiene en cuenta
características y factores privativos de la mujer en relación con el hombre, como los siguientes:
a) Factores biológicos que son diferentes para la mujer y el hombre, como la menstruación, la función
reproductiva y la menopausia. Otro ejemplo es el mayor riesgo que corre la mujer de resultar ex-
puesta a enfermedades transmitidas por contacto sexual;
b) Factores socioeconómicos que son diferentes para la mujer en general y para algunos grupos de
mujeres en particular. Por ejemplo, la desigual relación de poder entre la mujer y el hombre en el
hogar y en el lugar de trabajo puede repercutir negativamente en la salud y la nutrición de la mujer.
Las distintas formas de violencia de que ésta pueda ser objeto pueden afectar a su salud. Las niñas
y las adolescentes con frecuencia están expuestas a abuso sexual por parte de familiares y hombres
mayores; en consecuencia, corren el riesgo de sufrir daños físicos y psicológicos y embarazos
indeseados o prematuros. Algunas prácticas culturales o tradicionales, como la mutilación genital
de la mujer, conllevan también un elevado riesgo de muerte y discapacidad;
c) Entre los factores psicosociales que son diferentes para el hombre y la mujer figuran la depresión en
general y la depresión en el período posterior al parto en particular, así como otros problemas
psicológicos, como los que causan trastornos del apetito, tales como anorexia y bulimia;
d) La falta de respeto del carácter confidencial de la información afecta tanto al hombre como a la mujer,
pero puede disuadir a la mujer de obtener asesoramiento y tratamiento y, por consiguiente, afectar
negativamente su salud y bienestar. Por esa razón, la mujer estará menos dispuesta a obtener atención
médica para tratar enfermedades de los órganos genitales, utilizar medios anticonceptivos o atender a
casos de abortos incompletos, y en los casos en que haya sido víctima de violencia sexual o física.
13.El deber de los Estados Partes de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, el
acceso a los servicios de atención médica, la información y la educación, entraña la obligación de
respetar y proteger los derechos de la mujer en materia de atención médica y velar por su ejercicio. Los
Estados Partes han de garantizar el cumplimiento de esas tres obligaciones en su legislación, sus medi-
das ejecutivas y sus políticas. También deben establecer un sistema que garantice la eficacia de las
medidas judiciales. El hecho de no hacerlo constituirá una violación del artículo 12.
14.La obligación de respetar los derechos exige que los Estados Partes se abstengan de poner trabas a las
medidas adoptadas por la mujer para conseguir sus objetivos en materia de salud. Los Estados Partes
han de informar sobre el modo en que los encargados de prestar servicios de atención de la salud en los
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sectores público y privado cumplen con su obligación de respetar el derecho de la mujer de acceder a
la atención médica. Por ejemplo, los Estados Partes no deben restringir el acceso de la mujer a los
servicios de atención médica ni a los dispensarios que los prestan por el hecho de carecer de autoriza-
ción de su esposo, su compañero, sus padres o las autoridades de salud, por no estar casada o por su
condición de mujer. El acceso de la mujer a una adecuada atención médica tropieza también con otros
obstáculos, como las leyes que penalizan ciertas intervenciones médicas que afectan exclusivamente a
la mujer y castigan a las mujeres que se someten a dichas intervenciones.
15.La obligación de proteger los derechos relativos a la salud de la mujer exige que los Estados Partes, sus
agentes y sus funcionarios adopten medidas para impedir la violación de esos derechos por parte de los
particulares y organizaciones e imponga sanciones a quienes cometan esas violaciones. Puesto que la
violencia por motivos de género es una cuestión relativa a la salud de importancia crítica para la mujer,
los Estados Partes deben garantizar:
a) La promulgación y aplicación eficaz de leyes y la formulación de políticas, incluidos los protocolos
sanitarios y procedimientos hospitalarios, que aborden la violencia contra la mujer y los abusos
deshonestos de las niñas, y la prestación de los servicios sanitarios apropiados;
b) La capacitación de los trabajadores de la salud sobre cuestiones relacionadas con el género de
manera que puedan detectar y tratar las consecuencias que tiene para la salud la violencia basada
en el género;
c) Los procedimientos justos y seguros para atender las denuncias e imponer las sanciones correspon-
dientes a los profesionales de la salud culpables de haber cometido abusos sexuales contra las
pacientes;
d) La promulgación y aplicación eficaz de leyes que prohíben la mutilación genital de la mujer y el
matrimonio precoz.
16.Los Estados Partes deben velar por que las mujeres en circunstancias especialmente difíciles, como las
que se encuentren en situaciones de conflicto armado y las refugiadas, reciban suficiente protección y
servicios de salud, incluidos el tratamiento de los traumas y la orientación pertinente.
17.El deber de velar por el ejercicio de esos derechos impone a los Estados Partes la obligación de adoptar
medidas adecuadas de carácter legislativo, judicial, administrativo, presupuestario, económico y de otra
índole en el mayor grado que lo permitan los recursos disponibles para que la mujer pueda disfrutar de sus
derechos a la atención médica. Los estudios que ponen de relieve las elevadas tasas mundiales de mortali-
dad y morbilidad derivadas de la maternidad y el gran número de parejas que desean limitar el número de
hijos pero que no tienen acceso a ningún tipo de anticonceptivos o no los utilizan constituyen una indica-
ción importante para los Estados Partes de la posible violación de sus obligaciones de garantizar el acceso a
la atención médica de la mujer. El Comité pide a los Estados Partes que informen sobre las medidas que han
adoptado para abordar en toda su magnitud el problema de la mala salud de la mujer, particularmente
cuando dimana de enfermedades que pueden prevenirse, como la tuberculosis y el VIH/SIDA. Preocupa al
Comité el hecho de que cada vez se da más el caso de que los Estados renuncian a cumplir esas obligacio-
nes, ya que transfieren a organismos privados funciones estatales en materia de salud. Los Estados Partes no
pueden eximirse de su responsabilidad en esos ámbitos mediante una delegación o transferencia de esas
facultades a organismos del sector privado. Por ello, los Estados Partes deben informar sobre las medidas que
hayan adoptado para organizar su administración y todas las estructuras de las que se sirven los poderes
públicos para promover y proteger la salud de la mujer, así como sobre las medidas positivas que hayan
adoptado para poner coto a las violaciones cometidas por terceros de los derechos de la mujer y sobre las
medidas que hayan adoptado para asegurar la prestación de esos servicios.
18.Las cuestiones relativas al VIH/SIDA y otras enfermedades transmitidas por contacto sexual tienen im-
portancia vital para el derecho de la mujer y la adolescente a la salud sexual. Las adolescentes y las
mujeres adultas en muchos países carecen de acceso suficiente a la información y los servicios necesa-
rios para garantizar la salud sexual. Como consecuencia de las relaciones desiguales de poder basadas
en el género, las mujeres adultas y las adolescentes a menudo no pueden negarse a tener relaciones
sexuales ni insistir en prácticas sexuales responsables y sin riesgo. Prácticas tradicionales nocivas,
como la mutilación genital de la mujer y la poligamia, al igual que la violación marital, también
pueden exponer a las niñas y mujeres al riesgo de contraer VIH/SIDA y otras enfermedades transmitidas
por contacto sexual. Las mujeres que trabajan en la prostitución también son especialmente vulnera-
bles a estas enfermedades. Los Estados Partes deben garantizar, sin prejuicio ni discriminación, el dere-
119
Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer
cho a información, educación y servicios sobre salud sexual para todas las mujeres y niñas, incluidas
las que hayan sido objeto de trata, aun si no residen legalmente en el país. En particular, los Estados
Partes deben garantizar los derechos de los adolescentes de ambos sexos a educación sobre salud
sexual y genésica por personal debidamente capacitado en programas especialmente concebidos que
respeten sus derechos a la intimidad y la confidencialidad.
19.En sus informes, los Estados Partes deben indicar qué criterios utilizan para determinar si la mujer tiene
acceso a la atención médica, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, lo que permitirá
determinar en qué medida cumplen con lo dispuesto en el artículo 12. Al utilizar esos criterios, los Esta-
dos Partes deben tener presente lo dispuesto en el artículo 1 de la Convención. Por ello, los informes
deben incluir observaciones sobre las repercusiones que tengan para la mujer, por comparación con el
hombre, las políticas, los procedimientos, las leyes y los protocolos en materia de atención médica.
20.Las mujeres tienen el derecho a estar plenamente informadas por personal debidamente capacitado de
sus opciones al aceptar tratamiento o investigación, incluidos los posibles beneficios y los posibles
efectos desfavorables de los procedimientos propuestos y las opciones disponibles.
21.Los Estados Partes deben informar sobre las medidas que han adoptado para eliminar los obstáculos con que
tropieza la mujer para acceder a servicios de atención médica, así como sobre las medidas que han adop-
tado para velar por el acceso oportuno y asequible de la mujer a dichos servicios. Esos obstáculos incluyen
requisitos o condiciones que menoscaban el acceso de la mujer, como los honorarios elevados de los
servicios de atención médica, el requisito de la autorización previa del cónyuge, el padre o las autoridades
sanitarias, la lejanía de los centros de salud y la falta de transporte público adecuado y asequible.
22.Además, los Estados Partes deben informar sobre las medidas que han adoptado para garantizar el
acceso a servicios de atención médica de calidad, lo que entraña, por ejemplo, lograr que sean acep-
tables para la mujer. Son aceptables los servicios que se prestan si se garantiza el consentimiento previo
de la mujer con pleno conocimiento de causa, se respeta su dignidad, se garantiza su intimidad y se
tienen en cuenta sus necesidades y perspectivas. Los Estados Partes no deben permitir formas de coer-
ción, tales como la esterilización sin consentimiento o las pruebas obligatorias de enfermedades vené-
reas o de embarazo como condición para el empleo, que violan el derecho de la mujer a la dignidad y
dar su consentimiento con conocimiento de causa.
23.En sus informes, los Estados Partes deben indicar qué medidas han adoptado para garantizar el acceso
oportuno a la gama de servicios relacionados con la planificación de la familia en particular y con la
salud sexual y genésica en general. Se debe prestar atención especial a la educación sanitaria de los
adolescentes, incluso proporcionarles información y asesoramiento sobre todos los métodos de plani-
ficación de la familia [Nota del Texto Original: La educación sanitaria de los adolescentes debería
abarcar además, entre otras cosas, la igualdad entre los sexos, la violencia, la prevención de enferme-
dades de transmisión sexual y los derechos relativos a la salud reproductiva y sexual].
24.El Comité está preocupado por las condiciones de los servicios de atención médica a las mujeres de
edad, no sólo porque las mujeres a menudo viven más que los hombres y son más proclives que los
hombres a padecer enfermedades crónicas degenerativas y que causan discapacidad, como la
osteoporosis y la demencia, sino también porque suelen tener la responsabilidad de atender a sus
cónyuges ancianos. Por consiguiente, los Estados Partes deberían adoptar medidas apropiadas para
garantizar el acceso de las mujeres de edad a los servicios de salud que atiendan las minusvalías y
discapacidades que trae consigo el envejecimiento.
25.Con frecuencia, las mujeres con discapacidad de todas las edades tienen dificultades para tener acceso
físico a los servicios de salud. Las mujeres con deficiencias mentales son especialmente vulnerables, y
en general se conoce poco la amplia gama de riesgos que corre desproporcionadamente la salud
mental de las mujeres por efecto de la discriminación por motivo de género, la violencia, la pobreza,
los conflictos armados, los desplazamientos y otras formas de privaciones sociales. Los Estados Partes
deberían adoptar las medidas apropiadas para garantizar que los servicios de salud atiendan las nece-
sidades de las mujeres con discapacidades y respeten su dignidad y sus derechos humanos108.
108 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 24 “Artículo 12 de la Convención
Sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer – La Mujer y la Salud” en Naciones Unidas, Recopi-
lación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de
Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 supra, los Estados Partes garantizarán a la mujer
servicios apropiados en relación con el embarazo, el parto y el período posterior al parto, propor-
cionando servicios gratuitos cuando fuere necesario, y le asegurarán una nutrición adecuada du-
rante el embarazo y la lactancia.
20° Período de Sesiones (1999)
Recomendación general Nº 24
Artículo 12 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer
– La mujer y la salud
(…)
26.En sus informes, los Estados Partes han de indicar también qué medidas han adoptado para garantizar
a la mujer servicios apropiados en relación con el embarazo, el parto y el período posterior al parto.
Asimismo debe indicarse en qué proporción han disminuido en su país en general y en las regiones y
comunidades vulnerables en particular las tasas de mortalidad y morbilidad derivadas de la maternidad
de resultas de la adopción de esas medidas.
27.En sus informes, los Estados Partes deben indicar en qué medida prestan los servicios gratuitos necesa-
rios para garantizar que los embarazos, los partos y los puerperios tengan lugar en condiciones de
seguridad. Muchas mujeres corren peligro de muerte o pueden quedar discapacitadas por circunstan-
cias relacionadas con el embarazo cuando carecen de recursos económicos para disfrutar de servicios
que resultan necesarios o acceder a ellos, como los servicios previos y posteriores al parto y los servi-
cios de maternidad. El Comité observa que es obligación de los Estados Partes garantizar el derecho de
la mujer a servicios de maternidad gratuitos y sin riesgos y a servicios obstétricos de emergencia, y que
deben asignar a esos servicios el máximo de recursos disponibles.
(…)
28.Se insta a los Estados Partes a que, cuando informen sobre las medidas adoptadas en cumplimiento del
artículo 12, reconozcan su vinculación con otros artículos de la Convención relativos a la salud de la
mujer. Entre esos otros artículos figuran el apartado b) del artículo 5, que exige que los Estados Partes
garanticen que la educación familiar incluya una comprensión adecuada de la maternidad como fun-
ción social; el artículo 10, en el que se exige que los Estados Partes aseguren las mismas oportunidades
de acceso a los programas de educación, los cuales permitirán que la mujer tenga un acceso más fácil
a la atención médica, reduzcan la tasa de abandono femenino de los estudios, que frecuentemente
obedece a embarazos prematuros; el apartado h) del párrafo 10, que exige que los Estados Partes
faciliten a mujeres y niñas acceso al material informativo específico que contribuya a asegurar la salud
y el bienestar de la familia, incluida la información y el asesoramiento sobre planificación de la familia;
el artículo 11, que se ocupa en parte de la protección de la salud y la seguridad de la mujer en las
condiciones de trabajo, lo que incluye la salvaguardia de la función de reproducción, la protección
especial a la mujer durante el embarazo en los tipos de trabajo que se haya probado puedan resultar
perjudiciales para ella y la implantación de la licencia de maternidad; el apartado b) del párrafo 2 del
artículo 14, que exige que los Estados Partes aseguren a la mujer de las zonas rurales el acceso a
servicios adecuados de atención médica, inclusive información, asesoramiento y servicios en materia
de planificación de la familia; y el apartado h) del párrafo 2 del artículo 14, que obliga a los Estados
Partes a adoptar todas las medidas apropiadas para garantizar condiciones de vida adecuadas, particu-
larmente en las esferas de la vivienda, los servicios sanitarios, la electricidad y el abastecimiento de
agua, el transporte y las comunicaciones, sectores todos ellos primordiales para prevenir las enferme-
dades y fomentar una buena atención médica; y el apartado e) del párrafo 1 del artículo 16, que exige
que los Estados Partes aseguren que la mujer tenga los mismos derechos que el hombre a decidir libre
y responsablemente el número de sus hijos y el intervalo entre los nacimientos y a tener acceso a la
información, la educación y los medios que les permitan ejercer esos derechos. Además, en el párrafo
2 del artículo 16 se prohíben los esponsales y el matrimonio de niños, lo que tiene importancia para
impedir el daño físico y emocional que causan a la mujer los partos a edad temprana.
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RECOMENDACIONES PARA LA ADOPCIÓN DE MEDIDAS POR PARTE DE LOS GOBIERNOS
29.Los Estados Partes deberían ejecutar una estrategia nacional amplia para fomentar la salud de la mujer
durante todo su ciclo de vida. Esto incluirá intervenciones dirigidas a la prevención y el tratamiento de
enfermedades y afecciones que atañen a la mujer, al igual que respuestas a la violencia contra la mujer,
y a garantizar el acceso universal de todas las mujeres a una plena variedad de servicios de atención de
la salud de gran calidad y asequibles, incluidos servicios de salud sexual y genésica.
30.Los Estados Partes deberían asignar suficientes recursos presupuestarios, humanos y administrativos
para garantizar que se destine a la salud de la mujer una parte del presupuesto total de salud compara-
ble con la de la salud del hombre, teniendo en cuenta sus diferentes necesidades en materia de salud.
31.Los Estados Partes también deberían, en particular:
a) Situar una perspectiva de género en el centro de todas las políticas y los programas que afecten a la
salud de la mujer y hacer participar a ésta en la planificación, la ejecución y la vigilancia de dichas
políticas y programas y en la prestación de servicios de salud a la mujer;
b) Garantizar la eliminación de todas las barreras al acceso de la mujer a los servicios, la educación y la
información sobre salud, inclusive en la esfera de la salud sexual y genésica y, en particular, asignar
recursos a programas orientados a las adolescentes para la prevención y el tratamiento de enfermeda-
des venéreas, incluido el virus de inmunodeficiencia humana/síndrome de inmunodeficiencia adqui-
rida (VIH/SIDA);
c) Dar prioridad a la prevención del embarazo no deseado mediante la planificación de la familia y la
educación sexual y reducir las tasas de mortalidad derivada de la maternidad mediante servicios de
maternidad sin riesgo y asistencia prenatal. En la medida de lo posible, debería enmendarse la
legislación que castigue el aborto a fin de abolir las medidas punitivas impuestas a mujeres que se
hayan sometido a abortos;
d) Supervisar la prestación de servicios de salud a la mujer por las organizaciones públicas, no guber-
namentales y privadas para garantizar la igualdad del acceso y la calidad de la atención;
e) Exigir que todos los servicios de salud sean compatibles con los derechos humanos de la mujer,
inclusive sus derechos a la autonomía, intimidad, confidencialidad, consentimiento y opción con
conocimiento de causa;
f) Velar por que los programas de estudios para la formación de los trabajadores sanitarios incluyan
cursos amplios, obligatorios y que tengan en cuenta los intereses de la mujer sobre su salud y sus
derechos humanos, en especial la violencia basada en el género109.
Artículo 13
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la
mujer en otras esferas de la vida económica y social a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre
hombres y mujeres, los mismos derechos, en particular:
a) El derecho a prestaciones familiares;
b) El derecho a obtener préstamos bancarios, hipotecas y otras formas de crédito financiero;
c) El derecho a participar en actividades de esparcimiento, deportes y en todos los aspectos de la vida
cultural.
Artículo 14
1. Los Estados Partes tendrán en cuenta los problemas especiales a que hace frente la mujer rural y el
importante papel que desempeña en la supervivencia económica de su familia, incluido su trabajo
en los sectores no monetarios de la economía, y tomarán todas las medidas apropiadas para asegu-
rar la aplicación de las disposiciones de la presente Convención a la mujer en las zonas rurales.
109 Ibídem.
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11º Período de Sesiones (1992)
Recomendación general Nº 19
La violencia contra la mujer
(…)
21.Las mujeres de las zonas rurales corren el riesgo de ser víctimas de violencia a causa de la persistencia
de actitudes tradicionales relativas a la subordinación de la mujer en muchas comunidades rurales.
Las niñas de esas comunidades corren un riesgo especial de actos de violencia y explotación sexual
cuando dejan la comunidad para buscar trabajo en la ciudad110.
2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra
la mujer en las zonas rurales a fin de asegurar en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres,
su participación en el desarrollo rural y en sus beneficios, y en particular le asegurarán el derecho a:
a) Participar en la elaboración y ejecución de los planes de desarrollo a todos los niveles;
b) Tener acceso a servicios adecuados de atención médica, inclusive información, asesoramiento y
servicios en materia de planificación de la familia;
c) Beneficiarse directamente de los programas de seguridad social;
d) Obtener todos los tipos de educación y de formación, académica y no académica, incluidos los
relacionados con la alfabetización funcional, así como, entre otros, los beneficios de todos los
servicios comunitarios y de divulgación a fin de aumentar su capacidad técnica;
e) Organizar grupos de autoayuda y cooperativas a fin de obtener igualdad de acceso a las oportu-
nidades económicas mediante el empleo por cuenta propia o por cuenta ajena;
f ) Participar en todas las actividades comunitarias;
g) Obtener acceso a los créditos y préstamos agrícolas, a los servicios de comercialización y a las
tecnologías apropiadas, y recibir un trato igual en los planes de reforma agraria y de
reasentamiento;
h) Gozar de condiciones de vida adecuadas, particularmente en las esferas de la vivienda, los servi-
cios sanitarios, la electricidad y el abastecimiento de agua, el transporte y las comunicaciones.
PARTE IV
Artículo 15
1. Los Estados Partes reconocerán a la mujer la igualdad con el hombre ante la ley.
2. Los Estados Partes reconocerán a la mujer, en materias civiles, una capacidad jurídica idéntica a la
del hombre y las mismas oportunidades para el ejercicio de esa capacidad. En particular, le recono-
cerán a la mujer iguales derechos para firmar contratos y administrar bienes y le dispensarán un
trato igual en todas las etapas del procedimiento en las cortes de justicia y los tribunales.
3. Los Estados Partes convienen en que todo contrato o cualquier otro instrumento privado con
efecto jurídico que tienda a limitar la capacidad jurídica de la mujer se considerará nulo.
4. Los Estados Partes reconocerán al hombre y a la mujer los mismos derechos con respecto a la
legislación relativa al derecho de las personas a circular libremente y a la libertad para elegir su
residencia y domicilio.
110 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 19 “La Violencia Contra la Mujer” en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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Artículo 16
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para eliminar la discriminación contra
la mujer en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y las relaciones familiares y, en
particular, asegurarán en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres:
13º Período de Sesiones (1994)
Recomendación general Nº 21
La igualdad en el matrimonio y en las relaciones familiares
1. La Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (resolución
34/180 de la Asamblea General, anexo) afirma la igualdad de derechos del hombre y la mujer en la
sociedad y la familia. La Convención ocupa un lugar importante entre los tratados internacionales
relacionados con los derechos humanos.
2. Otras convenciones y declaraciones también dan gran importancia a la familia y a la situación de la
mujer en el seno de la familia. Entre ellas se cuentan la Declaración Universal de Derechos Humanos
(resolución 217 A (III) de la Asamblea General), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
(resolución 2200 A (XXI), anexo), la Convención sobre la Nacionalidad de la Mujer Casada (resolu-
ción 1040 (XI), anexo), la Convención sobre el consentimiento para el matrimonio, la edad mínima
para contraer matrimonio y el registro de los matrimonios (resolución 1763 A (XVII), anexo) y la subsi-
guiente recomendación al respecto (resolución 2018 (XX)), y las Estrategias de Nairobi orientadas ha-
cia el futuro para el adelanto de la mujer.
3. La Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer recuerda los
derechos inalienables de la mujer que ya están consagrados en las convenciones y declaraciones men-
cionadas, pero va aún más lejos al reconocer que la cultura y las tradiciones pueden tener importancia
en el comportamiento y la mentalidad de los hombres y las mujeres y que cumplen un papel significa-
tivo en la limitación del ejercicio de los derechos fundamentales de la mujer.
ANTECEDENTES
4. En su resolución 44/82, la Asamblea General ha designado 1994 Año Internacional de la Familia. El
Comité desea aprovechar la oportunidad para subrayar la importancia del ejercicio de los derechos
fundamentales de la mujer en el seno de la familia como una de las medidas de apoyo y fomento de las
celebraciones que tendrán lugar en los distintos países.
(…)
VIDA PÚBLICA Y PRIVADA
11.Históricamente, la actividad humana en las esferas pública y privada se ha considerado de manera
diferente y se ha reglamentado en consecuencia. En todas las sociedades, por mucho tiempo se han
considerado inferiores las actividades de las mujeres que, tradicionalmente, han desempeñado su pa-
pel en la esfera privada o doméstica.
12.Puesto que dichas actividades tienen un valor inestimable para la supervivencia de la sociedad, no
puede haber justificación para aplicarles leyes o costumbres diferentes y discriminatorias. Los informes
de los Estados Partes ponen de manifiesto que existen todavía países en los que no hay igualdad de jure.
Con ello se impide que la mujer goce de igualdad en materia de recursos y en la familia y la sociedad.
Incluso cuando existe la igualdad de jure, en todas las sociedades se asignan a la mujer funciones
diferentes, que se consideran inferiores. De esta forma, se conculcan los principios de justicia e igual-
dad que figuran en particular en el artículo 16 y en los artículos 2, 5 y 24 de la Convención.
DIVERSAS FORMAS DE FAMILIA
13.La forma y el concepto de familia varían de un Estado a otro y hasta de una región a otra en un mismo
Estado. Cualquiera que sea la forma que adopte y cualesquiera que sean el ordenamiento jurídico, la
religión, las costumbres o la tradición en el país, el tratamiento de la mujer en la familia tanto ante la
ley como en privado debe conformarse con los principios de igualdad y justicia para todas las perso-
nas, como lo exige el artículo 2 de la Convención.
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POLIGAMIA
14.En los informes de los Estados Partes también se pone de manifiesto que la poligamia se practica en
varios países. La poligamia infringe el derecho de la mujer a la igualdad con el hombre y puede tener
consecuencias emocionales y económicas, tan graves para ella, al igual que para sus familiares a cargo,
que debe desalentarse y prohibirse. El Comité observa con preocupación que algunos Estados Partes,
en cuyas constituciones se garantiza la igualdad de derechos, permiten la poligamia de conformidad
con el derecho de la persona o el derecho consuetudinario, lo que infringe los derechos constituciona-
les de la mujer y viola las disposiciones del inciso a) del artículo 5 de la Convención.
(…)
Recomendaciones
LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER
40.Al examinar el lugar de la mujer en la vida familiar, el Comité desea subrayar que las disposiciones de
la Recomendación general Nº 19 (11º Período de Sesiones), relativa a la violencia contra la mujer, son
de gran importancia para que la mujer pueda disfrutar de sus derechos y libertades en condiciones de
igualdad. Se insta a los Estados Partes a aplicar esta Recomendación general a fin de que, en la vida
pública y la vida familiar, las mujeres no sean objeto de violencia por razón de su sexo, lo que las priva
de manera grave de sus derechos y libertades individuales.
RESERVAS
41.El Comité ha observado con alarma el número de Estados Partes que han formulado reservas respecto
del artículo 16 en su totalidad o en parte, especialmente cuando también han formulado una reserva
respecto del artículo 2, aduciendo que la observancia de este artículo puede estar en contradicción
con una visión comúnmente percibida de la familia basada, entre otras cosas, en creencias culturales o
religiosas o en las instituciones económicas o políticas del país.
42.Muchos de estos países mantienen una creencia en la estructura patriarcal de la familia, que sitúa al
padre, al esposo o al hijo varón en situación favorable. En algunos países en que las creencias
fundamentalistas u otras creencias extremistas o bien la penuria económica han estimulado un retorno
a los valores y las tradiciones antiguas, el lugar de la mujer en la familia ha empeorado notablemente.
En otros, en que se ha reconocido que una sociedad moderna depende para su adelanto económico y
para el bien general de la comunidad de hacer participar en igualdad de condiciones a todos los
adultos, independientemente de su sexo, estos tabúes e ideas reaccionarias o extremistas se han venido
desalentando progresivamente.
43.De conformidad con los artículos 2, 3 y 24 en particular, el Comité solicita que todos los Estados Partes
avancen paulatinamente hacia una etapa en que, mediante su decidido desaliento a las nociones de la
desigualdad de la mujer en el hogar, cada país retire sus reservas, en particular a los artículos 9, 15 y 16
de la Convención.
44.Los Estados Partes deben desalentar decididamente toda noción de desigualdad entre la mujer y el
hombre que sea afirmada por las leyes, por el derecho religioso o privado o por las costumbres y
avanzar hacia una etapa en que se retiren las reservas, en particular al artículo 16.
45.El Comité observó, sobre la base de su examen de los informes iniciales y los informes periódicos, que
en algunos Estados Partes en la Convención que habían ratificado o accedido a ella sin reservas, algu-
nas leyes, especialmente las que se refieren a la familia, en realidad no se ajustan a las disposiciones de
la Convención.
46.Las leyes de esos Estados todavía contienen muchas medidas basadas en normas, costumbres y prejui-
cios sociales y culturales que discriminan a la mujer. A causa de esta situación particular en relación
con los artículos mencionados, el Comité tropieza con dificultades para evaluar y entender la condi-
ción de la mujer en esos Estados.
47.El Comité, especialmente sobre la base de los artículos 1 y 2 de la Convención, solicita que esos
Estados Partes desplieguen los esfuerzos necesarios para examinar la situación de hecho relativa a tales
cuestiones y hacer las modificaciones necesarias en aquellas de sus leyes que todavía contengan dispo-
siciones discriminatorias contra la mujer.
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INFORMES
48.Con la asistencia de los comentarios que figuran en la presente Recomendación general, en sus infor-
mes los Estados Partes deben:
a) Indicar la etapa que se ha alcanzado para eliminar todas las reservas a la Convención, en particular
las reservas al artículo 16;
b) Indicar si sus leyes cumplen los principios de los artículos 9, 15 y 16 y, si por razón del derecho
religioso o privado o de costumbres, se entorpece la observancia de la ley o de la Convención.
LEGISLACIÓN
49.Cuando lo exija el cumplimiento de la Convención, en particular los artículos 9, 15 y 16, los Estados
Partes deberán legislar y hacer cumplir esas leyes.
ESTÍMULO A LA OBSERVANCIA DE LA CONVENCIÓN
50.Con la asistencia de los comentarios que figuran en la presente Recomendación general, y según lo
dispuesto en los artículos 2, 3 y 24, los Estados Partes deberían introducir medidas destinadas a alentar
la plena observancia de los principios de la Convención, especialmente cuando el derecho religioso o
privado o las costumbres choquen con ellos111.
a) El mismo derecho para contraer matrimonio;
b) El mismo derecho para elegir libremente cónyuge y contraer matrimonio sólo por su libre
albedrío y su pleno consentimiento;
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15.Si bien la mayoría de los países informan de que las constituciones y leyes nacionales acatan la Con-
vención, las costumbres, la tradición y la falta de cumplimiento de estas leyes en realidad contravienen
la Convención.
16.El derecho a elegir su cónyuge y la libertad de contraer matrimonio son esenciales en la vida de la
mujer y para su dignidad e igualdad como ser humano. De un examen de los informes de los Estados
Partes se desprende que hay países que permiten que las mujeres contraigan matrimonios obligados en
primeras o segundas nupcias, sobre la base de la costumbre, las creencias religiosas o el origen étnico
de determinados grupos. En otros países, se permite decidir el matrimonio de la mujer a cambio de
pagos o de ventajas y, en otros, la pobreza obliga a algunas mujeres a casarse con extranjeros para tener
seguridad económica. A reserva de ciertas restricciones razonables basadas, por ejemplo, en la corta
edad de la mujer o en la consanguinidad con su cónyuge, se debe proteger y hacer cumplir conforme
a la ley su derecho a decidir si se casa, cuándo y con quién112.
c) Los mismos derechos y responsabilidades durante el matrimonio y con ocasión de su disolución;
111 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 21 “La Igualdad en el Matrimonio y
en las Relaciones Familiares” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales
Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
112 Ibídem.
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17.Un examen de los informes de los Estados Partes revela que el ordenamiento jurídico de muchos países
dispone los derechos y las obligaciones de los cónyuges sobre la base de los principios del common
law, del derecho religioso o del derecho consuetudinario, en lugar de los principios contenidos en la
Convención. Esta diversidad en la normativa y la práctica relativas al matrimonio tiene consecuencias
de gran amplitud para la mujer, que invariablemente limitan su derecho a la igualdad de situación y de
obligaciones en el matrimonio. Esa limitación suele ser causa de que se considere al esposo como
cabeza de familia y como principal encargado de la adopción de decisiones y, por lo tanto, infringe las
disposiciones de la Convención.
18.Además, por lo general, no se concede protección legislativa alguna al amancebamiento. La ley debe-
ría proteger la igualdad de las mujeres amancebadas en la vida familiar y en la repartición de los
ingresos y los bienes. Deberían gozar de igualdad de derechos y obligaciones con los hombres en el
cuidado y la crianza de los hijos o familiares a cargo113.
d) Los mismos derechos y responsabilidades como progenitores, cualquiera que sea su estado civil,
en materias relacionadas con sus hijos; en todos los casos, los intereses de los hijos serán la
consideración primordial;
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19.Según se dispone en el inciso b) del artículo 5, la mayoría de los países reconocen que los progenitores
comparten sus obligaciones respecto del cuidado, la protección y el mantenimiento de los hijos. El
principio de que “los intereses de los hijos serán la consideración primordial” se ha incluido en la
Convención sobre los Derechos del Niño (resolución 44/25 de la Asamblea General, anexo) y parece
tener aceptación universal. En la práctica, sin embargo, algunos países no respetan el principio de
igualdad de los padres de familia, especialmente cuando no están casados. Sus hijos no siempre gozan
de la misma condición jurídica que los nacidos dentro del matrimonio y, cuando las madres están
divorciadas o viven separadas, muchas veces los padres no comparten las obligaciones del cuidado, la
protección y el mantenimiento de sus hijos.
20.Los derechos y las obligaciones compartidos enunciados en la Convención deben poder imponerse
conforme a la ley y, cuando proceda, mediante las instituciones de la tutela, la curatela, la custodia y la
adopción. Los Estados Partes deberían velar por que conforme a sus leyes, ambos padres, sin tener en
cuenta su estado civil o si viven con sus hijos, compartan los derechos y las obligaciones con respecto
a ellos en pie de igualdad114.
e) Los mismos derechos a decidir libre y responsablemente el número de sus hijos y el intervalo
entre los nacimientos y a tener acceso a la información, la educación y los medios que les
permitan ejercer estos derechos;
11º Período de Sesiones (1992)
Recomendación general Nº 19
La violencia contra la mujer
(…)
22.La esterilización y el aborto obligatorios influyen adversamente en la salud física y mental de la mujer
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23.La violencia en la familia es una de las formas más insidiosas de violencia contra la mujer. Existe en
todas las sociedades. En las relaciones familiares, se somete a las mujeres de cualquier edad a violencia
de todo tipo, como lesiones, violación, otras formas de violencia sexual, violencia mental y violencia
de otra índole, que se ven perpetuadas por las actitudes tradicionales. La falta de independencia eco-
nómica obliga a muchas mujeres a permanecer en situaciones violentas. La negación de sus responsa-
bilidades familiares por parte de los hombres puede ser una forma de violencia y coerción. Esta violen-
cia compromete la salud de la mujer y entorpece su capacidad de participar en la vida familiar y en la
vida pública en condiciones de igualdad115.
13º Período de Sesiones (1994)
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21.Las obligaciones de la mujer de tener hijos y criarlos afectan a su derecho a la educación, al empleo y
a otras actividades referentes a su desarrollo personal, además de imponerle una carga de trabajo
injusta. El número y espaciamiento de los hijos repercuten de forma análoga en su vida y también
afectan su salud física y mental, así como la de sus hijos. Por estas razones, la mujer tiene derecho a
decidir el número y el espaciamiento de los hijos que tiene.
22.En algunos informes se revelan prácticas coercitivas que tienen graves consecuencias para la mujer,
como el embarazo, el aborto o la esterilización forzados. La decisión de tener hijos, si bien de preferen-
cia debe adoptarse en consulta con el cónyuge o el compañero, no debe, sin embargo, estar limitada
por el cónyuge, el padre, el compañero o el gobierno. A fin de adoptar una decisión con conocimiento
de causa respecto de medidas anticonceptivas seguras y fiables, las mujeres deben tener información
acerca de las medidas anticonceptivas y su uso, así como garantías de recibir educación sexual y
servicios de planificación de la familia, según dispone el inciso h) del artículo 10 de la Convención.
23.Hay amplio acuerdo en que cuando se dispone libremente de medidas apropiadas para la regulación
voluntaria de la fecundidad, mejoran la salud, el desarrollo y el bienestar de todas las personas de la
familia. Además, estos servicios mejoran la calidad general de la vida y la salud de la población, y la
regulación voluntaria del crecimiento demográfico ayuda a conservar el medio ambiente y a alcanzar
un desarrollo económico y social duradero116.
f ) Los mismos derechos y responsabilidades respecto de la tutela, curatela, custodia y adopción de
los hijos, o instituciones análogas cuando quiera que estos conceptos existan en la legislación
nacional; en todos los casos, los intereses de los hijos serán la consideración primordial;
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20.Los derechos y las obligaciones compartidos enunciados en la Convención deben poder imponerse
conforme a la ley y, cuando proceda, mediante las instituciones de la tutela, la curatela, la custodia y la
adopción. Los Estados Partes deberían velar por que conforme a sus leyes, ambos padres, sin tener en
cuenta su estado civil o si viven con sus hijos, compartan los derechos y las obligaciones con respecto
a ellos en pie de igualdad117.
115 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 19 “La Violencia Contra la Mujer” en
Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados
en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
116 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 21 “La Igualdad en el Matrimonio y
en las Relaciones Familiares” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales
Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
117 Ibídem.
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g) Los mismos derechos personales como marido y mujer, entre ellos el derecho a elegir apellido,
profesión y ocupación;
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24.Los principios de equidad, justicia y plena realización de todos son la base de una familia estable. Por
consiguiente, marido y mujer deben tener el derecho de elegir su profesión u ocupación con arreglo a
su propia capacidad, aptitudes o aspiraciones, según disponen los incisos a) y c) del artículo 11 de la
Convención. Además, cada uno debe tener el derecho a escoger su nombre para conservar su indivi-
dualidad e identidad dentro de la comunidad y poder distinguirlo de los demás miembros de la socie-
dad. Cuando la ley o las costumbres obligan a una mujer a cambiar de nombre con ocasión del matri-
monio o de la disolución de éste, se le deniega este derecho118.
h) Los mismos derechos a cada uno de los cónyuges en materia de propiedad, compras, gestión,
administración, goce y disposición de los bienes, tanto a título gratuito como oneroso.
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25.Los derechos enunciados en este artículo coinciden con los enunciados en el párrafo 2 del artículo 15,
que impone a los Estados la obligación de reconocer a la mujer iguales derechos para concertar contra-
tos y administrar bienes, y los completan.
26.El párrafo 1 del artículo 15 garantiza la igualdad ante la ley de hombres y mujeres. El derecho de la
mujer a la propiedad, la administración y la disposición de los bienes es fundamental para que pueda
tener independencia económica y en muchos países será de crítica importancia para que pueda ganarse
la vida y tener una vivienda y alimentación adecuadas para ella y para su familia.
27.En los países que están ejecutando un programa de reforma agraria o de redistribución de la tierra entre
grupos de diferente origen étnico, debe respetarse cuidadosamente el derecho de la mujer, sin tener en
cuenta su estado civil, a poseer una parte igual que la del hombre de la tierra redistribuida.
28.En la mayoría de los países, hay una proporción significativa de mujeres solteras o divorciadas que
pueden tener la obligación exclusiva de sostener a una familia. Evidentemente, es poco realista toda
discriminación en la repartición de la tierra basada en la premisa de que solamente el hombre tiene la
obligación de sostener a las mujeres y a los niños de su familia y de que va a hacer honor a esta
obligación. En consecuencia, toda ley o costumbre que conceda al hombre el derecho a una mayor
parte del patrimonio al extinguirse el matrimonio o el amancebamiento o al fallecer un pariente es
discriminatoria y tendrá graves repercusiones en la capacidad práctica de la mujer para divorciarse,
para mantenerse, para sostener a su familia o para vivir dignamente como persona independiente.
29.Todos estos derechos deberían garantizarse sin tener en cuenta el estado civil de la mujer.
BIENES EN EL MATRIMONIO
30.Hay países que no reconocen a la mujer el derecho a la misma parte de los bienes que el marido
durante el matrimonio o el amancebamiento, ni cuando terminan. Muchos reconocen este derecho,
pero es posible que precedentes legales o las costumbres coarten su capacidad práctica para ejercerlo.
31.Aunque la ley confiera a la mujer este derecho y aunque los tribunales lo apliquen, el hombre puede
administrar los bienes de propiedad de la mujer durante el matrimonio o en el momento del divorcio.
118 Ibídem.
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En muchos Estados, hasta los que reconocen la comunidad de bienes, no existe la obligación legal de
consultar a la mujer cuando la propiedad que pertenezca a las dos partes en el matrimonio o el aman-
cebamiento se venda o se enajene de otro modo. Esto limita la capacidad de la mujer para controlar la
enajenación de la propiedad o los ingresos procedentes de su venta.
32.En algunos países, al dividirse la propiedad conyugal, se atribuye mayor importancia a las contribucio-
nes económicas al patrimonio efectuadas durante el matrimonio que a otras aportaciones como la
educación de los hijos, el cuidado de los parientes ancianos y las faenas domésticas. Con frecuencia,
estas otras contribuciones de la mujer hacen posible que el marido obtenga ingresos y aumente los
haberes. Debería darse la misma importancia a todas las contribuciones, económicas o no.
33.En muchos países, los bienes acumulados durante el amancebamiento no reciben el mismo trato legal
que los bienes adquiridos durante el matrimonio. Invariablemente, cuando termina la relación, la mu-
jer recibe una parte considerablemente menor que el hombre. Las leyes y las costumbres sobre la
propiedad que discriminan de esta forma a las mujeres casadas o solteras, con o sin hijos, deben
revocarse y desalentarse.
SUCESIONES
34.Los informes de los Estados Partes deberían incluir comentarios sobre las disposiciones legales o con-
suetudinarias relativas a los derechos sucesorios que afectan la situación de la mujer, como se dispone
en la Convención y en la resolución 884 D (XXXIV) del Consejo Económico y Social, en la que se
recomendaba a los Estados que adoptasen las medidas necesarias para garantizar la igualdad de dere-
chos sucesorios de hombres y mujeres, disponiendo que unos y otros, dentro del mismo grado de
parentesco con el causante, tengan la misma parte en la herencia y el mismo rango en el orden de
sucesión. Esta disposición generalmente no se ha aplicado.
35.Hay muchos países en los que la legislación y la práctica en materia de sucesiones y bienes redundan
en graves discriminaciones contra la mujer. Esta desigualdad de trato puede hacer que las mujeres
reciban una parte más pequeña del patrimonio del marido o del padre, en caso de fallecimiento de
éstos, que los viudos y los hijos. En algunos casos, no se reconoce a la mujer más que un derecho
limitado y controlado a recibir determinados ingresos con cargo al patrimonio del difunto. Con fre-
cuencia, los derechos de sucesión de la viuda no reflejan el principio de la igualdad en la propiedad de
los bienes adquiridos durante el matrimonio. Dichas disposiciones violan la Convención y deberían
abolirse119.
2. No tendrán ningún efecto jurídico los esponsales y el matrimonio de niños y se adoptarán todas las
medidas necesarias, incluso de carácter legislativo, para fijar una edad mínima para la celebración
del matrimonio y hacer obligatoria la inscripción del matrimonio en un registro oficial.
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36.En la Declaración y Programa de Acción de Viena aprobados en la Conferencia Mundial de Derechos
Humanos, celebrada en Viena del 14 al 25 de junio de 1993, se instó a los Estados a que derogaran
leyes y reglamentos en vigor y a que eliminaran las costumbres y prácticas que fueran discriminatorias
y perjudiciales para las niñas. El párrafo 2 del artículo 16 y las disposiciones de la Convención sobre
los Derechos del Niño impiden que los Estados Partes permitan o reconozcan el matrimonio entre
personas que no hayan alcanzado la mayoría de edad. En el contexto de la Convención sobre los
Derechos del Niño, “se entiende por niño todo ser humano menor de 18 años de edad, salvo que en
virtud de la ley que le sea aplicable haya alcanzado antes la mayoría de edad”. A pesar de esta defini-
ción y teniendo presentes las disposiciones de la Declaración de Viena, el Comité considera que la
edad mínima para contraer matrimonio debe ser de 18 años tanto para el hombre como para la mujer.
Al casarse, ambos asumen importantes obligaciones. En consecuencia, no debería permitirse el matri-
monio antes de que hayan alcanzado la madurez y la capacidad de obrar plenas. Según la Organiza-
119 Ibídem.
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ción Mundial de la Salud, cuando los menores de edad, especialmente las niñas se casan y tienen hijos,
su salud puede verse afectada desfavorablemente y se entorpece su educación. Como resultado, se
restringe su autonomía económica.
37.Esto no sólo afecta a la mujer personalmente, sino también limita el desarrollo de sus aptitudes e indepen-
dencia y reduce las oportunidades de empleo, con lo que perjudica a su familia y su comunidad.
38.En algunos países se fijan diferentes edades para el matrimonio para el hombre y para la mujer. Puesto
que dichas disposiciones suponen incorrectamente que la mujer tiene un ritmo de desarrollo intelec-
tual diferente al del hombre, o que su etapa de desarrollo físico e intelectual al contraer matrimonio
carece de importancia, deberían abolirse. En otros países, se permiten los esponsales de niñas o los
compromisos contraídos en su nombre por familiares. Estas medidas no sólo contravienen la Conven-
ción, sino también infringen el derecho de la mujer a elegir libremente cónyuge.
39.Los Estados Partes deben también exigir la inscripción de todos los matrimonios, tanto los civiles como
los contraídos de conformidad con costumbres o leyes religiosas. De esa forma, el Estado podrá asegu-
rar la observancia de la Convención e instituir la igualdad entre los cónyuges, la edad mínima para el
matrimonio, la prohibición de la bigamia o la poligamia y la protección de los derechos de los hijos120.
PARTE V
Artículo 17
1. Con el fin de examinar los progresos realizados en la aplicación de la presente Convención, se
establecerá un Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (denominado en
adelante el Comité) compuesto, en el momento de la entrada en vigor de la Convención, de
dieciocho y, después de su ratificación o adhesión por el trigésimo quinto Estado Parte, de veinti-
trés expertos de gran prestigio moral y competencia en la esfera abarcada por la Convención. Los
expertos serán elegidos por los Estados Partes entre sus nacionales, y ejercerán sus funciones a
título personal; se tendrán en cuenta una distribución geográfica equitativa y la representación de
las diferentes formas de civilización, así como los principales sistemas jurídicos.
2. Los miembros del Comité serán elegidos en votación secreta de un[a] lista de personas designadas
por los Estados Partes. Cada uno de los Estados Partes podrá designar una persona entre sus pro-
pios nacionales.
3. La elección inicial se celebrará seis meses después de la fecha de entrada en vigor de la presente
Convención. Al menos tres meses antes de la fecha de cada elección, el Secretario General de las
Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes invitándolos a presentar sus candidaturas
en un plazo de dos meses. El Secretario General preparará una lista por orden alfabético de todas
las personas designadas de este modo, indicando los Estados Partes que las han designado, y la
comunicará a los Estados Partes.
4. Los miembros del Comité serán elegidos en una reunión de los Estados Partes que será convocada
por el Secretario General y se celebrará en la Sede de las Naciones Unidas. En esta reunión, para la
cual formarán quórum dos tercios de los Estados Partes, se considerarán elegidos para el Comité
los candidatos que obtengan el mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los
representantes de los Estados Partes presentes y votantes.
5. Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años. No obstante, el mandato de nueve de los
miembros elegidos en la primera elección expirará al cabo de dos años; inmediatamente después de la
primera elección el Presidente del Comité designará por sorteo los nombres de esos nueve miembros.
120 Ibídem.
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6. La elección de los cinco miembros adicionales del Comité se celebrará de conformidad con lo
dispuesto en los párrafos 2, 3 y 4 del presente artículo, después de que el trigésimo quinto Estado
Parte haya ratificado la Convención o se haya adherido a ella. El mandato de dos de los miembros
adicionales elegidos en esta ocasión, cuyos nombres designará por sorteo el Presidente del Comité,
expirará al cabo de dos años.
7. Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado Parte cuyo experto haya cesado en sus funciones
como miembro del Comité designará entre sus nacionales a otro experto a reserva de la aprobación
del Comité.
8. Los miembros del Comité, previa aprobación de la Asamblea General, percibirán emolumentos de
los fondos de las Naciones Unidas en la forma y condiciones que la Asamblea determine, teniendo
en cuenta la importancia de las funciones del Comité.
9. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los servicios necesarios
para el desempeño eficaz de las funciones del Comité en virtud de la presente Convención.
Artículo 18
1. Los Estados Partes se comprometen a someter al Secretario General de las Naciones Unidas, para
que lo examine el Comité, un informe sobre las medidas legislativas, judiciales, administrativas o
de otra índole que hayan adoptado para hacer efectivas las disposiciones de la presente Conven-
ción y sobre los progresos realizados en este sentido:
a) En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Convención para el Estado de que se trate;
b) En lo sucesivo por lo menos cada cuatro años y, además, cuando el Comité lo solicite.
2. Se podrán indicar en los informes los factores y las dificultades que afecten al grado de cumpli-
miento de las obligaciones impuestas por la presente Convención.
Quinto Período de Sesiones (1986)
Recomendación general Nº 1
Presentación de informes por los Estados Partes
Los informes iniciales presentados con arreglo al artículo 18 de la Convención deberán abarcar la situa-
ción existente hasta la fecha de presentación. En lo sucesivo, se presentarán informes por lo menos cada
cuatro años después de la fecha en que debía presentarse el primer informe y los informes deberán incluir
los obstáculos encontrados para aplicar plenamente la Convención y las medidas adoptadas para vencer-
los121.
Sexto Período de Sesiones (1987)
Recomendación general Nº 2
Presentación de informes por los Estados Partes
El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer,
Teniendo en cuenta que el Comité había tropezado con dificultades debido a que algunos informes inicia-
les de los Estados Partes, presentados con arreglo al artículo 18 de la Convención, no reflejaban adecuada-
mente la información disponible en el respectivo Estado Parte de conformidad con las Orientaciones,
121 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 1 “Presentación de Informes por los
Estados Partes” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas
por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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Recomienda:
a) Que los Estados Partes, al preparar informes con arreglo al artículo 18 de la Convención, sigan las
Orientaciones Generales aprobadas en agosto de 1983 (CEDAW/C/7) en cuanto a la forma, el conteni-
do y las fechas de los informes;
b) Que los Estados Partes sigan la Recomendación general aprobada en 1986 en los siguientes términos:
“Los informes iniciales presentados con arreglo al artículo 18 de la Convención deberán abarcar la
situación existente hasta la fecha de presentación. En lo sucesivo, se presentarán informes por lo menos
cada cuatro años después de la fecha en que debía presentarse el primer informe y los informes debe-
rán incluir los obstáculos encontrados para aplicar plenamente la Convención y las medidas adoptadas
para vencerlos.”
c) Que la información adicional que complemente el informe de un Estado Parte se envíe a la Secretaría
por lo menos tres meses antes del Período de Sesiones en que se ha de examinar el informe122.
Séptimo Período de Sesiones (1988)
Recomendación general Nº 6
Mecanismo nacional efectivo y publicidad
El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer,
(…)
Recomienda a los Estados Partes que:
(…)
2. Tomen medidas apropiadas para que se difundan en el idioma de los Estados interesados la Conven-
ción, los informes de los Estados Partes en virtud del artículo 18 y los informes del Comité;
3. Soliciten ayuda al Secretario General y al Departamento de Información Pública para que se traduzcan
la Convención y los informes del Comité;
4. Incluyan en sus informes iniciales y periódicos las medidas adoptadas con respecto a esta recomenda-
ción123.
Octavo Período de Sesiones (1989)
Recomendación general Nº 11
Servicios de asesoramiento técnico sobre las obligaciones en materia de presentación de informes
El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer,
(…)
Recomienda que los Estados Partes alienten y apoyen los proyectos de servicios de asesoramiento técnico
y que cooperen en ellos, hasta en seminarios de capacitación, para ayudar a los Estados Partes que lo
soliciten a cumplir sus obligaciones en materia de presentación de informes con arreglo al artículo 18 de
la Convención124.
122 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 2 “Presentación de Informes por los
Estados Partes” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas
por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
123 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 6 “Mecanismo Nacional Efectivo y
Publicidad” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por
Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
124 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 11 “Servicios de Asesoramiento
Técnico Sobre las Obligaciones en Materia de Presentación de Informes” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observacio-
nes Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos,
HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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Artículo 19
1. El Comité aprobará su propio reglamento.
2. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años.
Artículo 20
1. El Comité se reunirá normalmente todos los años por un período que no exceda de dos semanas
para examinar los informes que se le presenten de conformidad con el artículo 18 de la presente
Convención.
2. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones Unidas o en
cualquier otro sitio conveniente que determine el Comité.
Artículo 21
1. El Comité, por conducto del Consejo Económico y Social, informará anualmente a la Asamblea
General de las Naciones Unidas sobre sus actividades y podrá hacer sugerencias y recomendaciones
de carácter general basadas en el examen de los informes y de los datos transmitidos por los Estados
Partes. Estas sugerencias y recomendaciones de carácter general se incluirán en el informe del
Comité junto con las observaciones, si las hubiere, de los Estados Partes.
2. El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá los informes del Comité a la Comisión de
la Condición Jurídica y Social de la Mujer para su información.
Artículo 22
Los organismos especializados tendrán derecho a estar representados en el examen de la aplicación de
las disposiciones de la presente Convención que correspondan a la esfera de las actividades. El Comité
podrá invitar a los organismos especializados a que presenten informes sobre la aplicación de la Con-
vención en las áreas que correspondan a la esfera de sus actividades.
PARTE VI
Artículo 23
Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a disposición alguna que sea más conducen-
te al logro de la igualdad entre hombres y mujeres y que pueda formar parte de:
a) La legislación de un Estado Parte; o
b) Cualquier otra convención, tratado o acuerdo internacional vigente en ese Estado.
Artículo 24
Los Estados Partes se comprometen a adoptar todas las medidas necesarias en el ámbito nacional para
conseguir la plena realización de los derechos reconocidos en la presente Convención.
Artículo 25
1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados.
2. Se designa al Secretario General de las Naciones Unidas depositario de la presente Convención.
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3. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se depositaran
en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.
4. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados. La adhesión se efectuará
depositando un instrumento de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.
Artículo 26
1. En cualquier momento, cualquiera de los Estados Partes podrá formular una solicitud de revisión
de la presente Convención mediante comunicación escrita dirigida al Secretario General de las
Naciones Unidas.
2. La Asamblea General de las Naciones Unidas decidirá las medidas que, en caso necesario, hayan de
adoptarse en lo que respecta a esa solicitud.
Artículo 27
1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que haya sido
depositado en poder del Secretario General de las Naciones Unidas el vigésimo instrumento de
ratificación o de adhesión.
2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de haber sido depositado el
vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día
a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o de adhesión.
Artículo 28
1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos los Estados el texto de
las reservas formuladas por los Estados en el momento de la ratificación o de la adhesión.
2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósito de la presente Convención.
3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por medio de una notificación a estos
efectos dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas, quien informará de ello a todos los
Estados. Esta notificación surtirá efecto en la fecha de su recepción.
Sexto Período de Sesiones (1987)
Recomendación general Nº 4
Reservas
El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer,
Habiendo examinado en sus períodos de sesiones los informes de los Estados Partes,
Expresando su preocupación con respecto al considerable número de reservas que parecían incompati-
bles con el objeto y la finalidad de la Convención,
Acoge con beneplácito la decisión de los Estados Partes de examinar las reservas en su próximo Período de
Sesiones que se celebrará en Nueva York en 1988 y, con este fin, sugiere que todos los Estados Partes
interesados vuelvan a examinarlas con miras a retirarlas125.
125 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 4 “Reservas” en Naciones Unidas,
Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de
Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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11º Período de Sesiones (1992)
Recomendación general Nº 20
Reservas formuladas en relación con la Convención
(…)
2. El Comité recomendó que, en relación con los preparativos de la Conferencia Mundial de Derechos
Humanos que se celebrará en 1993, los Estados Partes:
a) Planteen la cuestión de la validez y los efectos jurídicos de las reservas formuladas en relación con
reservas respecto de otros tratados de derechos humanos;
b) Vuelvan a examinar esas reservas con vistas a reforzar la aplicación de todos los tratados de dere-
chos humanos;
c) Consideren la posibilidad de introducir un procedimiento para la formulación de reservas en rela-
ción con la Convención comparable a los de otros tratados de derechos humanos126.
Artículo 29
1. Toda controversia que surja entre dos o más Estados Partes con respecto a la interpretación o
aplicación de la presente Convención que no se solucione mediante negociaciones se someterá al
arbitraje a petición de uno de ellos. Si en el plazo de seis meses contados a partir de la fecha de
presentación de solicitud de arbitraje las partes no consiguen ponerse de acuerdo sobre la forma del
mismo, cualquiera de las partes podrá someter la controversia a la Corte Internacional de Justicia,
mediante una solicitud presentada de conformidad con el Estatuto de la Corte.
2. Todo Estado Parte, en el momento de la firma o ratificación de la presente Convención o de su
adhesión a la misma, podrá declarar que no se considera obligado por el párrafo 1 del presente
artículo. Los demás Estados Partes no estarán obligados por ese párrafo ante ningún Estado Parte
que haya formulado esa reserva.
3. Todo Estado Parte que haya formulado la reserva prevista en el párrafo 2 del presente artículo
podrá retirarla en cualquier momento notificándolo al Secretario General de las Naciones Unidas.
Artículo 30
La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente
auténticos, se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.
En testimonio de lo cual, los infrascritos, debidamente autorizados, firman la presente Convención.
126 Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer, Recomendación General Nº 20 “Reservas Formuladas en
Relación con la Convención” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales
Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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Convención Sobre los Derechos del Niño
Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General en su resolución 44/25,
de 20 de noviembre de 1989
Entrada en vigor: 2 de septiembre de 1990, de conformidad con el artículo 49
Preámbulo
Los Estados Partes en la presente Convención,
Considerando que, de conformidad con los principios proclamados en la Carta de las Naciones Uni-
das, la libertad, la justicia y la paz en el mundo se basan en el reconocimiento de la dignidad intrínseca
y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana,
Teniendo presente que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en los dere-
chos fundamentales del hombre y en la dignidad y el valor de la persona humana, y que han decidido
promover el progreso social y elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad,
Reconociendo que las Naciones Unidas han proclamado y acordado en la Declaración Universal de
Derechos Humanos y en los pactos internacionales de derechos humanos, que toda persona tiene
todos los derechos y libertades enunciados en ellos, sin distinción alguna, por motivos de raza, color,
sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económi-
ca, nacimiento o cualquier otra condición,
Recordando que en la Declaración Universal de Derechos Humanos las Naciones Unidas proclamaron
que la infancia tiene derecho a cuidados y asistencia especiales,
Convencidos de que la familia, como grupo fundamental de la sociedad y medio natural para el creci-
miento y el bienestar de todos sus miembros, y en particular de los niños, debe recibir la protección y
asistencia necesarias para poder asumir plenamente sus responsabilidades dentro de la comunidad,
Reconociendo que el niño, para el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad, debe crecer en el
seno de la familia, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión,
Considerando que el niño debe estar plenamente preparado para una vida independiente en sociedad
y ser educado en el espíritu de los ideales proclamados en la Carta de las Naciones Unidas y, en
particular, en un espíritu de paz, dignidad, tolerancia, libertad, igualdad y solidaridad,
Teniendo presente que la necesidad de proporcionar al niño una protección especial ha sido enuncia-
da en la Declaración de Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño y en la Declaración de los
Derechos del Niño adoptada por la Asamblea General el 20 de noviembre de 1959, y reconocida
en la Declaración Universal de Derechos Humanos, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles
y Políticos (en particular, en los artículos 23 y 24), en el Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales (en particular, en el artículo 10) y en los estatutos e instrumentos perti-
nentes de los organismos especializados y de las organizaciones internacionales que se interesan en
el bienestar del niño,
Teniendo presente que, como se indica en la Declaración de los Derechos del Niño, “el niño, por su
falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidado especiales, incluso la debida protec-
ción legal, tanto antes como después del nacimiento”,
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Recordando lo dispuesto en la Declaración sobre los principios sociales y jurídicos relativos a la protec-
ción y el bienestar de los niños, con particular referencia a la adopción y la colocación en hogares de
guarda, en los planos nacional e internacional; las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la
administración de la justicia de menores (Reglas de Beijing); y la Declaración sobre la protección de
la mujer y el niño en estados de emergencia o de conflicto armado,
Reconociendo que en todos los países del mundo hay niños que viven en condiciones excepcionalmen-
te difíciles y que esos niños necesitan especial consideración,
Teniendo debidamente en cuenta la importancia de las tradiciones y los valores culturales de cada
pueblo para la protección y el desarrollo armonioso del niño,
Reconociendo la importancia de la cooperación internacional para el mejoramiento de las condiciones
de vida de los niños en todos los países, en particular en los países en desarrollo,
Han convenido en lo siguiente:
PARTE I
Artículo 1
Para los efectos de la presente Convención, se entiende por niño todo ser humano menor de dieciocho
años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad.
Artículo 2
1. Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados en la presente Convención y asegurarán su
aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción alguna, independientemente de la
raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional,
étnico o social, la posición económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra
condición del niño, de sus padres o de sus representantes legales.
32º Período de Sesiones (2003)
Observación General Nº3
El VIH/SIDA y los Derechos del Niño
(…)
6. Preocupa especialmente la discriminación sexual unida a los tabúes o las actitudes negativas o críticas
respecto de la actividad sexual de las muchachas, lo que a menudo limita su acceso a medidas preventi-
vas y otros servicios. También es preocupante la discriminación basada en las preferencias sexuales. Al
idear las estrategias relacionadas con el VIH/SIDA y cumplir las obligaciones contraídas en virtud de la
Convención, los Estados Partes deben examinar detenidamente las normas sociales prescritas en cuanto
al sexo con miras a eliminar la discriminación sexual, puesto que esas normas repercuten en la vulnera-
bilidad de las muchachas y los muchachos al VIH/SIDA. En particular, los Estados Partes deben reconocer
que la discriminación relacionada con el VIH/SIDA perjudica más a las muchachas que a los muchachos.
(…)
30.El trauma que supone el VIH/SIDA para la vida de los huérfanos suele empezar con la enfermedad y la
muerte de uno de los progenitores y suele verse exacerbado por los efectos del estigma y la discriminación.
A este respecto, se recuerda muy particularmente a los Estados Partes que deben velar por que tanto de
hecho como de derecho se protejan los derechos de sucesión y los derechos de propiedad de los huérfanos,
prestando particular atención a la subyacente discriminación sexual que puede poner trabas al ejercicio de
esos derechos. De conformidad con las obligaciones que les impone el artículo 27 de la Convención, los
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Estados Partes también deben apoyar y reforzar la capacidad de las familias y de las comunidades en que
viven los huérfanos a causa del SIDA de darles un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental,
espiritual, moral, económico y social, incluido el acceso a la atención psicosocial que sea necesaria127.
33º Período de Sesiones (2003)
Observación General Nº4
La Salud y el Desarrollo de los Adolescentes en el Contexto de la Convención sobre los Derechos del Niño
(…)
6. Los Estados Partes tienen la obligación de garantizar a todos los seres humanos de menos de 18 años el
disfrute de todos los derechos enunciados en la Convención, sin distinción alguna (art. 2), indepen-
dientemente de “la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión pública o de otra índole, el
origen nacional, étnico o social, la posición económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o
cualquier otra condición del niño”. Deben añadirse también la orientación sexual y el estado salud del
niño (con inclusión del VIH/SIDA y la salud mental). Los adolescentes que son objeto de discrimina-
ción son más vulnerables a los abusos, a otros tipos de violencia y explotación y su salud y desarrollo
corren grandes peligros. Por ello tienen derecho a atención y protección especiales de todos los seg-
mentos de la sociedad128.
34º Período de Sesiones (2003)
Observación General Nº5
Medidas Generales de Implementación de la Convención Sobre los Derechos del Niño
(…)
Artículo 2 – Obligación de los Estados de respetar los derechos enunciados en la Convención y de asegurar
su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción alguna. Esta obligación de no discrimina-
ción exige que los Estados identifiquen activamente a los niños y grupos de niños cuando el reconocimien-
to y la efectividad de sus derechos pueda exigir la adopción de medidas especiales. Por ejemplo, el Comité
subraya en particular, la necesidad de que los datos que se reúnan se desglosen para poder identificar las
discriminaciones existentes o potenciales. La lucha contra la discriminación puede exigir que se modifi-
que la legislación, que se introduzcan cambios en la administración, que se modifique la asignación de
recursos y que se adopten medidas educativas para hacer que cambien las actitudes. Hay que poner de
relieve que la aplicación del principio no discriminatorio de la igualdad de acceso a los derechos no
significa que haya que dar un trato idéntico. En una Observación general del Comité de Derechos Huma-
nos se ha subrayado la importancia de tomar medidas especiales para reducir o eliminar las condiciones
que llevan a la discriminación129.
2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar que el niño se vea prote-
gido contra toda forma de discriminación o castigo por causa de la condición, las actividades, las
opiniones expresadas o las creencias de sus padres, o sus tutores o de sus familiares.
Artículo 3
1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de
bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una con-
sideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño.
127 Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 3 “El VIH/SIDA y los Derechos del Niño” en Naciones Unidas, Recopi-
lación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de
Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
128 Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 4 “La Salud y el Desarrollo de los Adolescentes en el Contexto de la
Convención de los Derechos del Niño” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones
Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
129 Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 5 “Medidas Generales de Implementación de la Convención Sobre los
Derechos del Niño” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adopta-
das por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que sean necesa-
rios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras
personas responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas y
administrativas adecuadas.
3. Los Estados Partes se asegurarán de que las instituciones, servicios y establecimientos encargados
del cuidado o la protección de los niños cumplan las normas establecidas por las autoridades
competentes, especialmente en materia de seguridad, sanidad, número y competencia de su perso-
nal, así como en relación con la existencia de una supervisión adecuada.
Artículo 4
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para dar
efectividad a los derechos reconocidos en la presente Convención. En lo que respecta a los derechos
económicos, sociales y culturales, los Estados Partes adoptarán esas medidas hasta el máximo de los
recursos de que dispongan y, cuando sea necesario, dentro del marco de la cooperación internacional.
33º Período de Sesiones (2003)
Observación General Nº4
La Salud y el Desarrollo de los Adolescentes en el Contexto de la Convención sobre los Derechos del Niño
(…)
9. El artículo 4 de la Convención establece que “los Estados Partes adoptarán todas las medidas adminis-
trativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad a los derechos reconocidos” en ella. En el
contexto de los derechos de los adolescentes a la salud y el desarrollo, los Estados Partes tienen nece-
sidad de asegurar que ciertas disposiciones jurídicas específicas estén garantizadas en derecho interno,
entre ellas las relativas al establecimiento de la edad mínima para el consentimiento sexual, el matri-
monio y la posibilidad de tratamiento médico sin consentimiento de los padres. Estas edades mínimas
deben ser las mismas para los niños y las niñas (artículo 2 de la Convención) y reflejar fielmente el
reconocimiento de la condición de seres humanos a los menores de 18 años de edad en cuanto titula-
res de derecho en consonancia con la evolución de sus facultades y en función de la edad y la madurez
del niño (arts. 5 y 12 a 17). Además, los adolescentes necesitan tener fácil acceso a los procedimientos
de quejas individuales así como a los mecanismos de reparación judicial y no judicial adecuados que
garanticen un proceso justo con las debidas garantías, prestando especialmente atención al derecho a
la intimidad (art. 16)130.
Artículo 5
Los Estados Partes respetarán las responsabilidades, los derechos y los deberes de los padres o, en su
caso, de los miembros de la familia ampliada o de la comunidad, según establezca la costumbre local,
de los tutores u otras personas encargadas legalmente del niño de impartirle, en consonancia con la
evolución de sus facultades, dirección y orientación apropiadas para que el niño ejerza los derechos
reconocidos en la presente Convención.
Artículo 6
1. Los Estados Partes reconocen que todo niño tiene el derecho intrínseco a la vida.
2. Los Estados Partes garantizarán en la máxima medida posible la supervivencia y el desarrollo del
niño.
130 Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 4 “La Salud y el Desarrollo de los Adolescentes en el Contexto de la
Convención de los Derechos del Niño” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones
Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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9. Los niños tienen derecho a que no se les arrebate arbitrariamente la vida, así como a ser beneficiarios
de medidas económicas y sociales que les permitan sobrevivir, llegar a la edad adulta y desarrollarse en
el sentido más amplio del término. La obligación del Estado de hacer efectivo el derecho a la vida, la
supervivencia y el desarrollo también pone de relieve la necesidad de que se preste una atención
especial a las cuestiones relacionadas con la sexualidad, así como a los tipos de comportamiento y
estilos de vida de los niños, aun cuando no sean conformes con lo que la sociedad considera aceptable
según las normas culturales imperantes para un determinado grupo de edad. A ese respecto, las niñas
a menudo son víctimas de prácticas tradicionales perniciosas, como el matrimonio precoz o forzado,
que violan sus derechos y las hacen más vulnerables al VIH, entre otras cosas, porque esas prácticas a
menudo cortan el acceso a la educación y la información. Los programas de prevención realmente
eficaces son los que tienen en cuenta la realidad de la vida de los adolescentes y al mismo tiempo
tratan la cuestión de la sexualidad velando por que tengan acceso en pie de igualdad a la información,
la preparación para la vida activa y las medidas preventivas adecuadas131.
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24.A la luz de los artículos 3, 6, 12, 19 y el párrafo 3 del artículo 24 de las observaciones los Estados Partes
están obligados a adoptar todas las medidas eficaces para eliminar cuantos actos y actividades amena-
cen al derecho a la vida de los adolescentes, incluidas las muertes por cuestiones de honor. El Comité
insta vivamente a los Estados Partes a que elaboren y realicen campañas de sensibilización, programas
de educación y leyes encaminadas a cambiar las actitudes predominantes y a abordar las funciones y
los estereotipos en relación con el género que inspiran las prácticas tradicionales perjudiciales. Ade-
más, los Estados Partes deben facilitar el establecimiento de información multidisciplinaria y prestar
asesoramiento a los centros respecto a los aspectos perjudiciales de algunas prácticas tradicionales,
como son los matrimonios precoces y la mutilación genital de la mujer132.
Artículo 7
1. El niño será inscripto inmediatamente después de su nacimiento y tendrá derecho desde que nace
a un nombre, a adquirir una nacionalidad y, en la medida de lo posible, a conocer a sus padres y a
ser cuidado por ellos.
2. Los Estados Partes velarán por la aplicación de estos derechos de conformidad con su legislación
nacional y las obligaciones que hayan contraído en virtud de los instrumentos internacionales
pertinentes en esta esfera, sobre todo cuando el niño resultara de otro modo apátrida.
Artículo 8
1. Los Estados Partes se comprometen a respetar el derecho del niño a preservar su identidad, incluidos
la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares de conformidad con la ley sin injerencias ilícitas.
131 Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 3 “El VIH/SIDA y los Derechos del Niño” en Naciones Unidas, Recopi-
lación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de
Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
132 Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 4 “La Salud y el Desarrollo de los Adolescentes en el Contexto de la
Convención de los Derechos del Niño” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones
Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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2. Cuando un niño sea privado ilegalmente de algunos de los elementos de su identidad o de todos
ellos, los Estados Partes deberán prestar la asistencia y protección apropiadas con miras a restable-
cer rápidamente su identidad.
Artículo 9
1. Los Estados Partes velarán por que el niño no sea separado de sus padres contra la voluntad de
éstos, excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las autoridades competentes determinen, de
conformidad con la ley y los procedimientos aplicables, que tal separación es necesaria en el interés
superior del niño. Tal determinación puede ser necesaria en casos particulares, por ejemplo, en los
casos en que el niño sea objeto de maltrato o descuido por parte de sus padres o cuando éstos viven
separados y debe adoptarse una decisión acerca del lugar de residencia del niño.
2. En cualquier procedimiento entablado de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo, se
ofrecerá a todas las partes interesadas la oportunidad de participar en él y de dar a conocer sus
opiniones.
3. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño que esté separado de uno o de ambos padres a
mantener relaciones personales y contacto directo con ambos padres de modo regular, salvo si ello
es contrario al interés superior del niño.
4. Cuando esa separación sea resultado de una medida adoptada por un Estado Parte, como la deten-
ción, el encarcelamiento, el exilio, la deportación o la muerte (incluido el fallecimiento debido a
cualquier causa mientras la persona esté bajo la custodia del Estado) de uno de los padres del niño,
o de ambos, o del niño, el Estado Parte proporcionará, cuando se le pida, a los padres, al niño o, si
procede, a otro familiar, información básica acerca del paradero del familiar o familiares ausentes,
a no ser que ello resultase perjudicial para el bienestar del niño. Los Estados Partes se cerciorarán,
además, de que la presentación de tal petición no entrañe por sí misma consecuencias desfavora-
bles para la persona o personas interesadas.
Artículo 10
1. De conformidad con la obligación que incumbe a los Estados Partes a tenor de lo dispuesto en el
párrafo 1 del artículo 9, toda solicitud hecha por un niño o por sus padres para entrar en un Estado
Parte o para salir de él a los efectos de la reunión de la familia será atendida por los Estados Partes de
manera positiva, humanitaria y expeditiva. Los Estados Partes garantizarán, además, que la presenta-
ción de tal petición no traerá consecuencias desfavorables para los peticionarios ni para sus familiares.
2. El niño cuyos padres residan en Estados diferentes tendrá derecho a mantener periódicamente, salvo
en circunstancias excepcionales, relaciones personales y contactos directos con ambos padres. Con tal
fin, y de conformidad con la obligación asumida por los Estados Partes en virtud del párrafo 1 del
artículo 9, los Estados Partes respetarán el derecho del niño y de sus padres a salir de cualquier país,
incluido el propio, y de entrar en su propio país. El derecho de salir de cualquier país estará sujeto
solamente a las restricciones estipuladas por ley y que sean necesarias para proteger la seguridad
nacional, el orden público, la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de otras personas y
que estén en consonancia con los demás derechos reconocidos por la presente Convención.
Artículo 11
1. Los Estados Partes adoptarán medidas para luchar contra los traslados ilícitos de niños al extranje-
ro y la retención ilícita de niños en el extranjero.
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2. Para este fin, los Estados Partes promoverán la concertación de acuerdos bilaterales o multilaterales
o la adhesión a acuerdos existentes.
Artículo 12
1. Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un juicio propio el
derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que afectan al niño, teniéndose
debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función de la edad y madurez del niño.
2. Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad de ser escuchado, en todo procedimiento
judicial o administrativo que afecte al niño, ya sea directamente o por medio de un representante
o de un órgano apropiado, en consonancia con las normas de procedimiento de la ley nacional.
Artículo 13
1. El niño tendrá derecho a la libertad de expresión; ese derecho incluirá la libertad de buscar, recibir
y difundir informaciones e ideas de todo tipo, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por
escrito o impresas, en forma artística o por cualquier otro medio elegido por el niño.
2. El ejercicio de tal derecho podrá estar sujeto a ciertas restricciones, que serán únicamente las que la
ley prevea y sean necesarias:
a) Para el respeto de los derechos o la reputación de los demás; o
b) Para la protección de la seguridad nacional o el orden público o para proteger la salud o la moral
públicas.
Artículo 14
1. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño a la libertad de pensamiento, de conciencia y de
religión.
2. Los Estados Partes respetarán los derechos y deberes de los padres y, en su caso, de los representan-
tes legales, de guiar al niño en el ejercicio de su derecho de modo conforme a la evolución de sus
facultades.
3. La libertad de profesar la propia religión o las propias creencias estará sujeta únicamente a las
limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la moral
o la salud públicos o los derechos y libertades fundamentales de los demás.
Artículo 15
1. Los Estados Partes reconocen los derechos del niño a la libertad de asociación y a la libertad de
celebrar reuniones pacíficas.
2. No se impondrán restricciones al ejercicio de estos derechos distintas de las establecidas de confor-
midad con la ley y que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad
nacional o pública, el orden público, la protección de la salud y la moral públicas o la protección de
los derechos y libertades de los demás.
Artículo 16
1. Ningún niño será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su
domicilio o su correspondencia ni de ataques ilegales a su honra y a su reputación.
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2. El niño tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o ataques.
Artículo 17
Los Estados Partes reconocen la importante función que desempeñan los medios de comunicación y
velarán por que el niño tenga acceso a información y material procedentes de diversas fuentes nacio-
nales e internacionales, en especial la información y el material que tengan por finalidad promover su
bienestar social, espiritual y moral y su salud física y mental. Con tal objeto, los Estados Partes:
a) Alentarán a los medios de comunicación a difundir información y materiales de interés social y
cultural para el niño, de conformidad con el espíritu del artículo 29;
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10.La Convención define en los artículos 13 a 17 los derechos civiles y las libertades de los niños y
adolescentes, que son esenciales para garantizar el derecho a la salud y el desarrollo de los adolescen-
tes. El artículo 17 establece que el niño “tenga acceso a información y material procedentes de diversas
fuentes nacionales e internacionales, en especial la información y el material que tengan por finalidad
promover su bienestar social, espiritual y moral y su salud física y mental”. El derecho de los adolescen-
tes a tener acceso a información adecuada es fundamental si los Estados Partes han de promover medi-
das económicamente racionales, incluso a través de leyes, políticas y programas, con respecto a nume-
rosas situaciones relacionadas con la salud, como las incluidas en los artículos 24 y 33 relativas a la
planificación familiar, la prevención de accidentes, la protección contra prácticas tradicionales peli-
grosas, con inclusión de los matrimonios precoces, la mutilación genital de la mujer, y el abuso de
alcohol, tabaco y otras sustancias perjudiciales133.
b) Promoverán la cooperación internacional en la producción, el intercambio y la difusión de esa infor-
mación y esos materiales procedentes de diversas fuentes culturales, nacionales e internacionales;
c) Alentarán la producción y difusión de libros para niños;
d) Alentarán a los medios de comunicación a que tengan particularmente en cuenta las necesidades
lingüísticas del niño perteneciente a un grupo minoritario o que sea indígena;
e) Promoverán la elaboración de directrices apropiadas para proteger al niño contra toda información y
material perjudicial para su bienestar, teniendo en cuenta las disposiciones de los artículos 13 y 18.
Artículo 18
1. Los Estados Partes pondrán el máximo empeño en garantizar el reconocimiento del principio de que
ambos padres tienen obligaciones comunes en lo que respecta a la crianza y el desarrollo del niño.
Incumbirá a los padres o, en su caso, a los representantes legales la responsabilidad primordial de la
crianza y el desarrollo del niño. Su preocupación fundamental será el interés superior del niño.
2. A los efectos de garantizar y promover los derechos enunciados en la presente Convención, los
Estados Partes prestarán la asistencia apropiada a los padres y a los representantes legales para el
desempeño de sus funciones en lo que respecta a la crianza del niño y velarán por la creación de
instituciones, instalaciones y servicios para el cuidado de los niños.
133 Ibídem.
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3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para que los niños cuyos padres traba-
jan tengan derecho a beneficiarse de los servicios e instalaciones de guarda de niños para los que
reúnan las condiciones requeridas.
Artículo 19
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas
apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido
o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuen-
tre bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de cualquier otra persona que lo tenga
a su cargo.
2. Esas medidas de protección deberían comprender, según corresponda, procedimientos eficaces
para el establecimiento de programas sociales con objeto de proporcionar la asistencia necesaria al
niño y a quienes cuidan de él, así como para otras formas de prevención y para la identificación,
notificación, remisión a una institución, investigación, tratamiento y observación ulterior de los
casos antes descritos de malos tratos al niño y, según corresponda, la intervención judicial.
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34.Los niños están expuestos a diversas formas de violencia y malos tratos que elevan el riesgo de infec-
ción por el VIH, y también pueden ser objeto de violencia al estar infectados o afectados por el VIH/
SIDA. Los actos de violencia, incluidas la violación y otros abusos sexuales, pueden producirse en el
seno de la familia natural o adoptiva o ser perpetrados por personas que desempeñan funciones espe-
cíficas con niños, en particular maestros y empleados de instituciones que trabajan con niños, tales
como las prisiones y los establecimientos que se ocupan de las enfermedades mentales y otras
discapacidades. En virtud de los derechos del niño que se consagran en el artículo 19 de la Conven-
ción, los Estados Partes tienen la obligación de proteger a los niños de todas las formas de violencia y
malos tratos, ya sea en el hogar, en la escuela, en otras instituciones o en la comunidad. Los programas
deben adaptarse específicamente al entorno en que viven los niños, a su capacidad para reconocer y
denunciar los malos tratos y a sus condiciones y autonomía personales. El Comité considera que la
relación entre el VIH/SIDA y la violencia o los malos tratos sufridos por niños durante guerras y conflic-
tos armados requiere una atención especial. Las medidas destinadas a prevenir la violencia y los malos
tratos en esas situaciones revisten una importancia decisiva y los Estados Partes deben velar por que se
incorporen las consideraciones del VIH/SIDA y los derechos del niño en los esfuerzos por atender y
ayudar a los niños y niñas que han sido utilizados por personal militar y otros agentes uniformados para
prestar servicios domésticos o sexuales, o que se hallan desplazados internamente o viven en campa-
mentos de refugiados. Como parte de las obligaciones de los Estados Partes, en particular las impuestas
por los artículos 38 y 39 de la Convención, deben llevarse a cabo intensas campañas de información y
de orientación para los niños y crearse mecanismos para la prevención y la rápida detección de los
casos de violencia y malos tratos en las regiones afectadas por conflictos y catástrofes naturales, que
también deben formar parte de la acción nacional y comunitaria frente al VIH/SIDA134.
Artículo 20
1. Los niños temporal o permanentemente privados de su medio familiar, o cuyo superior interés exija
que no permanezcan en ese medio, tendrán derecho a la protección y asistencia especiales del Estado.
134 Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 3 “El VIH/SIDA y los Derechos del Niño” en Naciones Unidas, Recopi-
lación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de
Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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2. Los Estados Partes garantizarán, de conformidad con sus leyes nacionales, otros tipos de cuidado
para esos niños.
3. Entre esos cuidados figurarán, entre otras cosas, la colocación en hogares de guarda, la kafala del
derecho islámico, la adopción o de ser necesario, la colocación en instituciones adecuadas de protec-
ción de menores. Al considerar las soluciones, se prestará particular atención a la conveniencia de que
haya continuidad en la educación del niño y a su origen étnico, religioso, cultural y lingüístico.
Artículo 21
Los Estados Partes que reconocen o permiten el sistema de adopción cuidarán de que el interés
superior del niño sea la consideración primordial y:
a) Velarán por que la adopción del niño sólo sea autorizada por las autoridades competentes, las que
determinarán, con arreglo a las leyes y a los procedimientos aplicables y sobre la base de toda la
información pertinente y fidedigna, que la adopción es admisible en vista de la situación jurídica
del niño en relación con sus padres, parientes y representantes legales y que, cuando así se requiera,
las personas interesadas hayan dado con conocimiento de causa su consentimiento a la adopción
sobre la base del asesoramiento que pueda ser necesario;
b) Reconocerán que la adopción en otro país puede ser considerada como otro medio de cuidar del
niño, en el caso de que éste no pueda ser colocado en un hogar de guarda o entregado a una familia
adoptiva o no pueda ser atendido de manera adecuada en el país de origen;
c) Velarán por que el niño que haya de ser adoptado en otro país goce de salvaguardias y normas
equivalentes a las existentes respecto de la adopción en el país de origen;
d) Adoptarán todas las medidas apropiadas para garantizar que, en el caso de adopción en otro país,
la colocación no dé lugar a beneficios financieros indebidos para quienes participan en ella;
e) Promoverán, cuando corresponda, los objetivos del presente artículo mediante la concertación de
arreglos o acuerdos bilaterales o multilaterales y se esforzarán, dentro de este marco, por garantizar
que la colocación del niño en otro país se efectúe por medio de las autoridades u organismos
competentes.
Artículo 22
1. Los Estados Partes adoptarán medidas adecuadas para lograr que el niño que trate de obtener el
estatuto de refugiado o que sea considerado refugiado de conformidad con el derecho y los procedi-
mientos internacionales o internos aplicables reciba, tanto si está solo como si está acompañado de
sus padres o de cualquier otra persona, la protección y la asistencia humanitaria adecuadas para el
disfrute de los derechos pertinentes enunciados en la presente Convención y en otros instrumentos
internacionales de derechos humanos o de carácter humanitario en que dichos Estados sean partes.
2. A tal efecto los Estados Partes cooperarán, en la forma que estimen apropiada, en todos los esfuer-
zos de las Naciones Unidas y demás organizaciones intergubernamentales competentes u organiza-
ciones no gubernamentales que cooperen con las Naciones Unidas por proteger y ayudar a todo
niño refugiado y localizar a sus padres o a otros miembros de su familia, a fin de obtener la infor-
mación necesaria para que se reúna con su familia. En los casos en que no se pueda localizar a
ninguno de los padres o miembros de la familia, se concederá al niño la misma protección que a
cualquier otro niño privado permanente o temporalmente de su medio familiar, por cualquier
motivo, como se dispone en la presente Convención.
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Artículo 23
1. Los Estados Partes reconocen que el niño mental o físicamente impedido deberá disfrutar de una
vida plena y decente en condiciones que aseguren su dignidad, le permitan llegar a bastarse a sí
mismo y faciliten la participación activa del niño en la comunidad.
2. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño impedido a recibir cuidados especiales y alenta-
rán y asegurarán, con sujeción a los recursos disponibles, la prestación al niño que reúna las condi-
ciones requeridas y a los responsables de su cuidado de la asistencia que se solicite y que sea adecua-
da al estado del niño y a las circunstancias de sus padres o de otras personas que cuiden de él.
3. En atención a las necesidades especiales del niño impedido, la asistencia que se preste conforme al
párrafo 2 del presente artículo será gratuita siempre que sea posible, habida cuenta de la situación
económica de los padres o de las otras personas que cuiden del niño, y estará destinada a asegurar
que el niño impedido tenga un acceso efectivo a la educación, la capacitación, los servicios sanita-
rios, los servicios de rehabilitación, la preparación para el empleo y las oportunidades de esparci-
miento y reciba tales servicios con el objeto de que el niño logre la integración social y el desarrollo
individual, incluido su desarrollo cultural y espiritual, en la máxima medida posible.
4. Los Estados Partes promoverán, con espíritu de cooperación internacional, el intercambio de in-
formación adecuada en la esfera de la atención sanitaria preventiva y del tratamiento médico,
psicológico y funcional de los niños impedidos, incluida la difusión de información sobre los
métodos de rehabilitación y los servicios de enseñanza y formación profesional, así como el acceso
a esa información a fin de que los Estados Partes puedan mejorar su capacidad y conocimientos y
ampliar su experiencia en estas esferas. A este respecto, se tendrán especialmente en cuenta las
necesidades de los países en desarrollo.
Artículo 24
1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud y a
servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud. Los Estados Partes
se esforzarán por asegurar que ningún niño sea privado de su derecho al disfrute de esos servicios
sanitarios.
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1. (…) En un principio se creyó que la epidemia afectaría únicamente de manera marginal a los niños. Sin
embargo, la comunidad internacional ha descubierto que, por desgracia, los niños son uno de los
grupos más afectados por el problema. Según el Programa conjunto de las Naciones Unidas sobre el
VIH/SIDA (ONUSIDA), las últimas tendencias son alarmantes: en gran parte del mundo, el grueso de
las nuevas infecciones se registra entre jóvenes de edades comprendidas entre los 15 y los 24 años, y a
veces incluso a una edad más temprana. Cada vez es mayor el número de mujeres, incluidas mucha-
chas, que resultan infectadas. En la mayoría de las regiones del mundo, la gran mayoría de las mujeres
infectadas no conocen su estado y no son conscientes de que pueden infectar a sus hijos. Así, pues, en
los últimos tiempos muchos Estados han registrado un incremento de la mortalidad de lactantes y de la
mortalidad infantil. Los adolescentes también son vulnerables al VIH/SIDA porque su primera expe-
riencia sexual a veces se verifica en un entorno en el que no tienen acceso a información u orientación
adecuadas. También están expuestos a un gran riesgo los niños que consumen drogas135.
135 Ibídem.
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39.(…) Es opinión del Comité que los Estados Partes tienen que tomar todo tipo de medidas adecuadas de
orden legislativo, administrativo o de otra índole para dar cumplimiento y supervisar los derechos de
los adolescentes a la salud y el desarrollo, como se reconoce en la Convención. Con este fin, los
Estados Partes deben cumplir en especial las siguientes obligaciones:
(…)
c) Garantizar que todos los adolescentes puedan disponer de instalaciones, bienes y servicios sanita-
rios con inclusión de servicios sustantivos y de asesoramiento en materia de salud mental, sexual y
reproductiva de cualidad apropiada y adaptados a los problemas de los adolescentes;
(…)
40.Señala a la atención de los Estados Partes la Observación general Nº 14 del Comité de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales en la que se dice que “los Estados Partes deben proporcionar a los
adolescentes un entorno seguro y propicio que les permita participar en la adopción de decisiones que
afectan a su salud, adquirir experiencia, tener acceso a la información adecuada, recibir consejos y
negociar sobre las cuestiones que afectan a su salud. El ejercicio del derecho a la salud de los adoles-
centes depende de una atención respetuosa de la salud de los jóvenes que tiene en cuenta la
confidencialidad y la vida privada y prevé el establecimiento de servicios adecuados de salud sexual y
reproductiva”.
41.De conformidad con los artículos 24, 39 y otras disposiciones conexas de la Convención, los Estados
Partes deben proporcionar servicios de salud que estén adecuados a las especiales necesidades y dere-
chos humanos de todos los adolescentes, prestando atención a las siguientes características:
(…)
c) Aceptabilidad. Además de respetar plenamente las disposiciones y principios de la Convención,
todas las instalaciones, bienes y servicios sanitarios deben respetar los valores culturales, las dife-
rencias entre los géneros, la ética médica y ser aceptables tanto para los adolescentes como para las
comunidades en que viven136.
2. Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación de este derecho y, en particular, adoptarán las
medidas apropiadas para:
a) Reducir la mortalidad infantil y en la niñez;
b) Asegurar la prestación de la asistencia médica y la atención sanitaria que sean necesarias a todos
los niños, haciendo hincapié en el desarrollo de la atención primaria de salud;
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18.En algunos países, aun cuando se dispone de servicios de salud que son receptivos a las circunstancias
de los niños y los adolescentes, no tienen suficiente acceso a ellos los discapacitados, los indígenas, los
pertenecientes a minorías, los que viven en zonas rurales o en condiciones de extrema pobreza o los
que por otras razones están marginados de la sociedad. En otros países, donde la capacidad del sistema
136 Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 4 “La Salud y el Desarrollo de los Adolescentes en el Contexto de la
Convención de los Derechos del Niño” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones
Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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de salud ya está sometida a grandes presiones, se ha negado sistemáticamente a los niños con VIH el
acceso a la atención básica de salud. Los Estados Partes deben velar por que se presten a todos los
niños sin discriminación que residan en su territorio los mejores servicios posibles y por que éstos
tengan en cuenta suficientemente las diferencias de sexo y edad y el entorno social, económico, cultu-
ral y político en que viven los niños137.
c) Combatir las enfermedades y la malnutrición en el marco de la atención primaria de la salud
mediante, entre otras cosas, la aplicación de la tecnología disponible y el suministro de alimen-
tos nutritivos adecuados y agua potable salubre, teniendo en cuenta los peligros y riesgos de
contaminación del medio ambiente;
d) Asegurar atención sanitaria prenatal y postnatal apropiada a las madres;
32º Período de Sesiones (2003)
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22.La transmisión de madre a hijo es la causa de la mayoría de las infecciones por el VIH en los lactantes
y los niños de corta edad, que pueden ser infectados por el virus durante el embarazo, el parto y el
puerperio y también durante la lactancia. Se pide a los Estados Partes que velen por la aplicación de las
estrategias recomendadas por los organismos de las Naciones Unidas para prevenir la infección por el
VIH en los lactantes y los niños de corta edad. Esas estrategias comprenden: a) la prevención primaria
de la infección por el VIH en los futuros progenitores; b) la prevención de los embarazos no deseados
en las mujeres infectadas por el VIH; c) la prevención de la transmisión del VIH de las mujeres infecta-
das a sus hijos; y d) la prestación de cuidados, tratamiento y apoyo a las mujeres infectadas por el VIH,
a sus lactantes y a sus familias.
23.Para prevenir la transmisión del VIH de madre a hijo, los Estados Partes deben adoptar medidas como el
suministro de medicamentos esenciales (por ejemplo, fármacos antirretrovíricos), de cuidados apropia-
dos durante el embarazo, el alumbramiento y el puerperio y de servicios de orientación y análisis a
disposición de las embarazadas y de sus compañeros. El Comité señala que se ha demostrado que los
fármacos antirretrovíricos administrados a la mujer durante el embarazo o durante el parto y, en algu-
nas terapias, a sus hijos, reducen en grado significativo el riesgo de transmisión. Sin embargo, los
Estados Partes deben, además, prestar ayuda a madres e hijos, en particular orientación sobre las alter-
nativas a la lactancia materna. Se recuerda a los Estados Partes que la orientación a las madres
seropositivas debe incluir información sobre los riesgos y ventajas de las diferentes opciones de ali-
mentación de los lactantes y orientación para determinar la opción más conveniente en su situación.
También se necesita un apoyo complementario para que las mujeres puedan aplicar la opción que
hayan elegido con la mayor seguridad.
24.Incluso en las poblaciones donde se registra una alta prevalencia del VIH, la mayoría de los niños
tienen madres que no están infectadas por el virus. En el caso de los hijos de mujeres seronegativas y de
las que no conocen su estado serológico con respecto al VIH, el Comité desea insistir, de conformidad
con los artículos 6 y 24 de la Convención, en que la lactancia natural sigue siendo la mejor opción de
alimentación infantil. Para los hijos de madres seropositivas, los datos disponibles indican que la lac-
tancia materna puede aumentar el riesgo de transmisión del VIH en una proporción del 10 al 20%,
pero que la falta de amamantamiento puede exponer a los niños a un mayor riesgo de desnutrición o de
enfermedades infecciosas distintas de la causada por el VIH. Los organismos de las Naciones Unidas
aconsejan que, cuando existe una lactancia de sustitución asequible, factible, aceptable, sostenible y
segura, cabe recomendar que las madres infectadas por el VIH eviten en todos los casos amamantar a
sus hijos; de no ser así, la lactancia natural exclusiva se recomienda durante los primeros meses de
vida, pero debe abandonarse en cuanto sea posible138.
137 Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 3 “El VIH/SIDA y los Derechos del Niño” en Naciones Unidas, Recopi-
lación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de
Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
138 Ibídem.
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e) Asegurar que todos los sectores de la sociedad, y en particular los padres y los niños, conozcan
los principios básicos de la salud y la nutrición de los niños, las ventajas de la lactancia materna,
la higiene y el saneamiento ambiental y las medidas de prevención de accidentes, tengan acceso
a la educación pertinente y reciban apoyo en la aplicación de esos conocimientos;
f ) Desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orientación a los padres y la educación y servicios
en materia de planificación de la familia.
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14.Se ha comprobado que el diálogo con la comunidad, la familia o los compañeros, así como la enseñanza de
preparación para la vida en los centros escolares, incluidas las técnicas de comunicación en relación con la
sexualidad y una vida sana, son métodos útiles para transmitir a las niñas y los niños mensajes sobre la
prevención del VIH, pero tal vez resulte necesario utilizar diferentes métodos para llegar a los distintos
grupos de niños. Los Estados Partes deben procurar tener en cuenta las diferencias de sexo ya que éstas
pueden repercutir en el acceso de los jóvenes a los mensajes sobre la prevención y velar por que les lleguen
mensajes idóneos aun cuando para ello deban salvarse obstáculos debidos al idioma o la religión, la
discapacidad u otros factores de discriminación. Ha de prestarse una atención muy especial a la tarea de
crear conciencia entre los grupos de población a los que es difícil acceder. A este respecto, la función de los
medios de información y la tradición oral de poner la información y los materiales necesarios a disposición
del niño, como se reconoce en el artículo 17 de la Convención, es fundamental tanto para facilitar informa-
ción apropiada como para evitar el estigma y la discriminación. Los Estados Partes deben apoyar las activi-
dades periódicas de supervisión y evaluación de las campañas de concienciación sobre el VIH/SIDA a fin
de determinar en qué medida informan y reducen la ignorancia, el estigma y la discriminación y disipan los
temores y las ideas erróneas sobre el VIH y su transmisión entre niños, incluidos los adolescentes139.
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16.El Comité pide a los Estados Partes que elaboren y apliquen de forma compatible con la evolución de las
facultades de los adolescentes, normas legislativas, políticas y programas para promover la salud y el desa-
rrollo de los adolescentes: a) (…) b) proporcionando información adecuada y apoyo a los padres para
facilitar el establecimiento de una relación de confianza y seguridad en las que las cuestiones relativas, por
ejemplo, a la sexualidad, el comportamiento sexual y los estilos de vida peligrosos puedan discutirse abier-
tamente y encontrarse soluciones aceptables que respeten los derechos de los adolescentes (art. 27 3));
(…)
28.A la luz de los artículos 3, 17 y 24 de la Convención, los Estados Partes deberían facilitar a los adoles-
centes acceso a información sexual y reproductiva, con inclusión de la planificación familiar y de los
contraceptivos, los peligros de un embarazo precoz, la prevención del VIH/SIDA y la prevención y
tratamiento de las enfermedades de transmisión sexual (ETS). Además, los Estados Partes deberían ga-
rantizar el acceso a información adecuada, independientemente de su estado civil y de que tengan o
no el consentimiento de sus padres o tutores. Es fundamental encontrar los medios y métodos adecua-
dos de facilitar información apropiada que tenga en cuenta las particularidades y los derechos especí-
ficos de las chicas y chicos adolescentes. Para ello se alienta a los Estados Partes a que consigan la
participación activa de los adolescentes en la preparación y difusión de información a través de una
diversidad de canales fuera de la escuela, con inclusión de las organizaciones juveniles, los grupos
religiosos, comunitarios y de otra índole y los medios de comunicación.
139 Ibídem.
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(…)
30.Los adolescentes, ya sean niñas o niños, corren el peligro de sufrir el contagio y las consiguientes
consecuencias de ETS, como es por ejemplo el VIH/SIDA. Los Estados deberían garantizar la existencia
y fácil acceso a los bienes, servicios e información adecuados para prevenir y tratar estas infecciones,
incluido el VIH/SIDA. Con este fin, se insta a los Estados Partes a: a) elaborar programas de prevención
efectiva, entre ellas medidas encaminadas a cambiar las actitudes culturales sobre las necesidades de
los adolescentes en materia de contracepción y de prevención de estas infecciones y abordar tabúes
culturales y de otra índole que rodean la sexualidad de los adolescentes; b) adoptar normas legislativas
para luchar contra las prácticas que o bien aumentan el riesgo de infección de los adolescentes o
contribuyen a la marginalización de los adolescentes que tienen ya una ETS, con inclusión del VIH; y
c) adoptar medidas para eliminar todas los obstáculos que impiden el acceso de los adolescentes a la
información y a las medidas preventivas, como los preservativos y la adopción de precauciones.
31.Los niños y adolescentes deben tener acceso a la información sobre el daño que puede causar un
matrimonio y un embarazo precoces y las que estén embarazadas deberían tener acceso a los servicios
de salud que sean adecuados a sus derechos y necesidades particulares. Los Estados Partes deben
adoptar medidas para reducir la morbimortalidad materna y la mortalidad de las niñas adolescentes,
producida especialmente por el embarazo y las prácticas de aborto peligrosas, y prestar apoyo a los
padres de las adolescentes. Las jóvenes madres, especialmente cuando no disponen de apoyo, pueden
ser propensas a la depresión y a la ansiedad, poniendo en peligro su capacidad para cuidar de su hijo.
El Comité insta a los Estados Partes a: a) elaborar y ejecutar programas que proporcionen acceso a los
servicios de salud sexual y reproductiva, incluida la planificación familiar, los contraceptivos y las
prácticas abortivas sin riesgo cuando el aborto no esté prohibido por la ley, y a cuidados y asesoramien-
to generales y adecuados en materia de obstetricia; b) promover las actitudes positivas y de apoyo a la
maternidad de las adolescentes por parte de sus madres y padres; y c) elaborar políticas que permitan
continuar su educación140.
3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas eficaces y apropiadas posibles para abolir las prác-
ticas tradicionales que sean perjudiciales para la salud de los niños.
33º Período de Sesiones (2003)
Observación General Nº4
La Salud y el Desarrollo de los Adolescentes en el Contexto de la Convención sobre los Derechos del Niño
(…)
20.Preocupa al Comité que los matrimonios y embarazos precoces constituyan un importante factor en los
problemas sanitarios relacionados con la salud sexual y reproductiva, con inclusión del VIH/SIDA. En
varios Estados Partes siguen siendo todavía muy bajas tanto la edad mínima legal para el matrimonio
como la edad efectiva de celebración del matrimonio, especialmente en el caso de las niñas. Estas
preocupaciones no siempre están relacionadas con la salud, ya que los niños que contraen matrimo-
nio, especialmente las niñas se ven frecuentemente obligadas a abandonar la enseñanza y quedan al
margen de las actividades sociales. Además, en algunos Estados Partes los niños casados se consideran
legalmente adultos aunque tengan menos de 18 años, privándoles de todas las medidas especiales de
protección a que tienen derecho en virtud de la Convención. El Comité recomienda firmemente que
los Estados Partes examinen y, cuando sea necesario, reformen sus leyes y prácticas para aumentar la
edad mínima para el matrimonio, con o sin acuerdo de los padres, a los 18 años tanto para las chicas
como para los chicos. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer ha hecho
una recomendación similar (Observación general Nº 21 de 1994).
(...)
140 Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 4 “La Salud y el Desarrollo de los Adolescentes en el Contexto de la
Convención de los Derechos del Niño” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones
Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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39.(…) Es opinión del Comité que los Estados Partes tienen que tomar todo tipo de medidas adecuadas de
orden legislativo, administrativo o de otra índole para dar cumplimiento y supervisar los derechos de
los adolescentes a la salud y el desarrollo, como se reconoce en la Convención. Con este fin, los
Estados Partes deben cumplir en especial las siguientes obligaciones:
(…)
g) Proteger a los adolescentes contra las prácticas tradicionales perjudiciales, como son los matrimo-
nios precoces, las muertes por cuestiones de honor y la mutilación genital femenina141;
4. Los Estados Partes se comprometen a promover y alentar la cooperación internacional con miras a
lograr progresivamente la plena realización del derecho reconocido en el presente artículo. A este
respecto, se tendrán plenamente en cuenta las necesidades de los países en desarrollo.
Artículo 25
Los Estados Partes reconocen el derecho del niño que ha sido internado en un establecimiento por las
autoridades competentes para los fines de atención, protección o tratamiento de su salud física o
mental a un examen periódico del tratamiento a que esté sometido y de todas las demás circunstancias
propias de su internación.
Artículo 26
1. Los Estados Partes reconocerán a todos los niños el derecho a beneficiarse de la seguridad social,
incluso del seguro social, y adoptarán las medidas necesarias para lograr la plena realización de este
derecho de conformidad con su legislación nacional.
2. Las prestaciones deberían concederse, cuando corresponda, teniendo en cuenta los recursos y la situa-
ción del niño y de las personas que sean responsables del mantenimiento del niño, así como cualquier
otra consideración pertinente a una solicitud de prestaciones hecha por el niño o en su nombre.
Artículo 27
1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño a un nivel de vida adecuado para su desarro-
llo físico, mental, espiritual, moral y social.
2. A los padres u otras personas encargadas del niño les incumbe la responsabilidad primordial de
proporcionar, dentro de sus posibilidades y medios económicos, las condiciones de vida que sean
necesarias para el desarrollo del niño.
3. Los Estados Partes, de acuerdo con las condiciones nacionales y con arreglo a sus medios, adopta-
rán medidas apropiadas para ayudar a los padres y a otras personas responsables por el niño a dar
efectividad a este derecho y, en caso necesario, proporcionarán asistencia material y programas de
apoyo, particularmente con respecto a la nutrición, el vestuario y la vivienda.
4. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para asegurar el pago de la pensión alimen-
ticia por parte de los padres u otras personas que tengan la responsabilidad financiera por el niño,
tanto si viven en el Estado Parte como si viven en el extranjero. En particular, cuando la persona que
tenga la responsabilidad financiera por el niño resida en un Estado diferente de aquel en que resida el
niño, los Estados Partes promoverán la adhesión a los convenios internacionales o la concertación de
dichos convenios, así como la concertación de cualesquiera otros arreglos apropiados.
141 Ibídem.
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Artículo 28
1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a la educación y, a fin de que se pueda ejercer
progresivamente y en condiciones de igualdad de oportunidades ese derecho, deberán en particular:
a) Implantar la enseñanza primaria obligatoria y gratuita para todos;
b) Fomentar el desarrollo, en sus distintas formas, de la enseñanza secundaria, incluida la enseñan-
za general y profesional, hacer que todos los niños dispongan de ella y tengan acceso a ella y
adoptar medidas apropiadas tales como la implantación de la enseñanza gratuita y la concesión
de asistencia financiera en caso de necesidad;
c) Hacer la enseñanza superior accesible a todos, sobre la base de la capacidad, por cuantos medios
sean apropiados;
d) Hacer que todos los niños dispongan de información y orientación en cuestiones educacionales
y profesionales y tengan acceso a ellas;
e) Adoptar medidas para fomentar la asistencia regular a las escuelas y reducir las tasas de deser-
ción escolar.
2. Los Estados Partes adoptarán cuantas medidas sean adecuadas para velar por que la disciplina
escolar se administre de modo compatible con la dignidad humana del niño y de conformidad con
la presente Convención.
3. Los Estados Partes fomentarán y alentarán la cooperación internacional en cuestiones de educa-
ción, en particular a fin de contribuir a eliminar la ignorancia y el analfabetismo en todo el mundo
y de facilitar el acceso a los conocimientos técnicos y a los métodos modernos de enseñanza. A este
respecto, se tendrán especialmente en cuenta las necesidades de los países en desarrollo.
Artículo 29
1. Los Estados Partes convienen en que la educación del niño deberá estar encaminada a:
a) Desarrollar la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental y física del niño hasta el máximo
de sus posibilidades;
26º Período de Sesiones (2001)
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10.La discriminación basada en cualquiera de los motivos que figuran en el artículo 2 de la Convención,
bien sea de forma manifiesta o larvada, atenta contra la dignidad humana del niño y puede debilitar, e
incluso destruir, su capacidad de beneficiarse de las oportunidades de la educación. Aunque el negar a
un niño el acceso a la educación es un asunto que, básicamente, guarda relación con el artículo 28 de
la Convención, son muchas las formas en que la inobservancia de los principios que figuran en el
párrafo 1 del artículo 29 pueden tener efectos análogos. Un caso extremo sería el de la discriminación
por motivo de género reforzada por un programa de estudios incompatible con los principios de la
igualdad de género, por disposiciones que limiten las ventajas que pueden obtener las niñas de las
oportunidades de educación ofrecidas y por un medio peligroso u hostil que desaliente la participación
de las niñas. La discriminación de los niños con discapacidad también está arraigada en muchos siste-
mas educativos oficiales y en muchos marcos educativos paralelos, incluso en el hogar [Nota del Texto
Original: Véase la Observación general Nº 5 (1994) del Comité de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales sobre las personas con discapacidad]. También los niños con VIH/SIDA son objeto de grave
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discriminación en los dos ámbitos [Nota del Texto Original: Véanse las recomendaciones adoptadas
por el Comité de los Derechos del Niño tras su día de debate general, celebrado en 1998, sobre los
niños que viven en los tiempos del VIH/SIDA, (A/55/41, párr. 1536)]. Todas estas prácticas discriminatorias
están en abierta contradicción con las condiciones enunciadas en el inciso a) del párrafo 1 del artícu-
lo 29 en virtud de las cuales la enseñanza debe estar encaminada a desarrollar la personalidad, las
aptitudes y la capacidad mental y física del niño hasta el máximo de sus posibilidades142.
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17.(…) Habida cuenta de la importancia de una educación adecuada en la salud y el desarrollo actual y
futuro de los adolescentes, así como en la de sus hijos, el Comité insta a los Estados Partes de conformi-
dad con los artículos 28 y 29 de la Convención a: a) (…) c) adoptar las medidas necesarias para
prevenir y prohibir toda forma de violencia y abuso, incluidos los abusos sexuales, el castigo corporal
y otros tratos o penas inhumanos, degradantes o humillantes en las escuelas por el personal docente o
entre los estudiantes; d) iniciar y prestar apoyo a las medidas, actitudes y actividades que fomenten un
comportamiento sano mediante la inclusión de los temas pertinentes en los programas escolares143.
b) Inculcar al niño el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales y de los
principios consagrados en la Carta de las Naciones Unidas;
c) Inculcar al niño el respeto de sus padres, de su propia identidad cultural, de su idioma y sus
valores, de los valores nacionales del país en que vive, del país de que sea originario y de las
civilizaciones distintas de la suya;
d) Preparar al niño para asumir una vida responsable en una sociedad libre, con espíritu de com-
prensión, paz, tolerancia, igualdad de los sexos y amistad entre todos los pueblos, grupos étnicos,
nacionales y religiosos y personas de origen indígena;
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19.Por otra parte, el propio entorno escolar debe reflejar la libertad y el espíritu de entendimiento, paz,
tolerancia, igualdad entre los sexos y amistad entre todos los pueblos, grupos étnicos, nacionales y
religiosos y personas de origen indígena, por los que se aboga en los incisos b) y d) del párrafo 1 del
artículo 29. Una escuela en la que se permita la intimidación de los más débiles u otras prácticas
violentas o excluyentes no cumple con los requisitos del párrafo 1 del artículo 29. El término “educa-
ción en la esfera de los derechos humanos” se utiliza con demasiada frecuencia de una forma tal que
sus connotaciones se simplifican en exceso. Además de una educación oficial en materia de derechos
humanos, lo que hace falta es promover los valores y las políticas que favorecen los derechos humanos,
no sólo en las escuelas y universidades, sino también en el seno de la comunidad entera144.
142 Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 1 “Propósitos de la Educación” en Naciones Unidas, Instrumentos
Internacionales de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.5, 26 de abril de 2001.
143 Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 4 “La Salud y el Desarrollo de los Adolescentes en el Contexto de la
Convención de los Derechos del Niño” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones
Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
144 Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 1 “Propósitos de la Educación” en Naciones Unidas, Instrumentos
Internacionales de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.5, 26 de abril de 2001.
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32º Período de Sesiones (2003)
Observación General Nº3
El VIH/SIDA y los Derechos del Niño
(…)
16.Los Estados Partes deben hacer todo cuanto esté a su alcance para que la escuela sea un lugar en que el
niño esté seguro y a salvo y que no contribuya a hacerlo más vulnerable a la infección por el VIH. De
conformidad con el artículo 34 de la Convención, los Estados Partes están obligados a adoptar las
medidas apropiadas a fin de prevenir, entre otras cosas, la incitación o la coerción para que un niño se
dedique a una actividad sexual ilegal145.
e) Inculcar al niño el respeto del medio ambiente natural.
2. Nada de lo dispuesto en el presente artículo o en el artículo 28 se interpretará como una restricción de
la libertad de los particulares y de las entidades para establecer y dirigir instituciones de enseñanza, a
condición de que se respeten los principios enunciados en el párrafo 1 del presente artículo y de que
la educación impartida en tales instituciones se ajuste a las normas mínimas que prescriba el Estado.
Artículo 30
En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas o personas de origen indígena,
no se negará a un niño que pertenezca a tales minorías o que sea indígena el derecho que le correspon-
de, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y
practicar su propia religión, o a emplear su propio idioma.
Artículo 31
1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al descanso y el esparcimiento, al juego y a las
actividades recreativas propias de su edad y a participar libremente en la vida cultural y en las artes.
2. Los Estados Partes respetarán y promoverán el derecho del niño a participar plenamente en la vida
cultural y artística y propiciarán oportunidades apropiadas, en condiciones de igualdad, de partici-
par en la vida cultural, artística, recreativa y de esparcimiento.
Artículo 32
1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a estar protegido contra la explotación económi-
ca y contra el desempeño de cualquier trabajo que pueda ser peligroso o entorpecer su educación,
o que sea nocivo para su salud o para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social.
2. Los Estados Partes adoptarán medidas legislativas, administrativas, sociales y educacionales para
garantizar la aplicación del presente artículo. Con ese propósito y teniendo en cuenta las disposi-
ciones pertinentes de otros instrumentos internacionales, los Estados Partes, en particular:
a) Fijarán una edad o edades mínimas para trabajar;
b) Dispondrán la reglamentación apropiada de los horarios y condiciones de trabajo;
c) Estipularán las penalidades u otras sanciones apropiadas para asegurar la aplicación efectiva del
presente artículo.
145 Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 3 “El VIH/SIDA y los Derechos del Niño” en Naciones Unidas, Recopi-
lación de las Observaciones Generales y Recomendaciones Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de
Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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Artículo 33
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas, incluidas medidas legislativas, adminis-
trativas, sociales y educacionales, para proteger a los niños contra el uso ilícito de los estupefacientes
y sustancias sicotrópicas enumeradas en los tratados internacionales pertinentes, y para impedir que
se utilice a niños en la producción y el tráfico ilícitos de esas sustancias.
Artículo 34
Los Estados Partes se comprometen a proteger al niño contra todas las formas de explotación y abuso
sexuales. Con este fin, los Estados Partes tomarán, en particular, todas las medidas de carácter nacio-
nal, bilateral y multilateral que sean necesarias para impedir:
a) La incitación o la coacción para que un niño se dedique a cualquier actividad sexual ilegal;
b) La explotación del niño en la prostitución u otras prácticas sexuales ilegales;
c) La explotación del niño en espectáculos o materiales pornográficos.
32º Período de Sesiones (2003)
Observación General Nº3
El VIH/SIDA y los Derechos del Niño
(…)
33.Las niñas y los niños privados de medios de subsistencia y desarrollo, en particular los huérfanos a
causa del SIDA, pueden ser objeto de una explotación sexual y económica de diversas formas, en
especial la prestación de servicios sexuales o la realización de trabajos peligrosos a cambio de dinero
que les permita sobrevivir, mantener a sus progenitores enfermos o moribundos y a sus hermanos
pequeños, o incluso pagar matrículas escolares. Los niños infectados o afectados directamente por el
VIH/SIDA pueden encontrarse en la doble desventaja de sufrir una discriminación basada tanto en su
marginación económica y social como en su estado serológico respecto del VIH, o el de sus padres. De
conformidad con el derecho consagrado en los artículos 32, 34, 35 y 36 de la Convención y con objeto
de reducir la vulnerabilidad de los niños al VIH/SIDA, los Estados Partes tienen la obligación de prote-
gerlos de todas las formas de explotación económica y sexual, en particular de velar por que no caigan
presa de las redes de prostitución y por que estén a resguardo de todo trabajo que sea perjudicial para
su educación, salud o desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social, o que ponga trabas a tal
desarrollo. Los Estados Partes deben tomar medidas enérgicas para proteger a los niños de la explota-
ción sexual y económica, de la trata y la venta de personas y, de conformidad con los derechos que
consagra el artículo 39, crear oportunidades para los niños que han sido sometidos a semejantes tratos
a fin de que aprovechen el apoyo y los servicios de atención del Estado y de las entidades no guberna-
mentales que se ocupan de estos problemas146.
Artículo 35
Los Estados Partes tomarán todas las medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral que sean
necesarias para impedir el secuestro, la venta o la trata de niños para cualquier fin o en cualquier forma.
Artículo 36
Los Estados Partes protegerán al niño contra todas las demás formas de explotación que sean perjudi-
ciales para cualquier aspecto de su bienestar.
146 Ibídem.
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Artículo 37
Los Estados Partes velarán por que:
a) Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.
No se impondrá la pena capital ni la de prisión perpetua sin posibilidad de excarcelación por
delitos cometidos por menores de 18 años de edad;
b) Ningún niño sea privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La detención, el encarcelamiento
o la prisión de un niño se llevará a cabo de conformidad con la ley y se utilizará tan sólo como
medida de último recurso y durante el período más breve que proceda;
c) Todo niño privado de libertad sea tratado con la humanidad y el respeto que merece la dignidad
inherente a la persona humana, y de manera que se tengan en cuenta las necesidades de las perso-
nas de su edad. En particular, todo niño privado de libertad estará separado de los adultos, a menos
que ello se considere contrario al interés superior del niño, y tendrá derecho a mantener contacto
con su familia por medio de correspondencia y de visitas, salvo en circunstancias excepcionales;
d) Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto acceso a la asistencia jurídica y otra
asistencia adecuada, así como derecho a impugnar la legalidad de la privación de su libertad ante
un tribunal u otra autoridad competente, independiente e imparcial y a una pronta decisión sobre
dicha acción.
Artículo 38
1. Los Estados Partes se comprometen a respetar y velar por que se respeten las normas del derecho
internacional humanitario que les sean aplicables en los conflictos armados y que sean pertinentes
para el niño.
2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para asegurar que las personas que aún no
hayan cumplido los 15 años de edad no participen directamente en las hostilidades.
3. Los Estados Partes se abstendrán de reclutar en las fuerzas armadas a las personas que no hayan
cumplido los 15 años de edad. Si reclutan personas que hayan cumplido 15 años, pero que sean
menores de 18, los Estados Partes procurarán dar prioridad a los de más edad.
4. De conformidad con las obligaciones dimanadas del derecho internacional humanitario de pro-
teger a la población civil durante los conflictos armados, los Estados Partes adoptarán todas las
medidas posibles para asegurar la protección y el cuidado de los niños afectados por un conflicto
armado.
Artículo 39
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para promover la recuperación física y
psicológica y la reintegración social de todo niño víctima de: cualquier forma de abandono, explota-
ción o abuso; tortura u otra forma de tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; o conflictos
armados. Esa recuperación y reintegración se llevarán a cabo en un ambiente que fomente la salud, el
respeto de sí mismo y la dignidad del niño.
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33º Período de Sesiones (2003)
Observación General Nº4
La Salud y el Desarrollo de los Adolescentes en el Contexto de la Convención sobre los Derechos del Niño
(…)
37.Los adolescentes que están explotados sexualmente, por ejemplo, mediante la prostitución y la porno-
grafía, se encuentran expuestos a importantes riesgos de salud como son las ETS, el VIH/SIDA, los
embarazos no deseados, los abortos peligrosos, la violencia y los agotamientos psicológicos. Tienen
derecho a la recuperación física y psicológica y a la reinserción social en un entorno que fomente su
salud, el respeto de sí mismo y su dignidad (art. 39). Es obligación de los Estados Partes promulgar y
hacer cumplir leyes que prohíban toda forma de explotación sexual y del tráfico con ella relacionado;
y colaborar con otros Estados Partes para eliminar el tráfico entre países; y proporcionar servicios
adecuados de salud y asesoramiento a los adolescentes que han sido sexualmente explotados, asegu-
rando que se les trata como víctimas y no como delincuentes147.
Artículo 40
1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue que ha infringido las leyes
penales o a quien se acuse o declare culpable de haber infringido esas leyes a ser tratado de manera
acorde con el fomento de su sentido de la dignidad y el valor, que fortalezca el respeto del niño por
los derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros y en la que se tengan en cuenta la
edad del niño y la importancia de promover la reintegración del niño y de que éste asuma una
función constructiva en la sociedad.
2. Con este fin, y habida cuenta de las disposiciones pertinentes de los instrumentos internacionales,
los Estados Partes garantizarán, en particular:
a) Que no se alegue que ningún niño ha infringido las leyes penales, ni se acuse o declare culpable
a ningún niño de haber infringido esas leyes, por actos u omisiones que no estaban prohibidos
por las leyes nacionales o internacionales en el momento en que se cometieron;
b) Que a todo niño del que se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse de haber
infringido esas leyes se le garantice, por lo menos, lo siguiente:
i) Que se lo presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley;
ii) Que será informado sin demora y directamente o, cuando sea procedente, por intermedio de
sus padres o sus representantes legales, de los cargos que pesan contra él y que dispondrá de
asistencia jurídica u otra asistencia apropiada en la preparación y presentación de su defensa;
iii) Que la causa será dirimida sin demora por una autoridad u órgano judicial competente,
independiente e imparcial en una audiencia equitativa conforme a la ley, en presencia de
un asesor jurídico u otro tipo de asesor adecuado y, a menos que se considerare que ello
fuere contrario al interés superior del niño, teniendo en cuenta en particular su edad o
situación y a sus padres o representantes legales;
iv) Que no será obligado a prestar testimonio o a declararse culpable, que podrá interrogar o
hacer que se interrogue a testigos de cargo y obtener la participación y el interrogatorio de
testigos de descargo en condiciones de igualdad;
147 Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 4 “La Salud y el Desarrollo de los Adolescentes en el Contexto de la
Convención de los Derechos del Niño” en Naciones Unidas, Recopilación de las Observaciones Generales y Recomendaciones
Generales Adoptadas por Órganos Creados en Virtud de Tratados de Derechos Humanos, HRI/GEN/1/Rev.7, 12 de mayo de 2004.
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v) Si se considerare que ha infringido, en efecto, las leyes penales, que esta decisión y toda
medida impuesta a consecuencia de ella, serán sometidas a una autoridad u órgano judi-
cial superior competente, independiente e imparcial, conforme a la ley;
vi) Que el niño contará con la asistencia gratuita de un intérprete si no comprende o no
habla el idioma utilizado;
vii) Que se respetará plenamente su vida privada en todas las fases del procedimiento.
3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para promover el establecimiento de
leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicos para los niños de quienes se alegue
que han infringido las leyes penales o a quienes se acuse o declare culpables de haber infringido esas
leyes, y en particular:
a) El establecimiento de una edad mínima antes de la cual se presumirá que los niños no tienen
capacidad para infringir las leyes penales;
b) Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas para tratar a esos niños sin
recurrir a procedimientos judiciales, en el entendimiento de que se respetarán plenamente los
derechos humanos y las garantías legales.
4. Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado, las órdenes de orientación y supervisión,
el asesoramiento, la libertad vigilada, la colocación en hogares de guarda, los programas de ense-
ñanza y formación profesional, así como otras posibilidades alternativas a la internación en institu-
ciones, para asegurar que los niños sean tratados de manera apropiada para su bienestar y que
guarde proporción tanto con sus circunstancias como con la infracción.
Artículo 41
Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a las disposiciones que sean más conducen-
tes a la realización de los derechos del niño y que puedan estar recogidas en:
a) El derecho de un Estado Parte; o
b) El derecho internacional vigente con respecto a dicho Estado.
PARTE II
Artículo 42
Los Estados Partes se comprometen a dar a conocer ampliamente los principios y disposiciones de la
Convención por medios eficaces y apropiados, tanto a los adultos como a los niños.
Artículo 43
1. Con la finalidad de examinar los progresos realizados en el cumplimiento de las obligaciones con-
traídas por los Estados Partes en la presente Convención, se establecerá un Comité de los Derechos
del Niño que desempeñará las funciones que a continuación se estipulan.
2. El Comité estará integrado por dieciocho expertos de gran integridad moral y reconocida competen-
cia en las esferas reguladas por la presente Convención. Los miembros del Comité serán elegidos por
los Estados Partes entre sus nacionales y ejercerán sus funciones a título personal, teniéndose debida-
mente en cuenta la distribución geográfica, así como los principales sistemas jurídicos.
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3. Los miembros del Comité serán elegidos, en votación secreta, de una lista de personas designadas
por los Estados Partes. Cada Estado Parte podrá designar a una persona escogida entre sus propios
nacionales.
4. La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después de la entrada en vigor de la presente
Convención y ulteriormente cada dos años. Con cuatro meses, como mínimo, de antelación res-
pecto de la fecha de cada elección, el Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una carta
a los Estados Partes invitándolos a que presenten sus candidaturas en un plazo de dos meses. El
Secretario General preparará después una lista en la que figurarán por orden alfabético todos los
candidatos propuestos, con indicación de los Estados Partes que los hayan designado, y la comuni-
cará a los Estados Partes en la presente Convención.
5. Las elecciones se celebrarán en una reunión de los Estados Partes convocada por el Secretario
General en la Sede de las Naciones Unidas. En esa reunión, en la que la presencia de dos tercios de
los Estados Partes constituirá quórum, las personas seleccionadas para formar parte del Comité
serán aquellos candidatos que obtengan el mayor número de votos y una mayoría absoluta de los
votos de los representantes de los Estados Partes presentes y votantes.
6. Los miembros del Comité serán elegidos por un período de cuatro años. Podrán ser reelegidos si se
presenta de nuevo su candidatura. El mandato de cinco de los miembros elegidos en la primera
elección expirará al cabo de dos años; inmediatamente después de efectuada la primera elección, el
presidente de la reunión en que ésta se celebre elegirá por sorteo los nombres de esos cinco miembros.
7. Si un miembro del Comité fallece o dimite o declara que por cualquier otra causa no puede seguir
desempeñando sus funciones en el Comité, el Estado Parte que propuso a ese miembro designará
entre sus propios nacionales a otro experto para ejercer el mandato hasta su término, a reserva de la
aprobación del Comité.
8. El Comité adoptará su propio reglamento.
9. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años.
10.Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones Unidas o en
cualquier otro lugar conveniente que determine el Comité. El Comité se reunirá normalmente
todos los años. La duración de las reuniones del Comité será determinada y revisada, si procediera,
por una reunión de los Estados Partes en la presente Convención, a reserva de la aprobación de la
Asamblea General.
11.El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los servicios necesarios para
el desempeño eficaz de las funciones del Comité establecido en virtud de la presente Convención.
12.Previa aprobación de la Asamblea General, los miembros del Comité establecido en virtud de la
presente Convención recibirán emolumentos con cargo a los fondos de las Naciones Unidas, según
las condiciones que la Asamblea pueda establecer.
Artículo 44
1. Los Estados Partes se comprometen a presentar al Comité, por conducto del Secretario General de
las Naciones Unidas, informes sobre las medidas que hayan adoptado para dar efecto a los dere-
chos reconocidos en la Convención y sobre el progreso que hayan realizado en cuanto al goce de
esos derechos:
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a) En el plazo de dos años a partir de la fecha en la que para cada Estado Parte haya entrado en
vigor la presente Convención;
b) En lo sucesivo, cada cinco años.
2. Los informes preparados en virtud del presente artículo deberán indicar las circunstancias y difi-
cultades, si las hubiere, que afecten al grado de cumplimiento de las obligaciones derivadas de la
presente Convención. Deberán asimismo, contener información suficiente para que el Comité
tenga cabal comprensión de la aplicación de la Convención en el país de que se trate.
3. Los Estados Partes que hayan presentado un informe inicial completo al Comité no necesitan
repetir, en sucesivos informes presentados de conformidad con lo dispuesto en el inciso b) del
párrafo 1 del presente artículo, la información básica presentada anteriormente.
4. El Comité podrá pedir a los Estados Partes más información relativa a la aplicación de la Convención.
5. El Comité presentará cada dos años a la Asamblea General de las Naciones Unidas, por conducto
del Consejo Económico y Social, informes sobre sus actividades.
6. Los Estados Partes darán a sus informes una amplia difusión entre el público de sus países respectivos.
Artículo 45
Con objeto de fomentar la aplicación efectiva de la Convención y de estimular la cooperación inter-
nacional en la esfera regulada por la Convención:
a) Los organismos especializados, el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y demás órganos
de las Naciones Unidas tendrán derecho a estar representados en el examen de la aplicación de
aquellas disposiciones de la presente Convención comprendidas en el ámbito de su mandato. El
Comité podrá invitar a los organismos especializados, al Fondo de las Naciones Unidas para la
Infancia y a otros órganos competentes que considere apropiados a que proporcionen asesora-
miento especializado sobre la aplicación de la Convención en los sectores que son de incumbencia
de sus respectivos mandatos. El Comité podrá invitar a los organismos especializados, al Fondo de
las Naciones Unidas para la Infancia y demás órganos de las Naciones Unidas a que presenten
informes sobre la aplicación de aquellas disposiciones de la presente Convención comprendidas en
el ámbito de sus actividades;
b) El Comité transmitirá, según estime conveniente, a los organismos especializados, al Fondo de las
Naciones Unidas para la Infancia y a otros órganos competentes, los informes de los Estados Partes
que contengan una solicitud de asesoramiento o de asistencia técnica, o en los que se indique esa
necesidad, junto con las observaciones y sugerencias del Comité, si las hubiere, acerca de esas
solicitudes o indicaciones;
c) El Comité podrá recomendar a la Asamblea General que pida al Secretario General que efectúe, en
su nombre, estudios sobre cuestiones concretas relativas a los derechos del niño;
d) El Comité podrá formular sugerencias y recomendaciones generales basadas en la información
recibida en virtud de los artículos 44 y 45 de la presente Convención. Dichas sugerencias y reco-
mendaciones generales deberán transmitirse a los Estados Partes interesados y notificarse a la Asam-
blea General, junto con los comentarios, si los hubiere, de los Estados Partes.
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PARTE III
Artículo 46
La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados.
Artículo 47
La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se depositarán en
poder del Secretario General de las Naciones Unidas.
Artículo 48
La presente Convención permanecerá abierta a la adhesión de cualquier Estado. Los instrumentos de
adhesión se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.
Artículo 49
1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día siguiente a la fecha en que haya sido
depositado el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión en poder del Secretario General
de las Naciones Unidas.
2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de haber sido depositado
el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo
día después del depósito por tal Estado de su instrumento de ratificación o adhesión.
Artículo 50
1. Todo Estado Parte podrá proponer una enmienda y depositarla en poder del Secretario General de las
Naciones Unidas. El Secretario General comunicará la enmienda propuesta a los Estados Partes,
pidiéndoles que les notifiquen si desean que se convoque una conferencia de Estados Partes con el fin
de examinar la propuesta y someterla a votación. Si dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha de
esa notificación un tercio, al menos, de los Estados Partes se declara en favor de tal conferencia, el
Secretario General convocará una conferencia con el auspicio de las Naciones Unidas. Toda enmien-
da adoptada por la mayoría de Estados Partes, presentes y votantes en la conferencia, será sometida
por el Secretario General a la Asamblea General de las Naciones Unidas para su aprobación.
2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor
cuando haya sido aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptada por una
mayoría de dos tercios de los Estados Partes.
3. Cuando las enmiendas entren en vigor serán obligatorias para los Estados Partes que las hayan
aceptado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán obligados por las disposiciones de la
presente Convención y por las enmiendas anteriores que hayan aceptado.
Artículo 51
1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos los Estados el texto de
las reservas formuladas por los Estados en el momento de la ratificación o de la adhesión.
2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósito de la presente Conven-
ción.
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3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por medio de una notificación hecha a ese
efecto y dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas, quien informará a todos los Estados.
Esa notificación surtirá efecto en la fecha de su recepción por el Secretario General.
Artículo 52
Todo Estado Parte podrá denunciar la presente Convención mediante notificación hecha por escrito
al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en
que la notificación haya sido recibida por el Secretario General.
Artículo 53
Se designa depositario de la presente Convención al Secretario General de las Naciones Unidas.
Artículo 54
El original de la presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son
igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.
En testimonio de lo cual, los infrascritos plenipotenciarios, debidamente autorizados para ello por sus
respectivos gobiernos, han firmado la presente Convención.
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(Suscrita en San José de Costa Rica el 22 de noviembre de 1969, en la
Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos)
Preámbulo
Los Estados americanos signatarios de la presente Convención,
Reafirmando su propósito de consolidar en este Continente, dentro del cuadro de las instituciones
democráticas, un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en el respeto de los dere-
chos esenciales del hombre;
Reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determi-
nado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona humana, razón por la cual
justifican una protección internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o complementaria
de la que ofrece el derecho interno de los Estados americanos;
Considerando que estos principios han sido consagrados en la Carta de la Organización de los Estados
Americanos, en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración
Universal de los Derechos Humanos que han sido reafirmados y desarrollados en otros instrumentos
internacionales, tanto de ámbito universal como regional;
Reiterando que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, sólo puede realizar-
se el ideal del ser humano libre, exento del temor y de la miseria, si se crean condiciones que permitan
a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos
civiles y políticos, y
Considerando que la Tercera Conferencia Interamericana Extraordinaria (Buenos Aires, 1967) aprobó la
incorporación a la propia Carta de la Organización de normas más amplias sobre derechos económicos,
sociales y educacionales y resolvió que una convención interamericana sobre derechos humanos deter-
minara la estructura, competencia y procedimiento de los órganos encargados de esa materia,
Han convenido en lo siguiente:
PARTE I
DEBERES DE LOS ESTADOS Y DERECHOS PROTEGIDOS
CAPÍTULO I
ENUMERACIÓN DE DEBERES
Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos
1. Los Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reco-
nocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdic-
ción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones polí-
ticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cual-
quier otra condición social.
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Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condición de la Mujer en las
Américas – 1998
(…)
…[E]n el marco del proceso hemisférico de transición a la democracia, se desarrollaron importantes ini-
ciativas dirigidas a promover la participación de la mujer sin discriminaciones en la vida nacional y lograr
el reconocimiento pleno de sus derechos consagrados en los textos internacionales. Con tal propósito,
distintos países de la región crearon instituciones, dotadas de facultades de coordinación, formulación e
implementación de políticas sobre derechos de la mujer, que resultaron en planes y programas nacionales
de promoción, investigación y difusión de información, e iniciativas legales dirigidas a proteger los dere-
chos de la mujer.
Dicho proceso da cumplimiento al artículo 1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en
virtud del cual los Estados Partes se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella
y a garantizar su ejercicio a toda persona, sin discriminación148.
Informe Actualizado sobre la Labor de la Relatoría sobre los Derechos de la Mujer – 2001
(…)
42.(…) la Relatora Especial desea hacer hincapié en el problema de la impunidad y sus efectos como
promotora de la persistencia de violaciones de derechos humanos que tienen causas y consecuencias
específicas de género. Como lo sostiene reiteradamente la jurisprudencia del sistema, si un Estado
miembro permite la impunidad de las violaciones y no restablece el disfrute de esos derechos en la
medida de lo posible, falta a su deber de respetar y garantizar los derechos de las personas sometidas a
su jurisdicción. La impunidad socava el sistema mismo de garantías y crea un entorno propicio para la
reiteración de las violaciones de derechos.
43.La comunidad hemisférica ha expresado su firme identificación con los derechos de la mujer y con la
adopción de las medidas necesarias para que ésta participe plenamente en la vida y el desarrollo
nacionales. Los Estados miembros de la OEA se han comprometido asimismo a respetar y garantizar el
derecho de la mujer a estar exenta de discriminación y violencia. La Región ha establecido un marco
normativo firme y orientado hacia el futuro; el desafío que compartimos consiste en lograr la eficaz
aplicación de esas garantías. A este respecto, la labor clave en relación con la cual la Relatora Especial
exhorta a los Estados miembros a redoblar sus esfuerzos consiste en obrar con debida diligencia en la
investigación de los actos de discriminación y violencia y el procesamiento y castigo de los responsa-
bles. Es igualmente decisivo que las víctimas tengan acceso a los servicios que necesitan para proteger
y reivindicar sus derechos; muy especialmente un pronto acceso a una justicia efectiva149.
Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala – 2003
(…)
304. … [E]l derecho y la práctica en la esfera de la violencia contra la mujer siguen tendiendo a socavar la
aplicación de eficaces mecanismos de protección y garantías judiciales.  En algunos casos la legisla-
ción aplicable no tipifica o sanciona adecuadamente los delitos.  Con demasiada frecuencia el perso-
nal judicial no conoce, o no comprende, las obligaciones internacionales y nacionales del Estado en
relación con los derechos de la mujer.  Además, subsiste una fuerte tendencia, de parte del personal
policial y judicial, a tratar de evitar la aplicación de medidas judiciales frente a la violencia contra la
mujer que conduzcan al debido procesamiento y castigo de los perpetradores150.
2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano.
148 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condi-
ción de la Mujer en las Américas, OEA/Ser.L/V/II.100 Doc. 17, 13 de octubre de 1998, p. 21.
149 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe Actualizado sobre la Labor de la Relatoría sobre los Derechos de la
Mujer, OEA/Ser./L/V/II.114 doc. 5 rev. 16 de abril de 2002. http://www.cidh.org/annualrep/2001sp/cap.6e.htm consultado el
29 de marzo de 2004.
150 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala. OEA/
Ser.L/V/II.118, Doc. 5 rev. 1, 29 diciembre 2003. http://www.cidh.org/countryrep/Guatemala2003sp/capitulo5.htm consulta-
do el 11 de mayo de 2004.
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Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno
Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por
disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados partes se comprometen a adoptar, con arreglo
a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislati-
vas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.
Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condición de la Mujer en las
Américas – 1998
(…)
A pesar de los avances indudables de que informan los países, persisten, sin embargo, en la región, serios
problemas. La mujer aún no alcanza igualdad jurídica plena en todos los países de la región. La discrimi-
nación de jure es una violación flagrante de los compromisos internacionales libremente consentidos por
los Estados y, aunque la igualdad formal no garantiza la eliminación de instancias de discriminación en la
realidad, su reconocimiento permite impulsar transformaciones en la vida social, reclamando la autoridad
del derecho. Según las informaciones entregadas, varios países poseen, en mayor o menor medida, normas
discriminatorias y/o restricciones a los derechos civiles de la mujer dentro del matrimonio, sea en la
administración de los bienes propios de cada cónyuge o aquellos de otro tipo; en la representación del
hogar conyugal o jefatura del hogar en el ejercicio de la patria potestad; en la fijación del domicilio
conyugal, o la posibilidad de contraer nuevas nupcias; en la necesidad de autorización expresa o implícita
del marido para trabajar y comerciar; o en el derecho a la propiedad de la tierra151.
(…)
…[L]a Comisión insta a los Estados a emprender una amplia revisión de su legislación para identificar
provisiones que establezcan distinciones, exclusiones o restricciones sobre la base del sexo, que tengan el
propósito o efecto de impedir el reconocimiento o ejercicio de los derechos humanos de la mujer, con el
fin de modificar dichas normas o derogarlas152.
CAPÍTULO II
DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS
Artículo 3. Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica
Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica.
Artículo 4. Derecho a la Vida
1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley y, en
general, a partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente.
Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condición de la Mujer en las
Américas – 1998
(…)
… En lo que dice relación con la protección de la vida de la mujer, (...) la Comisión Interamericana ha
podido constatar que no existen en todos los países de la región estadísticas precisas que revelen las
causas de mortalidad femenina.
De acuerdo a la información suministrada, la Comisión ha podido establecer que una cifra elevada de
mortalidad materna tiene como causa principal el aborto (…) En el mismo sentido se ha podido constatar
151 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condi-
ción de la Mujer en las Américas, OEA/Ser.L/V/II.100 Doc. 17, 13 de octubre de 1998, p. 32.
152 Ibídem, pp. 35–36.
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que otra cifra elevada tiene relación con causas vinculadas al embarazo y parto (…) En el área rural se
duplica el porcentaje de mortalidad materna con respecto al sector urbano153.
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia – 1999
(…)
49. … [L]a Comisión considera necesario referirse al aborto, que constituye un problema muy serio para
las mujeres colombianas, no solamente desde el punto de vista de la salud, sino también de sus dere-
chos como mujeres, incluyendo los derechos a la integridad y a la privacidad.
50.El Código Penal vigente en Colombia, en su capítulo III, tipifica el aborto como un delito contra la vida
y la integridad personal. La pena establecida en el artículo 343 de dicho Código es de uno a tres años
de prisión para la mujer que lo practica, o permite que otro se lo practique. La CIDH observa que
incluso está penado el aborto en los casos de la mujer embarazada por acceso carnal violento, abusivo
o inseminación artificial no consentida (artículo 345 del Código Penal – “circunstancias específicas”).
51.Según la información suministrada a la Comisión, a pesar de las normas citadas, en Colombia se veri-
fican unos 450.000 abortos inducidos por año. La criminalización del aborto, unida a las técnicas
anticuadas y las condiciones antihigiénicas en que se realiza esta práctica, hacen que la misma cons-
tituya la segunda causa de muerte materna en Colombia. Según estadísticas presentadas por el Estado,
el 23% de las muertes maternas en Colombia son resultado de abortos mal practicados154.
(…)
Teniendo en cuenta el análisis efectuado en el presente capítulo, la Comisión formula las siguientes reco-
mendaciones al Estado colombiano:
8. Que provea información a la población sobre las normas básicas relacionadas con la salud
reproductiva155.
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Paraguay – 2001
(…)
33. Otro de los problemas graves que se detectan en Paraguay es el asesinato de mujeres. Las cifras indican
que durante 1998 fue asesinada una mujer cada 12 días. En más del 83% de los casos el victimario era su
pareja, un familiar o un conocido. Se denuncia también que la mayoría de los casos quedan impunes.
(…)
42.Un tema que le ocasiona una gran preocupación a la Comisión es la morbilidad materna en Paraguay,
que refleja el nivel de pobreza y exclusión de las mujeres. Según informe de UNICEF, Paraguay ocupa
el tercer lugar por mayor prevalencia de muertes maternas.
(…)
43.El referido documento de UNICEF presentado en 1998 señala los que siguen como puntos importantes
en relación con este tema: a) el 75% de las muertes maternas tienen que ver con ineficiencia de
servicios de salud. La calidad de oferta de servicios es limitada, persistiendo el trato inadecuado; b) El
40% de las mujeres embarazadas que buscaron atención institucional no logró satisfacer este derecho
153 Ibídem, p. 26.
154 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia.
OES/Ser.L/V/II.102 Doc. 9 rev. 1, 26 de febrero de 1999. p.332. Cabe Destacar que más adelante en el texto, la Comisión hace
referencia, en una nota al pie, a las Observaciones Finales hechas por el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas
al Estado de Colombia en esta materia. La nota señala “En tal sentido, cabe mencionar que el Comité de Derechos Humanos de
las Naciones Unidas, en sus observaciones finales sobre Colombia, manifestó lo siguiente:
El Comité expresa su inquietud por la situación de las mujeres, quienes, a pesar de algunos avances, siguen siendo objeto de
discriminación de jure y de facto en todas las esferas de la vida económica, social y pública. A este respecto, el Comité observa
que la violencia contra las mujeres sigue siendo una amenaza grave contra su derecho a la vida, y que es preciso ocuparse
seriamente de esta cuestión. Asimismo, expresa su preocupación por la alta tasa de mortalidad de las mujeres a consecuencia
de los abortos clandestinos.
Comité de Derechos Humanos, CCPR/C/79/Add.76, 5 de mayo de 1997, párrafo 24, pág. 7.
155 Ibídem, p. 333.
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por razones de mal trato, alto costo y mala calidad de atención; c) sólo el 36.2% de las mujeres rurales
es atendido por personal médico calificado.
44.Se ha señalado que esto está íntimamente relacionado con el bajo presupuesto asignado al sector
salud. En todo el Paraguay hay 7 médicos para cada 10,000 habitantes y 1 cama hospitalaria por cada
1,000 habitantes. Asimismo, el Estado no ha promovido una efectiva campaña de difusión de métodos
de planificación familiar que llegue al mayor número de mujeres y así tratar de controlar la tasa de
morbilidad materna, sobre todo entre las mujeres campesinas. El aborto constituye la causa principal
de mortalidad materna. Sin embargo, no existe legislación ni impulso de políticas públicas que pro-
pongan medidas específicas de prevención ni atención156.
Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala – 2001
(…)
38.Una encuesta de salud maternoinfantil realizada en 1995 determinó que 65% de los partos en los
cinco años anteriores entrañaba uno o más factores de riesgo, a saber, una madre menor de 18 años de
edad o mayor de 35, menos de dos años entre los partos o un parto que seguía a tres o más partos
anteriores. El embarazo en edad temprana, que es desproporcionadamente frecuente en Guatemala,
conlleva riesgos tanto para la madre como para el bebé, los cuales, con respecto a este último, incluyen
índices más altos de nacimientos prematuros, bajo peso al nacer y mortalidad en el primer año. UNICEF
indica que las jóvenes no deben embarazarse antes de llegar a los 18 años de edad, porque no están
físicamente listas para concebir y debido a las consecuencias potencialmente perjudiciales. En 1999,
el Ministerio de Salud implementó un programa nacional de atención integral a adolescentes, que
incluye educación sexual y prevención del embarazo en el ámbito de su cobertura, aunque aquí nue-
vamente las limitaciones en el acceso a los servicios de salud pública implican que la cobertura de
tales programas es igualmente limitada.
39.Aunque el aborto es ilegal en Guatemala, los informes indican que por cada diez embarazos hay tres
abortos y que las complicaciones relacionadas con los abortos son la segunda causa más común de
muerte entre las mujeres. Los abortos terapéuticos son permitidos, en virtud del consentimiento de la
mujer y la opinión de por lo menos dos doctores, siempre que sea indispensable para salvar la vida de
la madre [Artículo 137, Código Penal]. Puesto que los abortos son sancionados con prisión, éstos
pueden ser sumamente inseguros. El Ministerio de Salud ha reconocido que este es un serio problema
de salud para las mujeres.
40.(...) Los perturbadores niveles de nacimientos de alto riesgo y de mortalidad materna ponen en eviden-
cia la apremiante necesidad de avanzar con la formulación de políticas integrales de planificación
familiar.
(…)
41.La violencia contra la mujer es un fenómeno que atraviesa las fronteras nacionales y los estratos socia-
les. Si bien, ciertamente, no es un problema exclusivo de Guatemala, es un problema grave en el país.
Aunque es difícil estimar con precisión la profundidad y el alcance del problema, hay informes que
indican que la violencia basada en el género está entre las causas principales de muerte y discapacidad
entre las mujeres de entre 15 y 44 años de edad y que aproximadamente la mitad de todas las mujeres
son objeto de violencia doméstica157.
Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala – 2003
(…)
296. Si bien es muy difícil obtener estadísticas claras, la Comisión ha recibido información según la cual se
ha registrado un aumento de los asesinatos de mujeres, sin que sean debidamente investigados y san-
cionados los responsables. Las estadísticas que existen en esta materia son muy insuficientes, por lo
que deben realizarse esfuerzos adicionales de búsqueda y difusión de estadísticas precisas referentes a
la violencia contra la mujer.
156 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Paraguay. OEA/
Ser.L/V/II.110 Doc. 52 rev, 9 de marzo de 2001, pp. 117–120.
157 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala.
OEA/Ser.L/V/II.111 Doc. 21 rev., 6 de abril de 2001, pp. 238–239.
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(…)
317. La política y los servicios de salud para la mujer siguen centrándose en sus funciones reproductivas,
en detrimento de enfoques más integrales. Pese a este enfoque, la tasa de mortalidad materna en
Guatemala sigue siendo descrita como “alarmante”, situándose en 153 decesos por cada 100.000
nacidos vivos, lo que suscita especial preocupación, ya que muchas de las causas son prevenibles. Los
informes señalan que aproximadamente 53% de los óbitos se producen por  hemorragias, 14% por
infecciones, 12% por hipertensión y 10% por complicaciones provocadas por abortos158.
2. En los países que no han abolido la pena de muerte, ésta sólo podrá imponerse por los delitos más
graves, en cumplimiento de sentencia ejecutoriada de tribunal competente y de conformidad con
una ley que establezca tal pena, dictada con anterioridad a la comisión del delito. Tampoco se
extenderá su aplicación a delitos a los cuales no se la aplique actualmente.
3. No se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abolido.
4. En ningún caso se puede aplicar la pena de muerte por delitos políticos ni comunes conexos con
los políticos.
5. No se impondrá la pena de muerte a personas que, en el momento de la comisión del delito, tuvieren
menos de dieciocho años de edad o más de setenta, ni se le aplicará a las mujeres en estado de gravidez.
6. Toda persona condenada a muerte tiene derecho a solicitar la amnistía, el indulto o la conmuta-
ción de la pena, los cuales podrán ser concedidos en todos los casos. No se puede aplicar la pena de
muerte mientras la solicitud esté pendiente de decisión ante autoridad competente.
Artículo 5. Derecho a la Integridad Personal
1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral.
Derechos Sexuales y Reproductivos
Informe sobre el Estado de los Derechos Humanos en Haití – 1995
(…)
129. En la gran mayoría de los casos, quedó demostrado que los abusos sexuales fueron cometidos por
agentes del Ejército y la policía y sus auxiliares civiles armados con la autorización o la tolerancia del
régimen ilegal.  Por lo que ello constituye una violación del artículo 5 de la Convención Americana
sobre los Derechos Humanos que trata del derecho a la integridad personal y del artículo 11, relativo a
la protección de la honra y de la dignidad159.
Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condición de la Mujer en las
Américas – 1998
(…)
Un tema adicional de importancia que afecta los derechos aludidos en esta sección, se refiere a las requisas
o inspecciones corporales practicadas en mujeres reclusas detenidas, o inspecciones a mujeres que visitan
prisiones. Esta práctica, efectuada como medida de seguridad en el ingreso a los centros penitenciarios en
algunos países de la región, sólo es regulada excepcionalmente por intermedio de leyes que aseguren el
respeto a la integridad psicofísica y requieran la presencia de personal médico especializado…160
158 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala. OEA/
Ser.L/V/II.118, Doc. 5 rev. 1, 29 diciembre 2003. http://www.cidh.org/countryrep/Guatemala2003sp/capitulo5.htm consulta-
do el 11 de mayo de 2004.
159 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre el Estado de los Derechos Humanos en Haití, OEA/Ser. L/V.88
Doc. 10 rev. Febrero 9, 1995. En http://www.cidh.org/countryrep/Haiti95sp/indice.htm consultado el 30 de marzo de 2004.
160 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condi-
ción de la Mujer en las Américas, OEA/Ser.L/V/II.100 Doc. 17, 13 de octubre de 1998, p. 29.
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Segundo Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Perú – 2000
(…)
22.Aun cuando los programas de salud reproductiva desarrollados respetando plenamente los derechos
humanos consagrados en la Convención Americana y en los demás instrumentos sobre derechos hu-
manos son valorados de manera positiva por la CIDH, el tema de la salud reproductiva en el Perú es un
tema que le ocasiona una gran preocupación a la Comisión, especialmente en lo referente a la aplica-
ción de la política de planificación familiar mediante la Anticoncepción Quirúrgica Voluntaria (“AQV”).
En septiembre de 1995 se promulgó la Ley N° 26530 que estableció el Programa Nacional de Planifi-
cación Familiar e implantó la esterilización como método de planificación familiar. Con base en esta
ley, el Ministerio de Salud comenzó una campaña intensa de sensibilización por medio de festivales de
salud, para inducir el uso de métodos anticonceptivos irreversibles y tratar de controlar de tal manera la
tasa de natalidad, sobre todo entre las mujeres campesinas.
23.En principio la Comisión considera que una campaña de divulgación de métodos de planificación fami-
liar es una acción positiva, siempre que se refiera a una planificación familiar que tenga carácter volunta-
rio. Sin embargo, en Perú, según información recibida por parte de varias fuentes, acciones de las AQV
han conducido a casos de esterilizaciones forzadas. Durante la visita in loco a Perú, por ejemplo, la
Defensoría del Pueblo manifestó a la CIDH haber recibido 168 denuncias de esterilizaciones forzadas.
24.A partir de marzo de 1998 el Estado se comprometió a emprender correctivos al programa, se suprimie-
ron los festivales de salud y de esta manera el número de usuarios de la AQV descendió. Sin embargo,
según información recibida por la Comisión durante su visita in loco, las esterilizaciones masivas, y a
menudo forzadas, continúan ocurriendo en el Perú. La Defensoría del Pueblo se ha pronunciado al
respecto destacando las siguientes fallas: falta de información previa y completa sobre los métodos
anticonceptivos; amenazas con multas y cárcel si las mujeres no acceden a la esterilización; falta de
diligencia y salubridad en las intervenciones quirúrgicas; falta de seguimiento posterior, por lo cual
muchas mujeres se enferman a raíz de la operación, e inclusive algunas han muerto por tal causa; y
discriminación en la aplicación de la AQV, en cuanto la campaña está dirigida principalmente a muje-
res y no a hombres fértiles161.
Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala – 2003
(…)
318. El embarazo precoz sigue siendo un grave motivo de preocupación con respecto a las niñas de 15 a
19 años de edad. A los 19 años de edad, casi el 30% de ellas ya han quedado embarazadas.  La falta de
un incremento significativo de esta cifra en los últimos 15 años se considera como un indicador de la
falta de educación sexual y la escasez de servicios de planificación de la familia para las jóvenes. El
embarazo precoz plantea varios riesgos: además de los problemas de salud, un mayor riesgo de abor-
tos, en condiciones inseguras, y de interrupción de la educación162.
Derecho a Condiciones Laborales Seguras
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en México – 1998
(…)
634. La situación se agrava por las condiciones insalubres en las cuales frecuentemente deben trabajar las
mujeres [maquiladoras]. En ciertos casos, están en contacto con sustancias químicas y solventes sin
ningún equipo de protección en los sombríos galerones, sometidas a ruidos, calores y acelerados rit-
mos de trabajo, así como a la monotonía de movimientos. Hay que destacar que estas condiciones de
trabajo parecen darse por igual, tanto para hombres como para mujeres. Sin embargo, deben adecuarse
y corregirse para brindar a todos los trabajadores, de ambos sexos, un sano ambiente laboral.
161 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Segundo Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Perú. OEA/
Ser.L/V/II.106 Doc. 59 rev, 2 de junio de 2000, p. 187.
162 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala. OEA/
Ser.L/V/II.118, Doc. 5 rev. 1, 29 diciembre 2003. http://www.cidh.org/countryrep/Guatemala2003sp/capitulo5.htm consulta-
do el 11 de mayo de 2004.
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(…)
637. En este sentido, la Comisión señala que el Estado mexicano tiene la obligación de vigilar para que las
normativas que rigen la materia tanto en el ámbito interno como internacional se cumplan cabalmente,
y evitar que los hechos mencionados sigan ocurriendo. La estricta supervisión del Estado por medio de
la autoridad competente, la adecuada aplicación de la ley y la efectiva administración de justicia,
podrían atenuar los abusos y terminar con las discriminaciones que sufren algunas mujeres en la fron-
tera Norte de México163.
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en República Dominicana – 1999
(…)
400. Durante su visita in loco en junio de 1997, la Comisión se reunió con organizaciones que trabajan
sobre el tema de la mujer, las cuales denunciaron las condiciones inadecuadas en que trabajan las
mujeres en las zonas francas. Según se señaló, estos lugares no poseen la infraestructura adecuada para
el tipo de trabajo que ahí se desempeña. Los locales de trabajo tampoco poseen la capacidad de
espacio para la cantidad de gente que se encuentra laborando, lo que provoca la violación a las normas
de higiene y seguridad industrial164.
Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala – 2001
(…)
32.Una de las razones de una mayor participación de la mujer en el mercado laboral es que un número cada
vez mayor de mujeres trabajan en las maquilas. Se han puesto en conocimiento de la Comisión denuncias
de abusos en este sector, incluyendo excesivas horas extras obligatorias, condiciones de trabajo inadecua-
das y acoso, todo esto sumado a la falta de inspección y supervisión adecuadas por parte del Ministerio de
Trabajo. Otro sector con respecto al cual la Comisión ha recibido denuncias de violaciones es el trabajo
doméstico. Muchas mujeres y jóvenes pertenecen a este sector, que no está sujeto prácticamente a ninguna
regulación y supervisión por parte del Estado. [Por ejemplo, el artículo 164 del Código de Trabajo estipula
que el trabajo doméstico no está sujeto a los límites de la jornada normal de trabajo]. Las trabajadoras
domésticas no están amparadas por la cobertura del sistema de seguridad social y son raros los casos en que
reciben beneficios. Muchas trabajan 60 horas o más por semana y un porcentaje significativo de empleado-
res no respeta el tiempo mínimo de vacación que exige la ley. Abundan las quejas sobre abuso y maltrato; un
estudio determinó que 17% de las empleadas que cambiaban de trabajo lo hacían por razones de abuso por
parte del empleador. Aunque ha habido propuestas de legislación para proporcionar importantes proteccio-
nes básicas, éstas han permanecido en estudio por varios años165.
Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala – 2003
(…)
306. En su visita en marzo de 2003, la Comisión recibió información actualizada de varias entidades
referente a la continua discriminación de la mujer en los sectores de maquiladoras y de trabajo domés-
tico, de parte de sus empleadores y a veces del Gobierno. En tanto que las trabajadoras de las
maquiladoras en principio gozan de mecanismos de protección legal idénticos a los aplicables a otros
trabajadores, existen denuncias de abusos en este sector, consistentes en amplios horarios compulsivos
de horas extra, malas condiciones de trabajo y acoso, aunados a falta de adecuada inspección y super-
visión por parte del Ministerio de Trabajo. Las trabajadoras domésticas, por su parte, suelen estar priva-
das de los derechos mínimos de los que deberían gozar, pero el Congreso no ha sancionado reformas
que les garanticen igual protección de la ley166.
163 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en México, OEA/Ser.L/V/
II.100 Doc. 7 rev. 1, 24 de septiembre de 1998, pp. 147–148.
164 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en República Dominicana.
OEA/Ser.L/V/II.104 Doc. 49 rev. 1, 7 de Octubre de 1999, p. 91.
165 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala.
OEA/Ser.L/V/II.111 Doc. 21 rev., 6 de abril de 2001, pp. 235–236.
166 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala. OEA/
Ser.L/V/II.118, Doc. 5 rev. 1, 29 diciembre 2003. http://www.cidh.org/countryrep/Guatemala2003sp/capitulo5.htm consulta-
do el 11 de mayo de 2004.
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2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Toda
persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.
Informe sobre el Estado de los Derechos Humanos en Haití – 1995
(…)
131. En el pasado, la Comisión ha contemplado un cierto número de casos de violaciones sexuales y otros
abusos de mujeres, condenando consecuentemente las violaciones de los derechos contenidos en la
Convención y de la Declaración Americana.
132. En el caso de Haití las violaciones sexuales fueron el resultado de una represión con fines políticos, la
intención de los responsables fue de destruir cualquier movimiento democrático a través del terror
creado por esa serie de crímenes sexuales.
133. La Comisión considera que las violaciones sexuales constituyen no sólo un tratamiento inhumano
que atenta contra la integridad física, psíquica y moral, bajo el artículo 5 de la Convención, sino
además una forma de tortura según el artículo 5(2) del citado instrumento.
134. De acuerdo con las definiciones elaboradas en la Convención Interamericana para Prevenir y Sancio-
nar la Tortura, de la cual Haití es signataria, y la Convención de las Naciones Unidas contra la Tortura
y otros Tratos Crueles Inhumanos y Degradantes, la Comisión considera que la violación sexual y otros
abusos sexuales infligidos a las mujeres haitianas causan sufrimiento y dolor físico y mental. Estos
crímenes sexuales se cometieron con la finalidad de castigar a las mujeres por su militancia y/o su
asociación con familiares militantes y para intimidar o destruir su capacidad de oponerse al régimen y
de apoyo a las comunidad pobres. La violación sexual y el intento de violación contra mujeres también
califica como tortura puesto que representa una brutal expresión de discriminación contra ellas como
mujeres. De los testimonios y las opiniones de los expertos que constan en la documentación presen-
tada a la Comisión, se desprende claramente que en la experiencia de las víctimas de tortura, la viola-
ción y los abusos sexuales son formas de tortura que producen algunos de los efectos traumáticos más
severos y de mayor duración.
135. Los hechos denunciados ante la Comisión reflejan que la violación sexual no fue ni producto del
azar, ni un hecho ocasional, sino un crimen de amplia y rutinaria aplicación. Si bien esos hechos
ocurrieron bajo la dirección o con la aquiescencia del régimen ilegal de facto, la Comisión considera
que la utilización de las violaciones sexuales como arma de terror constituyen un crimen contra la
humanidad bajo el derecho internacional consuetudinario.
136. La Comisión ha observado que en los últimos años se ha reconocido la gravedad de la violación
sexual en el Derecho Internacional de los derechos humanos, incluyendo el énfasis puesto durante la
Conferencia Mundial de Derechos Humanos sobre la gravedad de la violencia contra la mujer en
general, y en particular, de las “violaciones sistemáticas” llevadas al foro por las atrocidades cometidas
en la antigua Yugoslavia; la aprobación por la Asamblea General de la Declaración de la Eliminación
de la Violencia Contra la Mujer y más específicamente los informes del Relator Especial de la Tortura a
la Comisión de Derechos Humanos, los que describen la violación sexual en detención como una
forma de tortura. La Comisión observa igualmente que en el campo del derecho internacional humani-
tario, la tortura ha sido considerada como “grave violación” de las Convenciones de Ginebra por la
Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas y por el Comité Internacional de la Cruz
Roja. El Estatuto del Tribunal Criminal Internacional para la antigua Yugoslavia incorpora la violación
sexual como “grave violación” de las Convenciones de Ginebra (artículo 2) y una violación de las leyes
y usos de guerra (artículo 3) y, explícitamente, se menciona la violación sexual como un crimen contra
la humanidad (artículo 5(g)167.
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en México – 1998
(…)
629. La Comisión se ha referido a la práctica de la tortura en el capítulo del presente informe dedicado al
derecho a la integridad personal, y ha llamado la atención sobre los procedimientos realizados durante
167 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre el Estado de los Derechos Humanos en Haití, OEA/Ser. L/V.88
Doc. 10 rev. Febrero 9, 1995. En http://www.cidh.org/countryrep/Haiti95sp/indice.htm consultado el 30 de marzo de 2004.
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la permanencia de los detenidos en el Ministerio Público. La CIDH hace extensiva su condena a aque-
llos funcionarios gubernamentales que abusan de su cargo y autoridad para cometer el delito de viola-
ción o abusos sexuales, amenazando y atemorizando a las mujeres para que no denuncien lo ocurrido.
El Estado mexicano debe prestar todas las garantías y la seguridad necesarias para que las mujeres que
son víctimas de estos delitos, puedan realizar la denuncia libre y espontáneamente, y llevar a cabo las
investigaciones conducentes para aclarar los hechos y juzgar a los responsables168.
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Paraguay – 2001
(…)
46.La Comisión recibió durante su visita in loco a Paraguay y con posterioridad, información sobre las
condiciones de detención en el penal de mujeres el Buen Pastor, que alberga a 167 mujeres adultas y
37 niñas y jóvenes de entre 13 y 20 años. Así, se ha señalado que los mayores problemas relacionados
con violaciones a derechos humanos que enfrentan las mujeres detenidas en dicho establecimiento se
relacionan con castigos disciplinarios infrahumanos, abuso sexual y violaciones, falta de atención
médica, proporción de medicamentos (sobre todo tranquilizantes) sin prescripción médica, tráfico de
drogas, y la prolongada detención en prisión preventiva.
47.Las reclusas sufren además otras discriminaciones específicas, si se comparan las condiciones de con-
finamiento de mujeres y hombres. A diferencia de los reclusos varones, sólo pueden recibir visitas
privadas de sus parejas las internas casadas o con cinco años de concubinato como mínimo. También
sufren discriminaciones referidas a su orientación sexual las reclusas lesbianas, que sufren castigo por
ello. Asimismo, las reclusas no tienen acceso a un cuidado médico adecuado y a pesar de que las leyes
penitenciarias prohíben que haya funcionarios varones, existen hombres celadores encargados de la
seguridad. Esto está íntimamente ligado con las denuncias de violaciones por los guardias.
(…)
48.Teniendo en cuenta el análisis efectuado y los problemas específicos planteados, la Comisión formula
las siguientes recomendaciones al Estado paraguayo:
(…)
7. Se tomen las medidas de prevención necesarias para evitar el agravamiento de las condiciones carcelarias
de las reclusas, así como también las medidas para mejorar su situación y en particular se les otorguen
los mismos derechos que a los hombres, en particular en relación con sus visitas169.
3. La pena no puede trascender de la persona del delincuente.
4. Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo en circunstancias excepcionales, y
serán sometidos a un tratamiento adecuado a su condición de personas no condenadas.
5. Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los adultos y llevados ante
tribunales especializados, con la mayor celeridad posible, para su tratamiento.
6. Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y la readaptación
social de los condenados.
Artículo 6. Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre
1. Nadie puede ser sometido a esclavitud o servidumbre, y tanto éstas, como la trata de esclavos y la
trata de mujeres están prohibidas en todas sus formas.
Véase además el artículo 2 b) de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la
Violencia Contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”.
168 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en México, OEA/Ser.L/V/
II.100 Doc. 7 rev. 1, 24 de septiembre de 1998, p. 146.
169 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Paraguay. OEA/
Ser.L/V/II.110 Doc. 52 rev, 9 de marzo de 2001, pp. 120–122.
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2. Nadie debe ser constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio. En los países donde ciertos
delitos tengan señalada pena privativa de la libertad acompañada de trabajos forzosos, esta dispo-
sición no podrá ser interpretada en el sentido de que prohíbe el cumplimiento de dicha pena
impuesta por juez o tribunal competente. El trabajo forzoso no debe afectar a la dignidad ni a la
capacidad física e intelectual del recluido.
3. No constituyen trabajo forzoso u obligatorio, para los efectos de este artículo:
a. los trabajos o servicios que se exijan normalmente de una persona recluida en cumplimiento de
una sentencia o resolución formal dictada por la autoridad judicial competente. Tales trabajos o
servicios deberán realizarse bajo la vigilancia y control de las autoridades públicas, y los indivi-
duos que los efectúen no serán puestos a disposición de particulares, compañías o personas
jurídicas de carácter privado;
b. el servicio militar y, en los países donde se admite exención por razones de conciencia, el servi-
cio nacional que la ley establezca en lugar de aquél;
c. el servicio impuesto en casos de peligro o calamidad que amenace la existencia o el bienestar de
la comunidad, y
d. el trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones cívicas normales.
Artículo 7. Derecho a la Libertad Personal
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales.
2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de
antemano por las Constituciones Políticas de los Estados partes o por las leyes dictadas conforme
a ellas.
3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios.
4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y notificada,
sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella.
5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario
autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un
plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad
podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio.
6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin
de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si
el arresto o la detención fueran ilegales. En los Estados partes cuyas leyes prevén que toda persona
que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal
competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser
restringido ni abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona.
7. Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos de autoridad judicial com-
petente dictados por incumplimientos de deberes alimentarios.
Artículo 8. Garantías Judiciales
1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable,
por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la
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ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determina-
ción de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.
Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condición de la Mujer en las
Américas – 1998
… [C]ontinúan existiendo problemas en la región con respecto a la igualdad plena de la mujer en lo
relativo a su capacidad civil. Estos aspectos negativos se refieren en general a los siguientes temas:
(...)
h. Diferencias en cuanto al acceso a la administración de justicia, sanciones disminuidas o ausencia de
ellas cuando la víctima es mujer170.
2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se
establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena
igualdad, a las siguientes garantías mínimas:
a. derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no com-
prende o no habla el idioma del juzgado o tribunal;
b. comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada;
c. concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa;
d. derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su
elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor;
e. derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado
o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare
defensor dentro del plazo establecido por la ley;
f. derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la compa-
recencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos;
g. derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y
h. derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.
3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza.
4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por los mis-
mos hechos.
5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los intereses de la
justicia.
Artículo 9. Principio de Legalidad y de Retroactividad
Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran
delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se puede imponer pena más grave que la aplicable en
el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la
imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello.
170 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condi-
ción de la Mujer en las Américas, OEA/Ser.L/V/II.100 Doc. 17, 13 de octubre de 1998, pp. 24–25.
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Artículo 10. Derecho a Indemnización
Toda persona tiene derecho a ser indemnizada conforme a la ley en caso de haber sido condenada en
sentencia firme por error judicial.
Artículo 11. Protección de la Honra y de la Dignidad
1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad.
2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia,
en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación.
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en México – 1998
(…)
631. … [C]onforme a la información recibida por la Comisión, un aspecto central del empleo femenino en
la frontera norte se refiere a su concentración relativa en el sector maquilador, imprimiéndole con ello
un sesgo específico a la dinámica del empleo de este sector de actividad.
(…)
633. Estas trabajadoras son víctimas habituales de una forma de discriminación que afecta exclusivamente
a las mujeres: las maquiladoras les exigen que se sometan a exámenes de embarazo como condición
para el empleo y les deniegan el trabajo si el resultado es positivo. En algunos casos, si una mujer queda
embarazada poco después de empezar un trabajo en la maquiladora, puede ser maltratada y forzada a
dejar su puesto de trabajo por dicha causa. El trato discriminatorio en las empresas del sector de
maquiladoras está destinado a las mujeres, violando así normas internacionales de derechos humanos
y de derechos del trabajador. El Gobierno mexicano, a pesar de su obligación jurídica internacional y
nacional de garantizar la protección de estas trabajadoras, ha hecho muy poco por reconocer o reme-
diar las violaciones de los derechos al trato no discriminatorio y a la intimidad de estas mujeres. Ade-
más, el hecho de que el Gobierno mexicano no corrija la discriminación en las maquiladoras, es una
violación al derecho de las mujeres a decidir cuántos hijos desean tener y cuándo hacerlo. De hecho,
los funcionarios mexicanos responsables de comprobar el cumplimiento y la aplicación de la Ley
Federal del Trabajo de México –que prohíbe expresamente la discriminación sexual– condenan
inconsistentemente este tipo de prácticas discriminatorias; se consideran incapaces de aplicar la ley; y,
uno de ellos, considera la discriminación basada en el embarazo razonable o legítim[a]171.
Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala – 2001
(…)
34.La capacidad de la mujer de controlar su fecundidad tiene una relación fundamental con su capacidad
de gozar de un conjunto de derechos básicos; más específicamente, de proteger su integridad física y
planificar su vida familiar con su pareja.
(…)
35.(…) En Guatemala, como en otros países, existe un vínculo bien documentado entre un mayor número
de años de educación y una edad más tardía para tener un hijo, un menor número de hijos, una más
baja tasa de mortalidad maternoinfantil y una mayor probabilidad de que el parto sea atendido por un
profesional médico capacitado.
(...)
40.La incapacidad de muchas parejas de obtener fácilmente servicios de planificación familiar constituye
una restricción severa a su derecho constitucional de determinar libremente el número de hijos y el
espaciamiento entre los nacimientos. Además:
[l]a salud y la vida de las mujeres pueden estar en peligro cuando tienen pocas posibilidades de preve-
nir el embarazo a una edad muy temprana, a una edad muy avanzada, a intervalos muy frecuentes o
171 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en México, OEA/Ser.L/V/
II.100 Doc. 7 rev. 1, 24 de septiembre de 1998, pp. 146–147.
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cuando adolecen de otros problemas de salud. Si bien las mujeres pueden decidir quedarse embaraza-
das a pesar del riesgo, deben tener acceso a los medios para prevenir el embarazo [CLDRPP, An Unfulfilled
Human Right, capítulo IV.A.] 172.
(...)
53.A la luz del análisis y conclusiones precedentes, la Comisión recomienda que el Estado:
(…)
9. Adopte medidas adicionales para proporcionar servicios integrales de salud, incluyendo servicios mo-
dernos de planificación familiar, con el fin de proteger el derecho de la mujer a la integridad personal
y el derecho de las parejas de determinar el número de hijos y el espaciamiento de los nacimientos173.
3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques.
Artículo 12. Libertad de Conciencia y de Religión
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de religión. Este derecho implica la liber-
tad de conservar su religión o sus creencias, o de cambiar de religión o de creencias, así como la
libertad de profesar y divulgar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en
público como en privado.
2. Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que puedan menoscabar la libertad de conservar su
religión o sus creencias o de cambiar de religión o de creencias.
3. La libertad de manifestar la propia religión y las propias creencias está sujeta únicamente a las
limitaciones prescritas por la ley y que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud
o la moral públicos o los derechos o libertades de los demás.
4. Los padres, y en su caso los tutores, tienen derecho a que sus hijos o pupilos reciban la educación
religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.
Artículo 13. Libertad de Pensamiento y de Expresión
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende
la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de
fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro proce-
dimiento de su elección.
Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala – 2001
(…)
37.Tampoco se logran mejorar las limitaciones en el acceso a información sobre planificación familiar
proporcionando dicha información en escuelas o a través de programas de educación para el público
en general. Los informes indican que, en la medida que están disponibles programas de educación
sexual, éstos se ofrecen a adolescentes (muchos niños no permanecen en la escuela tanto tiempo) y no
incluyen información sobre planificación familiar. Se espera y prevé que a la promulgación de la Ley
de Dignificación y Promoción Integral de la Mujer, que exige medidas para mejorar la capacitación del
personal de salud y el acceso a los servicios integrales de salud, incluyendo la salud sexual y reproductiva,
le seguirán avances concretos en esta esfera174.
172 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala.
OEA/Ser.L/V/II.111 Doc.21 rev., 6 de abril de 2001, pp. 236–239.
173 Ibídem, pp. 244–245.
174 Ibídem, p. 238.
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2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino
a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias
para asegurar:
a. el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o
b. la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.
3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de
controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de ense-
res y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados
a impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones.
4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura previa con el exclusivo objeto
de regular el acceso a ellos para la protección moral de la infancia y la adolescencia, sin perjuicio de
lo establecido en el inciso 2.
5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología del odio nacio-
nal, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal
similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza,
color, religión, idioma u origen nacional.
Artículo 14. Derecho de Rectificación o Respuesta
1. Toda persona afectada por informaciones inexactas o agraviantes emitidas en su perjuicio a través
de medios de difusión legalmente reglamentados y que se dirijan al público en general, tiene dere-
cho a efectuar por el mismo órgano de difusión su rectificación o respuesta en las condiciones que
establezca la ley.
2. En ningún caso la rectificación o la respuesta eximirán de las otras responsabilidades legales en que
se hubiese incurrido.
3. Para la efectiva protección de la honra y la reputación, toda publicación o empresa periodística,
cinematográfica, de radio o televisión tendrá una persona responsable que no esté protegida por
inmunidades ni disponga de fuero especial.
Artículo 15. Derecho de Reunión
Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar
sujeto a las restricciones previstas por la ley, que sean necesarias en una sociedad democrática, en
interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del orden públicos, o para proteger la salud o la
moral públicas o los derechos o libertades de los demás.
Artículo 16. Libertad de Asociación
1. Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con fines ideológicos, religiosos, políticos,
económicos, laborales, sociales, culturales, deportivos o de cualquiera otra índole.
2. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean
necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del
orden públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los demás.
3. Lo dispuesto en este artículo no impide la imposición de restricciones legales, y aun la privación
del ejercicio del derecho de asociación, a los miembros de las fuerzas armadas y de la policía.
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Artículo 17. Protección a la Familia
1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por la sociedad
y el Estado.
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil – 1997
(…)
61.… [L]a Comisión se permite recomendar al Estado Brasileño que:
(…)
g) Cree programas de orientación familiar y otros programas gubernamentales con el objeto de capacitar
a las familias para el ejercicio responsable de la paternidad y la maternidad, y para la resolución de
conflictos familiares en forma no violenta175.
2. Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia si
tienen la edad y las condiciones requeridas para ello por las leyes internas, en la medida en que éstas
no afecten al principio de no discriminación establecido en esta Convención.
Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala – 2001
(…)
23.Han atraído la atención de la Comisión tres conjuntos de disposiciones, en particular, que ilustran
áreas en las que se requiere una reforma legislativa urgente. En el Código Civil, por ejemplo, los artícu-
los 89 y 299 continúan creando distinciones basadas en el género que parecen estar en conflicto
directo con la obligación del Estado de no discriminar y de otorgar igual protección. El artículo 89
regula la autorización para el matrimonio y establece una edad mínima, con consentimiento de los
padres, de 14 años para las niñas y de 16 años para los niños. Dispone, además, que las mujeres
deberán esperar 300 días después de la disolución de un matrimonio o unión para establecer otro, sin
una disposición correspondiente aplicable a los hombres176.
3. El matrimonio no puede celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los contrayentes.
4. Los Estados partes deben tomar medidas apropiadas para asegurar la igualdad de derechos y la ade-
cuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en cuanto al matrimonio, durante el matri-
monio y en caso de disolución del mismo. En caso de disolución, se adoptarán disposiciones que
aseguren la protección necesaria de los hijos, sobre la base única del interés y conveniencia de ellos.
Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condición de la Mujer en las
Américas – 1998
… [C]ontinúan existiendo problemas en la región con respecto a la igualdad plena de la mujer en lo
relativo a su capacidad civil. Estos aspectos negativos se refieren en general a los siguientes temas:
a. Restricciones al ejercicio de profesiones u oficios por parte de mujeres, en cuanto se requiere autoriza-
ción del marido.
(…)
b. Diferenciación entre hombres y mujeres en cuanto a la autorización para contraer matrimonio (Bolivia,
Brasil); o para contraer nuevamente matrimonio (México, Costa Rica).
c. Desigualdad entre hombres y mujeres para adquirir, administrar y disponer de bienes de la sociedad
conyugal. En Argentina, los bienes cuyo origen no se pueda determinar, son administrados por el
marido. En Chile, el marido en ciertos casos administra los bienes sociales y los de su mujer. En Brasil
la mujer casada no tiene la misma capacidad que su cónyuge para administrar ciertos bienes. En
175 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil. OEA/Ser.L/V/
II.97 Doc. 29 rev. 1, 29 de septiembre de 1997, pp. 89–90.
176 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala.
OEA/Ser.L/V/II.111 Doc.21 rev., 6 de abril de 2001, p.232.
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Ecuador, se presume que a falta de estipulación en contrario, el marido administra los bienes de la
sociedad conyugal. En Guatemala, el marido es el administrador del patrimonio conyugal. En Repúbli-
ca Dominicana, el marido es el administrador de los bienes conyugales y propios de su mujer.
d. Diferencias entre hombres y mujeres en cuanto a la patria potestad. A modo de ejemplo, en Chile la
patria potestad la ejerce el padre y sólo en ausencia de aquél la asume la madre.
(...)
g. Diferencias de tratamiento entre hombres y mujeres en ciertos tipos penales, por ejemplo en el caso del
adulterio en El Salvador y Venezuela177.
(...)
Los Estados deben eliminar serias restricciones para la mujer, que surgen de otorgar la representación
conyugal o jefatura del hogar al marido, y del establecimiento de roles en que la mujer es limitada al
ámbito doméstico. Estas restricciones incluyen: la facultad del marido a oponerse a que la mujer ejerza
profesión, industria, oficio o comercio, cuando considere que ello perjudica el interés y cuidado de los
hijos, y demás obligaciones hogareñas; la asignación al marido de la patria potestad decisiva sobre los
hijos y la designación del marido como administrador único del patrimonio conyugal. Por otra parte, el
deber de reconocimiento de los hijos extramatrimoniales debe ser obligatorio tanto para el hombre como
para la mujer178.
Segundo Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Perú – 2000
(…)
14.En lo relativo a los derechos civiles subsisten algunas normas que continúan vulnerando el derecho a la
no discriminación de la mujer. Anteriormente las mujeres casadas requerían autorización de sus mari-
dos para trabajar fuera del hogar, mientras los maridos lo podían hacer libremente. Tal disposición fue
cambiada por el artículo 293 del actual Código Civil, conforme al cual ambos cónyuges necesitan el
consentimiento de su pareja para trabajar. Al respecto, se ha señalado que en la práctica dicha norma
se aplica solamente a las mujeres, y que por lo tanto no resolvió el problema. Por otra parte, la capaci-
dad civil de las mujeres no casadas, que han convivido en sociedades familiares de hecho, es bastante
restringida en comparación con la capacidad civil de las mujeres casadas. En tal sentido, las leyes no
les conceden a las concubinas el derecho a la comunidad de bienes cuando muere su pareja y sólo por
excepción les conceden derecho a pedir alimentos cuando han sido abandonadas179.
Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala – 2001
(…)
23.Han atraído la atención de la Comisión tres conjuntos de disposiciones, en particular, que ilustran
áreas en las que se requiere una reforma legislativa urgente. En el Código Civil, por ejemplo, los artícu-
los 89 y 299 continúan creando distinciones basadas en el género que parecen estar en conflicto
directo con la obligación del Estado de no discriminar y de otorgar igual protección. […] El artículo
299 trata sobre la tutela de menores y dispone que se dará preferencia al abuelo paterno, abuelo
materno, abuela paterna y abuela materna, en ese orden180.
5. La ley debe reconocer iguales derechos tanto a los hijos nacidos fuera de matrimonio como a los
nacidos dentro del mismo.
177 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condi-
ción de la Mujer en las Américas, OEA/Ser.L/V/II.100 Doc. 17, 13 de octubre de 1998, pp. 24–25.
178 Ibídem, p. 36.
179 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Segundo Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Perú. OEA/
Ser.L/V/II.106 Doc. 59 rev, 2 de junio de 2000, p.184.
180 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala.
OEA/Ser.L/V/II.111 Doc.21 rev., 6 de abril de 2001, p.232.
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Artículo 18. Derecho al Nombre
Toda persona tiene derecho a un nombre propio y a los apellidos de sus padres o al de uno de ellos. La ley
reglamentará la forma de asegurar este derecho para todos, mediante nombres supuestos, si fuere necesario.
Artículo 19. Derechos del Niño
Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor requieren por parte
de su familia, de la sociedad y del Estado.
Artículo 20. Derecho a la Nacionalidad
1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad.
2. Toda persona tiene derecho a la nacionalidad del Estado en cuyo territorio nació si no tiene dere-
cho a otra.
3. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiarla.
Artículo 21. Derecho a la Propiedad Privada
1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede subordinar tal uso y goce al
interés social.
Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condición de la Mujer en las
Américas – 1998
… [C]ontinúan existiendo problemas en la región con respecto a la igualdad plena de la mujer en lo
relativo a su capacidad civil. Estos aspectos negativos se refieren en general a los siguientes temas:
(...)
f. Limitación en el derecho de propiedad de la mujer. En República Dominicana hay una limitación que
afecta a las mujeres campesinas para ser propietarias de parcelas de tierra de acuerdo a la propia
Constitución181.
2. Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de indemnización
justa, por razones de utilidad pública o de interés social y en los casos y según las formas estableci-
das por la ley.
3. Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por el hombre, deben ser
prohibidas por la ley.
Artículo 22. Derecho de Circulación y de Residencia
1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tiene derecho a circular por el
mismo y, a residir en él con sujeción a las disposiciones legales.
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia – 1999
(…)
26.En su estudio sobre población y efectos del desplazamiento, la Arquidiócesis de Cali señala que la
población desplazada es “joven, improductiva, compuesta por campesinos pobres, pequeños propieta-
rios obligados a salir de sus sitios de trabajo por múltiples amenazas contra sus vidas”. Están incluidos
desproporcionadamente en las filas de los desplazados las mujeres, los niños y los indígenas.
181 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condi-
ción de la Mujer en las Américas, OEA/Ser.L/V/II.100 Doc. 17, 13 de octubre de 1998, pp. 24–25.
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Mujeres: Según cifras de CODHES, el 59 % de las personas desplazadas son mujeres, muchas de ellas
viudas y con varios hijos y el 65% menores de edad. Tal magnitud implica una gran fragilidad de la
unidad familiar ya que en muchos puntos de reasentamiento las mujeres son las que asumen solas las
tareas familiares, mientras los hombres buscan algún tipo de labores dentro o fuera del radio de
reubicación.
27.Las desplazadas, en su inmensa mayoría, son de origen campesino que deben buscar refugio en condi-
ciones muy precarias en los barrios marginales de las ciudades, donde no pueden ni cultivar ni poseer
animales domésticos para alimentar a su familia. En la mayoría de los casos tampoco tienen acceso a
los servicios básicos de salud.
28.A pesar de que la Constitución Colombiana y la legislación específica han reconocido la igualdad de
derechos de la mujer y a pesar de que el Gobierno ha ratificado la Convención Interamericana para
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (conocida como la Convención de Belem do
Pará), integrando una nueva orientación de género, muchas de estas normas y gran cantidad de progra-
mas gubernamentales no logran alcanzar a las mujeres que viven en situación de desplazamiento interno.
29.La Comisión destaca que el principio 19(2) de los Principios Rectores sobre Desplazados Internos hace
directa referencia a la situación de la mujer estableciendo que: “Se prestará especial atención a las
necesidades sanitarias de la mujer, incluido su acceso a los servicios de atención médica para la mujer,
en particular los servicios de salud reproductora, y al asesoramiento adecuado de las víctimas de
abusos sexuales y de otra índole”. Sin embargo, la información en poder de la Comisión indica que no
se ha cumplido cabalmente con este requerimiento182.
2. Toda persona tiene derecho a salir libremente de cualquier país, inclusive del propio.
3. El ejercicio de los derechos anteriores no puede ser restringido sino en virtud de una ley, en la
medida indispensable en una sociedad democrática, para prevenir infracciones penales o para pro-
teger la seguridad nacional, la seguridad o el orden públicos, la moral o la salud públicas o los
derechos y libertades de los demás.
4. El ejercicio de los derechos reconocidos en el inciso 1 puede asimismo ser restringido por la ley, en
zonas determinadas, por razones de interés público.
5. Nadie puede ser expulsado del territorio del Estado del cual es nacional, ni ser privado del derecho
a ingresar en el mismo.
6. El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado parte en la presente Convención,
sólo podrá ser expulsado de él en cumplimiento de una decisión adoptada conforme a la ley.
7. Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio extranjero en caso de persecu-
ción por delitos políticos o comunes conexos con los políticos y de acuerdo con la legislación de
cada Estado y los convenios internacionales.
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos de los Solicitantes de Asilo en el Marco del
Sistema Canadiense de Determinación de la Condición de Refugiado – 2000
(…)
18.Canadá ha estado a la vanguardia de varias innovaciones positivas en la causa de la protección de los
refugiados. (…) En cuanto a iniciativas relativas a políticas, en 1993, la IRB183 aprobó sus directrices
sobre las mujeres solicitantes de la condición de refugiado que temen ser objeto de persecución por
razones de género, reconociendo los problemas específicos que se aplican a tales solicitantes184.
182 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia.
OES/Ser.L/V/II.102 Doc. 9 rev. 1, 26 de febrero de 1999. pp. 212–213.
183 Comisión de Inmigración y Estado del Refugiado.
184 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos de los Solicitantes de
Asilo en el Marco del Sistema Canadiense de Determinación de la Condición de Refugiado, OEA/Ser.L/V/II.106, 28 de febrero de
2000, http://www.cidh.org/countryrep/Canada2000sp/indice.htm consultado el 21 de abril de 2004.
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8. En ningún caso el extranjero puede ser expulsado o devuelto a otro país, sea o no de origen, donde
su derecho a la vida o a la libertad personal está en riesgo de violación a causa de raza, nacionalidad,
religión, condición social o de sus opiniones políticas.
9. Es prohibida la expulsión colectiva de extranjeros.
Artículo 23. Derechos Políticos
1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades:
a. de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representan-
tes libremente elegidos;
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil – 1997
(…)
10.Mientras que en Brasil la ley reconoce la igualdad de las mujeres y los hombres, el Estado reconoce que
“las mujeres brasileñas, que representan un poco más de la mitad de la población del país (50.1 por
ciento en 1990), todavía encuentran dificultades para participar plenamente en todos los aspectos de la
vida económica y política del país”. Deben tomarse nuevas medidas con el fin de asegurar que las
reformas legales y de otra índole son debidamente aplicadas para asegurar la libre y plena participa-
ción de las mujeres en la vida nacional185.
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia – 1999
(…)
Teniendo en cuenta el análisis efectuado en el presente capítulo, la Comisión formula las siguientes reco-
mendaciones al Estado colombiano:
(…)
11. Que tome las acciones necesarias a fin de que la sociedad civil esté representada en el proceso de
formulación e implementación de políticas y programas en favor de los derechos de la mujer186.
Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala – 2001
(…)
53.A la luz del análisis y conclusiones precedentes, la Comisión recomienda que el Estado:
(…)
4. Establezca los mecanismos necesarios de coordinación, asistencia técnica, capacitación, monitoreo y
evaluación para garantizar que se incorpore el enfoque de género en el diseño e implementación de
leyes y políticas en todas las esferas; esto debe incluir la ampliación de los mecanismos existentes para
incorporar la participación de la sociedad civil en la formulación e implementación de iniciativas
estatales que afectan los derechos de la mujer187.
b. de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual
y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y
185 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil. OEA/Ser.L/V/
II.97 Doc. 29 rev. 1, 29 de septiembre de 1997, p. 136.
186 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia.
OES/Ser.L/V/II.102 Doc. 9 rev. 1, 26 de febrero de 1999. pp. 333–334.
187 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala.
OEA/Ser.L/V/II.111 Doc.21 rev., 6 de abril de 2001, p. 244.
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Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala – 2003
(…)
285. El Estado tampoco ha planteado medidas oportunas y concretas tendientes a hacer frente a los obstá-
culos que impiden que [un gran] número de mujeres participen en el proceso electoral como votantes.
Si bien modalidades históricas de estereotipos y discriminación han obstaculizado la participación de
la mujer, también han contribuido a suscitar esos efectos barreras pragmáticas tales como falta de
documentos de identidad oficiales o padrones electorales. De los votantes empadronados aproximada-
mente el 57% son hombres y el 43% mujeres. Los informes indican que alrededor del 30% de las
mujeres elegibles para votar no están registradas, especialmente en comunidades indígenas y rurales.
Si bien con posterioridad a las elecciones de 1999 se han formulado proyectos tendientes a abordar
esos problemas, nada se ha hecho aún a ese respecto.
286. En cuanto a la participación en la vida política a nivel local, ha habido innovaciones.  Como ya se
señaló, el Código Municipal requiere el establecimiento de una Comisión sobre la Familia, la Mujer y el
Niño en cada Consejo municipal, y la Ley de Consejos de Desarrollo promueve la participación de la
mujer en el Consejo de Desarrollo Urbano Rural y en los Consejos de Desarrollo Departamentales.  El
reconocimiento del papel de la mujer en esas circunstancias ha sido recibido con beneplácito, como
primer paso importante.  No obstante, durante la visita de la Comisión organizaciones femeninas mani-
festaron fuerte preocupación con respecto a cuestiones de aplicación, y en especial al requisito del artícu-
lo 72 del Reglamento del Consejo de Desarrollo Urbano Rural de que las organizaciones femeninas no
reconocidas como personas jurídicas deben adquirir y acreditar esa calidad dentro de un plazo de seis
meses para poder participar de los diferentes niveles de los Consejos de Desarrollo.  Las organizaciones
femeninas indicaron que este requisito en la práctica excluye, en lugar de incluir, a las entidades locales
carentes de recursos para contratar los servicios de abogados que tramiten esa acreditación188.
c. de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.
Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condición de la Mujer en las
Américas – 1998
(…)
En los países de la región, la mujer es titular de derechos políticos en igualdad de condiciones con el hombre,
según las normas constitucionales y la legislación interna de los respectivos países. La celebración generali-
zada de elecciones ha abierto grandes posibilidades a la mujer, en cuanto tiene el potencial de transformarse
en un incentivo para los partidos políticos en competir por su voto. Sin embargo, hasta el momento la
proporción de las mujeres que participan en cargos públicos en la región continúa siendo muy reducida.
Frente a esta situación, algunos países han comenzado a sancionar legislación con la finalidad de asegurar
una representación mínima de mujeres en la estructura estatal, a cuyo efecto han adoptado leyes con el
propósito de establecer cuotas mínimas de participación política de mujeres. Cabe citar al respecto a
Argentina, Bolivia, Brasil y Costa Rica.
(…)
En general, la mayoría de los países de la región informan que la participación de la mujer en los niveles de
decisión en los tres poderes del gobierno es aún escasa189.
(…)
Crecientemente se percibe en la región que la democracia efectiva requiere una mayor participación de
las mujeres en la toma de decisiones, y que el acceso a la vida pública de un país no se agota sólo en el
ejercicio no discriminatorio del derecho de sufragio190.
188 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala. OEA/
Ser.L/V/II.118, Doc. 5 rev. 1, 29 diciembre 2003. http://www.cidh.org/countryrep/Guatemala2003sp/capitulo5.htm consulta-
do el 11 de mayo de 2004.
189 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condi-
ción de la Mujer en las Américas, OEA/Ser.L/V/II.100 Doc. 17, 13 de octubre de 1998, p. 25.
190 Ibídem, p. 32.
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(…)
Las respuestas al cuestionario de la Comisión revelan que, aunque más de la mitad de la población de
nuestro continente está constituida por mujeres, esto no se ve reflejado en los niveles de decisión en los
ámbitos político, social, económico y cultural191.
(…)
[L]a Comisión insta a los Estados a que continúen y amplíen las medidas para promover la participación de
mujeres en los niveles de decisión en el ámbito público, incluidas las medidas positivas. Asimismo que
aseguren que las mujeres tengan una representación apropiada en todos los niveles de gobierno, en el
orden local, provincial o estatal y nacional; desarrollen estrategias para incrementar la integración de las
mujeres en los partidos políticos; y adopten medidas adicionales para incorporar plenamente a los secto-
res de la sociedad civil, incluyendo aquellos que representen los intereses de las mujeres, en los procesos
de desarrollo e implementación de políticas y programas192.
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil – 1997
(…)
17.A pesar de que la participación de la mujer en la vida nacional y pública en Brasil ha avanzado mucho
desde la Conferencia de Nairobi (1985), es ampliamente reconocido que continúa estando insuficien-
temente representada en las instituciones del Estado y tiene un acceso limitado a los altos cargos del
servicio civil y a los cargos de elección popular.
(…)
18. … Una de las medidas que se tomaron para aumentar la participación política de las mujeres fue la
aprobación de la Ley 9100/95, que requería que todos los partidos políticos se aseguraran de que,
como mínimo, el 20% de los candidatos que proponían para las elecciones de octubre de 1996 fueran
mujeres193.
(…)
33. La Comisión recomienda:
(…)
2. Que el Estado continúe y amplíe las medidas para promover la participación de mujeres en puestos de
decisión a todo nivel en la esfera pública o privada, y en particular asegure que las mujeres estén
equilibradamente ocupando posiciones a todo nivel del gobierno y los servicios civiles194.
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en República Dominicana – 1999
(…)
394. Los organismos de mujeres han hecho esfuerzos para presentar un proyecto de Ley que comprende la
modificación a la Ley Electoral vigente; entre las propuestas del proyecto de modificación se incluye
una cuota o participación de un 30% para las mujeres en puestos de elección popular. Esta propuesta
no ha tenido el apoyo esperado, a pesar de que el Estado Dominicano ha ratificado “La Convención
Sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación en contra de la Mujer”195.
Consideraciones sobre la Compatibilidad de las Medidas de Acción Afirmativa Concebidas para Promover
la Participación Política de la Mujer con los Principios de Igualdad y No Discriminación – 1999
(…)
En principio, para examinar la compatibilidad de las medidas especiales de acción afirmativa concebidas
para promover la participación política de la mujer con los principios de igualdad y no discriminación
consagrados en la Convención Americana y la Declaración Americana, es necesario analizar una serie de
191 Ibídem, p. 34.
192 Ibídem, p. 36.
193 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil. OEA/Ser.L/V/
II.97 Doc. 29 rev. 1, 29 de septiembre de 1997, p. 137–138.
194 Ibídem, p. 142.
195 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en República Dominicana.
OEA/Ser.L/V/II.104 Doc.49 rev. 1, 7 de Octubre de 1999, p. 90.
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temas. Hay tres preguntas que son de crucial importancia. Primero, ¿provoca la medida una diferencia en
el trato que se sitúe dentro del campo de aplicación de la Convención Americana o la Declaración Ame-
ricana, respectivamente? Segundo, si lo hace, ¿tiene esa diferencia en el trato un objetivo legítimo? Este
análisis toma en consideración los intereses que el Estado procura atender y los objetivos que pretende
lograr. Tercero, ¿son los medios empleados proporcionales al fin que se persigue? En otras palabras, ¿hay
un equilibrio razonable de intereses entre el fin que se persigue y cualquier restricción que se imponga
sobre los derechos? Si se trata de una restricción, ¿se ha impuesto la medida menos restrictiva posible para
alcanzar el objetivo que se persigue? ¿Es el trato en cuestión arbitrario o injusto en cualquier caso? La
evaluación de estas cuestiones debe tomar en cuenta que una distinción basada en la condición, por
ejemplo en el sexo, da lugar a un escrutinio más rigoroso.
En términos generales, las comunidades regional e internacional han reconocido que, aunque la existencia
de una igualdad formal de derecho es un requisito previo fundamental para superar la discriminación, ésta
no se traduce necesariamente en una igualdad en la práctica196. Por el contrario, mientras las constituciones
de nuestra región garantizan la igualdad entre la mujer y el hombre, la mujer sigue teniendo una representa-
ción minoritaria en virtualmente todos los aspectos de la vida política. Tampoco es cierto que las leyes y
políticas neutrales en materia de género necesariamente producen resultados neutrales en materia de géne-
ro. En consecuencia, los instrumentos y las políticas adoptados tanto a nivel regional como universal requie-
ren de la adopción de medidas especiales, cuando sea necesario, para promover la igualdad de acceso de la
mujer a la participación en la vida pública. El objetivo de brindar a la mujer una igualdad efectiva de acceso
a la participación en la vida pública es, evidentemente, en sí y de por sí, un objetivo legítimo y necesario.
Como se indicó anteriormente, se debe hacer efectivas las obligaciones regionales e internacionales de los
Estados en materia de derechos humanos a nivel nacional a través de la legislación y la práctica internas. En
consecuencia, en los casos en que la discriminación de derecho o de hecho restringe el pleno ejercicio por
parte de la mujer de su derecho de participar en el gobierno y en los asuntos públicos de su país, se debe
responder a esa inconformidad con acciones concretas. Una de las formas concretas en que se puede cum-
plir con el deber de respetar y garantizar los derechos controvertidos es a través de la adopción de medidas
de acción afirmativa para promover la participación de la mujer en esta esfera.
La manera en que se persigue y lleva a cabo este objetivo de promover la igualdad de acceso de la mujer
a la participación política es, en primera instancia, necesariamente una función de la legislación y la
formulación de políticas a nivel nacional y está integralmente relacionada con la situación y la historia
específicas del país. Las consideraciones precedentes proporcionan pautas generales para examinar la
compatibilidad de una medida particular de acción afirmativa adoptada por un Estado miembro de la OEA
con las obligaciones de igualdad y no discriminación. La medida específica debe entonces ser analizada
sobre la base de esas consideraciones, sus características precisas y el contexto nacional. En particular, las
disposiciones regionales e internacionales que justifiquen y/o requieran la adopción de medidas especia-
les de acción afirmativa para promover la participación política de la mujer contemplan que la necesidad
de tales medidas y su idoneidad sean evaluadas en relación a la existencia real de un trato discriminatorio.
Estas medidas son, además, contempladas de carácter temporal en el sentido de que, una vez que se ha
logrado la igualdad de acceso y de resultados, ya no son necesarias. Estos elementos de análisis están, por
definición, inextricablemente vinculados al contexto nacional.
IV. Conclusión
En principio, las medidas de acción afirmativa están en pleno cumplimiento del principio de no discrimi-
nación y de las disposiciones aplicables de la ley de derechos humanos; de hecho, tales medidas bien
podrían ser requeridas para lograr la igualdad sustantiva de oportunidades. La consecución de la participa-
ción libre y plena de la mujer en la vida política es una prioridad para nuestro hemisferio.
(…)
La representación minoritaria de la mujer en el gobierno en todos los países de las Américas demuestra la
necesidad de acciones adicionales por parte del Estado, juntamente con iniciativas de la sociedad civil,
para lograr un verdadero respeto al derecho de la mujer de participar en la vida política, en cumplimiento
de las normas internacionales. Como lo han reconocido las comunidades regional e internacional, la
196 Nota del Texto Original: En este respecto, la realidad de las desigualdades desarrolladas y mantenidas a lo largo de la historia
demuestra la necesidad de adoptar medidas de acción afirmativa para corregir un trato que puede parecer que se aplica
igualmente a personas que se encuentran en situaciones similares, cuando en realidad el mismo trato simplemente se aplica a
personas en circunstancias sustancialmente disímiles.
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consecución de una participación libre y plena de la mujer en todas las esferas de la vida pública es una
obligación que bien podría exigir la adopción de medidas especiales de acción afirmativa concebidas para
hacer realidad la igualdad de oportunidades para mujeres y hombres197.
Segundo Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Perú – 2000
(…)
13. … [E]l Estado indicó que con el fin de promover la participación feminina en el ejercicio del poder, se
incorporó en la ley orgánica de elecciones y en la ley de elecciones municipales una norma que señala
que las listas de candidatos deben incluir un número no menor de 25% de mujeres198.
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Paraguay – 2001
(…)
21.… El Código Electoral fue reformado para incluir el sistema de cuotas y así aumentar la participación y
representación de las mujeres en la vida pública de Paraguay. La reforma al Código Electoral establece
que ninguno de los sexos puede tener más del 60% de representación en las listas primigenias de las
líneas o movimientos internos que pretenden cubrir cargos partidarios de decisión o se preparen para
competir con otros partidos. La alternancia de nombres femeninos y masculinos deberá darse desde el
primer lugar199.
2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso
anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capa-
cidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal.
Artículo 24. Igualdad ante la Ley
Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual
protección de la ley.
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil – 1997
(…)
33.La Comisión recomienda:
1. Que el Estado tome medidas adicionales para enfrentar la discriminación contra las mujeres en el
sector publico y privado, incluyendo: a) una educación libre de pautas estereotipadas de conductas;
b) la revocación de provisiones legales arcaicas; c) asegurar que toda denuncia de discriminación
sea prontamente investigada, procesada y castigada200.
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia – 1999
(…)
32.El régimen jurídico en Colombia contiene normas muy claras respecto a la igualdad entre hombres y
mujeres. Aunque ello no constituye una garantía de eliminación de la discriminación, sí permite impul-
sar las transformaciones necesarias en la sociedad para alcanzar el pleno disfrute de los ciudadanos de
ambos géneros, en condiciones de igualdad. En tal sentido, la Comisión confía en que el Estado colom-
biano continuará ejerciendo las políticas necesarias para superar dicha situación, dentro del marco de
sus obligaciones de derecho internacional y de derecho interno.
197 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Consideraciones sobre la Compatibilidad de las Medidas de Acción Afirmativa
Concebidas para Promover la Participación Política de la Mujer con los Principios de Igualdad y No Discriminación. OEA/Ser.L/V/
II.106 Doc.3, 13 de abril de 2000. http://www.cidh.org/annualrep/99span/capitulo6a.htm consultado el 11 de mayo de 2004.
198 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Segundo Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Perú. OEA/
Ser.L/V/II.106 Doc. 59 rev, 2 de junio de 2000, p. 184.
199 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Paraguay. OEA/
Ser.L/V/II.110 Doc. 52 rev, 9 de marzo de 2001, pp. 113–114.
200 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil. OEA/Ser.L/V/
II.97 Doc. 29 rev. 1, 29 de septiembre de 1997, p. 142.
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(...)
39.La Comisión observa con gran preocupación la situación de las mujeres en Colombia, como víctimas
de la violencia generada por el conflicto armado. En virtud de su legislación interna y de los compro-
misos internacionales contraídos en materia de derechos humanos, el Estado colombiano tiene la obli-
gación de adoptar iniciativas para reducir el impacto de esta situación, hasta llegar a su erradicación
definitiva. La CIDH observará el desarrollo de tales medidas, en cumplimiento de las funciones que le
acuerdan los instrumentos del sistema interamericano, y la legislación internacional aplicable201.
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en República Dominicana – 1999
(…)
401. Grupos de derechos humanos señalaron a la Comisión que mujeres que laboran en las zonas francas
se ven sometidas a discriminación, toda vez que en estas empresas se reproducen patrones sexistas
tradicionales al momento de seleccionar y contratar al personal. Esto conlleva a la obtención de sala-
rios muy bajos, en relación a la proporción de trabajo que las mujeres realizan diariamente202.
Consideraciones sobre la Compatibilidad de las Medidas de Acción Afirmativa Concebidas para Promover
la Participación Política de la Mujer con los Principios de Igualdad y No Discriminación – 1999
(…)
Para identificar un trato discriminatorio, es necesario comprobar una diferencia en el trato entre personas
que se encuentran en situaciones suficientemente análogas o comparables. Sin embargo, como ha señala-
do la Corte Interamericana, las diferencias en el trato en circunstancias que son, por lo demás, similares no
son necesariamente discriminatorias [Nota del Texto Original: Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos, Opinión Consultiva OC–4/84, …, párrafo 56, que cita a la Corte Europea de Derechos Humanos,
Caso Belgian Linguistics (fondo), Sentencia del 23 de julio de 1968, pág. 34]. Una distinción basada en
“criterios razonables y objetivos” puede servir un interés legítimo del Estado de conformidad con los
términos del artículo 24. Puede, de hecho, ser necesaria para que se haga justicia o para proteger a las
personas que requieren de la aplicación de medidas especiales. “No habrá, pues, discriminación si una
distinción de tratamiento está orientada legítimamente, es decir, si no conduce a situaciones contrarias a la
justicia....”[Nota del Texto Original: Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva
OC–4/84, párrafo 57]. Una distinción basada en criterios razonables y objetivos (1) tiene un objetivo
legítimo y (2) emplea medios que son proporcionales al fin que se persigue. “En otras palabras, se espera
un tratamiento equitativo de la ley para hombres y mujeres, a menos que se hayan aducido motivos justos,
legítimos y razonables imperiosos para justificar una diferencia de tratamiento” [Nota del Texto Original:
Véase CIDH, Informe No. 28/98, Caso 11.625, María Eugenia Morales de Sierra contra Guatemala
(admisibilidad), en el Informe Anual de la CIDH 1997, OEA/Ser.L/V/II.98, Doc 7 rev., 13 abril 1998, párra-
fo 36, que cita a Van Raalte contra Holanda, 24 E.H.R.R. 503, párrafo 42].
Las distinciones previstas en la ley y basadas en criterios relativos a la condición, como, por ejemplo, la raza
o el sexo, necesariamente dan lugar a un examen minucioso. Lo que la Corte y la Comisión Europeas han
manifestado es igualmente aplicable para las Américas –que en vista de que “el fomento de la igualdad de los
sexos es actualmente un objetivo primordial”, ... “se tendrían que esgrimir razones de peso” para justificar
una distinción basada exclusivamente en el sexo. Entre las razones que han bastado para justificar ciertas
distinciones en el trato en el sistema europeo están el beneficio de medidas que alientan a las mujeres
casadas a trabajar fuera del hogar como un medio para terminar con los prejuicios y fomentar la igualdad de
los sexos, así como ciertos aspectos del derecho de familia relativos a los derechos maternos y/o paternos.
El artículo 4 de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer
proporciona una importante pauta para comprender la base jurídica para la adopción de medidas especia-
les de acción afirmativa concebidas para promover la participación política de la mujer. En la parte perti-
nente, reza así:
La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de carácter temporal encaminadas a acelerar la
igualdad de facto entre el hombre y la mujer no se considerará discriminación en la forma definida en la
201 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia.
OES/Ser.L/V/II.102 Doc. 9 rev. 1, 26 de febrero de 1999. pp. 327–329.
202 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en República Dominicana.
OEA/Ser.L/V/II.104 Doc.49 rev. 1, 7 de octubre de 1999, p. 91.
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presente Convención, pero de ningún modo entrañará, como consecuencia, el mantenimiento de normas
desiguales o separadas; estas medidas cesarán cuando se haya alcanzado los objetivos de igualdad de
oportunidad y trato.
Este artículo reconoce que, aun en los casos en que se otorga igualdad a la mujer como una cuestión de
derecho, esto no equivale a una garantía de igualdad de oportunidad y trato. Se permite la adopción de
medidas especiales para corregir las condiciones persistentes de discriminación de hecho mientras tales
condiciones persistan y hasta que se alcance la igualdad de oportunidad. Se debe destacar que, en tales
circunstancias y cuando se lo implemente, de acuerdo con lo requerido, el artículo 4 dispone, como una
cuestión de derecho, que estas medidas no constituyen discriminación203.
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Paraguay – 2001
(…)
25.A pesar del esfuerzo realizado en materia legislativa por Paraguay, subsisten algunos problemas relacio-
nados con la discriminación en la ley. El primero de ellos consiste en la falta de penalización de la
discriminación, a pesar de que la Constitución establece expresamente la obligación del Estado de
garantizar la igualdad de las personas, así como la prohibición y protección contra la discriminación.
26.Además de la discriminación que sufren las mujeres por medio de la ley, persisten en Paraguay una
serie de prácticas producto de la discriminación social por razones de sexo. Así, a pesar de las leyes de
cuotas, las mujeres tienen baja representación política y escaso acceso a los espacios de tomas de
decisiones. En el mismo sentido se señala que la pobreza incide especialmente en las mujeres. Esto ha
afectado sobre todo a mujeres rurales e indígenas, muchas de las cuales se ven forzadas a emigrar a
países limítrofes en donde se radican ilegalmente204.
(…)
48.Teniendo en cuenta el análisis efectuado y los problemas específicos planteados, la Comisión formula
las siguientes recomendaciones al Estado paraguayo:
(…)
8. Se impulsen medidas de acción positiva encaminadas a lograr la efectividad del principio de no discri-
minación, en todos los ámbitos de la vida pública y privada de las mujeres, por medio de programas de
información y educación, destinados a eliminar estereotipos sexistas205.
Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala – 2001
(…)
22.… Como ha indicado la Comisión en términos generales, “la discriminación de derecho es una violación
flagrante de los compromisos internacionales libremente consentidos por los Estados y, aunque la igual-
dad formal no garantiza la eliminación de instancias de discriminación en la realidad, su reconocimiento
permite impulsar transformaciones en la vida social, reclamando la autoridad de este derecho”206.
(…)
52.El importante progreso logrado en los últimos años en la solución de los problemas de discriminación de
derecho y la adopción de nuevas estrategias para comenzar a rectificar la discriminación de hecho de-
muestra que, con la asignación de atención y recursos suficientes, la consecución de reformas adiciona-
les es tanto factible como esencial. La persistencia de algunas distinciones legislativas anacrónicas e
injustificadas basadas en el género contraviene el objeto y propósito del nuevo y positivo temario que se
está desarrollando. Éstas deben ser corregidas inmediatamente. La ley debe estar hecha para respetar las
203 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Consideraciones sobre la Compatibilidad de las Medidas de Acción Afirmativa
Concebidas para Promover la Participación Política de la Mujer con los Principios de Igualdad y No Discriminación. OEA/Ser.L/V/
II.106 Doc.3, 13 de abril de 2000. http://www.cidh.org/annualrep/99span/capitulo6a.htm consultado el 11 de mayo de 2004.
204 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Paraguay. OEA/
Ser.L/V/II.110 Doc. 52 rev, 9 de marzo de 2001, p. 115.
205 Ibídem, pp. 121–122.
206 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala.
OEA/Ser.L/V/II.111 Doc.21 rev., 6 de abril de 2001, pp. 231–232.
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normas de igualdad y no discriminación. La búsqueda del Estado y de la sociedad civil encaminada a
garantizar que la mujer pueda ejercer plenamente sus derechos hace necesario enfrentar dos desafíos
prioritarios adicionales. Primero, es esencial hacer que la administración de justicia sea más accesible y
efectiva para las mujeres que buscan la protección de sus derechos básicos. Segundo, las normas positi-
vas que han sido adoptadas para salvaguardar los derechos de la mujer deben traducirse en una acción
concreta a través del establecimiento y fortalecimiento de las políticas, programas y servicios necesarios.
(…)
53.A la luz del análisis y conclusiones precedentes, la Comisión recomienda que el Estado:
1. Tome las medidas necesarias para llevar a cabo una revisión exhaustiva de la legislación interna
para continuar el proceso de identificación de las disposiciones que establecen distinciones injusti-
ficadas basadas en el género.
2. Adopte las medidas legislativas y de otro orden que sean necesarias para avanzar sin demora en el
proceso de modificación o eliminación de disposiciones, como aquellas mencionadas anterior-
mente, que ya hayan sido identificadas como discriminatorias207.
Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala – 2003
(…)
324. La persistencia de distinciones legales anacrónicas e injustificadas basadas en el género contraviene el
objeto y la finalidad de los compromisos positivos adoptados por el Estado y debe ser corregida sin
dilación. Debe hacerse que la ley respete las normas de igualdad y no discriminación. Las recientes
estrategias adoptadas por el Estado para hacer frente a la discriminación jurídica y fáctica contra la mujer
demuestran que es necesario asignar suficiente atención y recursos al tema para garantizar su aplicación. Las
medidas adoptadas demuestran que es factible y esencial adoptar reformas adicionales208.
Artículo 25. Protección Judicial
1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante
los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamen-
tales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación
sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.
Informe Sobre la Situación de los Derechos Humanos en Ecuador – 1997
(…)
La tipificación de la violación […] significa para la mujer que se le exige una resistencia heroica cuando se ve
enfrentada a este delito e impide que algunas mujeres presenten denuncias. Los informes indican que aun-
que la violación es delito común rara vez se le sigue juicio. Este hecho se atribuye a una serie de factores,
entre ellos los sistemas jurídico y procesal que se emplean. El artículo 25 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos garantiza a toda persona “el derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro
recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus dere-
chos fundamentales” reconocidos por la legislación nacional o la Constitución. Las barreras legales al dere-
cho de protección judicial, como las descritas, son claramente incompatibles con la Convención Americana.
(…)
La Comisión recomienda:
Que el Estado adopte todas las medidas necesarias para garantizar que la mujer que haya sido sometida a
discriminación o a cualquiera otra violación de sus derechos protegidos por la Convención Americana
cuente con un recurso sencillo y rápido a la protección judicial efectiva209.
207 Ibídem, p. 244.
208 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala. OEA/
Ser.L/V/II.118, Doc. 5 rev. 1, 29 diciembre 2003. http://www.cidh.org/countryrep/Guatemala2003sp/capitulo5.htm consulta-
do el 11 de mayo de 2004.
209 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Ecuador. OEA/Ser.L/
V/II.96 Doc.10 rev.1, 24 de abril de 1997, p. 135.
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Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala – 2001
(…)
14.Los propósitos del sistema regional de derechos humanos y el principio de eficacia exigen que se
implementen estas garantías en la práctica. En consecuencia, la Convención Americana exige que el
sistema interno contemple un recurso judicial accesible y efectivo para las personas que alegan la
violación de su derecho a ser libres de discriminación. Además, en los casos en que los recursos
internos no resultan accesibles o efectivos, el sistema interamericano contempla la posibilidad de un
recurso a través de su sistema de casos individuales210.
(…)
53.A la luz del análisis y conclusiones precedentes, la Comisión recomienda que el Estado:
(…)
3. En el marco de las acciones que están en marcha para fortalecer la administración de justicia, que
dedique atención específica a las barreras de hecho y de derecho que impiden el acceso de la mujer a
recursos y protección judiciales efectivos, particularmente en el área de la violencia contra la mujer211.
Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala – 2003
(…)
298. En relación con la violencia y la discriminación basadas en el género, siguen preocupando vivamente
a la Comisión los obstáculos de facto y de jure con que se ven confrontadas las mujeres cuando
procuran obtener la protección judicial de sus derechos. Las fallas del sistema legal y de la administra-
ción de justicia, así como la ignorancia de la ley, han sido mencionados entre los obstáculos importan-
tes para una mejor observancia de los derechos de la mujer en Guatemala.
(…)
325. Deben abordarse dos desafíos prioritarios adicionales para que el Estado y la sociedad civil puedan
garantizar el pleno ejercicio de sus derechos por parte de las mujeres. Primero, es esencial que la
administración de justicia sea más asequible y eficaz para las mujeres que buscan protección para sus
derechos básicos. Segundo, las normas que han sido adoptadas para salvaguardar los derechos de la
mujer deben traducirse en medidas concretas a través del establecimiento y fortalecimiento de las
políticas, programas y servicios necesarios.
(…)
327. Sobre la base del análisis y de las conclusiones que anteceden, la Comisión recomienda que el Estado:
(…)
6. Dedique atención prioritaria a eliminar las barreras jurídicas y fácticas que impiden el acceso de la
mujer a eficaces remedios y mecanismos de protección judicial, especialmente en la esfera de la
violencia contra la mujer. Intensificar los esfuerzos tendientes a hacer efectiva una debida diligencia
en la investigación, el procesamiento y el castigo de las violaciones a los derechos de la mujer212.
2. Los Estados partes se comprometen:
a. a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre
los derechos de toda persona que interponga tal recurso;
b. a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y
c. a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya
estimado procedente el recurso.
210 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala.
OEA/Ser.L/V/II.111 Doc.21 rev., 6 de abril de 2001, pp. 228–229.
211 Ibídem, p. 244.
212 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala. OEA/
Ser.L/V/II.118, Doc. 5 rev. 1, 29 diciembre 2003. http://www.cidh.org/countryrep/Guatemala2003sp/capitulo5.htm consulta-
do el 11 de mayo de 2004.
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CAPÍTULO III
DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES
Artículo 26. Desarrollo Progresivo
Los Estados partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como mediante la
cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente la plena
efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación,
ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada
por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros
medios apropiados.
Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condición de la Mujer en las
Américas – 1998
(…)
Los informes de los Estados dan cuenta de serios problemas de recursos materiales, los que afectan la
protección de derechos relativos a la salud, empleo y educación. La Comisión es consciente de los proble-
mas de recursos, pero no ha llegado a convencerse que en el establecimiento de prioridades nacionales y
en la asignación de dichos recursos se consideren adecuadamente los derechos de la mujer213.
a) Derechos Laborales
Véase además los artículos 6 y 7 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos
Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”.
Informe Sobre la Situación de los Derechos Humanos en Ecuador – 1997
(…)
En cuanto al empleo, los representantes de los grupos de defensa de los derechos humanos de la mujer
indicaron a la Comisión que las oportunidades de la mujer en el empleo están sujetas a lo que se considera
su función “apropiada” dentro de la sociedad, es decir que se limitan las opciones de la mujer a través de
estereotipos negativos. Determinadas limitaciones, como la prohibición del trabajo nocturno para la mu-
jer, han sido subsanadas mediante modificaciones al Código Laboral. Como el Gobierno informó en su
comunicación del 19 de marzo de 1997, las reformas adoptadas en 1991 han ampliado la licencia por
maternidad de ocho a doce semanas, estableciendo que no se puede dar por terminado el contrato de
trabajo por causa de embarazo de la mujer trabajadora, y requiriendo que las empresas que cuentan con
más de 35 trabajadoras establezcan el servicio de guardería infantil. Sin embargo, subsisten otras restric-
ciones, como la prohibición de determinados trabajos considerados peligrosos para “mujeres y menores”.
Instituciones gubernamentales y no gubernamentales interesadas en los derechos de la mujer han indica-
do que algunas de estas disposiciones son obsoletas y deberían modificarse. La Comisión ha recibido
informes sobre asedio y abuso de índole sexual en el trabajo y las instituciones educacionales.
Además, se ha informado que aunque el Código Laboral estipula remuneración igual por trabajo de igual
valor, en la realidad las mujeres habitualmente reciben salarios más bajos que los hombres que realizan el
mismo trabajo.  Como reconoció el Gobierno en sus observaciones al presente informe, las mujeres siguen
estando subrepresentadas en la fuerza laboral. Aunque el número global de mujeres en cargos rectores en
el sector privado sigue creciendo, ese crecimiento es muy limitado como porcentaje del total. … El Go-
bierno observó que, en algunos casos, se advierte cierta preferencia en contratar a hombres, para evitar los
requisitos de las disposiciones sobre licencia por maternidad214.
213 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condi-
ción de la Mujer en las Américas, OEA/Ser.L/V/II.100 Doc. 17, 13 de octubre de 1998, p. 34.
214 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Ecuador. OEA/ser.L/
V/II.96 Doc.10 rev.1, 24 de abril de 1997, pp. 131–132.
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Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil – 1997
(…)
13.A pesar de que la discriminación en los sueldos, en la contratación y en el ejercicio de funciones está
prohibida por la ley, el Gobierno ha reconocido que “la discriminación por razones de sexo todavía
persiste en el mercado laboral”. Al cierre de 1994, el Gobierno informó que las mujeres con la misma
educación y conocimientos que sus homólogos masculinos ganaron el 54% de los sueldos pagados a
los segundos. El Instituto de Estadísticas y Geografía brasileño publicó los resultados de una encuesta
que llevó a cabo que indicaba que, en general, los hombres recibieron siete veces el sueldo mínimo,
mientras que las mujeres recibieron tres o cuatro veces esa cantidad. En el campo de la educación
profesional, debe resaltarse que 42% de la matrícula de cursos ofrecidos está ocupada por alumnas.
14.A pesar de que la Constitución y el Código Laboral prohíben el despido debido al embarazo, informes
recibidos por la Comisión indican que ello continúa ocurriendo, y que algunos empleadores continúan
eliminando a las aspirantes de trabajo embarazadas y a las mujeres en edad fértil, o en algunos casos




3. Que el Estado tome medidas adicionales para asegurar la plena participación de las mujeres en la
vida económica; especialmente evitando la disparidad en niveles de remuneración; asegurando el
goce de los derechos laborales por las mujeres; y evitando prácticas crediticias discriminatorias216.
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en México – 1998
(…)
617. La CIDH estima que es fundamental el realce de la labor de la mujer como factor para el desarrollo de
los sistemas económicos y políticos de los pueblos del hemisferio. Asimismo, entiende que tal objetivo
sólo puede ser logrado con el esfuerzo de las propias mujeres, estudiando, preparándose y luchando
para ocupar posiciones importantes dentro de las distintas fuentes de trabajo. Sin embargo, es funda-
mental que el Estado cree las condiciones necesarias para tal efecto, y así promover una participación
más activa de la mujer en los distintos entes políticos y económicos del país. En este sentido, la Comi-
sión ve con especial complacencia, la creación por parte del Estado mexicano, del Programa Nacional
de la Mujer – Alianza para la Igualdad, el cual permitirá avanzar en el ordenamiento integral de las
tareas orientadas a promover su participación plena en la sociedad en igualdad de oportunidades con
los hombres. Entre las acciones prioritarias, dicho programa tiene previsto establecer mecanismos para
asegurar el respeto de las trabajadoras y su acceso a los sistemas de previsión y seguridad social, en pie
de igualdad con los hombres, vigilando el cumplimiento de la Ley Federal del Trabajo para evitar la
discriminación por sexo, edad, estado civil y gravidez, así como la segregación ocupacional y la corre-
lativa disparidad por sexo en las remuneraciones y en las oportunidades de ascenso laboral217.
(…)
638. … [L]a CIDH formula al Estado mexicano las siguientes recomendaciones:
639. Que supervise estrictamente el cumplimiento por parte de los empleadores, de las normas nacionales
e internacionales en materia laboral, a fin de evitar que se produzcan discriminaciones contra las
mujeres en el momento de ser empleadas; y a fin de proveer un ambiente adecuado de trabajo que
redunde positivamente en su seguridad y desempeño218.
215 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil. OEA/Ser.L/V/
II.97 Doc. 29 rev. 1, 29 de septiembre de 1997, p. 136.
216 Ibídem, p. 142.
217 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en México, OEA/Ser.L/V/
II.100 Doc. 7 rev. 1, 24 de septiembre de 1998, p. 142.
218 Ibídem, p. 148.
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Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condición de la Mujer en las
Américas – 1998
… [C]ontinúan existiendo problemas en la región con respecto a la igualdad plena de la mujer en lo
relativo a su capacidad civil. Estos aspectos negativos se refieren en general a los siguientes temas:
(...)
e. Asimilación de las mujeres con personas menores de edad en el derecho laboral. Por ejemplo, Bolivia,
Costa Rica, Ecuador y Guatemala219.
(...)
En general se establece en la región el principio de igualdad y no discriminación en el derecho laboral,
prohibiéndose realizar en perjuicio de los trabajadores todo tipo de diferenciación por cualquier motivo,
entre ellos el género, para evitar que se produzcan discriminaciones arbitrarias.
(…)
Serios problemas subsisten, sin embargo, en relación con la aplicación de estas normas en la realidad, lo
que se traduce inter alia en diferencias significativas entre los ingresos de hombres y mujeres en la mayoría
de los países de la región.
(…)
Un tema esencial, que está siendo contemplado en anteproyectos de ley presentados en algunos países de
la región, se refiere a la equiparación existente de la regulación del trabajo de las mujeres con el de los
menores220.
(…)
En el ámbito laboral, la mayor parte de los Estados de la región disponen de normas de distinto rango
jurídico que prohíben la discriminación en el trabajo. Sin embargo, existen serias disparidades en los
niveles de remuneración entre hombres y mujeres por el mismo trabajo. En algunas situaciones se asimila
a la mujer con los menores de edad, lo que de por sí constituye una violación al principio de no–discrimi-
nación y de la personalidad jurídica221.
(…)
Reconociendo la creciente participación de la mujer en el mercado de trabajo y en las economías nacio-
nales, y persistiendo aún diferencias entre los niveles de remuneración que perciben mujeres y hombres
por el mismo trabajo, la Comisión insta a los Estados a que adopten medidas adicionales para: corregir las
disparidades en los niveles de ingresos entre hombres y mujeres, en quienes posean iguales calificaciones
y desempeñen las mismas tareas; asegurar iguales oportunidades de trabajo para mujeres y hombres;
revisar la legislación y los recursos judiciales para asegurar que las funciones reproductivas de la mujer no
se transformen en una causa para discriminar al contratar, ubicar, promover o despedir a la mujer; preve-
nir, sancionar y erradicar el acoso sexual en los lugares de trabajo222.
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia – 1999
(…)
21.A pesar de la normativa constitucional y reglamentaria, y del crecimiento económico del país en años
recientes, la situación de la mujer en el mercado laboral no ha mejorado. La Comisión ha recibido
información que indica que la tasa de desempleo femenino en septiembre de 1995 era de 12,6%,
comparada con un 6,5% para los hombres. Una forma de explicar esta situación tiene que ver con el
menor nivel educativo de las mujeres, y con la preferencia de los empleadores a contratar hombres en
lugar de mujeres, en situación de igualdad de calificación, para ciertos tipos de trabajo.
219 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condi-
ción de la Mujer en las Américas, OEA/Ser.L/V/II.100 Doc. 17, 13 de octubre de 1998, p. 24.
220 Ibídem, pp. 30–31.
221 Ibídem, p. 34.
222 Ibídem, p. 37.
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22.Igualmente, la Comisión cuenta con información según la cual las mujeres de las áreas urbanas siguen
accediendo a puestos y ramas de actividad de menor reconocimiento socioeconómico, de menores
ingresos, y menores garantías laborales. Ello explicaría el aumento de la participación de las mujeres
en posiciones tales como trabajadoras sin remuneración y empleadas domésticas, al igual que el au-
mento de mujeres trabajadoras en el sector informal urbano. Merecen destacarse igualmente otras
situaciones tales como la falta de correspondencia entre el nivel educativo de las mujeres y el tipo de
cargos a los que acceden.
23.Por su parte, las trabajadoras rurales se encuentran en una situación aún más desfavorable, no sólo
frente a los hombres, sino también en comparación con las mujeres urbanas. De acuerdo a datos
recibidos por la CIDH, las trabajadoras rurales soportan los índices de mayor pobreza, soportan altas
cargas laborales a cambio de menor remuneración, tienen bajos niveles de calificación laboral, son
afectadas en mayor medida por el desempleo, a la vez que constituyen uno de los sectores sociales más
vulnerables en la situación de crisis agraria, violencia y conflicto armado que afectan al país.
24.La Corte Constitucional emitió algunas decisiones importantes relacionadas con los derechos de la
mujer en el trabajo durante 1997. Dicho tribunal estableció que las normas garantizando la no discri-
minación requieren que se les dé a las mujeres embarazadas un tratamiento especial en el trabajo. Con
base en este razonamiento, la Corte decidió que no pueden ser despedidas durante su embarazo ni
durante los tres meses después del parto. En otra sentencia, la Corte declaró inixiquible [sic]223, con
base en el derecho a la no discriminación, una ley que prohibía el trabajo nocturno a las mujeres.
25.La Comisión considera que esta nueva jurisprudencia es extremadamente positiva. No obstante, la
CIDH observa con preocupación la situación de discriminación que afecta a las mujeres en el área
laboral en Colombia, por lo cual considera necesario que el Estado preste especial atención al cumpli-
miento efectivo de las normas vigentes en la materia224.
Segundo Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Perú – 2000
(…)
15.En el tema de los derechos laborales debe señalarse que la Constitución de 1993 no incluyó expresa-
mente los derechos laborales de la mujer reconocidos por la Constitución anterior, tales como el dere-
cho a la igualdad de oportunidades para el acceso al trabajo en general, reduciendo el derecho única-
mente al interior de las relaciones laborales, y el derecho de las mujeres y los hombres a igual remune-
ración por igual trabajo prestado. Al no incluir en la nueva Constitución el derecho de las mujeres y los
hombres a igual remuneración por igual trabajo prestado, Perú desconoció la Recomendación N° 90
de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y las disposiciones del Convenio N° 100 de dicha
Organización, que consagran tal derecho. Al efecto, la CIDH observa que quitarle el rango constitucio-
nal a tales derechos implica ir contra la tendencia de incluirlos al más alto nivel del ordenamiento
jurídico. En sus comentarios al proyecto de informe, Perú sostiene que en la Constitución se prohíbe en
general, la discriminación. La Comisión considera sin embargo, que una previsión genérica de no
discriminación, no alcanza para cumplir con las recomendaciones de la OIT.
16.Por otra parte, el Gobierno peruano derogó la Ley N° 2851, que establecía derechos de la mujer
embarazada tales como: la licencia pre y post–natal, el derecho a tener una hora diaria para amaman-
tar a su hijos, el derecho a una indemnización adicional en caso de despido injustificado o accidente
de trabajo y el derecho a salas cunas en los lugares de trabajo, entre otros. En cuanto al despido
atribuible al embarazo, la mujer sigue con el derecho de solicitar su reposición en el trabajo, pero no
existe la presunción a favor de la mujer de que el despido se debió a su embarazo. Por el contrario, la
carga de la prueba la tiene la mujer, lo cual en la práctica hace inaplicable el derecho de reposición.
De esta manera, en materia laboral no sólo se acentuó la discriminación contra la mujer, sino además
la mujer embarazada quedó prácticamente desamparada225.
223 Se piensa que la Comisión ha querido decir “inexequible”.
224 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia.
OES/Ser.L/V/II.102 Doc. 9 rev. 1, 26 de febrero de 1999. pp. 325–326.
225 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Segundo Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Perú. OEA/
Ser.L/V/II.106 Doc. 59 rev, 2 de junio de 2000, pp. 184–185.
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Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Paraguay – 2001
(…)
38.A pesar de las reformas efectuadas al Código Laboral en beneficio de las mujeres, continúa la segrega-
ción y discriminación laboral. La situación de pobreza general de Paraguay afecta a todos los trabaja-
dores. Sin embargo, la discriminación en materia de empleo hace que las mujeres se vean obligadas a
aceptar los peores trabajos y las remuneraciones más bajas. Ello también se relaciona con el hecho de
que las mujeres tienen la mayor tasa de analfabetismo. Se ha indicado que las mujeres ganan aproxi-
madamente entre un tercio y la mitad de lo que gana un hombre en su misma condición educativa.
(…)
40.Un aspecto importante de la situación laboral de las mujeres está representado por el trabajo femenino
no remunerado. La tasa de actividad económica femenina aumenta del 22% al 77.1% si se incluye el
trabajo de las mujeres trabajadoras agrícolas ocasionales y trabajadoras del hogar no remuneradas. Es
importante destacar también la discriminación que se sigue presentando en la legislación laboral res-
pecto del trabajo doméstico. Las disposiciones del Código Laboral, que no se respetan, establecen para
estas trabajadoras que no podrán recibir menos del 40% del salario mínimo, y que la jornada laboral
puede extenderse hasta 12 horas. Esta disposición tiene gran repercusión sobre las mujeres, ya que
como se dijo, un gran porcentaje de la población económicamente activa femenina (el 25%) está
ocupada en el servicio doméstico remunerado, mientras que sólo se afecta al 0.4% de la población
económicamente activa masculina226.
Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala – 2001
(…)
24.También ha atraído la atención de la Comisión el hecho de que, aunque el Código del Trabajo general-
mente establece disposiciones legales distintas con respecto al trabajo de mujeres y menores, respecti-
vamente, en algunas disposiciones se los trata como equivalentes. El encabezamiento del cuarto título,
segundo capítulo, es “el trabajo de mujeres y menores de edad”. El artículo 147, artículo principal del
capítulo, dispone que “[e]l trabajo de las mujeres y menores de edad debe ser adecuado a su edad,
condiciones o estado físico y desarrollo intelectual y moral”. El artículo 139 exige el reconocimiento
del trabajo de las mujeres y los menores (tratados de manera indistinta) en el sector agrícola. En cuanto
a otros temas pendientes, varios grupos han señalado que el artículo 155 dispone que patronos que
tengan a su servicio más de 30 trabajadoras deberán proporcionar ciertos tipos de servicios de cuidado
de niños, pero no prevé ninguna disposición correspondiente con respecto a los hombres. La Comisión
también tiene conocimiento de que, aunque el régimen de seguridad social regula el pago de pensio-
nes a las viudas de hombres trabajadores, no regula dichos pagos en el caso de la muerte de mujeres
trabajadoras amparadas por el sistema. Los informes indican que se han desarrollado propuestas legis-
lativas sobre este punto, pero éstas siguen pendientes227.
(…)
28.Las mujeres están excluidas de muchos de los beneficios del desarrollo en virtud de múltiples formas
de discriminación basadas en el género. Por ejemplo, la igualdad en las oportunidades de trabajo exige
una igualdad en las posibilidades de prepararse para el trabajo a través de la educación y la capacita-
ción. Como indican los datos citados en el capítulo III, supra, es mayor el porcentaje de mujeres con
respecto a hombres que nunca asiste a la escuela o que tiene menos de tres años de escolaridad y
mayor el porcentaje de mujeres analfabetas. Estos bajos niveles de educación, sumados a otros factores
de exclusión, se traducen en un menor acceso a oportunidades en los campos laboral y económico. Al
calcular el “índice de promoción de género”, que mide el nivel de avance en la posición de la mujer en
la sociedad, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo indicó que sigue existiendo una
gran brecha entre mujeres y hombres en las esferas económica, política y profesional.
226 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Paraguay. OEA/
Ser.L/V/II.110 Doc. 52 rev, 9 de marzo de 2001, pp. 118–119.
227 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala.
OEA/Ser.L/V/II.111 Doc.21 rev., 6 de abril de 2001, p. 232.
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(...)
30.Las mujeres tienen también derecho a igual remuneración y beneficios por un trabajo igual. Aunque en
los últimos años las mujeres han incrementado su participación en la fuerza laboral, tanto en el sector
formal como en el informal, sus salarios siguen siendo significativamente inferiores a los de sus contra-
partes masculinas. En cuanto a lo positivo, se debe observar que la brecha en ciertos sectores del
mercado laboral parece estar reduciéndose. En los sectores de la industria y de servicios, por ejemplo,
en 1980 se estimó que las mujeres ganaban aproximadamente 75% de lo que los hombres ganaban, en
tanto que estimaciones más recientes determinaron una cifra de 85. Sin embargo, persisten ciertas
disparidades más marcadas en otros sectores. Por ejemplo, aunque un porcentaje relativamente alto de
mujeres ocupa cargos administrativos y profesionales, su salario promedio es aproximadamente la
mitad o menos que el de sus contrapartes masculinas.
(…)
33.Las mujeres en sus lugares de trabajo tienen derecho a ser protegidas de la discriminación basada en su
estado civil o en la maternidad; el embarazo no puede ser usado como un criterio para la contratación
o despido. La información, más limitada, que ha recibido la Comisión con respecto a la situación de las
madres trabajadoras es mixta. En cuanto a lo positivo, en 1997 el Congreso aprobó una reforma legis-
lativa para garantizar que el cálculo del tiempo para jubilación se haga sin substraer el tiempo de
licencia por maternidad. Esta fue una medida muy positiva que implementó expresamente las obliga-
ciones del Estado emanadas de la Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discrimina-
ción contra la Mujer. Por otra parte, la Comisión ha recibido información en el sentido de que la
prohibición legal de despedir a empleadas en estado de gravidez no se cumple de manera efectiva
porque la multa fijada para los empleadores es tan baja que éstos consideran más eficiente violar la ley
y pagar la multa, y la práctica es frecuente228.
(…)
53.A la luz del análisis y conclusiones precedentes, la Comisión recomienda que el Estado:
(…)
8. Fortalezca la legislación laboral y los servicios de inspección laboral para proteger el derecho de la
mujer a condiciones de trabajo justas, equitativas y saludables, para garantizar que haya equidad en
la remuneración y los beneficios y, en particular, para salvaguardar los derechos de las mujeres y
niñas empleadas en el servicio doméstico229.
b) Seguridad Social
Véase además el artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana de Derechos Humanos en
Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”.
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Paraguay – 2001
(…)
41.... En cuanto a la reglamentación del funcionamiento del Instituto de Previsión Social, se aprecia una situa-
ción de discriminación, pues los trabajadores pueden extender el seguro médico a sus esposas o concubi-
nas, pero las trabajadoras no pueden hacer lo mismo con sus esposo [sic] o concubinos. Además, dos
profesiones típicamente femeninas no se ven acogidas a los beneficios del Instituto de Previsión Social, el
magisterio privado y el servicio doméstico remunerado, ya que no pueden acceder a la jubilación230.
Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala – 2001
(…)
31.Se debe observar que un alto porcentaje de mujeres trabaja en el sector informal del mercado laboral,
lo que las somete a otras desventajas. Las mujeres constituyen un poco menos de un tercio del sector
228 Ibídem, pp. 234–236.
229 Ibídem, pp. 244–245.
230 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Paraguay. OEA/
Ser.L/V/II.110 Doc. 52 rev, 9 de marzo de 2001, p. 119.
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formal. Aunque las mujeres que trabajan en el sector formal están amparadas por el sistema de seguri-
dad social, el número desproporcionadamente alto de mujeres que trabajan en el sector informal no lo
están. Además, la tasa de desempleo es mayor entra [sic] las mujeres que entre los hombres231.
c) Salud
Véase además el artículo 10 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos
en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”.
Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condición de la Mujer en las
Américas – 1998
(…)
De acuerdo a las informaciones enviadas por los Estados, puede apreciarse que en general la atención de
la salud integral de la mujer depende, en primer lugar, de la organización y estructura de servicios adecua-
dos, los que se van implementando como resultado de normas y programas creados a tal efecto. En segun-
do término, el ejercicio del derecho a la salud también depende del conocimiento que las mujeres tengan
de las leyes que protegen este derecho y que regulan el servicio de atención médica. La salud reproductiva
de la mujer debería ocupar un lugar de importancia en las iniciativas legislativas y programas de salud
nacionales y provinciales.
(…)
En las respuestas enviadas por varios Estados, se exponen las serias dificultades que enfrenta la atención de
la salud de la mujer en el sector público, en general debido a la falta de recursos, la ausencia de normativa
sobre salud reproductiva, la precariedad en las condiciones de prestación de los servicios y la carencia de
profesionales y materiales indispensables232.
(…)
La Comisión, según las respuestas enviadas por los Estados sobre salud y salud reproductiva, pudo consta-
tar profundas falencias de datos estadísticos, en general por falta de recursos e infraestructura apropiada.
La Comisión puede comprobar problemas graves de acceso a información básica, atención médica y
social adecuados, como surge de excelentes informes preparados por la Organización Panamericana de la
Salud, sobre la violencia y salud, así como estudios emprendidos por el Banco Mundial y por el Banco
Interamericano de Desarrollo sobre violencia doméstica y salud. Las organizaciones internacionales men-
cionadas emprendieron iniciativas y estrategias importantes destinadas a prevenir, disminuir y destacar la
violencia contra la mujer233.
(…)
Reconociendo el derecho a la salud de la mujer, los Estados deben adoptar medidas para tener la informa-
ción estadística y los recursos necesarios con el fin de asegurar planes y programas que les permitan el
ejercicio pleno de este importante derecho234.
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Paraguay – 2001
(…)
41.A pesar de que el artículo 68 de la Constitución paraguaya garantiza el derecho a la salud como un
derecho fundamental del que nadie podrá ser privado, en la práctica es muy importante el número de
mujeres que no tienen acceso a servicios básicos de salud, cuestión que se agrava entre las mujeres
campesinas que están en su mayoría al margen de la protección del derecho a la salud235.
231 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala.
OEA/Ser.L/V/II.111 Doc.21 rev., 6 de abril de 2001, p. 235.
232 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condi-
ción de la Mujer en las Américas, OEA/Ser.L/V/II.100 Doc. 17, 13 de octubre de 1998, p. 30.
233 Ibídem, p. 34.
234 Ibídem, p. 37.
235 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Paraguay. OEA/
Ser.L/V/II.110 Doc. 52 rev, 9 de marzo de 2001, p. 119.
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(…)
48.Teniendo en cuenta el análisis efectuado y los problemas específicos planteados, la Comisión formula
las siguientes recomendaciones al Estado paraguayo:
(…)
5. Se pongan a disposición de las mujeres, en especiales las mujeres pobres e indígenas, servicios
adecuados de salud, así como programas de información y asistencia en salud reproductiva236.
Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala – 2003
(…)
327. Sobre la base del análisis y de las conclusiones que anteceden, la Comisión recomienda que el
Estado:
(…)
10.Adopte medidas adicionales de suministro de servicios integrales de salud, incluida la prestación de
servicios de planificación de la familia, a fin de proteger el derecho de la mujer a la integridad
personal237.
d) Educación
Véase además el artículo 13 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos
en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”.
Informe Sobre la Situación de los Derechos Humanos en Ecuador – 1997
(…)
En la práctica, aunque la condición de la mujer ante la ley ecuatoriana y ante la sociedad ha evolucionado,
persiste el trato discriminatorio en algunos casos, lo que entorpece la capacidad de la mujer para disfrutar sus
derechos humanos cabalmente y en condiciones de igualdad. Las mujeres y los niños llevan una carga
desproporcionada de los efectos de la pobreza que aqueja a la mayoría de la población. En el campo de la
educación, se ha observado que aunque las niñas asistieron a la escuela primaria y secundaria en números
más elevados que los niños, un mayor número de varones recibieron educación superior. (…) Aunque la ley
estipula que debe proveerse educación para todos en condiciones iguales, a las niñas, según se informa, se
les encamina hacia materias y carreras que limitan sus oportunidades futuras. Las personas que suministraron
información a la Comisión denunciaron, con especial énfasis sobre el uso continuado de estereotipos nega-
tivos de la mujer que perpetúan la relación inequitativa entre el hombre y la mujer238.
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en México – 1998
(…)
618. ... [E]xisten problemas fundamentales que quedan por combatir, uno de ellos es el relacionado con
los bajos índices de desarrollo de la mujer en comparación con el de los hombres. Al respecto en 1993,
el 13,6% de la población adulta femenina era analfabeta, en comparación con el 8,9% de la población
adulta masculina, y el porcentaje de mujeres estudiantes era menor en un 6% que el de los varones.
Aunque los porcentajes no sean alarmantemente distintos, existe la necesidad de reducir estas
disparidades, para así evitar que las oportunidades de la mujer no se vean mermadas como consecuen-
cia de su baja formación239.
236 Ibídem, p. 121.
237 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala. OEA/
Ser.L/V/II.118, Doc. 5 rev. 1, 29 diciembre 2003. http://www.cidh.org/countryrep/Guatemala2003sp/capitulo5.htm consulta-
do el 11 de mayo de 2004.
238 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Ecuador. OEA/ser.L/
V/II.96 Doc.10 rev.1, 24 de abril de 1997, pp. 130–131.
239 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en México, OEA/Ser.L/V/
II.100 Doc. 7 rev. 1, 24 de septiembre de 1998, pp. 142–143.
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(…)
638. … [L]a CIDH formula al Estado mexicano las siguientes recomendaciones:
(…)
644. Que promueva la creación de las condiciones necesarias para el desarrollo igualitario de la mujer,
mediante el aumento significativo de los recursos asignados en el presupuesto a las entidades estatales
responsables de dicha área; y que promueva iniciativas a efectos de tal desarrollo, con participación de
organizaciones no gubernamentales y otras expresiones de la sociedad civil240.
Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condición de la Mujer en las
Américas – 1998
(…)
Diversos países han adoptado normas cuyo propósito es consagrar explícitamente el principio de igualdad
entre hombre y mujer en la educación.
(…)
Estas iniciativas indudablemente expresan políticas encaminadas a superar prejuicios derivados de tradi-
ciones culturales, brindándole a las mujeres la oportunidad de conocer sus derechos y defenderlos241.
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia – 1999
(…)
15.A pesar de los avances y logros, siguen existiendo motivos de preocupación en cuestiones concretas
como el analfabetismo. Las mujeres de 24 y más años de edad, que integran la población económica-
mente activa, siguen teniendo un nivel educativo inferior que los hombres del mismo grupo poblacional.
Dicha situación incide en el acceso al trabajo, puesto que las mujeres se encuentran en inferioridad de
condiciones respecto a los hombres, en cuanto a su calificación, para desempeñarse de manera com-
petitiva.
16.Según datos recibidos por la Comisión, el 51,7% de la población universitaria en Colombia está inte-
grado por mujeres. Sin embargo, también debe observarse que se mantiene una elevada proporción de
mujeres inscritas en determinadas carreras, consideradas “tradicionalmente femeninas”242.
(…)
Teniendo en cuenta el análisis efectuado en el presente capítulo, la Comisión formula las siguientes reco-
mendaciones al Estado colombiano:
(…)
13.Que en seguimiento de los progresos en materia de combate al analfabetismo en general, implemente
programas orientados a reducir dicho problema en las poblaciones en situación de mayor desventaja,
donde las tasas son mayores para las niñas y mujeres243.
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Paraguay – 2001
(…)
45.En materia de educación, la disparidad existente con relación a las tasas de analfabetismo continúa
siendo significativa. El porcentaje de analfabetismo en las mujeres es mucho mayor que en los hom-
bres. Seis de cada diez personas analfabetas del país son mujeres, principalmente de las zonas rurales,
y los niveles de retención escolar son muy bajos, especialmente en las niñas. Es importante destacar
que una gran proporción de la población femenina no habla español, lo cual a menudo puede consti-
tuir un obstáculo para que las mujeres disfruten de todas las oportunidades sociales y económicas.
240 Ibídem, p. 148.
241 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condi-
ción de la Mujer en las Américas, OEA/Ser.L/V/II.100 Doc. 17, 13 de octubre de 1998, pp. 31–32.
242 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia.
OES/Ser.L/V/II.102 Doc. 9 rev. 1, 26 de febrero de 1999. p. 324.
243 Ibídem, pp. 333–334.
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(…)
48.Teniendo en cuenta el análisis efectuado y los problemas específicos planteados, la Comisión formula
las siguientes recomendaciones al Estado paraguayo:
(…)
6. Se promueva la educación bilingüe, sobre todo en las zonas rurales, y se incorpore la educación
para los derechos humanos en todos los niveles curriculares, estableciendo la educación no sexista
y el derecho a la igualdad y la no discriminación como componentes fundamentales para el goce y
ejercicio de los derechos humanos244.
Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala – 2001
(…)
29.La “correlación positiva entre la escolaridad y los ingresos es indiscutible y universal” [Nota del Texto
Original: Banco Interamericano de Desarrollo (BID), Notas Técnicas sobre Salud Reproductiva, Nota
Técnica 1, pág. 4 (que cita a Psacharopoulos, 1994)]. En consecuencia, es crucial que el objetivo de la
Ley de Dignificación de la Mujer, recientemente adoptada, de corregir la brecha de género en las
oportunidades de educación y capacitación sea implementado plenamente y sin demora245.
(…)
53.A la luz del análisis y conclusiones precedentes, la Comisión recomienda que el Estado:
(…)
6. Fortalezca las estrategias para garantizar que las niñas tengan igual acceso a la educación primaria,
apoyar la culminación de la escuela primaria como norma mínima y proporcionar a las niñas y
mujeres igual acceso a la educación secundaria y a la capacitación técnica y profesional246.
Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala – 2003
(…)
316. El alcance y la amplitud de la cobertura de los programas destinados a abordar disparidades de
acceso a la educación deben ampliarse en gran medida para satisfacer esa necesidad. Además, sigue
siendo una necesidad aún insatisfecha la de hacer frente a las disparidades de acceso a la educación
secundaria y superior, y especialmente a garantizar la igualdad de acceso a toda la gama de planes de
estudio, así como a la capacitación técnica y profesional247.
CAPÍTULO IV
SUSPENSIÓN DE GARANTÍAS, INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN
Artículo 27. Suspensión de Garantías
1. En caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia que amenace la independencia o segu-
ridad del Estado parte, éste podrá adoptar disposiciones que, en la medida y por el tiempo estric-
tamente limitados a las exigencias de la situación, suspendan las obligaciones contraídas en virtud
de esta Convención, siempre que tales disposiciones no sean incompatibles con las demás obliga-
ciones que les impone el derecho internacional y no entrañen discriminación alguna fundada en
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social.
244 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Paraguay. OEA/
Ser.L/V/II.110 Doc. 52 rev, 9 de marzo de 2001, pp. 120–122.
245 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala.
OEA/Ser.L/V/II.111 Doc.21 rev., 6 de abril de 2001, p. 234.
246 Ibídem, pp. 244–245.
247 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala. OEA/
Ser.L/V/II.118, Doc. 5 rev. 1, 29 diciembre 2003. http://www.cidh.org/countryrep/Guatemala2003sp/capitulo5.htm consulta-
do el 11 de mayo de 2004.
203
Convención Americana Sobre Derechos Humanos
2. La disposición precedente no autoriza la suspensión de los derechos determinados en los siguientes
artículos: 3 (Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica); 4 (Derecho a la Vida); 5 (De-
recho a la Integridad Personal); 6 (Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre); 9 (Principio de
Legalidad y de Retroactividad); 12 (Libertad de Conciencia y de Religión); 17 (Protección a la Fami-
lia); 18 (Derecho al Nombre); 19 (Derechos del Niño); 20 (Derecho a la Nacionalidad), y 23 (Dere-
chos Políticos), ni de las garantías judiciales indispensables para la protección de tales derechos.
3. Todo Estado parte que haga uso del derecho de suspensión deberá informar inmediatamente a los
demás Estados partes en la presente Convención, por conducto del Secretario General de la Organi-
zación de los Estados Americanos, de las disposiciones cuya aplicación haya suspendido, de los moti-
vos que hayan suscitado la suspensión y de la fecha en que haya dado por terminada tal suspensión.
Artículo 28. Cláusula Federal
1. Cuando se trate de un Estado parte constituido como Estado Federal, el gobierno nacional de
dicho Estado parte cumplirá todas las disposiciones de la presente Convención relacionadas con
las materias sobre las que ejerce jurisdicción legislativa y judicial.
2. Con respecto a las disposiciones relativas a las materias que corresponden a la jurisdicción de las
entidades componentes de la federación, el gobierno nacional debe tomar de inmediato las medidas
pertinentes, conforme a su constitución y sus leyes, a fin de que las autoridades competentes de
dichas entidades puedan adoptar las disposiciones del caso para el cumplimiento de esta Convención.
3. Cuando dos o más Estados partes acuerden integrar entre sí una federación u otra clase de asocia-
ción, cuidarán de que el pacto comunitario correspondiente contenga las disposiciones necesarias
para que continúen haciéndose efectivas en el nuevo Estado así organizado, las normas de la pre-
sente Convención.
Artículo 29. Normas de Interpretación
Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de:
a. permitir a alguno de los Estados partes, grupo o persona, suprimir el goce y ejercicio de los derechos
y libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor medida que la prevista en ella;
b. limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de acuerdo
con las leyes de cualquiera de los Estados partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte
uno de dichos Estados;
c. excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan de la forma
democrática representativa de gobierno, y
d. excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de Derechos y Deberes
del Hombre y otros actos internacionales de la misma naturaleza.
Artículo 30. Alcance de las Restricciones
Las restricciones permitidas, de acuerdo con esta Convención, al goce y ejercicio de los derechos y
libertades reconocidas en la misma, no pueden ser aplicadas sino conforme a leyes que se dictaren por
razones de interés general y con el propósito para el cual han sido establecidas.
Artículo 31. Reconocimiento de Otros Derechos
Podrán ser incluidos en el régimen de protección de esta Convención otros derechos y libertades que
sean reconocidos de acuerdo con los procedimientos establecidos en los artículos 76 y 77.
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CAPÍTULO V
DEBERES DE LAS PERSONAS
Artículo 32. Correlación entre Deberes y Derechos
1. Toda persona tiene deberes para con la familia, la comunidad y la humanidad.
2. Los derechos de cada persona están limitados por los derechos de los demás, por la seguridad de
todos y por las justas exigencias del bien común, en una sociedad democrática.
PARTE II
MEDIOS DE LA PROTECCIÓN
CAPÍTULO VI
DE LOS ÓRGANOS COMPETENTES
Artículo 33
Son competentes para conocer de los asuntos relacionados con el cumplimiento de los compromisos
contraídos por los Estados partes en esta Convención:
a. la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, llamada en adelante la Comisión, y
b. la Corte Interamericana de Derechos Humanos, llamada en adelante la Corte.
CAPÍTULO VII
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS
Sección 1. Organización
Artículo 34
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos se compondrá de siete miembros, que deberán
ser personas de alta autoridad moral y reconocida versación en materia de derechos humanos.
Artículo 35
La Comisión representa a todos los miembros que integran la Organización de los Estados americanos.
Artículo 36
1. Los miembros de la Comisión serán elegidos a título personal por la Asamblea General de la
Organización de una lista de candidatos propuestos por los gobiernos de los Estados miembros.
2. Cada uno de dichos gobiernos puede proponer hasta tres candidatos, nacionales del Estado que los
proponga o de cualquier otro Estado miembro de la Organización de los Estados Americanos.
Cuando se proponga una terna, por lo menos uno de los candidatos deberá ser nacional de un
Estado distinto del proponente.
205
Convención Americana Sobre Derechos Humanos
Artículo 37
1. Los miembros de la Comisión serán elegidos por cuatro años y sólo podrán ser reelegidos una vez,
pero el mandato de tres de los miembros designados en la primera elección expirará al cabo de dos
años. Inmediatamente después de dicha elección se determinarán por sorteo en la Asamblea Gene-
ral los nombres de estos tres miembros.
2. No puede formar parte de la Comisión más de un nacional de un mismo Estado.
Artículo 38
Las vacantes que ocurrieren en la Comisión, que no se deban a expiración normal del mandato, se
llenarán por el Consejo Permanente de la Organización de acuerdo con lo que disponga el Estatuto de
la Comisión.
Artículo 39
La Comisión preparará su Estatuto, lo someterá a la aprobación de la Asamblea General, y dictará su
propio Reglamento.
Artículo 40
Los servicios de Secretaría de la Comisión deben ser desempeñados por la unidad funcional especia-
lizada que forma parte de la Secretaría General de la Organización y debe disponer de los recursos
necesarios para cumplir las tareas que le sean encomendadas por la Comisión.
Sección 2. Funciones
Artículo 41
La Comisión tiene la función principal de promover la observancia y la defensa de los derechos
humanos, y en el ejercicio de su mandato tiene las siguientes funciones y atribuciones:
a. estimular la conciencia de los derechos humanos en los pueblos de América;
b. formular recomendaciones, cuando lo estime conveniente, a los gobiernos de los Estados miem-
bros para que adopten medidas progresivas en favor de los derechos humanos dentro del marco de
sus leyes internas y sus preceptos constitucionales, al igual que disposiciones apropiadas para fo-
mentar el debido respeto a esos derechos;
c. preparar los estudios e informes que considere convenientes para el desempeño de sus funciones;
d. solicitar de los gobiernos de los Estados miembros que le proporcionen informes sobre las medidas
que adopten en materia de derechos humanos;
e. atender las consultas que, por medio de la Secretaría General de la Organización de los Estados
Americanos, le formulen los Estados miembros en cuestiones relacionadas con los derechos huma-
nos y, dentro de sus posibilidades, les prestará el asesoramiento que éstos le soliciten;
f. actuar respecto de las peticiones y otras comunicaciones en ejercicio de su autoridad de conformi-
dad con lo dispuesto en los artículos 44 al 51 de esta Convención, y
g. rendir un informe anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.
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Artículo 42
Los Estados partes deben remitir a la Comisión copia de los informes y estudios que en sus respectivos
campos someten anualmente a las Comisiones Ejecutivas del Consejo Interamericano Económico y
Social y del Consejo Interamericano para la Educación, la Ciencia y la Cultura, a fin de que aquella
vele porque se promuevan los derechos derivados de las normas económicas, sociales y sobre educa-
ción, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, refor-
mada por el Protocolo de Buenos Aires.
Artículo 43
Los Estados partes se obligan a proporcionar a la Comisión las informaciones que ésta les solicite




Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reconocida en uno o
más Estados miembros de la Organización, puede presentar a la Comisión peticiones que contengan
denuncias o quejas de violación de esta Convención por un Estado parte.
Artículo 45
1. Todo Estado parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación o adhe-
sión de esta Convención, o en cualquier momento posterior, declarar que reconoce la competencia
de la Comisión para recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado parte alegue que otro
Estado parte ha incurrido en violaciones de los derechos humanos establecidos en esta Conven-
ción.
2. Las comunicaciones hechas en virtud del presente artículo sólo se pueden admitir y examinar si
son presentadas por un Estado parte que haya hecho una declaración por la cual reconozca la
referida competencia de la Comisión. La Comisión no admitirá ninguna comunicación contra un
Estado parte que no haya hecho tal declaración.
3. Las declaraciones sobre reconocimiento de competencia pueden hacerse para que ésta rija por
tiempo indefinido, por un período determinado o para casos específicos.
4. Las declaraciones se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Ameri-
canos, la que transmitirá copia de las mismas a los Estados miembros de dicha Organización.
Artículo 46
1. Para que una petición o comunicación presentada conforme a los artículos 44 ó 45 sea admitida
por la Comisión, se requerirá:
a. que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los princi-
pios del Derecho Internacional generalmente reconocidos;
b. que sea presentada dentro del plazo de seis meses, a partir de la fecha en que el presunto lesiona-
do en sus derechos haya sido notificado de la decisión definitiva;
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c. que la materia de la petición o comunicación no esté pendiente de otro procedimiento de
arreglo internacional, y
d. que en el caso del artículo 44 la petición contenga el nombre, la nacionalidad, la profesión, el
domicilio y la firma de la persona o personas o del representante legal de la entidad que somete
la petición.
2. Las disposiciones de los incisos 1.a. y 1.b. del presente artículo no se aplicarán cuando:
a. no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la
protección del derecho o derechos que se alega han sido violados;
b. no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdic-
ción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y
c. haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.
Artículo 47
La Comisión declarará inadmisible toda petición o comunicación presentada de acuerdo con los
artículos 44 ó 45 cuando:
a. falte alguno de los requisitos indicados en el artículo 46;
b. no exponga hechos que caractericen una violación de los derechos garantizados por esta Convención;
c. resulte de la exposición del propio peticionario o del Estado manifiestamente infundada la peti-
ción o comunicación o sea evidente su total improcedencia, y
d. sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la
Comisión u otro organismo internacional.
Sección 4. Procedimiento
Artículo 48
1. La Comisión, al recibir una petición o comunicación en la que se alegue la violación de cualquiera
de los derechos que consagra esta Convención, procederá en los siguientes términos:
a. si reconoce la admisibilidad de la petición o comunicación solicitará informaciones al Gobierno
del Estado al cual pertenezca la autoridad señalada como responsable de la violación alegada,
transcribiendo las partes pertinentes de la petición o comunicación. Dichas informaciones de-
ben ser enviadas dentro de un plazo razonable, fijado por la Comisión al considerar las circuns-
tancias de cada caso;
b. recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, verificará si
existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación. De no existir o subsistir, manda-
rá archivar el expediente;
c. podrá también declarar la inadmisibilidad o la improcedencia de la petición o comunicación,
sobre la base de una información o prueba sobrevinientes;
d. si el expediente no se ha archivado y con el fin de comprobar los hechos, la Comisión realizará,
con conocimiento de las partes, un examen del asunto planteado en la petición o comunicación.
Si fuere necesario y conveniente, la Comisión realizará una investigación para cuyo eficaz cumpli-
miento solicitará, y los Estados interesados le proporcionarán, todas las facilidades necesarias;
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e. podrá pedir a los Estados interesados cualquier información pertinente y recibirá, si así se le
solicita, las exposiciones verbales o escritas que presenten los interesados;
f. se pondrá a disposición de las partes interesadas, a fin de llegar a una solución amistosa del
asunto fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Convención.
2. Sin embargo, en casos graves y urgentes, puede realizarse una investigación previo consentimiento
del Estado en cuyo territorio se alegue haberse cometido la violación, tan sólo con la presentación
de una petición o comunicación que reúna todos los requisitos formales de admisibilidad.
Artículo 49
Si se ha llegado a una solución amistosa con arreglo a las disposiciones del inciso 1.f. del artículo 48 la
Comisión redactará un informe que será transmitido al peticionario y a los Estados partes en esta
Convención y comunicado después, para su publicación, al Secretario General de la Organización de
los Estados Americanos. Este informe contendrá una breve exposición de los hechos y de la solución
lograda. Si cualquiera de las partes en el caso lo solicitan, se les suministrará la más amplia informa-
ción posible.
Artículo 50
1. De no llegarse a una solución, y dentro del plazo que fije el Estatuto de la Comisión, ésta redactará
un informe en el que expondrá los hechos y sus conclusiones. Si el informe no representa, en todo
o en parte, la opinión unánime de los miembros de la Comisión, cualquiera de ellos podrá agregar
a dicho informe su opinión por separado. También se agregarán al informe las exposiciones verba-
les o escritas que hayan hecho los interesados en virtud del inciso 1.e. del artículo 48.
2. El informe será transmitido a los Estados interesados, quienes no estarán facultados para publicarlo.
3. Al transmitir el informe, la Comisión puede formular las proposiciones y recomendaciones que
juzgue adecuadas.
Artículo 51
1. Si en el plazo de tres meses, a partir de la remisión a los Estados interesados del informe de la
Comisión, el asunto no ha sido solucionado o sometido a la decisión de la Corte por la Comisión
o por el Estado interesado, aceptando su competencia, la Comisión podrá emitir, por mayoría
absoluta de votos de sus miembros, su opinión y conclusiones sobre la cuestión sometida a su
consideración.
2. La Comisión hará las recomendaciones pertinentes y fijará un plazo dentro del cual el Estado debe
tomar las medidas que le competan para remediar la situación examinada.
3. Transcurrido el período fijado, la Comisión decidirá, por la mayoría absoluta de votos de sus
miembros, si el Estado ha tomado o no medidas adecuadas y si publica o no su informe.
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CAPÍTULO VIII
LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS
Sección 1. Organización
Artículo 52
1. La Corte se compondrá de siete jueces, nacionales de los Estados miembros de la Organización,
elegidos a título personal entre juristas de la más alta autoridad moral, de reconocida competencia
en materia de derechos humanos, que reúnan las condiciones requeridas para el ejercicio de las más
elevadas funciones judiciales conforme a la ley del país del cual sean nacionales o del Estado que los
proponga como candidatos.
2. No debe haber dos jueces de la misma nacionalidad.
Artículo 53
1. Los jueces de la Corte serán elegidos, en votación secreta y por mayoría absoluta de votos de los
Estados partes en la Convención, en la Asamblea General de la Organización, de una lista de
candidatos propuestos por esos mismos Estados.
2. Cada uno de los Estados partes puede proponer hasta tres candidatos, nacionales del Estado que
los propone o de cualquier otro Estado miembro de la Organización de los Estados Americanos.
Cuando se proponga una terna, por lo menos uno de los candidatos deberá ser nacional de un
Estado distinto del proponente.
Artículo 54
1. Los jueces de la Corte serán elegidos para un período de seis años y sólo podrán ser reelegidos una
vez. El mandato de tres de los jueces designados en la primera elección, expirará al cabo de tres
años. Inmediatamente después de dicha elección, se determinarán por sorteo en la Asamblea Ge-
neral los nombres de estos tres jueces.
2. El juez elegido para reemplazar a otro cuyo mandato no ha expirado, completará el período de éste.
3. Los jueces permanecerán en funciones hasta el término de su mandato. Sin embargo, seguirán
conociendo de los casos a que ya se hubieran abocado y que se encuentren en estado de sentencia,
a cuyos efectos no serán sustituidos por los nuevos jueces elegidos.
Artículo 55
1. El juez que sea nacional de alguno de los Estados partes en el caso sometido a la Corte, conservará
su derecho a conocer del mismo.
2. Si uno de los jueces llamados a conocer del caso fuere de la nacionalidad de uno de los Estados
partes, otro Estado parte en el caso podrá designar a una persona de su elección para que integre la
Corte en calidad de juez ad hoc.
3. Si entre los jueces llamados a conocer del caso ninguno fuere de la nacionalidad de los Estados
partes, cada uno de éstos podrá designar un juez ad hoc.
4. El juez ad hoc debe reunir las calidades señaladas en el artículo 52.
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5. Si varios Estados partes en la Convención tuvieren un mismo interés en el caso, se considerarán
como una sola parte para los fines de las disposiciones precedentes. En caso de duda, la Corte
decidirá.
Artículo 56
El quórum para las deliberaciones de la Corte es de cinco jueces.
Artículo 57
La Comisión comparecerá en todos los casos ante la Corte.
Artículo 58
1. La Corte tendrá su sede en el lugar que determinen, en la Asamblea General de la Organización, los
Estados partes en la Convención, pero podrá celebrar reuniones en el territorio de cualquier Estado
miembro de la Organización de los Estados Americanos en que lo considere conveniente por mayoría
de sus miembros y previa aquiescencia del Estado respectivo. Los Estados partes en la Convención
pueden, en la Asamblea General por dos tercios de sus votos, cambiar la sede de la Corte.
2. La Corte designará a su Secretario.
3. El Secretario residirá en la sede de la Corte y deberá asistir a las reuniones que ella celebre fuera de
la misma.
Artículo 59
La Secretaría de la Corte será establecida por ésta y funcionará bajo la dirección del Secretario de la
Corte, de acuerdo con las normas administrativas de la Secretaría General de la Organización en todo
lo que no sea incompatible con la independencia de la Corte. Sus funcionarios serán nombrados por
el Secretario General de la Organización, en consulta con el Secretario de la Corte.
Artículo 60
La Corte preparará su Estatuto y lo someterá a la aprobación de la Asamblea General, y dictará su
Reglamento.
Sección 2. Competencia y Funciones
Artículo 61
1. Sólo los Estados partes y la Comisión tienen derecho a someter un caso a la decisión de la Corte.
2. Para que la Corte pueda conocer de cualquier caso, es necesario que sean agotados los procedi-
mientos previstos en los artículos 48 a 50.
Artículo 62
1. Todo Estado parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación o adhe-
sión de esta Convención, o en cualquier momento posterior, declarar que reconoce como obliga-
toria de pleno derecho y sin convención especial, la competencia de la Corte sobre todos los casos
relativos a la interpretación o aplicación de esta Convención.
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2. La declaración puede ser hecha incondicionalmente, o bajo condición de reciprocidad, por un
plazo determinado o para casos específicos. Deberá ser presentada al Secretario General de la Or-
ganización, quien transmitirá copias de la misma a los otros Estados miembros de la Organización
y al Secretario de la Corte.
3. La Corte tiene competencia para conocer de cualquier caso relativo a la interpretación y aplicación
de las disposiciones de esta Convención que le sea sometido, siempre que los Estados partes en el
caso hayan reconocido o reconozcan dicha competencia, ora por declaración especial, como se
indica en los incisos anteriores, ora por convención especial.
Artículo 63
1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta Convención, la Corte
dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá
asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha
configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada.
2. En casos de extrema gravedad y urgencia, y cuando se haga necesario evitar daños irreparables a las
personas, la Corte, en los asuntos que esté conociendo, podrá tomar las medidas provisionales que
considere pertinentes. Si se tratare de asuntos que aún no estén sometidos a su conocimiento,
podrá actuar a solicitud de la Comisión.
Artículo 64
1. Los Estados miembros de la Organización podrán consultar a la Corte acerca de la interpretación
de esta Convención o de otros tratados concernientes a la protección de los derechos humanos en
los Estados americanos. Asimismo, podrán consultarla, en los que les compete, los órganos enu-
merados en el capítulo X de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada por
el Protocolo de Buenos Aires.
2. La Corte, a solicitud de un Estado miembro de la Organización, podrá darle opiniones acerca de la
compatibilidad entre cualquiera de sus leyes internas y los mencionados instrumentos internacionales.
Artículo 65
La Corte someterá a la consideración de la Asamblea General de la Organización en cada período
ordinario de sesiones un informe sobre su labor en el año anterior. De manera especial y con las reco-
mendaciones pertinentes, señalará los casos en que un Estado no haya dado cumplimiento a sus fallos.
Sección 3. Procedimiento
Artículo 66
1. El fallo de la Corte será motivado.
2. Si el fallo no expresare en todo o en parte la opinión unánime de los jueces, cualquiera de éstos
tendrá derecho a que se agregue al fallo su opinión disidente o individual.
Artículo 67
El fallo de la Corte será definitivo e inapelable. En caso de desacuerdo sobre el sentido o alcance del
fallo, la Corte lo interpretará a solicitud de cualquiera de las partes, siempre que dicha solicitud se
presente dentro de los noventa días a partir de la fecha de la notificación del fallo.
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Artículo 68
1. Los Estados partes en la Convención se comprometen a cumplir la decisión de la Corte en todo
caso en que sean partes.
2. La parte del fallo que disponga indemnización compensatoria se podrá ejecutar en el respectivo
país por el procedimiento interno vigente para la ejecución de sentencias contra el Estado.
Artículo 69





1. Los jueces de la Corte y los miembros de la Comisión gozan, desde el momento de su elección y
mientras dure su mandato, de las inmunidades reconocidas a los agentes diplomáticos por el dere-
cho internacional. Durante el ejercicio de sus cargos gozan, además, de los privilegios diplomáticos
necesarios para el desempeño de sus funciones.
2. No podrá exigirse responsabilidad en ningún tiempo a los jueces de la Corte ni a los miembros de
la Comisión por votos y opiniones emitidos en el ejercicio de sus funciones.
Artículo 71
Son incompatibles los cargos de juez de la Corte o miembros de la Comisión con otras actividades
que pudieren afectar su independencia o imparcialidad conforme a lo que se determine en los respec-
tivos Estatutos.
Artículo 72
Los jueces de la Corte y los miembros de la Comisión percibirán emolumentos y gastos de viaje en la
forma y condiciones que determinen sus Estatutos, teniendo en cuenta la importancia e independen-
cia de sus funciones. Tales emolumentos y gastos de viaje será fijados en el programa–presupuesto de
la Organización de los Estados Americanos, el que debe incluir, además, los gastos de la Corte y de su
Secretaría. A estos efectos, la Corte elaborará su propio proyecto de presupuesto y lo someterá a la
aprobación de la Asamblea General, por conducto de la Secretaría General. Esta última no podrá
introducirle modificaciones.
Artículo 73
Solamente a solicitud de la Comisión o de la Corte, según el caso, corresponde a la Asamblea General
de la Organización resolver sobre las sanciones aplicables a los miembros de la Comisión o jueces de
la Corte que hubiesen incurrido en las causales previstas en los respectivos Estatutos. Para dictar una
resolución se requerirá una mayoría de los dos tercios de los votos de los Estados miembros de la
Organización en el caso de los miembros de la Comisión y, además, de los dos tercios de los votos de
los Estados partes en la Convención, si se tratare de jueces de la Corte.
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PARTE III
DISPOSICIONES GENERALES Y TRANSITORIAS
CAPÍTULO X
FIRMA, RATIFICACIÓN, RESERVA, ENMIENDA, PROTOCOLO Y DENUNCIA
Artículo 74
1. Esta Convención queda abierta a la firma y a la ratificación o adhesión de todo Estado miembro de
la Organización de los Estados Americanos.
2. La ratificación de esta Convención o la adhesión a la misma se efectuará mediante el depósito de
un instrumento de ratificación o de adhesión en la Secretaría General de la Organización de los
Estados Americanos. Tan pronto como once Estados hayan depositado sus respectivos instrumen-
tos de ratificación o de adhesión, la Convención entrará en vigor. Respecto a todo otro Estado que
la ratifique o adhiera a ella ulteriormente, la Convención entrará en vigor en la fecha del depósito
de su instrumento de ratificación o de adhesión.
3. El Secretario General informará a todos los Estados miembros de la Organización de la entrada en
vigor de la Convención.
Artículo 75
Esta Convención sólo puede ser objeto de reservas conforme a las disposiciones de la Convención de
Viena sobre Derecho de los Tratados, suscrita el 23 de mayo de 1969.
Artículo 76
1. Cualquier Estado parte directamente y la Comisión o la Corte por conducto del Secretario Gene-
ral, pueden someter a la Asamblea General, para lo que estime conveniente, una propuesta de
enmienda a esta Convención.
2. Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la fecha en que se
haya depositado el respectivo instrumento de ratificación que corresponda al número de los dos
tercios de los Estados partes en esta Convención. En cuanto al resto de los Estados partes, entrarán
en vigor en la fecha en que depositen sus respectivos instrumentos de ratificación.
Artículo 77
1. De acuerdo con la facultad establecida en el artículo 31, cualquier Estado parte y la Comisión
podrán someter a la consideración de los Estados partes reunidos con ocasión de la Asamblea
General, proyectos de protocolos adicionales a esta Convención, con la finalidad de incluir progre-
sivamente en el régimen de protección de la misma otros derechos y libertades.
2. Cada protocolo debe fijar las modalidades de su entrada en vigor, y se aplicará sólo entre los
Estados partes en el mismo.
Artículo 78
1. Los Estados partes podrán denunciar esta Convención después de la expiración de un plazo de
cinco años a partir de la fecha de entrada en vigor de la misma y mediante un preaviso de un año,
notificando al Secretario General de la Organización, quien debe informar a las otras partes.
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2. Dicha denuncia no tendrá por efecto desligar al Estado parte interesado de las obligaciones conte-
nidas en esta Convención en lo que concierne a todo hecho que, pudiendo constituir una viola-




Sección 1. Comisión Interamericana de Derechos Humanos
Artículo 79
Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario General pedirá por escrito a cada Estado Miembro
de la Organización que presente, dentro de un plazo de noventa días, sus candidatos para miembros
de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. El Secretario General preparará una lista por
orden alfabético de los candidatos presentados y la comunicará a los Estados miembros de la Organi-
zación al menos treinta días antes de la próxima Asamblea General.
Artículo 80
La elección de miembros de la Comisión se hará de entre los candidatos que figuren en la lista a que
se refiere el artículo 79, por votación secreta de la Asamblea General y se declararán elegidos los
candidatos que obtengan mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los represen-
tantes de los Estados miembros. Si para elegir a todos los miembros de la Comisión resultare necesario
efectuar varias votaciones, se eliminará sucesivamente, en la forma que determine la Asamblea Gene-
ral, a los candidatos que reciban menor número de votos.
Sección 2. Corte Interamericana de Derechos Humanos
Artículo 81
Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario General pedirá por escrito a cada Estado parte que
presente, dentro de un plazo de noventa días, sus candidatos para jueces de la Corte Interamericana
de Derechos Humanos. El Secretario General preparará una lista por orden alfabético de los candida-
tos presentados y la comunicará a los Estados partes por lo menos treinta días antes de la próxima
Asamblea General.
Artículo 82
La elección de jueces de la Corte se hará de entre los candidatos que figuren en la lista a que se refiere
el artículo 81, por votación secreta de los Estados partes en la Asamblea General y se declararán
elegidos los candidatos que obtengan mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los
representantes de los Estados partes. Si para elegir a todos los jueces de la Corte resultare necesario
efectuar varias votaciones, se eliminarán sucesivamente, en la forma que determinen los Estados par-
tes, a los candidatos que reciban menor número de votos.
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Protocolo Adicional a La Convención Americana Sobre Derechos
Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, “Protocolo De San Salvador”
(Adoptado en San Salvador, El Salvador, el 17 de noviembre de 1988, en el decimoctavo
período ordinario de sesiones de la Asamblea General)
Preámbulo
Los Estados partes en la Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pacto de San José de
Costa Rica”,
Reafirmando su propósito de consolidar en este Continente, dentro del cuadro de las instituciones
democráticas, un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en el respeto de los dere-
chos esenciales del hombre;
Reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determi-
nado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona humana, razón por la cual
justifican una protección internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o complementaria
de la que ofrece el derecho interno de los Estados americanos;
Considerando la estrecha relación que existe entre la vigencia de los derechos económicos, sociales y
culturales y la de los derechos civiles y políticos, por cuanto las diferentes categorías de derechos
constituyen un todo indisoluble que encuentra su base en el reconocimiento de la dignidad de la
persona humana, por lo cual exigen una tutela y promoción permanente con el objeto de lograr su
vigencia plena, sin que jamás pueda justificarse la violación de unos en aras de la realización de otros;
Reconociendo los beneficios que derivan del fomento y desarrollo de la cooperación entre los Estados
y de las relaciones internacionales;
Recordando que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos y a la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, sólo puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento del
temor y de la miseria, si se crean condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos
económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos;
Teniendo presente que si bien los derechos económicos, sociales y culturales fundamentales han sido
reconocidos en anteriores instrumentos internacionales, tanto de ámbito universal como regional,
resulta de gran importancia que éstos sean reafirmados, desarrollados, perfeccionados y protegidos en
función de consolidar en América, sobre la base del respeto integral a los derechos de la persona, el
régimen democrático representativo de gobierno así como el derecho de sus pueblos al desarrollo, a la
libre determinación y a disponer libremente de sus riquezas y recursos naturales, y considerando que
la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece que pueden someterse a la considera-
ción de los Estados partes reunidos con ocasión de la Asamblea General de la Organización de los
Estados Americanos proyectos de protocolos adicionales a esa Convención con la finalidad de incluir
progresivamente en el régimen de protección de la misma otros derechos y libertades,
Han convenido en el siguiente Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos “Protocolo de San Salvador”:
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Artículo 1. Obligación de Adoptar Medidas
Los Estados partes en el presente Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos
Humanos se comprometen a adoptar las medidas necesarias tanto de orden interno como mediante la
cooperación entre los Estados, especialmente económica y técnica, hasta el máximo de los recursos
disponibles y tomando en cuenta su grado de desarrollo, a fin de lograr progresivamente, y de confor-
midad con la legislación interna, la plena efectividad de los derechos que se reconocen en el presente
Protocolo.
Artículo 2. Obligación de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno
Si el ejercicio de los derechos establecidos en el presente Protocolo no estuviera ya garantizado por
disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados partes se comprometen a adoptar, con arreglo
a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de este Protocolo, las medidas legislativas
o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos.
Artículo 3. Obligación de no Discriminación
Los Estados partes en el presente Protocolo se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos
que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión,
opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, naci-
miento o cualquier otra condición social.
Artículo 4. No Admisión de Restricciones
No podrá restringirse o menoscabarse ninguno de los derechos reconocidos o vigentes en un Estado
en virtud de su legislación interna o de convenciones internacionales, a pretexto de que el presente
Protocolo no los reconoce o los reconoce en menor grado.
Artículo 5. Alcance de las Restricciones y Limitaciones
Los Estados partes sólo podrán establecer restricciones y limitaciones al goce y ejercicio de los dere-
chos establecidos en el presente Protocolo mediante leyes promulgadas con el objeto de preservar el
bienestar general dentro de una sociedad democrática, en la medida que no contradigan el propósito
y razón de los mismos.
Artículo 6. Derecho al Trabajo
1. Toda persona tiene derecho al trabajo, el cual incluye la oportunidad de obtener los medios para
llevar una vida digna y decorosa a través del desempeño de una actividad lícita libremente escogida
o aceptada.
2. Los Estados partes se comprometen a adoptar las medidas que garanticen plena efectividad al
derecho al trabajo, en especial las referidas al logro del pleno empleo, a la orientación vocacional y
al desarrollo de proyectos de capacitación técnico–profesional, particularmente aquellos destina-
dos a los minusválidos. Los Estados partes se comprometen también a ejecutar y a fortalecer pro-
gramas que coadyuven a una adecuada atención familiar, encaminados a que la mujer pueda con-
tar con una efectiva posibilidad de ejercer el derecho al trabajo.
Las consideraciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en relación con el derecho al
trabajo de las mujeres han sido tratadas bajo el artículo 26 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos.
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Artículo 7. Condiciones Justas, Equitativas y Satisfactorias de Trabajo
Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen que el derecho al trabajo al que se refiere el
artículo anterior supone que toda persona goce del mismo en condiciones justas, equitativas y satisfacto-
rias, para lo cual dichos Estados garantizarán en sus legislaciones nacionales, de manera particular:
a. una remuneración que asegure como mínimo a todos los trabajadores condiciones de subsistencia
digna y decorosa para ellos y sus familias y un salario equitativo e igual por trabajo igual, sin
ninguna distinción;
b. el derecho de todo trabajador a seguir su vocación y a dedicarse a la actividad que mejor responda
a sus expectativas y a cambiar de empleo, de acuerdo con la reglamentación nacional respectiva;
c. el derecho del trabajador a la promoción o ascenso dentro de su trabajo, para lo cual se tendrán en
cuenta sus calificaciones, competencia, probidad y tiempo de servicio;
d. la estabilidad de los trabajadores en sus empleos, de acuerdo con las características de las industrias
y profesiones y con las causas de justa separación. En casos de despido injustificado, el trabajador
tendrá derecho a una indemnización o a la readmisión en el empleo o a cualesquiera otra presta-
ción prevista por la legislación nacional;
e. la seguridad e higiene en el trabajo;
f. la prohibición de trabajo nocturno o en labores insalubres o peligrosas a los menores de 18 años y,
en general, de todo trabajo que pueda poner en peligro su salud, seguridad o moral. Cuando se
trate de menores de 16 años, la jornada de trabajo deberá subordinarse a las disposiciones sobre
educación obligatoria y en ningún caso podrá constituir un impedimento para la asistencia escolar
o ser una limitación para beneficiarse de la instrucción recibida;
g. la limitación razonable de las horas de trabajo, tanto diarias como semanales. Las jornadas serán de
menor duración cuando se trate de trabajos peligrosos, insalubres o nocturnos;
h. el descanso, el disfrute del tiempo libre, las vacaciones pagadas, así como la remuneración de los
días feriados nacionales.
Las consideraciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en relación con el derecho a las
condiciones justas, equitativas y satisfactorias de trabajo de las mujeres han sido tratadas bajo el artículo 26
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
Artículo 8. Derechos Sindicales
1. Los Estados partes garantizarán:
a. el derecho de los trabajadores a organizar sindicatos y a afiliarse al de su elección, para la protec-
ción y promoción de sus intereses. Como proyección de este derecho, los Estados partes permi-
tirán a los sindicatos formar federaciones y confederaciones nacionales y asociarse a las ya exis-
tentes, así como formar organizaciones sindicales internacionales y asociarse a la de su elección.
Los Estados partes también permitirán que los sindicatos, federaciones y confederaciones fun-
cionen libremente;
b. el derecho a la huelga.
2. El ejercicio de los derechos enunciados precedentemente sólo puede estar sujeto a las limitaciones y
restricciones previstas por la ley, siempre que éstos sean propios a una sociedad democrática, necesarios
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para salvaguardar el orden público, para proteger la salud o la moral públicas, así como los derechos y las
libertades de los demás. Los miembros de las fuerzas armadas y de policía, al igual que los de otros
servicios públicos esenciales, estarán sujetos a las limitaciones y restricciones que imponga la ley.
3. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a un sindicato.
Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social
1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez
y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar
una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social
serán aplicadas a sus dependientes.
2. Cuando se trate de personas que se encuentran trabajando, el derecho a la seguridad social cubrirá
al menos la atención médica y el subsidio o jubilación en casos de accidentes de trabajo o de
enfermedad profesional y, cuando se trate de mujeres, licencia retribuida por maternidad antes y
después del parto.
Las consideraciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en relación con el derecho a la
seguridad social de las mujeres han sido tratadas bajo el artículo 26 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos.
Artículo 10. Derecho a la Salud
1. Toda persona tiene derecho a la salud, entendida como el disfrute del más alto nivel de bienestar
físico, mental y social.
2. Con el fin de hacer efectivo el derecho a la salud los Estados partes se comprometen a reconocer la
salud como un bien público y particularmente a adoptar las siguientes medidas para garantizar este
derecho:
a. la atención primaria de la salud, entendiendo como tal la asistencia sanitaria esencial puesta al
alcance de todos los individuos y familiares de la comunidad;
b. la extensión de los beneficios de los servicios de salud a todos los individuos sujetos a la jurisdic-
ción del Estado;
c. la total inmunización contra las principales enfermedades infecciosas;
d. la prevención y el tratamiento de las enfermedades endémicas, profesionales y de otra índole;
e. la educación de la población sobre la prevención y tratamiento de los problemas de salud, y
f. la satisfacción de las necesidades de salud de los grupos de más alto riesgo y que por sus condi-
ciones de pobreza sean más vulnerables.
Las consideraciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en relación con el derecho a la
salud de las mujeres han sido tratadas bajo el artículo 26 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos.
Artículo 11. Derecho a un Medio Ambiente Sano
1. Toda persona tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a contar con servicios públicos básicos.
2. Los Estados partes promoverán la protección, preservación y mejoramiento del medio ambiente.
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Artículo 12. Derecho a la Alimentación
1. Toda persona tiene derecho a una nutrición adecuada que le asegure la posibilidad de gozar del
más alto nivel de desarrollo físico, emocional e intelectual.
2. Con el objeto de hacer efectivo este derecho y a erradicar la desnutrición, los Estados partes se
comprometen a perfeccionar los métodos de producción, aprovisionamiento y distribución de
alimentos, para lo cual se comprometen a promover una mayor cooperación internacional en
apoyo de las políticas nacionales sobre la materia.
Artículo 13. Derecho a la Educación
1. Toda persona tiene derecho a la educación.
2. Los Estados partes en el presente Protocolo convienen en que la educación deberá orientarse hacia
el pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su dignidad y deberá fortalecer el
respeto por los derechos humanos, el pluralismo ideológico, las libertades fundamentales, la justi-
cia y la paz. Convienen, asimismo, en que la educación debe capacitar a todas las personas para
participar efectivamente en una sociedad democrática y pluralista, lograr una subsistencia digna,
favorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y todos los grupos
raciales, étnicos o religiosos y promover las actividades en favor del mantenimiento de la paz.
3. Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen que, con objeto de lograr el pleno ejercicio
del derecho a la educación:
a. la enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos gratuitamente;
b. la enseñanza secundaria en sus diferentes formas, incluso la enseñanza secundaria técnica y
profesional, debe ser generalizada y hacerse accesible a todos, por cuantos medios sean apropia-
dos, y en particular por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita;
c. la enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, sobre la base de la capacidad de
cada uno, por cuantos medios sean apropiados y, en particular, por la implantación progresiva
de la enseñanza gratuita;
d. se deberá fomentar o intensificar, en la medida de lo posible, la educación básica para aquellas
personas que no hayan recibido o terminado el ciclo completo de instrucción primaria;
e. se deberán establecer programas de enseñanza diferenciada para los minusválidos a fin de pro-
porcionar una especial instrucción y formación a personas con impedimentos físicos o deficien-
cias mentales.
4. Conforme con la legislación interna de los Estados partes, los padres tendrán derecho a escoger el
tipo de educación que habrá de darse a sus hijos, siempre que ella se adecue a los principios enun-
ciados precedentemente.
5. Nada de lo dispuesto en este Protocolo se interpretará como una restricción de la libertad de los
particulares y entidades para establecer y dirigir instituciones de enseñanza, de acuerdo con la
legislación interna de los Estados partes.
Las consideraciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en relación con el derecho a la
educación de las mujeres han sido tratadas bajo el artículo 26 de la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos.
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Artículo 14. Derecho a los Beneficios de la Cultura
1. Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen el derecho de toda persona a:
a. participar en la vida cultural y artística de la comunidad;
b. gozar de los beneficios del progreso científico y tecnológico;
c. beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón
de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora.
2. Entre las medidas que los Estados partes en el presente Protocolo deberán adoptar para asegurar el
pleno ejercicio de este derecho figurarán las necesarias para la conservación, el desarrollo y la
difusión de la ciencia, la cultura y el arte.
3. Los Estados partes en el presente Protocolo se comprometen a respetar la indispensable libertad
para la investigación científica y para la actividad creadora.
4. Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen los beneficios que se derivan del fomento y
desarrollo de la cooperación y de las relaciones internacionales en cuestiones científicas, artísticas y
culturales, y en este sentido se comprometen a propiciar una mayor cooperación internacional
sobre la materia.
Artículo 15. Derecho a la Constitución y Protección de la Familia
1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por el Estado,
quien deberá velar por el mejoramiento de su situación moral y material.
2. Toda persona tiene derecho a constituir familia, el que ejercerá de acuerdo con las disposiciones de
la correspondiente legislación interna.
3. Los Estados partes mediante el presente Protocolo se comprometen a brindar adecuada protección
al grupo familiar y en especial a:
a. conceder atención y ayuda especiales a la madre antes y durante un lapso razonable después del
parto;
b. garantizar a los niños una adecuada alimentación, tanto en la época de lactancia como durante
la edad escolar;
c. adoptar medidas especiales de protección de los adolescentes a fin de garantizar la plena madu-
ración de sus capacidades física, intelectual y moral;
d. ejecutar programas especiales de formación familiar a fin de contribuir a la creación de un
ambiente estable y positivo en el cual los niños perciban y desarrollen los valores de compren-
sión, solidaridad, respeto y responsabilidad.
Artículo 16. Derecho de la Niñez
Todo niño sea cual fuere su filiación tiene derecho a las medidas de protección que su condición de
menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado. Todo niño tiene el derecho a
crecer al amparo y bajo la responsabilidad de sus padres; salvo circunstancias excepcionales, reconoci-
das judicialmente, el niño de corta edad no debe ser separado de su madre. Todo niño tiene derecho
a la educación gratuita y obligatoria, al menos en su fase elemental, y a continuar su formación en
niveles más elevados del sistema educativo.
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Artículo 17. Protección de los Ancianos
Toda persona tiene derecho a protección especial durante su ancianidad. En tal cometido, los Estados
partes se comprometen a adoptar de manera progresiva las medidas necesarias a fin de llevar este
derecho a la práctica y en particular a:
a. proporcionar instalaciones adecuadas, así como alimentación y atención médica especializada,
a las personas de edad avanzada que carezcan de ella y no se encuentren en condiciones de
proporcionársela por sí mismas;
b. ejecutar programas laborales específicos destinados a conceder a los ancianos la posibilidad de
realizar una actividad productiva adecuada a sus capacidades respetando su vocación o deseos;
c. estimular la formación de organizaciones sociales destinadas a mejorar la calidad de vida de los
ancianos.
Artículo 18. Protección de los Minusválidos
Toda persona afectada por una disminución de sus capacidades físicas o mentales tiene derecho a
recibir una atención especial con el fin de alcanzar el máximo desarrollo de su personalidad. Con tal
fin, los Estados partes se comprometen a adoptar las medidas que sean necesarias para ese propósito y
en especial a:
a. ejecutar programas específicos destinados a proporcionar a los minusválidos los recursos y el ambien-
te necesario para alcanzar ese objetivo, incluidos programas laborales adecuados a sus posibilidades y
que deberán ser libremente aceptados por ellos o por sus representantes legales, en su caso;
b. proporcionar formación especial a los familiares de los minusválidos a fin de ayudarlos a resol-
ver los problemas de convivencia y convertirlos en agentes activos del desarrollo físico, mental y
emocional de éstos;
c. incluir de manera prioritaria en sus planes de desarrollo urbano la consideración de soluciones
a los requerimientos específicos generados por las necesidades de este grupo;
d. estimular la formación de organizaciones sociales en las que los minusválidos puedan desarro-
llar una vida plena.
Artículo 19. Medios de Protección
1. Los Estados partes en el presente Protocolo se comprometen a presentar, de conformidad con lo
dispuesto por este artículo y por las correspondientes normas que al efecto deberá elaborar la
Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, informes periódicos respecto de
las medidas progresivas que hayan adoptado para asegurar el debido respeto de los derechos consa-
grados en el mismo Protocolo.
2. Todos los informes serán presentados al Secretario General de la Organización de los Estados
Americanos, quien los transmitirá al Consejo Interamericano Económico y Social y al Consejo
Interamericano para la Educación, la Ciencia y la Cultura, a fin de que los examinen conforme a lo
dispuesto en el presente artículo. El Secretario General enviará copia de tales informes a la Comi-
sión Interamericana de Derechos Humanos.
3. El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos transmitirá también a los
organismos especializados del sistema interamericano, de los cuales sean miembros los Estados
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partes en el presente Protocolo, copias de los informes enviados o de las partes pertinentes de éstos,
en la medida en que tengan relación con materias que sean de la competencia de dichos organis-
mos, conforme a sus instrumentos constitutivos.
4. Los organismos especializados del sistema interamericano podrán presentar al Consejo Interame-
ricano Económico y Social y al Consejo Interamericano para la Educación, la Ciencia y la Cultura
informes relativos al cumplimiento de las disposiciones del presente Protocolo, en el campo de sus
actividades.
5. Los informes anuales que presenten a la Asamblea General el Consejo Interamericano Económico
y Social y el Consejo Interamericano para la Educación, la Ciencia y la Cultura contendrán un
resumen de la información recibida de los Estados partes en el presente Protocolo y de los organis-
mos especializados acerca de las medidas progresivas adoptadas a fin de asegurar el respeto de los
derechos reconocidos en el propio Protocolo y las recomendaciones de carácter general que al
respecto se estimen pertinentes.
6. En el caso de que los derechos establecidos en el párrafo a) del artículo 8 y en el artículo 13 fuesen
violados por una acción imputable directamente a un Estado parte del presente Protocolo, tal
situación podría dar lugar, mediante la participación de la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos, y cuando proceda de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, a la aplicación
del sistema de peticiones individuales regulado por los artículos 44 a 51 y 61 a 69 de la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos.
7. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, la Comisión Interamericana de Derechos Hu-
manos podrá formular las observaciones y recomendaciones que considere pertinentes sobre la
situación de los derechos económicos, sociales y culturales establecidos en el presente Protocolo en
todos o en algunos de los Estados partes, las que podrá incluir en el Informe Anual a la Asamblea
General o en un Informe Especial, según lo considere más apropiado.
8. Los Consejos y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en ejercicio de las funciones
que se les confieren en el presente artículo tendrán en cuenta la naturaleza progresiva de la vigencia
de los derechos objeto de protección por este Protocolo.
Artículo 20. Reservas
Los Estados partes podrán formular reservas sobre una o más disposiciones específicas del presente
Protocolo al momento de aprobarlo, firmarlo, ratificarlo o adherir a él, siempre que no sean incompa-
tibles con el objeto y el fin del Protocolo.
Artículo 21. Firma, Ratificación o Adhesión. Entrada en Vigor
1. El presente Protocolo queda abierto a la firma y a la ratificación o adhesión de todo Estado parte de
la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
2. La ratificación de este Protocolo o la adhesión al mismo se efectuará mediante el depósito de un
instrumento de ratificación o de adhesión en la Secretaría General de la Organización de los Esta-
dos Americanos.
3. El Protocolo entrará en vigor tan pronto como once Estados hayan depositado sus respectivos
instrumentos de ratificación o de adhesión.
4. El Secretario General informará a todos los Estados miembros de la Organización de la entrada en
vigor del Protocolo.
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Artículo 22. Incorporación de otros Derechos y Ampliación de los Reconocidos
1. Cualquier Estado parte y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos podrán someter a la
consideración de los Estados partes, reunidos con ocasión de la Asamblea General, propuestas de
enmienda con el fin de incluir el reconocimiento de otros derechos y libertades, o bien otras
destinadas a extender o ampliar los derechos y libertades reconocidos en este Protocolo.
2. Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la fecha en que se
haya depositado el respectivo instrumento de ratificación que corresponda al número de los dos
tercios de los Estados partes en este Protocolo. En cuanto al resto de los Estados partes, entrarán en
vigor en la fecha en que depositen sus respectivos instrumentos de ratificación.
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Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la
Violencia Contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”
(Adoptada en Belém do Pará, Brasil, el 9 de junio de 1994, en el vigésimo cuarto período
ordinario de sesiones de la Asamblea General)
Los Estados Partes de la Presente Convención,
Reconociendo que el respeto irrestricto a los derechos humanos ha sido consagrado en la Declaración
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos
Humanos y reafirmado en otros instrumentos internacionales y regionales;
Afirmando que la violencia contra la mujer constituye una violación de los derechos humanos y las
libertades fundamentales y limita total o parcialmente a la mujer el reconocimiento, goce y ejercicio
de tales derechos y libertades;
Preocupados porque la violencia contra la mujer es una ofensa a la dignidad humana y una manifesta-
ción de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres;
Recordando la Declaración sobre la Erradicación de la Violencia contra la Mujer, adoptada por la
Vigésimoquinta Asamblea de Delegadas de la Comisión Interamericana de Mujeres, y afirmando que
la violencia contra la mujer transciende todos los sectores de la sociedad independientemente de su
clase, raza o grupo étnico, nivel de ingresos, cultura, nivel educacional, edad o religión y afecta nega-
tivamente sus propias bases;
Convencidos de que la eliminación de la violencia contra la mujer es condición indispensable para su
desarrollo individual y social y su plena e igualitaria participación en todas las esferas de vida, y
Convencidos de que la adopción de una convención para prevenir, sancionar y erradicar toda forma de
violencia contra la mujer, en el ámbito de la Organización de los Estados Americanos, constituye una
positiva contribución para proteger los derechos de la mujer y eliminar las situaciones de violencia
que puedan afectarlas,
Han convenido en lo siguiente:
CAPÍTULO I
DEFINICIÓN Y ÁMBITO DE APLICACIÓN
Artículo 1
Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o
conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la
mujer, tanto en el ámbito público como en el privado.
Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condición de la Mujer en las
Américas – 1998
(…)
El concepto de violencia contra la mujer reflejado en la Convención está firmemente fundamentado en los
derechos básicos ya reconocidos en el sistema interamericano de derechos humanos, incluidos el derecho
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a la vida, a la integridad física y psíquica, a la libertad personal, y al derecho a igualdad de protección ante
la ley y de la ley248.
(…)
La Comisión hace suya la Recomendación General 19 del Comité para la Eliminación de la Discriminación
contra la Mujer (CEDAW) adoptada en 1992, a través de la cual se afirma que la violencia contra la mujer
constituye una violación a los derechos humanos, enfatizando que los Estados podrían ser responsables por
los actos privados si omiten actuar con la debida diligencia para prevenir violaciones a los derechos o
investigar y sancionar actos de violencia, o no proporcionan medidas reparatorias o compensatorias (E/CN.4/
1996/53, 5 de febrero de 1996, Commission on Human Rights, p. 10, para. 34). En concordancia con el
criterio expuesto por CEDAW, la Comisión recomienda a los Estados revisar y reformar la legislación interna,
a efectos de que la misma refleje el desarrollo alcanzado en el derecho internacional con relación a los
derechos de la mujer, penalizando conductas aún no tipificadas como el acoso sexual, modificando proce-
dimientos en la etapa probatoria cuando resulten discriminatorios y/o prejuiciosos, en razón de ser la víctima
una mujer dedicada a tareas “no honestas”, e investigar y sancionar los casos de violencia doméstica con la
debida diligencia y por medio de un recurso rápido y sencillo249.
Artículo 2
Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica:
a. que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal,
ya sea que el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y que com-
prende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual;
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en México – 1998
(…)
625. … [L]as mujeres en México son víctimas frecuentes de violencia dentro de la familia o unidad domés-
tica, quedando en muchos casos impune el cónyuge agresor. La Comisión fue informada de que en otros
casos, la pena al cónyuge violador resultaba atenuada por tendencias jurisprudenciales de la propia
Suprema Corte de Justicia de la Nación (números 10/94 y 12/94), que indicaban que no procede calificar
como delito la violación entre marido y mujer, sino que se trata del “ejercicio indebido de un derecho”.
Sin embargo, el Estado observó que actualmente dicha situación había sido superada, puesto que:
…la reforma al Código Penal para el Distrito Federal en materia de fuero común y para toda la Repúbli-
ca en materia federal tipificó el delito de violación como una práctica que puede ocurrir inclusive en el
matrimonio.
626. De acuerdo a lo informado por el Estado, el delito de violación sí puede darse entre cónyuges, y es
calificado y sancionado como tal. Cita dicho Estado una serie de criterios jurisprudenciales en el mis-
mo sentido, cuyo lenguaje es claro: “si bien el cónyuge tiene derecho a la relación sexual con su
pareja, no puede permitirse que lo obtenga violentamente”; “el derecho a la relación carnal existente
entre aquellos que se han unido en matrimonio no es ilimitado, pues en ocasiones uno de los cónyuges
puede oponerse a la misma…”; “…el objeto jurídico protegido es la libertad sexual y el consentimiento
que los cónyuges convienen al contraer matrimonio, en particular la mujer para cohabitar con su
marido, no es un consentimiento absoluto sin posterior libertad de elección sexual”.
627. La Comisión destaca el progreso logrado por el Estado mexicano en los términos arriba mencionados,
de indudable importancia para la protección de los derechos de la mujer en dicho país. También cabe
consignar otras iniciativas interesantes y positivas, tales como la campaña de divulgación emprendida
por la CNDH en México tendiente a convencer tanto a las víctimas como a los victimarios, de que el
uso de la violencia es un abuso, y de que los atributos de masculinidad y feminidad no implican
dominación. En el marco de tal campaña, se ha editado material audiovisual de distribución, incluyen-
do propuestas de adecuación de las leyes, a fin de proteger a la mujer y al niño de la violencia, a
248 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condi-
ción de la Mujer en las Américas, OEA/Ser.L/V/II.100 Doc. 17, 13 de octubre de 1998, pp. 9–10.
249 Ibídem, p. 37.
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defender a la familia del problema del abandono, y a contrarrestar la discriminación de la mujer en
todos los ámbitos250.
(…)
638. (…) [L]a CIDH formula al Estado mexicano las siguientes recomendaciones:
(…)
643. Que adopte medidas urgentes y eficaces de tipo jurídico, educativo y cultural para poner término a la
violencia doméstica contra la mujer, como problema grave que afecta a la sociedad mexicana251.
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en República Dominicana – 1999
(…)
380. La violencia doméstica y la violación sexual tienen como punto común que en la mayoría de casos
sus actores son individuos con los que existe algún lazo o relación contractual252, y que por la cercanía
que existe entre la víctima y ellos, pueden evadir con facilidad la actuación judicial253.
b. que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y que comprende, entre
otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso
sexual en el lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, establecimientos de salud o
cualquier otro lugar, y
a) Trata de Personas
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil – 1997
(…)
61. … [L]a Comisión se permite recomendar al Estado Brasileño que:
(…)
e) Erradique las situaciones de servidumbre y prostitución de los niños y adolescentes. Investigue efectiva-
mente, juzgue y castigue a los explotadores y usuarios; y aplique con toda severidad los objetivos y




5. Que el Estado profundice el análisis sobre la prostitución y el trabajo en servidumbre que existe en
ciertas zonas del país, y diseñe una respuesta apropiada para proteger a las víctimas y sancionar a los
responsables255.
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en República Dominicana – 1999
(…)
388. Las mujeres que se dedican a la prostitución se ven expuestas a situaciones particulares de violencia.
Un estudio realizado por una organización no gubernamental identificó algunas de las formas princi-
250 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en México, OEA/Ser.L/V/
II.100 Doc. 7 rev. 1, 24 de septiembre de 1998, p. 145.
251 Ibídem, p. 148.
252 La versión en inglés de este informe usa la frase “some tie or contractual relationship”. Se entiende que la Comisión se refiere a
cualquier relación interpersonal, contractual o no.
253 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en República Dominicana.
OEA/Ser.L/V/II.104 Doc. 49 rev. 1, 7 de octubre de 1999, p. 87.
254 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil. OEA/Ser.L/V/
II.97 Doc. 29 rev. 1, 29 de septiembre de 1997, pp. 89–90.
255 Ibídem, pp. 142–143.
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pales de violencia que viven las mujeres prostituidas en la República Dominicana: violencia física
durante el acto sexual; asaltos en la calle; violación sexual en grupo; y violencia psicológica a través de
la denigración constante de familiares y conocidos a causa de su modus vivendi256.
b) Acoso Sexual
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en México – 1998
(…)
629. … Asimismo, la CIDH expresa su rechazo a aquellas personas que abusando de su cargo pretendan
obtener favores sexuales de sus subordinadas. En lo que respecta a este último asunto, en 1990 se intro-
dujeron en el Código Penal para el Distrito Federal sanciones por 30 días de salario mínimo u 8 meses de
cárcel a quienes cometan dicho delito. A pesar de ello, la Comisión estima que deben contemplarse
sanciones más severas a los delitos de violencia contra la integridad física y moral de las mujeres.
(…)
635. El hostigamiento sexual se da en mayor o menor medida, y con diferentes consecuencias por parte de
compañeros de trabajo, supervisores y jefes o gerentes, no pudiendo la trabajadora hacer mucho legal-
mente, a pesar de estar contemplado el hostigamiento sexual como un delito. El problema fundamental
que se plantea en este sentido, es el temor de la mujer por perder su puesto de trabajo si interpone una
denuncia. El trabajo en las maquiladoras representa para estas mujeres, por su baja formación educati-
va, una de las mejores opciones de trabajo que pueden conseguir. El temor a perder ese seguro ingreso
mensual, por lo general las lleva a tolerar los abusos257.
Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condición de la Mujer en las
Américas – 1998
(…)
La Comisión, en lo relativo a acoso u hostigamiento sexual, recibió información que sólo por excepción se
regula esta importante materia en el orden interno de los Estados, restringiéndose en un caso al ámbito de
la administración pública y en otro a la legislación laboral258.
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en República Dominicana – 1999
(…)
402. Entidades no gubernamentales señalaron a la Comisión que las mujeres que laboran en las zonas
francas en la República Dominicana se ven constantemente sometidas al acoso sexual de sus jefes y
vigilantes. Por lo general, las trabajadoras no denuncian las irregularidades de las que son víctimas por
temor a perder sus empleos259.
c) Abusos Cometidos en Establecimientos de Salud
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en México – 1998
(…)
628. … [L]a Comisión ha recibido información sobre violencia contra la mujer en establecimientos de
salud. En ese sentido, se denunció que a Dora Luz Pérez Santos y a Ana Laura Sánchez Montiel, les fue
implantado un dispositivo intrauterino, habiendo explícitamente negado su autorización para el efecto.
Esta práctica debe ser estrictamente investigada por las autoridades competentes, y de ser el caso,
corregida y sancionada de acuerdo a la ley260.
256 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en República Dominicana.
OEA/Ser.L/V/II.104 Doc.49 rev. 1, 7 de Octubre de 1999, p. 89.
257 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en México, OEA/Ser.L/V/
II.100 Doc. 7 rev. 1, 24 de septiembre de 1998, pp. 146–147.
258 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condi-
ción de la Mujer en las Américas, OEA/Ser.L/V/II.100 Doc. 17, 13 de octubre de 1998, p. 33.
259 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en República Dominicana.
OEA/Ser.L/V/II.104 Doc.49 rev. 1, 7 de Octubre de 1999, p. 92.
260 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en México, OEA/Ser.L/V/
II.100 Doc. 7 rev. 1, 24 de septiembre de 1998, pp. 145–146.
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Segundo Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Perú – 2000
(…)
20.Otro aspecto de preocupación para la Comisión son las denuncias que recibió sobre situaciones de
violencia contra la mujer que se presentan en los servicios públicos de salud. Según lo manifestado a la
Comisión, las modalidades de violencia van desde el trato degradante, las ofensas verbales, la indiferen-
cia y la negligencia, hasta la violencia sexual y la violencia contra mujeres gestantes y mujeres que
arriban con sospecha de abortos incompletos. Además, de acuerdo a diferentes versiones, existe una
discriminación institucional en la atención de la salud de la mujer, la cual se ha convertido en una
práctica tolerada e impune ante el encubrimiento institucional frente a las denuncias y ante el temor de
las mujeres de denunciar por miedo a generar actitudes hostiles por parte de los proveedores de salud261.
(…)
27.Teniendo en cuenta el análisis efectuado y los problemas específicos planteados, la Comisión formula
las siguientes recomendaciones al Estado Peruano:
(…)
(6) Adoptar medidas tendientes a que se respeten los derechos de las mujeres en los servicios públicos de
salud, tales como: capacitar en derechos humanos a los proveedores de salud, desarrollar mecanismos
para erradicar el encubrimiento de delitos en los establecimientos de salud y establecer en los hospita-
les y centros de salud oficinas de quejas, entre otras262.
c. que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, dondequiera que ocurra.
Informe sobre el Estado de los Derechos Humanos en Haití – 1995
(…)
124. Rara vez las mujeres haitianas denunciaron una violación, en parte por temor a las represalias ya que
en muchos casos actores y fiscales eran las mismas personas.  Históricamente en Haití la policía formó
parte del Ejército y esencialmente de soldados que ejecutaban funciones policiales.  En los pocos casos
en los que las mujeres intentaron denunciar las violaciones cometidas por el Ejército y sus auxiliares,
las autoridades las amenazaron de tomar represalias, o simplemente no investigaron sus quejas.  Por
una parte, la corrupción e ineficacia del sistema judicial y prácticamente, en contra de la Constitución
de 1987 (artículos 42 y 43), el Ejército y no las autoridades civiles, investigaban esos casos. Por otra
parte, la vergüenza impuesta por la sociedad a la mujer violada no la alentaba tampoco a denunciar la
agresión. Esto subraya la importancia de reconocer claramente la violencia sexual como una violación
grave a los derechos humanos263.
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil – 1997
(…)
30. Los delitos que son incluidos en el concepto de violencia contra la mujer constituyen una violación de
los derechos humanos de acuerdo con la Convención Americana y los términos más específicos de la
Convención de Belém do Pará. Cuando son perpetrados por agentes del Estado, el uso de la violencia
contra la integridad física y/o mental de una mujer o un hombre son responsabilidad directa del Estado.
Además, el Estado tiene la obligación, de acuerdo con el artículo 1.1 de la Convención Americana y el
artículo 7.b de la Convención de Belém do Pará, de actuar con la debida diligencia para prevenir las
violaciones de los derechos humanos. Esto significa que aun cuando la conducta no sea originalmente
imputable al Estado (por ejemplo porque el agresor es anónimo o no es agente del Estado), un acto de
violación puede acarrear responsabilidad estatal “no por el acto mismo, sino por la falta de debida
diligencia para prevenir la violación o responder a ella como requiere la Convención” [Nota del Texto
Original: Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia de julio 29 de 1988, Ser.C No.4. para.172. La identidad
del actor no es decisiva en este respecto; más bien el asunto es si la violación de un derecho protegido
261 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Segundo Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Perú. OEA/
Ser.L/V/II.106 Doc. 59 rev, 2 de junio de 2000, p. 186.
262 Ibídem, p. 188.
263 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre el Estado de los Derechos Humanos en Haití, OEA/Ser. L/V.88
Doc. 10 rev. Febrero 9, 1995. En http://www.cidh.org/countryrep/Haiti95sp/indice.htm consultado el 30 de marzo de 2004.
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ha ocurrido con el “apoyo o aceptación” del Estado, o en ausencia de medidas para prevenir una
violación anticipable o responder a ella con la debida diligencia. Id.en para. 173]264.
Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condición de la Mujer en las
Américas – 1998
(…)
El Estado tiene la obligación, por lo tanto, conforme a este instrumento internacional y al artículo 1.1 de la
Convención Americana –y los derechos que consagra– de actuar con la debida diligencia para prevenir las
violaciones de los derechos humanos, o repararlas cuando éstas ocurran. Esto implica que aun cuando
una conducta no sea originalmente imputable al Estado, una violación de dichos derechos puede acarrear
responsabilidad estatal “no por el acto mismo, sino por la falta de debida diligencia para prevenir la
violación o responder a ella como requiere la Convención” (Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia de la
Corte Interamericana de Derechos Humanos de julio 29 de 1988, Ser.C No.4, para.172)265.
Segundo Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Perú – 2000
(…)
18.La violencia contra la mujer es una clara manifestación de discriminación por género. Las dos clases de
violencia más comunes contra la mujer son la violencia sexual y la violencia doméstica. Aun cuando
tales aspectos de violencia contra la mujer no sean cometidos por agentes estatales, su ocurrencia
puede generarle responsabilidad al Estado cuando éste no instrumenta medidas razonables de preven-




Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado.
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia – 1999
(…)
44.En Colombia, al igual que en muchos otros países, la mayor parte de los actos de violencia doméstica
todavía se consideran como una cuestión privada. En consecuencia, no son denunciados, y no es
posible conocer la verdadera magnitud del problema267.
Artículo 4
Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos hu-
manos y a las libertades consagradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos
humanos. Estos derechos comprenden, entre otros:
a. el derecho a que se respete su vida;
Véase el artículo 4.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
264 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil. OEA/Ser.L/V/
II.97 Doc. 29 rev. 1, 29 de septiembre de 1997, p. 141.
265 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condi-
ción de la Mujer en las Américas, OEA/Ser.L/V/II.100 Doc. 17, 13 de octubre de 1998, pp. 32–33.
266 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Segundo Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Perú. OEA/
Ser.L/V/II.106 Doc. 59 rev, 2 de junio de 2000, p. 185.
267 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia.
OES/Ser.L/V/II.102 Doc. 9 rev. 1, 26 de febrero de 1999. p. 330.
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b. el derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral;
Véase el artículo 5.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
c. el derecho a la libertad y a la seguridad personales;
d. el derecho a no ser sometida a torturas;
Véase el artículo 5.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
e. el derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y que se proteja a su familia;
Véase el artículo 17 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
f. el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley;
Véase además los artículos 1.1 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condición de la Mujer en las
Américas – 1998
(…)
En la Reunión de Expertas sobre la Condición de la Mujer en las Américas, organizada por el Relator
Especial de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y celebrada el 7 de noviembre de 1997, se
señaló como una cuestión prioritaria encarar la violencia contra la mujer. Si bien esta cuestión, por su
magnitud y gravedad, ha dado lugar a la creación de instituciones, mecanismos y diversas iniciativas
legislativas, todavía persisten normas que violan la garantía de igualdad ante la ley y del debido proceso.
En numerosos códigos penales valores tales como la honra, el pudor social, la doncellez, la castidad, las
buenas costumbres, prevalecen sobre valores como la integridad psicofísica y la libertad sexual, impidien-
do así la debida protección legal a las víctimas de tales delitos, u obligándolas a probar que pusieron
resistencia en el caso del delito de violación, o sometiéndolas a procedimientos interminables que produ-
cen una continua victimización268.
g. el derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes, que la ampare contra
actos que violen sus derechos;
Véase el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
h. el derecho a libertad de asociación;
i. el derecho a la libertad de profesar la religión y las creencias propias dentro de la ley, y
j. el derecho a tener igualdad de acceso a las funciones publicas de su país y a participar en los asuntos
públicos, incluyendo la toma de decisiones.
Véase el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
Artículo 5
Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y
culturales y contará con la total protección de esos derechos consagrados en los instrumentos regiona-
les e internacionales sobre derechos humanos. Los Estados Partes reconocen que la violencia contra la
mujer impide y anula el ejercicio de esos derechos.
Artículo 6
El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, entre otros:
a. el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación, y
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b. el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones estereotipados de comportamien-
to y prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad o subordinación.
Véase además el artículo 8 b) de esta Convención.




Que el Estado tome medidas adicionales encaminadas a modificar los modelos de conducta social y
cultural de hombres y mujeres, tales como el diseño y ejecución de programas de educación, a fin de
contrarrestar los prejuicios y prácticas basados en la imagen de inferioridad o superioridad de cualquiera
de los sexos y en las funciones estereotipadas de hombres y mujeres269.
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil – 1997
(…)
29.Se ha avanzado mucho y se ha reformado la ley con el fin de revocar disposiciones que eran aparente-
mente discriminatorias, (…) las leyes arcaicas permanecen (a pesar de haber sido identificadas como
tales) y las prácticas anacrónicas que persisten son incompatibles con las obligaciones internacionales
de Brasil. Además, dichas disposiciones y prácticas perpetúan estereotipos que entorpecen todavía más
la habilidad de las mujeres de ejercer sus derechos y libertades. Éstas deben ser modificadas conforme
a la condición de Brasil como Parte de la Convención Americana, la Convención de Belém do Pará y la
Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer270.
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia – 1999
(…)
18.La Comisión considera que los estereotipos acerca de los papeles sociales tradicionales del hombre y
de la mujer contribuyen al mantenimiento de la discriminación por razón de género. Por tal motivo, la
Comisión valora las iniciativas positivas del Estado colombiano que tienden a eliminar tales estereoti-
pos, y continuará observando con interés el desarrollo de políticas y programas que atiendan los desa-
fíos que restan en cuanto al pleno acceso a la educación de las mujeres en dicho país271.
(…)
… [L]a Comisión formula las siguientes recomendaciones al Estado colombiano:
(…)
14. Que lleve adelante iniciativas educacionales para personas de todas las edades, con el objetivo de
cambiar actitudes y estereotipos, y que simultáneamente inicie la modificación de prácticas basadas en
la inferioridad o subordinación de las mujeres272.
Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala – 2001
(…)
53.… [L]a Comisión recomienda que el Estado:
268 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condi-
ción de la Mujer en las Américas, OEA/Ser.L/V/II.100 Doc. 17, 13 de octubre de 1998, p. 33.
269 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Ecuador. OEA/ser.L/
V/II.96 Doc.10 rev.1, 24 de abril de 1997, p. 135.
270 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil. OEA/Ser.L/V/
II.97 Doc. 29 rev. 1, 29 de septiembre de 1997, p. 141.
271 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia.
OES/Ser.L/V/II.102 Doc. 9 rev. 1, 26 de febrero de 1999. pp. 324–325.
272 Ibídem, pp. 333–334.
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(…)
7. Diseñe e implemente iniciativas de educación para personas de todas las edades, con miras a cambiar
los estereotipos y comenzar a modificar las prácticas basadas en la idea de inferioridad o subordina-
ción de la mujer273.
CAPÍTULO III
DEBERES DE LOS ESTADOS
Artículo 7
Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar,
por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar
dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente:
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil – 1997
(…)
22.Los Estados Partes de la Convención de Belém do Pará convienen en adoptar, “sin dilaciones”, políticas
orientadas a prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer (artículo 7). Esto significa que
las Partes están obligadas a asegurar que: los agentes del Estado respetan el derecho de la mujer a una
vida libre de violencia, que se actúa con la debida diligencia “para prevenir, investigar y sancionar la
violencia contra la mujer” (tanto en el ámbito público como en el privado); y que las víctimas de la
violencia tienen acceso a procedimientos legales justos y eficaces. Las leyes o prácticas jurídicas que
“respalden la persistencia o la tolerancia” de dicha violencia deben ser revocadas274.
a. abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar por que las autorida-
des, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de conformidad con esta
obligación;
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia – 1999
(…)
… [L]a Comisión formula las siguientes recomendaciones al Estado colombiano:
(…)
6. Que adopte las medidas necesarias para prevenir, castigar y erradicar hechos de violación, abuso
sexual, y otras formas de tortura y trato inhumano por parte de agentes del Estado. Específicamente, en
cuanto a las mujeres privadas de su libertad, dichas medidas deberán incluir: un trato acorde con la
dignidad humana; la supervisión judicial de las causas de la detención; el acceso a un abogado, a los
familiares, y a servicios de salud; y las salvaguardas apropiadas para las inspecciones corporales de las
detenidas y sus familiares275.
b. actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer;
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en México – 1998
(…)
622. … La Comisión señala que, además de (…) medidas punitivas, deben adoptarse aquellas dirigidas a
prevenir los referidos actos de violencia. En este sentido, la Comisión ha recibido denuncias que indi-
273 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala.
OEA/Ser.L/V/II.111 Doc.21 rev., 6 de abril de 2001, pp. 244–245.
274 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil. OEA/Ser.L/V/
II.97 Doc. 29 rev. 1, 29 de septiembre de 1997, p. 139.
275 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia.
OES/Ser.L/V/II.102 Doc. 9 rev. 1, 26 de febrero de 1999. p. 333.
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can que las mujeres son víctimas de graves abusos cometidos por agentes del Estado, o con su consen-
timiento, como es el caso del delito de violación, especialmente cuando están privadas de su libertad.
La importancia de atacar el problema preventivamente es indudable, pues con frecuencia las mujeres
que han sufrido abusos sexuales por agentes de la seguridad mexicana, temen realizar la denuncia, por
miedo a represalias en su contra o de sus seres queridos. Si bien se desconocen las estadísticas mane-
jadas por el Gobierno, las numerosas denuncias realizadas por organizaciones de derechos humanos
parecen confirmar lo reiterado de la situación276.
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia – 1999
(…)
40. La violencia doméstica generalmente tiene como víctima principal a la mujer, y Colombia no es una
excepción a esta regla. La Comisión observa que la violencia doméstica genera responsabilidad para el
Estado, cuando el mismo no cumple con la obligación de debida diligencia prevista en la Convención
de Belém do Pará y la Convención Americana. Dicha obligación comprende la implementación de
medidas razonables de prevención y respuesta a los hechos de violencia doméstica277.
(...)
[L]a Comisión formula las siguientes recomendaciones al Estado colombiano:
(…)
7. Que garantice la debida diligencia para que en todos los casos de violencia por razón del género, sean
objeto de medidas investigativas prontas, completas e imparciales, así como el adecuado castigo de los
responsables y la reparación a las víctimas278.
Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala – 2001
(…)
49.De acuerdo con los términos de la Convención Americana y la Convención de Belém do Pará, los
Estados partes deben utilizar la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia
contra la mujer, además de asegurar la disponibilidad de protección y recursos legales eficaces para la
víctima. La respuesta de Guatemala a la violencia intrafamiliar revela áreas específicas en las cuales se
deben tomar medidas adicionales con el fin de proporcionar a las víctimas una protección efectiva de
su [sic] derechos básicos279.
c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra
naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y
adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso;
Informe Sobre la Situación de los Derechos Humanos en Ecuador – 1997
(…)
No obstante [los] progresos, subsisten algunos anacronismos legislativos. Por ejemplo, todavía hay artícu-
los en el Código Penal que mencionan el “honor” y “honestidad” de la mujer víctima como requisito para
tipificar un delito.  En tales casos la finalidad de la ley no es la protección de la vida o de la integridad física
de la mujer, sino más bien el de regularizar la vida sexual de la mujer como una expresión de “honestidad,
del honor de la familia y la moral pública”. La ley tipifica la violación sólo cuando la víctima es de menos
de 12 años de edad; cuando por razones físicas, mentales o de otro orden no puede ofrecer resistencia, o
cuando el agresor emplea fuerza o intimidación. Esta tipificación requiere, esencialmente, que la víctima
resista y arriesgue su vida o su integridad física para poder satisfacer la definición de delito280.
276 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en México, OEA/Ser.L/V/
II.100 Doc. 7 rev. 1, 24 de septiembre de 1998, p. 144.
277 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia.
OES/Ser.L/V/II.102 Doc. 9 rev. 1, 26 de febrero de 1999, pp. 329–330.
278 Ibídem, p. 333.
279 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala.
OEA/Ser.L/V/II.111 Doc.21 rev., 6 de abril de 2001, p. 242.
280 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Ecuador. OEA/ser.L/
V/II.96 Doc.10 rev.1, 24 de abril de 1997, p. 130.
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Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condición de la Mujer en las
Américas – 1998
(…)
… [L]as respuestas al cuestionario de la CIDH plantean serios problemas generales, agravados por la falta
de recursos, la pobreza y la marginalidad en amplios sectores de la población en la región. En esta materia
se debe mencionar especialmente:
(...)
b. La presencia de limitaciones legales que restringen el ejercicio de los derechos de la mujer. En algunos
países, por ejemplo, la violencia doméstica es vista como un delito de acción privada, o restringido y
entendido como perteneciente al ámbito privado; así ocurre por ejemplo en Brasil y Ecuador. En otros
casos, la violencia doméstica no es considerada como delito, sino como un problema de salud (Guate-
mala)281.
Segundo Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Perú – 2000
(…)
19.En materia de violencia sexual, la CIDH fue informada durante su visita in loco que en Perú se produce
una violación sexual cada dos horas, en promedio, y que paradójicamente el número de detenidos por
ese delito disminuye día a día. Se señaló a la Comisión que no existe una política estatal clara y efectiva
para la prevención de la violencia sexual, ni para la atención y el tratamiento de las víctimas dentro y
fuera del proceso penal. Se informó asimismo a la CIDH que la violación sexual de una mujer adulta
constituye en Perú una “ofensa conciliable”, puesto que existe una exención de la pena para los viola-
dores cuando contraigan matrimonio con la ofendida. Dicha exención a todas luces minimiza el delito
y refleja que la violación es considerada un delito puramente sexual del ámbito privado y no un crimen
que afecta la sociedad entera en cuanto vulnera derechos fundamentales que el Estado debe proteger.
La CIDH ha manifestado respecto a situaciones como la mencionada que “Un problema generalizado
que existe en relación con estos delitos es que el bien protegido de estas legislaciones continúa siendo la
‘honra’, lo que significa que sólo ‘mujeres honestas’ pueden ser objeto de violación” [Nota del Texto
Original: CIDH, Informe Especial sobre la Condición de la Mujer en las Américas, Informe Anual 1997, p.
1047]. Al realizar sus comentarios al proyecto de informe, el Estado ha señalado que la reforma al Código
Penal realizada en 1999, ha suprimido la acción privada para los delitos de violación sexual, violación a
personas en estado de inconsciencia o imposibilidad de resistir, violación de personas bajo autoridad o
vigilancia y seducción. Se señaló también que “se ha suprimido además la indicación de que el culpable
de seducción quedará exento de la pena si contrae matrimonio con la víctima, en ningún caso existe la
posibilidad de exención de la pena para violadores, sea cual fuera la edad de la víctima”282.
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Paraguay – 2001
(…)
31. En el terreno legislativo, si bien se han producido avances que ya han quedado expuestos en este informe,
persisten problemas en cuanto a la tipificación de los delitos sexuales. Así, con respecto al delito de
coacción sexual, la ley establece que la pena podrá ser atenuada según el prudente criterio del juez,
cuando “por las relaciones de la víctima con el autor, se dieran circunstancias atenuantes” [Nota del Texto
Original: Artículo 67 del Código Penal]. Esto puede llevar a reforzar valores discriminatorios donde la
víctima tiene que probar que no es culpable de haber provocado la coacción sexual. Esto también impli-
ca una barrera para juzgar la violación en la pareja. En el mismo sentido, el artículo 130 del Código Penal
sanciona el abuso sexual de personas indefensas con una pena de hasta 3 años y eleva la pena a 10 años,
sólo si se comprueba coito, estableciendo atenuantes por relaciones de la víctima con el autor.
281 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condi-
ción de la Mujer en las Américas, OEA/Ser.L/V/II.100 Doc. 17, 13 de octubre de 1998, pp. 28–29.
282 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Segundo Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Perú. OEA/
Ser.L/V/II.106 Doc. 59 rev, 2 de junio de 2000, pp. 185–186.
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(…)
34. Es de suma importancia destacar que no ha sido aprobado el Proyecto de Ley sobre la Violencia
Doméstica hacia la Mujer, que fue presentado al Congreso Nacional en diciembre de 1998. El Proyecto
está siendo estudiado por las comisiones de Legislación y Derechos Humanos del Parlamento. La
preocupación por la falta de sanción de este proyecto ya fue expresada por la Comisión con motivo de
su visita in loco. Sin embargo, la Comisión desea remarcar que si bien la discriminación contra la mujer
responde a estereotipos largamente arraigados en la sociedad, los cuales no pueden ser modificados
por la sola existencia de las normas, el dictado de una legislación adecuada es un paso no sólo muy
importante sino también imprescindible y obligatorio para que el Estado cumpla con sus compromisos
internacionales283.
Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala – 2003
(…)
299. Con respecto a la violencia contra la mujer, por ejemplo, debe señalarse que la violencia intrafamiliar
no ha sido tipificada como delito. En consecuencia, cuando una mujer es objeto de violencia dentro
del hogar, la gravedad de la infracción se mide en función del número de días que se requeriría para la
curación de los signos físicos de las lesiones, sin tener en cuenta la agresión psicológica u otras moda-
lidades de agresión y abuso incluidos en la definición de violencia contra la mujer conforme a las
normas regionales y nacionales, ni la secuencia de la(s) agresión(es)284.
d. adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar,
dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente contra su integridad o
perjudique su propiedad;




Que el Estado tome las medidas judiciales y administrativas debidas para garantizar que las denuncias
sobre violencia contra la mujer se investiguen rápida y debidamente; que los transgresores sean sometidos
al proceso judicial correspondiente; y que las víctimas reciban una justa compensación285.
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia – 1999
(…)
… [L]a Comisión formula las siguientes recomendaciones al Estado colombiano:
(…)
3. Que garantice la disponibilidad y rapidez de las medidas especiales previstas en la legislación nacional
para proteger la integridad mental y física de las mujeres sometidas a amenazas de violencia286.
e. tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o
abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que
respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer;
283 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Paraguay. OEA/
Ser.L/V/II.110 Doc. 52 rev, 9 de marzo de 2001, pp. 116–117.
284 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala. OEA/
Ser.L/V/II.118, Doc. 5 rev. 1, 29 diciembre 2003. http://www.cidh.org/countryrep/Guatemala2003sp/capitulo5.htm consulta-
do el 11 de mayo de 2004.
285 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Ecuador. OEA/ser.L/
V/II.96 Doc.10 rev.1, 24 de abril de 1997, pp. 135–136.
286 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia.
OES/Ser.L/V/II.102 Doc. 9 rev. 1, 26 de febrero de 1999. p. 333.
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Que el Estado tome los pasos necesarios para enmendar o derogar la legislación actual y modificar prác-
ticas legales y de otra índole que permiten o dan base para la violencia contra la mujer. Ello implicaría, por
ejemplo, iniciar el proceso legislativo correspondiente para derogar toda disposición que haga referencia
a la “honestidad” de la víctima en cuanto a la tipificación de un delito penal. Requeriría también que se
adopten todas las disposiciones que sean necesarias para garantizar que la mujer que ha sido sometida a
violencia tenga acceso efectivo a los recursos judiciales, en especial a las medidas de protección287.
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil – 1997
(…)
27. A pesar de que el Tribunal Supremo de Brasil revocó en 1991 la arcaica “defensa del honor” como una
justificación para el asesinato de la esposa, muchos tribunales continúan siendo reacios a procesar y
sancionar a los autores de la violencia doméstica. En algunas áreas del país, el uso de la “defensa del
honor” persiste y en algunas áreas la conducta de la víctima continúa siendo un punto central en el
proceso judicial para procesar un delito sexual. En vez de centrarse en la existencia de los elementos
jurídicos del delito en cuestión, las prácticas de algunos abogados defensores –toleradas por algunos
tribunales– tienen el efecto de requerir a la mujer que demuestre la santidad de su reputación y su
inculpabilidad moral a fin de poder utilizar los medios judiciales legales a su disposición. Las iniciati-
vas tomadas tanto por el sector público como el privado para hacer frente a la violencia contra la mujer
han empezado a combatir el silencio que tradicionalmente la ha ocultado, pero todavía tienen que
superar las barreras sociales, jurídicas y de otra índole que contribuyen a la impunidad en que a menu-
do estos delitos languidecen288.
Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condición de la Mujer en las
Américas – 1998
(…)
En lo referente a delitos de los que son objeto especialmente las mujeres, tales como los delitos de viola-
ción, estupro, rapto y abuso deshonesto, las respuestas al cuestionario muestran la existencia de tipos
específicos penales en: Argentina bajo el título “Delitos contra la Honestidad”; Bolivia y Perú en los “De-
litos contra la Libertad Sexual”; Brasil en los “Crímenes contra las Costumbres”; Chile en los “Crímenes y
simples delitos contra el orden de las familias y contra la moralidad pública”; Colombia bajo el título
“Delitos contra la Libertad y el Pudor Sexuales”; Costa Rica, Ecuador, Guatemala, Guyana, Honduras,
Jamaica, México, Paraguay, El Salvador, Uruguay y Venezuela de manera similar tipificaron estas conduc-
tas protegiendo bienes jurídicos relacionados con la honestidad y moralidad públicas.
Un problema generalizado que existe en relación con estos delitos es que el bien protegido en varias de
estas legislaciones continúa siendo la “honra”, lo que significa que sólo “mujeres honestas” pueden ser
objeto, por ejemplo, de violación. No está tipificado igualmente en la región en general, la violación entre
cónyuges como un delito y, por otra parte, las normas sobre acoso u hostigamiento sexual son mínimas,
existiendo de acuerdo a la información entregada, legislación sólo en Argentina en el ámbito de la admi-
nistración pública; en Costa Rica a través de una ley nacional; en México por una ley laboral y en la
administración pública, y en Perú en la legislación laboral289.
(...)
La Comisión insta a los Estados a que: reformen los códigos penales que declaran libres de culpa y pena a
los violadores que se casen con sus víctimas; en el caso de mujeres detenidas, aseguren que sean tratadas
287 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Ecuador. OEA/ser.L/
V/II.96 Doc. 10 rev. 1, 24 de abril de 1997, pp. 135–136.
288 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil. OEA/Ser.L/V/
II.97 Doc. 29 rev. 1, 29 de septiembre de 1997, p. 140.
289 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condi-
ción de la Mujer en las Américas, OEA/Ser.L/V/II.100 Doc. 17, 13 de octubre de 1998, p. 29.
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con respeto a su dignidad, que sus causas se lleven con celeridad ante la autoridad judicial y sujetas a
supervisión judicial, cuenten con rápido acceso a patrocinio legal y atención médica, y que las inspeccio-
nes de las detenidas se conduzcan con garantías y cuidados apropiados; se clasifiquen los delitos sexuales
–hasta ahora incluidos como delitos contra la honestidad y buenas costumbres– dentro de la categoría de
delitos contra la integridad personal, libertad y privacidad. Asimismo, se recomienda incorporar figuras no
contempladas en algunos códigos penales como el incesto; la ampliación de la figura de violación a
situaciones no consideradas tradicionalmente como tales, en razón de nuevas modalidades que por su
naturaleza violan la integridad personal y la libertad y privacidad de la mujer; y la eliminación de toda
mención del concepto honestidad, honra, y afines, como elementos atenuantes de la pena. La Comisión
insta a los Estados a que aseguren que las mujeres más desprovistas de protección –campesinas, niñas e
indígenas– tengan el debido acceso a los mecanismos que brindan los sistemas jurídicos290.
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia – 1999
(…)
46.La Comisión debe enfatizar que, como en otros casos, el Estado colombiano ha procedido a actualizar
su normativa interna, para hacer frente a la problemática situación [de la violencia sexual] descrita. En
virtud de una reciente modificación de la legislación colombiana, han aumentado las sanciones para
los delitos que atentan contra la libertad sexual y la dignidad humana. Dichos delitos se clasifican
actualmente en las categorías de violación sexual, actos sexuales abusivos, y estupro. El acceso carnal
violento se incluye dentro de la violación, y está castigado con una pena de 4 a 10 años de prisión.
Merece destacarse, como aspecto positivo, que la Ley 360/97 suprimió la norma del Código Penal, en
virtud de la cual la acción penal para todos los delitos mencionados se extinguía si el autor contraía
matrimonio con la víctima291.
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en República Dominicana – 1999
(…)
372. La Ley Nº 24–97 tiene como fin proteger la familia y colocar en una dimensión social el tema de la
violencia doméstica y familiar, de la cual la principal víctima ha sido la mujer. La ley en sí misma
recoge grandes avances en el tema, pero lamentablemente ésta no ha sido aplicada en la práctica por
los jueces dominicanos. De hecho, como fuera señalado a la Comisión durante su visita in loco, la
mayoría de los jueces y representantes del Ministerio Público ignoran su contenido o simplemente
prefieren obviarla y evadir su aplicación, razón por la cual no se ven materializados los objetivos de la
misma292.
(...)
403. En 1991 surgió la iniciativa de incorporar dentro del Código de Trabajo la figura del acoso sexual
como delito laboral, tipificación a la que los empresarios se opusieron, a pesar de la existencia de
numerosas denuncias. El artículo 47 del Código de Trabajo fue enmendado un año más tarde, incluyen-
do un acápite que señala: “Está prohibido a los empleadores [...] Ejercer acciones contra el trabajador
que puedan considerarse de acoso sexual, o apoyo, o no intervenir en caso de que lo realicen sus
representantes”. A pesar de la existencia de esta ley, en la práctica la norma no es respetada293.
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Paraguay – 2001
(…)
36. Si bien es cierto que desde 1998 está en vigencia el nuevo Código Penal, cuyo artículo 229 califica la
violencia familiar como un delito y trata específicamente varios delitos sexuales que afectan principal-
mente a las mujeres y a la niñez, varias de las definiciones de este Código son insuficientes, así como
las penalizaciones que establece. La definición de violencia familiar del Código Civil vigente excluye
formas de violencia distintas de la física, contraviniendo la Convención de Belem do Pará y establece el
290 Ibídem, p. 37.
291 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia.
OES/Ser.L/V/II.102 Doc. 9 rev. 1, 26 de febrero de 1999. p. 331.
292 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en República Dominicana.
OEA/Ser.L/V/II.104 Doc.49 rev. 1, 7 de Octubre de 1999, p. 86.
293 Ibídem, p. 92.
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requisito de que la violencia tiene que ser “habitual”[Nota del Texto Original: Artículo 128 del Código
Penal]. Este requisito impide la protección adecuada de las mujeres, la prevención de la recurrencia y
de un daño mayor a la víctima. Asimismo, la sanción correspondiente a este delito es una multa,
dejando al victimario en libertad294.
Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala – 2001
(…)
25.En la esfera del derecho penal, el hecho de que aún exista en el Código Penal el artículo 200, que
dispone que la responsabilidad penal por violación o ciertos otros delitos sexuales quedará extinguida
por el matrimonio del perpetrador con la víctima, contraviene el objeto y propósito de la Ley para
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Intrafamiliar. La Comisión recomendó expresamente a to-
dos los Estados miembros en 1997 que deroguen las disposiciones de esta índole. Además, conforme al
Decreto 79–97, aunque muchos delitos sexuales, incluyendo la violación, están definidos como deli-
tos de acción pública, la ley también estipula que dependen de una acción de parte. Este requerimiento
de una acción de parte significa que, en realidad, estos delitos no son objeto de acusación de oficio,
sino que sólo serán perseguidos y castigados debidamente de conformidad con la acción de la víctima
o a discreción del Ministerio Público295.
f. establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia,
que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales
procedimientos;
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia – 1999
(…)
…[L]a Comisión formula las siguientes recomendaciones al Estado colombiano:
(…)
4. Que estudie los mecanismos y procedimientos vigentes en materia de trámites judiciales para obtener
protección y reparación por delitos sexuales, a fin de establecer garantías efectivas para que las vícti-
mas denuncien a los perpetradores296.
Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala – 2001
(…)
51.Dada la existencia de barreras interrelacionadas que impiden que se haga justicia en casos de violencia
contra la mujer, no se denuncian muchos delitos, no se llevan estadísticas adecuadas, se culpa a las
víctimas en lugar de brindarles asistencia y el Estado no aplica la diligencia debida para investigar,
enjuiciar y sancionar estas violaciones. La falta de una respuesta judicial efectiva deja a las víctimas sin
tener un lugar a donde acudir para buscar protección y reivindicación, lo cual exacerba y perpetúa las
consecuencias de la violencia. Además, la profundidad del problema y de sus consecuencias son
incomprendidas y la sociedad no se ha comprometido en exigir su solución297.
(…)
53.A la luz del análisis y conclusiones precedentes, la Comisión recomienda que el Estado:
(…)
13.Intensifique y amplíe las acciones existentes para capacitar a los funcionarios, particularmente a aque-
llos de la Policía Nacional Civil y del Ministerio Público que se encargan de recibir las denuncias, con
294 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Paraguay. OEA/
Ser.L/V/II.110 Doc. 52 rev, 9 de marzo de 2001, pp. 117–118.
295 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala.
OEA/Ser.L/V/II.111 Doc.21 rev., 6 de abril de 2001, p. 233.
296 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia.
OES/Ser.L/V/II.102 Doc. 9 rev. 1, 26 de febrero de 1999. p. 333.
297 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala.
OEA/Ser.L/V/II.111 Doc.21 rev., 6 de abril de 2001, p. 243.
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respecto a las causas, naturaleza y consecuencias de la violencia de género, con miras a incrementar la
sensibilidad y eficacia de su respuesta a las víctimas.
14.Garantice la disponibilidad e implementación eficaz de medidas judiciales para proteger a las mujeres
que han sido objeto de actos o amenazas de violencia298.
Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala – 2003
(…)
301. En cuanto a los problemas con que se tropieza en la práctica, durante su visita de marzo de 2003 la
Comisión recibió insistentes informes que señalan que la mujer que desea denunciar un caso de de-
nuncia familiar se ve confrontada con el denominado “efecto de péndulo”, en el sentido de que cada
vez que acude a una autoridad es derivada a otra, sin obtener resultados oportunos ni eficaces. Ade-
más, las mujeres pobres tienen escaso acceso a la justicia, por falta de asesoría jurídica gratuita299.
g. establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la mujer objeto
de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compen-
sación justos y eficaces, y
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil – 1997
(…)
32.Cuando las violaciones ocurran, el Estado debe investigar el caso, someter a los autores de la violación
a la justicia y asegurar la existencia de mecanismos de compensación300.
Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala – 2001
(…)
45.… El objetivo de prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer hace necesario tratar las
causas de dicha violencia, así como proporcionar un recurso legal efectivo para manejar las conse-
cuencias301.
(…)
53.A la luz del análisis y conclusiones precedentes, la Comisión recomienda que el Estado:
(…)
10.Garantice que el impacto y las consecuencias de los actos de violencia cometidos contra las mujeres
durante el conflicto armado estén contemplados adecuadamente en el diseño y ejecución del plan
nacional de reparación y otras medidas de reparación y rehabilitación302.
h. adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias para hacer efectiva esta
Convención.
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil – 1997
(…)
9. A pesar de varias iniciativas para modernizar la legislación interna y conformarla a las obligaciones
internacionales, como los compromisos de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de
Discriminación contra la Mujer, todavía permanecen vigentes una serie de disposiciones anacrónicas y
discriminatorias. Varias disposiciones del Código Civil sobre poder paternal, y algunas disposiciones
298 Ibídem, pp. 244–246.
299 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala. OEA/
Ser.L/V/II.118, Doc. 5 rev. 1, 29 diciembre 2003. http://www.cidh.org/countryrep/Guatemala2003sp/capitulo5.htm consulta-
do el 11 de mayo de 2004.
300 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil. OEA/Ser.L/V/
II.97 Doc. 29 rev. 1, 29 de septiembre de 1997, p. 142.
301 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala.
OEA/Ser.L/V/II.111 Doc.21 rev., 6 de abril de 2001, p. 241.
302 Ibídem, pp. 244–245.
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del Código Penal con respecto a la violación y agresión de la mujer han sido identificadas para su
revocación en el Programa Nacional sobre Derechos Humanos; otras disposiciones han sido califica-
das de anacrónicas y perjudiciales en el Informe de Brasil preparado para la Cuarta Conferencia Mun-
dial sobre la Mujer (Beijing 1995). Por ejemplo, ciertos delitos sexuales continúan considerándose
delitos contra la costumbre, a diferencia de los delitos contra el individuo. La “honestidad” continúa
siendo un requisito legal para que una mujer sea identificada como víctima de ciertos delitos, y el
matrimonio entre el autor del crimen y la víctima todavía puede cancelar el procesamiento de ciertos
delitos. A pesar de que desde hace tiempo se reconoce que estas disposiciones deben ser revocadas,
todavía permanecen vigentes en la legislación brasileña303.
(…)
31.Como el Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la violencia ha indicado, donde se demuestre que la
existencia de protecciones jurídicas es insuficiente para proteger el derecho de la mujer a una vida libre de
violencia, “los Estados deben encontrar otros mecanismos complementarios para prevenir la violencia do-
méstica”, incluida la educación del público, la capacitación del personal pertinente, y el financiamiento de
servicios directos para asistir a las víctimas [Nota del Texto Original: Informe del Relator especial sobre la
violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias, Sra. Radhika Coomaraswamy, presentado de acuer-
do con la resolución 1995/85, E/CN.4/1996/53, 5 de febrero de 1996 [inglés], para. 140–41 de la Comisión
de Derechos Humanos de Naciones Unidas]. Brasil ha tomado pasos notables e innovadores con el fin de
crear e implementar dichos mecanismos, y ha indicado en su Programa de Derechos Humanos y otras




4. Que el Estado aumente la disponibilidad de respuestas apropiadas a los delitos de violencia contra la
mujer; incluyendo su procesamiento y castigo; simplificando los requisitos para iniciar las denuncias y
evitando prejuicios en su tratamiento; mejorando el entrenamiento de sus agentes respecto a las cau-
sas, efectos de esa violencia, y los recursos existentes para evitarla y denunciarla; y atendiendo a la
recuperación física y psicológica de las víctimas304.
Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condición de la Mujer en las
Américas – 1998
(…)
La Comisión quiere llevar a la atención de los Estados que todavía persisten las mencionadas situaciones
de desprotección hacia la mujer víctima de violencia, por falta de legislación adecuada, o porque la
legislación vigente no se cumple. En muchos países, las mujeres víctimas de violencia familiar no cuentan
con leyes penales apropiadas pues no se considera la violencia doméstica como delito, o bien las denun-
cias no prosperan, culminando el proceso generalmente en la libertad del agresor. Hay situaciones en las
cuales la mujer víctima de delitos sexuales no tiene acceso a una acción civil por daños y perjuicios, por
considerar que la dignidad de la persona es un bien jurídico no susceptible de ser incluido en los bienes de
carácter pecuniario. Al parecer, en este último caso, el daño causado recae en un elemento abstracto con
contenido moral, “la dignidad de la víctima”, sin tener en cuenta que al mismo tiempo se ha afectado o
cercenado la integridad psicofísica, al igual que su libertad y privacidad. Por otra parte, el concepto de
daño moral existe en otras figuras penales y es susceptible de ser reparado por medio de una acción civil.
La Comisión desea recordar en esta materia que el artículo 7.g. de la Convención de Belém do Pará
establece que los Estados deben “establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para
asegurar que la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u
otros medios de compensación justos y eficaces”. De gran importancia es además el que la mujer campe-
sina, las menores de edad y la mujer indígena, están especialmente expuestas a situaciones de desprotección
y vulnerabilidad, ya que cuentan con menos medios de defensa305.
303 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil. OEA/Ser.L/V/
II.97 Doc. 29 rev. 1, 29 de septiembre de 1997, p. 135.
304 Ibídem, pp. 141–142.
305 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condi-
ción de la Mujer en las Américas, OEA/Ser.L/V/II.100 Doc. 17, 13 de octubre de 1998, p. 33.
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(…)
La Comisión insta a los Estados a que, de acuerdo a los artículos 1 y 11 de la Declaración Americana,
artículos 4 y 5 de la Convención Americana, y artículo 7 de la Convención de Belém do Pará, legislen
adecuadamente sobre la violencia contra la mujer, asegurando que la violencia, intrafamiliar o doméstica, o
causada o tolerada por agentes del Estado, sea debidamente investigada, procesada y sancionada. Asimismo
debe fortalecerse la capacidad de respuesta de los sectores público y privado en la capacitación de personal
policial y judicial, para dar adecuado tratamiento a las causas y efectos de la violencia. Por último los Estados
deben implementar plenamente los programas y leyes ya existentes sobre violencia doméstica, los cuales, a
menudo por recursos insuficientes, no han tenido comienzo de ejecución, o se cumplen parcialmente306.
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia – 1999
(…)
… [L]a Comisión formula las siguientes recomendaciones al Estado colombiano:
(…)
2. Que asegure la vigencia efectiva y plena de la legislación nacional que protege a las mujeres contra la
violencia, asignando a tal efecto los recursos necesarios para la realización de programas de entrena-
miento vinculados con dichas normas307.
Artículo 8
Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive progra-
mas para:
a. fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de la mujer a una vida libre de violencia, y
el derecho de la mujer a que se respeten y protejan sus derechos humanos;
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia – 1999
(…)
… [L]a Comisión formula las siguientes recomendaciones al Estado colombiano:
(…)
9. Que adopte medidas adicionales a nivel estatal, tendientes a la incorporación plena de la perspectiva
de género en el diseño e implementación de sus políticas308.
b. modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, incluyendo el diseño de
programas de educación formales y no formales apropiados a todo nivel del proceso educativo,
para contrarrestar prejuicios y costumbres y todo otro tipo de prácticas que se basen en la premisa
de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los géneros o en los papeles estereotipados para
el hombre y la mujer que legitimizan o exacerban la violencia contra la mujer;
Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condición de la Mujer en las
Américas – 1998
(…)
La Comisión ha podido verificar la existencia de valiosos programas educativos que incluyen perspectivas
de género, tendientes a superar tradiciones socioculturales que siguen limitando la igualdad de oportuni-
dades para la mujer. La Comisión considera este tipo de programas esenciales para elevar el nivel de
conciencia sobre los derechos de la mujer en la región y asegurar su ejercicio309.
306 Ibídem, p. 36.
307 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia.
OES/Ser.L/V/II.102 Doc. 9 rev. 1, 26 de febrero de 1999. p. 333.
308 Idem.
309 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condi-
ción de la Mujer en las Américas, OEA/Ser.L/V/II.100 Doc. 17, 13 de octubre de 1998, p. 34.
243
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”
Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala – 2003
(…)
303. Además de las fallas del sistema legal y judicial, representantes del sector estatal y de la sociedad civil
han mencionado una serie de obstáculos de otro tipo que obstruyen el acceso de la mujer a la justicia,
incluidas condiciones socioculturales de subordinación, la carga del trabajo dentro y fuera del hogar,
bajos niveles de educación, dependencia económica y falta de acceso a la información referente a sus
derechos y recursos dentro del aparato del Estado310.
c. fomentar la educación y capacitación del personal en la administración de justicia, policial y demás
funcionarios encargados de la aplicación de la ley, así como del personal a cuyo cargo esté la
aplicación de las políticas de prevención, sanción y eliminación de la violencia contra la mujer;




Que el Estado continúe y amplíe su labor de capacitación de la fuerza de policía y de las demás autorida-
des encargadas de hacer cumplir la ley sobre el derecho de la mujer a vivir libre de violencia y sobre las
causas concretas y las consecuencias de la violación de este derecho, así como la reacción que se requiere
a dicha violación. Asimismo, deben tomarse medidas para prevenir la violación, el abuso sexual y demás
maltratos que sufre la mujer que se encuentra bajo custodia oficial311.
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil – 1997
(…)
23.Desde mediados de los años 80, Brasil ha estado en la vanguardia de la región en desarrollar e imple-
mentar estrategias para proporcionar servicios a las mujeres víctimas de la violencia. Actualmente
existen más de 150 Delegacias de Defensa da Mulher en todo el país, prestando servicios especializa-
dos a las víctimas. Además de contar con mujeres policías especialmente entrenadas para llevar a cabo
funciones normales en relación con la aplicación de la ley, estas comisarías también pretenden ofrecer
servicios sociales y psicológicos integrados.
24.La violencia doméstica es, de hecho, la forma más común de violencia contra la mujer en Brasil e
incluye el asesinato de esposas, la agresión doméstica, el abuso y la violación sexual.
(…)
25.Mientras que las Delegacias representan un avance extraordinario en el sentido de que abordan las
causas y consecuencias específicas de la violencia contra la mujer, su capacidad para proteger los
derechos de la mujer continúa siendo limitada debido a la falta de recursos humanos y materiales, la
insuficiente capacitación de personal especializado y no especializado (en los rangos generales de la
policía) para tratar casos de violencia y cuestiones de género en general, y la insuficiente coordinación
con el resto del aparato policial. Las comisarías especializadas existentes no pueden atender a todas las
víctimas. En las áreas rurales en particular, las mujeres tienen muy pocos recursos oficiales contra la
violencia y pocos medios para obtener ayuda.
26.Además, incluso donde estas comisarías especializadas existen, el caso continúa frecuentemente sien-
do que las quejas no son del todo investigadas o procesadas. En algunos casos, las limitaciones entor-
pecen los esfuerzos que se realizan para responder a estos delitos. En otros casos, las mujeres no
presentan cargos formales contra el agresor. En la práctica, las limitaciones legales y de otra índole a
menudo exponen a las mujeres a situaciones en las que se sienten obligadas a actuar. Por ley, las
mujeres deben presentar sus quejas en una comisaría y explicar qué ocurrió para que el delegado
310 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala. OEA/
Ser.L/V/II.118, Doc. 5 rev. 1, 29 diciembre 2003. http://www.cidh.org/countryrep/Guatemala2003sp/capitulo5.htm consulta-
do el 11 de mayo de 2004.
311 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Ecuador. OEA/ser.L/
V/II.96 Doc.10 rev.1, 24 de abril de 1997, pp. 135–136.
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pueda redactar la “denuncia de un incidente”. Los delegados que no han recibido suficiente capacita-
ción pueden no ser capaces de prestar los servicios requeridos, y algunos continúan, según se informa,
respondiendo a las víctimas de manera que les hacen sentir vergüenza y humillación. Para ciertos
delitos, como la violación sexual, las víctimas deben presentarse al Instituto Médico Legal, el cual tiene
la competencia exclusiva de llevar a cabo los exámenes médicos requeridos por la ley para procesar
una denuncia. Algunas mujeres no tienen conocimiento de este requisito, o no tienen acceso a dicha
institución de la forma justa y necesaria para obtener las pruebas requeridas. Estos institutos tienden a
estar ubicados en áreas urbanas y, en donde están disponibles, a menudo no cuentan con el personal
suficiente. Además, incluso cuando las mujeres toman las medidas necesarias para denunciar la prác-
tica de delitos violentos, no hay garantía de que éstos serán investigados y procesados312.
Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condición de la Mujer en las
Américas – 1998
(…)
…[L]as respuestas al cuestionario de la CIDH plantean serios problemas generales, agravados por la falta
de recursos, la pobreza y la marginalidad en amplios sectores de la población en la región. En esta materia
se debe mencionar especialmente:
a. La inexistencia o falta de preparación de personal adecuado que pueda procesar denuncias de violen-
cia. Por ejemplo, Ecuador en su respuesta informa sobre la dificultad en continuar, por esta razón, las
investigaciones por violencia doméstica y concluir los procesos judiciales. En otros países, no hay
datos acerca del estado posterior de las causas después de efectuadas las denuncias (por ejemplo Chile,
Guatemala, Honduras, México, Paraguay, Perú, Venezuela), o no hay capacitación adecuada de perso-
nal policial, judicial y profesionales de la salud en el tratamiento de la mujer víctima de violencia (por
ejemplo Honduras, Guatemala)313.
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia – 1999
(…)
… [L]a Comisión formula las siguientes recomendaciones al Estado colombiano:
(…)
5. Que desarrolle programas de entrenamiento para funcionarios policiales y judiciales, acerca de las
causas y consecuencias de la violencia por razón de género314.
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en República Dominicana – 1999
(…)
384. Sin embargo, la sola existencia de esta ley [de violencia intrafamiliar] no conlleva al cumplimiento de
los propósitos que ella contiene; su creación constituye únicamente el inicio de un proceso mucho más
largo. Los organismos no gubernamentales que trabajan sobre el tema de la mujer han expresado que
dicha ley no está siendo respetada, pues en la mayoría de casos de violencia intrafamiliar no se sigue el
procedimiento en ella previsto.
(…)
385. La aplicación efectiva de esta ley por parte de las autoridades competentes requiere tanto capacita-
ción adecuada acerca de la misma como el proveer a jueces, policías y agentes del Estado de medios
adecuados para lograr sus propósitos. Es necesario también que el Gobierno dominicano logre una
coordinación efectiva entre todas las instituciones que trabajan con los casos de violencia intrafamiliar,
entre sí y con organizaciones de la sociedad civil, de modo de fortalecer con recursos materiales y
humanos los propósitos de erradicar la violencia doméstica315.
312 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil. OEA/Ser.L/V/
II.97 Doc. 29 rev. 1, 29 de septiembre de 1997, pp. 139–140.
313 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condi-
ción de la Mujer en las Américas, OEA/Ser.L/V/II.100 Doc. 17, 13 de octubre de 1998, pp. 28–29.
314 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia.
OES/Ser.L/V/II.102 Doc. 9 rev. 1, 26 de febrero de 1999. p. 333.
315 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en República Dominicana.
OEA/Ser.L/V/II.104 Doc.49 rev. 1, 7 de Octubre de 1999, p. 88.
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Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala – 2001
(…)
53.A la luz del análisis y conclusiones precedentes, la Comisión recomienda que el Estado:
(…)
13.Intensifique y amplíe las acciones existentes para capacitar a los funcionarios, particularmente a aque-
llos de la Policía Nacional Civil y del Ministerio Público que se encargan de recibir las denuncias, con
respecto a las causas, naturaleza y consecuencias de la violencia de género, con miras a incrementar la
sensibilidad y eficacia de su respuesta a las víctimas.
(…)
15.Proporcione capacitación, asistencia técnica, recursos materiales y supervisión adicionales a las enti-
dades responsables –la Policía Nacional Civil, el Ministerio Público, personal técnico como los espe-
cialistas forenses y el poder judicial– para garantizar que se investiguen, enjuicien y sancionen los
casos relativos a violencia contra la mujer de conformidad con la norma de diligencia debida de la
Convención Americana y la Convención de Belém do Pará316.
Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala – 2003
(…)
302. En cuanto a otros tipos de delitos violentos, incluida la violación, los informes siguen indicando falta
de capacidad técnica y determinación de recoger pruebas y llevar adelante los procesamientos y cas-
tigos.  Estos informes contienen críticas sobre fallas y errores en la labor de los fiscales, lo que a su vez
dificulta la labor de los jueces y determina demoras en la administración de justicia, e impunidad. Se
ha señalado que de las 8.989 denuncias que había recibido la Fiscalía de la Mujer a fines de 2001, sólo
tres finalizaron con sentencias condenatorias317.
d. suministrar los servicios especializados apropiados para la atención necesaria a la mujer objeto de
violencia, por medio de entidades de los sectores público y privado, inclusive refugios, servicios de
orientación para toda la familia, cuando sea del caso, y cuidado y custodia de los menores afectados;




Que el Estado adopte las disposiciones del caso para asegurar que la mujer sometida a violencia tenga
acceso a los recursos debidos para atender sus necesidades físicas y psicológicas, y en particular, de
atención médica318 .
Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condición de la Mujer en las
Américas – 1998
(…)
… [L]a Comisión recibió información sobre legislación que permite a los jueces otorgar medidas cautelares,
que comprenden la exclusión del hogar conyugal y prohibición de acceder a lugares de trabajo de la víctima
por parte de los agresores, así como la decisión provisoria del pago de alimentos y tenencia de hijos319.
316 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala.
OEA/Ser.L/V/II.111 Doc.21 rev., 6 de abril de 2001, pp. 244–246.
317 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala. OEA/
Ser.L/V/II.118, Doc. 5 rev. 1, 29 diciembre 2003. http://www.cidh.org/countryrep/Guatemala2003sp/capitulo5.htm consulta-
do el 11 de mayo de 2004.
318 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Ecuador. OEA/ser.L/
V/II.96 Doc.10 rev.1, 24 de abril de 1997, pp. 135–136.
319 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos Sobre la Condi-
ción de la Mujer en las Américas, OEA/Ser.L/V/II.100 Doc. 17, 13 de octubre de 1998, p. 28.
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Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia – 1999
(…)
41.La Ley 294/96 sobre violencia intrafamiliar establece, en su artículo 20, que las autoridades policiales
tienen la obligación de asistir a las víctimas de maltrato intrafamiliar, con el fin de “impedir la repetición
de los hechos, remediar las secuelas físicas y psicológicas que se hubieran ocasionado y evitar retaliaciones
por tales actos”. A tal efecto, prescribe ciertas medidas específicas que deben adoptar dichas autoridades,
tales como: acompañar a la víctima al centro asistencial más cercano, hasta su hogar o algún lugar
seguro; asesorarla en la preservación de las pruebas de los actos de violencia, y en cuanto a sus derechos
y a los servicios gubernamentales disponibles en tales circunstancias. La misma ley prescribe medidas
precautorias, como el desalojo del agresor, la obligación de que el mismo se someta a un tratamiento
reeducativo y terapéutico, y de cubrir con sus propios recursos la reparación de los daños causados.
42.La Comisión destaca la aprobación de dicha norma como una medida positiva hacia la vigencia en
Colombia de los derechos humanos vulnerados a causa de la violencia doméstica320.
e. fomentar y apoyar programas de educación gubernamentales y del sector privado destinados a
concientizar al público sobre los problemas relacionados con la violencia contra la mujer, los recur-
sos legales y la reparación que corresponda;
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia – 1999
(…)
44.… Según datos recibidos por la Comisión, menos de la mitad de las mujeres golpeadas buscan ayuda,
y sólo un 9% de las mismas formulan denuncias a las autoridades. La Comisión recibió igualmente
información según la cual no existe la sensibilidad necesaria, ni del Estado ni de la sociedad, para
enfrentar el problema de la violencia doméstica. La impunidad para los autores de hechos de violencia
doméstica contra las mujeres es prácticamente del 100%321.
Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala – 2001
(…)
53.A la luz del análisis y conclusiones precedentes, la Comisión recomienda que el Estado:
(…)
12.Invierta recursos humanos y materiales adicionales en iniciativas de educación diseñadas para infor-
mar al público sobre las causas, naturaleza y consecuencias de la violencia de género, más específica-
mente de la violencia intrafamiliar, y para informar a niñas y mujeres sobre su derecho de ser libres de
la violencia y sobre las medidas disponibles para proteger ese derecho; tales iniciativas deberían incluir
información sobre los términos de la Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Intrafamiliar
y la Convención de Belém do Pará322.
Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala – 2003
(…)
327. Sobre la base del análisis y de las conclusiones que anteceden, la Comisión recomienda que el Estado:
(…)
7. Invierta recursos humanos y materiales adicionales en planes de educación destinados a informar al
público sobre las causas, las características y las consecuencias de la violencia de género, muy espe-
cialmente la violencia intrafamiliar, e informar a niñas y mujeres sobre sus derechos y sobre los recur-
sos disponibles para protegerlos323.
320 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia.
OES/Ser.L/V/II.102 Doc. 9 rev. 1, 26 de febrero de 1999, p. 330.
321 Ibídem, pp. 330–331.
322 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala.
OEA/Ser.L/V/II.111 Doc.21 rev., 6 de abril de 2001, pp. 244–245.
323 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala. OEA/
Ser.L/V/II.118, Doc. 5 rev. 1, 29 diciembre 2003. http://www.cidh.org/countryrep/Guatemala2003sp/capitulo5.htm consulta-
do el 11 de mayo de 2004.
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f. ofrecer a la mujer objeto de violencia acceso a programas eficaces de rehabilitación y capacitación
que le permitan participar plenamente en la vida pública, privada y social;
Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala – 2001
(…)
45.El Estado y la sociedad civil han hecho avances importantes para establecer un marco jurídico que
permita tratar el problema de la violencia intrafamiliar, primeramente a través de la ratificación de la
Convención de Belém do Pará y posteriormente a través de la promulgación de la Ley para Prevenir,
Sancionar y Erradicar la Violencia Intrafamiliar. Este marco jurídico debe ahora integrarse a un conjunto
más global de enfoques que contempla más recursos y atención a la prestación de servicios para las
personas afectadas por la violencia, incluyendo aquellos servicios que son necesarios para buscar y
recibir protección eficaz y recurso ante los tribunales. Aunque la Ley para Prevenir, Sancionar y Erradi-
car la Violencia Intrafamiliar presenta un nuevo enfoque jurídico a este problema, el poder judicial,
que tiene la labor de hacer que ésta se cumpla, sigue debilitado por serias deficiencias propias del
sistema324.
g. alentar a los medios de comunicación a elaborar directrices adecuadas de difusión que contribuyan
a erradicar la violencia contra la mujer en todas sus formas y a realzar el respeto a la dignidad de la
mujer;
h. garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información pertinente sobre las
causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer, con el fin de evaluar la eficacia de
las medidas para prevenir, sancionar y eliminar la violencia contra la mujer y de formular y aplicar
los cambios que sean necesarios, y




Que el Estado lleve a cabo estudios e informe sobre el predominio de la violencia contra la mujer y de la
violencia en el hogar en particular, para precisar las prioridades en la solución de las necesidades de las
mujeres, los hombres y los niños que son afectados325.
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia – 1999
(…)
… [L]a Comisión formula las siguientes recomendaciones al Estado colombiano:
(…)
10.Que desarrolle sistemas que permitan recopilar los datos estadísticos necesarios para la formulación de
políticas adecuadas, basadas en cuestiones de género326.
i. promover la cooperación internacional para el intercambio de ideas y experiencias y la ejecución
de programas encaminados a proteger a la mujer objeto de violencia.
324 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala.
OEA/Ser.L/V/II.111 Doc.21 rev., 6 de abril de 2001, p. 241.
325 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Ecuador. OEA/ser.L/
V/II.96 Doc.10 rev.1, 24 de abril de 1997, pp. 135–136.
326 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia.
OES/Ser.L/V/II.102 Doc. 9 rev. 1, 26 de febrero de 1999. p. 333.
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Artículo 9
Para la adopción de las medidas a que se refiere este capítulo, los Estados Partes tendrán especialmente
en cuenta la situación de vulnerabilidad a la violencia que pueda sufrir la mujer en razón, entre otras,
de su raza o de su condición étnica, de migrante, refugiada o desplazada. En igual sentido se conside-
rará a la mujer que es objeto de violencia cuando está embarazada, es discapacitada, menor de edad,
anciana, o está en situación socioeconómica desfavorable o afectada por situaciones de conflictos
armados o de privación de su libertad.
Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala – 2001
(…)
51.… Las barreras que deben enfrentar las mujeres indígenas son significativamente más altas, dada la
escasez de personal de policía y judicial que hable las lenguas indígenas y la falta de intérpretes, así
como las limitaciones en el acceso a los facilidades y servicios judiciales en las zonas rurales327.
Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala – 2003
(…)
310. También debe subrayarse que las mujeres indígenas han sido especialmente marginadas, privándoselas
de acceso a servicios básicos como los de educación y asistencia sanitaria, así como a la administra-
ción de justicia y a la participación política. En su labor, la Oficina del Defensor de la Mujeres Indíge-
nas ha señalado que la mujer indígena está sujeta a una “triple opresión”, ya sufre discriminación como
mujer, por su identidad indígena y por ser pobre. A la mujer indígena sigue negándosele igualdad de
acceso a servicios básicos, y está limitada en su desarrollo por esas múltiples formas de discrimina-
ción328.
CAPÍTULO IV
MECANISMOS INTERAMERICANOS DE PROTECCIÓN
Artículo 10
Con el propósito de proteger el derecho de la mujer a una vida libre de violencia, en los informes
nacionales a la Comisión Interamericana de Mujeres, los Estados Partes deberán incluir información
sobre las medidas adoptadas para prevenir y erradicar la violencia contra la mujer, para asistir a la
mujer afectada por la violencia, así como sobre las dificultades que observen en la aplicación de las
mismas y los factores que contribuyan a la violencia contra la mujer.
Artículo 11
Los Estados Partes en esta Convención y la Comisión Interamericana de Mujeres, podrán requerir a
la Corte Interamericana de Derechos Humanos opinión consultiva sobre la interpretación de esta
Convención.
Artículo 12
Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reconocida en uno o más
Estados miembros de la Organización, puede presentar a la Comisión Interamericana de Derechos Huma-
327 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Quinto Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Guatemala.
OEA/Ser.L/V/II.111 Doc.21 rev., 6 de abril de 2001, p. 243.
328 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Justicia e Inclusión Social: Los Desafíos de la Democracia en Guatemala. OEA/
Ser.L/V/II.118, Doc. 5 rev. 1, 29 diciembre 2003. http://www.cidh.org/countryrep/Guatemala2003sp/capitulo5.htm consulta-
do el 11 de mayo de 2004.
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nos peticiones que contengan denuncias o quejas de violación del artículo 7 de la presente Convención por
un Estado Parte, y la Comisión las considerará de acuerdo con las normas y los requisitos de procedimiento
para la presentación y consideración de peticiones estipulados en la Convención Americana sobre Dere-




Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado como restricción o limitación a
la legislación interna de los Estados Partes que prevea iguales o mayores protecciones y garantías de los
derechos de la mujer y salvaguardias adecuadas para prevenir y erradicar la violencia contra la mujer.
Artículo 14
Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado como restricción o limitación
a la Convención Americana sobre Derechos Humanos o a otras convenciones internacionales sobre la
materia que prevean iguales o mayores protecciones relacionadas con este tema.
Artículo 15
La presente Convención está abierta a la firma de todos los Estados miembros de la Organización de
los Estados Americanos.
Artículo 16
La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se depositarán en
la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.
Artículo 17
La presente Convención queda abierta a la adhesión de cualquier otro Estado. Los instrumentos de
adhesión se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.
Artículo 18
Los Estados podrán formular reservas a la presente Convención al momento de aprobarla, firmarla,
ratificarla o adherir a ella, siempre que:
a. no sean incompatibles con el objeto y propósito de la Convención;
b. no sean de carácter general y versen sobre una o más disposiciones específicas.
Artículo 19
Cualquier Estado Parte puede someter a la Asamblea General, por conducto de la Comisión Intera-
mericana de Mujeres, una propuesta de enmienda a esta Convención.
Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la fecha en que dos
tercios de los Estados Partes hayan depositado el respectivo instrumento de ratificación. En cuanto al
resto de los Estados Partes, entrarán en vigor en la fecha en que depositen sus respectivos instrumen-
tos de ratificación.
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Artículo 20
Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que rijan distintos sistemas
jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la presente Convención podrán declarar, en el mo-
mento de la firma, ratificación o adhesión, que la Convención se aplicará a todas sus unidades territo-
riales o solamente a una o más de ellas.
Tales declaraciones podrán ser modificadas en cualquier momento mediante declaraciones ulteriores,
que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las que se aplicará la presente Conven-
ción. Dichas declaraciones ulteriores se transmitirán a la Secretaría General de la Organización de los
Estados Americanos y surtirán efecto treinta días después de recibidas.
Artículo 21
La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que se haya depositado
el segundo instrumento de ratificación. Para cada Estado que ratifique o adhiera a la Convención des-
pués de haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, entrará en vigor el trigésimo día
a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o adhesión.
Artículo 22
El Secretario General informará a todos los Estados miembros de la Organización de los Estados
Americanos de la entrada en vigor de la Convención.
Artículo 23
El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos presentará un informe anual a los
Estados miembros de la Organización sobre el estado de esta Convención, inclusive sobre las firmas,
depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión o declaraciones, así como las reservas que hubieren
presentado los Estados Partes y, en su caso, el informe sobre las mismas.
Artículo 24
La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de los Estados Partes podrá denun-
ciarla mediante el depósito de un instrumento con ese fin en la Secretaría General de la Organización
de los Estados Americanos. Un año después a partir de la fecha del depósito del instrumento de
denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante, quedando subsistente para
los demás Estados Partes.
Artículo 25
El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, francés, inglés y portugués
son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la Organización de los Estados
Americanos, la que enviará copia certificada de su texto para su registro y publicación a la Secretaría de
las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas.
EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus respecti-
vos gobiernos, firman el presente Convenio, que se llamará “Convención Interamericana para Preve-
nir, Sancionar y erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”.
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